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	 aecid	 Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
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Unidas 
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	 cad	 Comité de Ayuda al Desarrollo de la ocde
	 caf	 Corporación Andina de Fomento - Banco de Desarrollo de 

América Latina
	 celac 	 Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños 
	 cepal	 Comisión Económica para América Latina
	 ci	 cooperación internacional
	 cid	 Cooperación Internacional al Desarrollo
	 cipd	 Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo
	 cnps	 Consejo Nacional de Políticas Sociales 
	 cnd	 Corporación Nacional para el Desarrollo
	 css	 cooperación sur-sur
	 ctpd	 cooperación técnica entre países en desarrollo
	 DaO	 Unidos en la Acción de Naciones Unidas | Delivering as One- 

United Nations 
	 dgi 	 Dirección General Impositiva 
	 dinama	 Dirección Nacional de Medio Ambiente 
	 dinamige 	 Dirección Nacional de Minería y Geología 
	 dne 	 Dirección Nacional de Energía 
	 ecosoc	 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas | United 

Nations Economic and Social Council	
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	 ecpa	 Alianza de Energía y Clima de las Américas | Energy and 
Climate Partnership of the Americas

	 facc	 Fondo de Adaptación para el Cambio Climático
	 fcd	 Foro de Cooperación al Desarrollo de las Naciones Unidas | 

United Nations Development Cooperation Forum
	 gci	 Grupo de Cooperación Internacional del mercosur 
	 gef	 Fondo para el Medio Ambiente Mundial | Global Environment 

Facility
	 gfatm	 Fondo Mundial de Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la 

Malaria | Global Fund to Fight aids, Tuberculosis and Malaria
	 idh	 Índice de Desarrollo Humano
	 ifi	 instituciones financieras internacionales 
	 iica	 Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura
	 inau	 Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay
	 inc 	 	Instituto Nacional de Colonización
	 ine	 	Instituto Nacional de Estadística
	 inia 	 Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria
	 inumet 	 Instituto Uruguayo de Meteorología
	 jica	 Agencia de Cooperación Internacional del Japón | Japan 

International Cooperation Agency
	 latu	 Laboratorio Tecnológico del Uruguay
	 mdn	 Ministerio de Defensa Nacional
	 mec	 Ministerio de Educación y Cultura
	 mef	 Ministerio de Economía y Finanzas
	 mercosur	 Mercado Común del Sur
	 mgap	 Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca
	 mi	 Ministerio del Interior
	 mides	 Ministerio de Desarrollo Social
	 miem	 Ministerio de Industria, Energía y Minería
	 minturd	 Ministerio de Turismo y Deporte
	 mrree	 Ministerio de Relaciones Exteriores
	 msp	 Ministerio de Salud Pública
	 mtss	 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
	 mvotma	 Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente
	 nam	 Movimiento de Países No Alineados | Non Aligned Movement
	 ocde	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
	 ocr	 Oficina del Coordinador Residente de Naciones Unidas
	 ods		 Objetivos de Desarrollo Sostenible
	 odm		 Objetivos de Desarrollo del Milenio
	 oea		 Organización de Estados Americanos
	 oim 	 Organización Internacional para las Migraciones  
	 ong		 Organización No Gubernamental
	 oms	 Organización Mundial de la Salud 
	 onsc 	 	Oficina Nacional de Servicio Civil 
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	 onu mujeres	 Entidad de las Naciones Unidas para la igualdad de género y el 
empoderamiento de las mujeres

	 onu	 Organización de las Naciones Unidas
	 opp	 Oficina de Planeamiento y Presupuesto
	 osc	 organizaciones de la sociedad civil
	 ose	 Obras Sanitarias del Estado
	 paba 	 Programa de Acción de Buenos Aires 
	 pib	 Producto Interno Bruto	
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Cooperación Sur-Sur
	 pnud	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
	 pnuma	 Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
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	 segib	 Secretaría General Iberoamericana
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	 snu	 Sistema de las Naciones Unidas
	 udelar	 Universidad de la República
	 ue	 Unión Europea
	 unasur	 Unión de Naciones Sudamericanas
	 unctad	 Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo | 

United Nations Conference for Trade and Development
	 undesa	 Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones 

Unidas | United Nations Department of Economic and Social 
Affairs

	 unesco	 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
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Prefacio

En la última década, Uruguay ha realizado importantes progresos en materia de 
desarrollo. Se han implementado políticas públicas para atender las situaciones 
de pobreza, mejorar la distribución del ingreso, el empleo, los salarios, las inver-
siones productivas y el acceso universal a la salud de calidad. Se ha progresado 
en la reducción de la brecha digital, la universalización de la educación media, 
la modernización de la formación terciaria universitaria de perfil tecnológico y 
la descentralización territorial de la educación pública universitaria, entre otros 
logros. Se ha avanzado como nunca antes hacia la igualdad de oportunidades y 
en la ampliación de derechos de las personas.

Todo ello ha redundado en una mejora del bienestar de la mayoría de las 
personas que viven en Uruguay. El país ha crecido en términos de su renta y 
de su desarrollo humano. Sin embargo, crecer de manera sustentable y revertir 
las situaciones de pobreza más extrema y las desigualdades más arraigadas en 
la sociedad uruguaya, que mitigan las posibilidades de ejercer plenamente los 
derechos, requiere cambios estructurales que llevan tiempo, compromiso político 
y fuertes apoyos desde la cooperación internacional.

El aporte de la cooperación al Uruguay ha sido y es estratégico en términos 
cualitativos, porque se concentra en áreas altamente prioritarias que coadyuvan 
a los resultados de desarrollo sustentable del país. Los proyectos y programas de 
cooperación internacional son un vector de innovación que posibilita la mejo-
ra de la calidad de las políticas públicas, las instituciones y las intervenciones 
de desarrollo. Con el apoyo de la cooperación se cristalizan buenas prácticas y 
experiencias piloto que pueden, asimismo, transferirse a otros países de menor 
desarrollo relativo a través de cooperación sur-sur y triangular.

En el siglo xxi, la cooperación al desarrollo constituye una política pública 
esencial para la construcción de confianza, el aprendizaje conjunto y el abordaje 
mancomunado de los desafíos globales y nacionales del desarrollo sustentable. 
En un mundo signado por la globalización y la interdependencia compleja, en-
frentado al desafío del cambio climático, del incremento de la desigualdad y la 
persistencia de la pobreza como flagelo mundial, el desarrollo sustentable es 
objetivo y tarea de todos.

A la luz de ello, la matriz de la cooperación al desarrollo está cambiando. Este 
mecanismo de redistribución internacional ya no es únicamente una expresión 
de ayuda de países desarrollados hacia países en desarrollo. Como evidencia el 
auge de la cooperación sur-sur de la última década, la cooperación al desarro-
llo es también una relación solidaria, horizontal entre países del sur que han 
adquirido capacidades y experiencias valiosas, dignas de ser compartidas. Ha 
dejado de ser un vínculo exclusivamente entre gobiernos, para incorporar pro-
gresivamente a otros actores no estatales en alianzas que apuntan a potenciar 
los esfuerzos de una diversidad de actores con diferentes roles y saberes en el 
desarrollo sustentable.

Todos estos cambios están teniendo su correlato en la forma en que se dirige y 
gestiona la cooperación al desarrollo en Uruguay. El país se encuentra transitan-
do un proceso de reforma de su institucionalidad de la cooperación internacional 
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que lo posiciona con un doble rol: como país socio de la cooperación tradicional 
y como cooperante interpares a través de la cooperación sur-sur. Por su rol dual, 
la política de cooperación internacional de Uruguay se nutre de la planificación 
del desarrollo, de la mirada transversal de las prioridades definidas por el Ejecu-
tivo, así como de las orientaciones de política exterior.

A partir de la creación de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
y del fortalecimiento de las unidades de cooperación de los organismos estata-
les desde un abordaje sistémico, el país está hoy mejor dotado de capacidades 
para alinear a las prioridades, coordinar y gestionar con eficacia la cooperación 
internacional que recibe y la cooperación sur-sur que realiza para cumplir los 
objetivos de desarrollo sustentable.

A lo largo de este camino se ha realizado un sinnúmero de aprendizajes. El 
presente libro recoge las principales discusiones, líneas de trabajo y desafíos de 
la auci y de la cooperación internacional del Uruguay para los próximos años. 
También reúne las voces de distintos actores de la cooperación internacional 
del país y de países socios en el desarrollo de Uruguay. Todos estos elementos 
constituyen el quehacer de la política de cooperación de Uruguay, que como país 
de desarrollo intermedio puede resultar valioso para otros países del sur que 
recorren caminos similares.

Diego Cánepa 

Prosecretario de la Presidencia de la 
República (presidente) 

Luis Almagro 

Ministro de Relaciones Exteriores  
(director) 

Gabriel Frugoni 

Director de la Oficina  
de Planeamiento y Presupuesto  

(director)
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Introducción

Cooperación internacional para el desarrollo 
multidimensional

A fines del siglo xix, el proceso de Revolución Industrial imprimió una visión 
del desarrollo como sinónimo de industrialización, en oposición a las sociedades 
rurales “atrasadas” basadas en la producción agrícola. Ser desarrollado era en-
tonces ser industrializado. Frente a la crisis de 1929 y la destrucción que provocó 
la Segunda Guerra Mundial, la necesidad de alcanzar el crecimiento económi-
co tuvo su correlato teórico en la economía del desarrollo y, en ese sentido, 
consagró una visión del desarrollo como crecimiento económico. Este binomio 
desarrollo-crecimiento económico se convertiría en componente central de las 
posteriores conceptualizaciones de desarrollo durante todo el siglo xx, y en bue-
na medida un paradigma dominante hasta el día de hoy.

A mediados del siglo xx, el proceso de descolonización dio origen a las teorías 
de la modernización y de la dependencia, que complementaron las miradas del 
desarrollo desde una perspectiva de sistema mundial. Para América Latina, la 
búsqueda de su desarrollo endógeno implicó la adopción de estrategias de indus-
trialización por sustitución de importaciones y la configuración de Estados de-
sarrollistas. Si bien estos modelos fueron más amplios y profundos en los países 
grandes de la región, también fueron significativos en Uruguay para establecer 
su matriz del Estado nacional.

Luego de la crisis de la deuda de la década de 1980, a partir de los aportes de 
Amartya Sen y Mahbub ul Haq, comenzó a cristalizarse una visión del desarro-
llo humano como una ampliación de las capacidades y los derechos. Al centro 
de esa visión está el ser humano, como un actor principal del desarrollo. En la 
última década del siglo se fueron incorporando otras dimensiones esenciales del 
desarrollo, como el medio ambiente, la equidad de género, la protección de las 
minorías. Muchas de estas dimensiones se fijaron en la agenda de la cooperación 
a partir de los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Podemos decir que el siglo 
xxi despuntó con una visión del desarrollo humano sustentable con perspectiva 
de derechos.

Lo interesante y complejo de este proceso de casi un siglo y medio es que 
las diferentes visiones sobre el desarrollo no fueron sustituyendo una a la otra. 
Se trató de una evolución en la que cada nueva perspectiva trajo cambios con-
ceptuales relevantes, pero mantuvo también muchos elementos del paradigma 
anterior. Estas nuevas visiones se fueron acumulando capa sobre capa, cons-
tituyendo una verdadera arqueología del desarrollo. Por tanto, muchos de los 
componentes estructuradores de estas perspectivas coexisten, lo que vuelve 
al desarrollo un concepto integral y abarcador, pero al mismo tiempo más 
complejo y elusivo. La cooperación internacional es hija de esta complejidad 
conceptual del desarrollo.

En este marco, la cooperación internacional al desarrollo enfrenta múltiples 
desafíos. Por un lado, debe abordar la complejidad relativa a la multidimensio-
nalidad del desarrollo y, en consecuencia, a la variedad de sectores y temas en 
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los que hay que trabajar para abordar los diferentes e interrelacionados desafíos 
del desarrollo. En segundo lugar, la complejidad proviene de la multiplicidad 
de actores que forman parte del entramado global de la cooperación. Donantes 
tradicionales que han ido reformulando su forma de trabajar y sus objetivos 
conviven con nuevos donantes como los países emergentes del sur, gobiernos 
subnacionales, organismos multilaterales, fondos multilaterales, organizaciones 
no gubernamentales, fundaciones filantrópicas y empresas, por nombrar los más 
salientes. Asimismo, la cooperación internacional cuenta con nuevos y variados 
instrumentos que buscan adaptarse a los objetivos y necesidades de los países: 
cooperación financiera, asistencia técnica, becas, donaciones, infraestructura, 
apoyo presupuestario, pool funding, intercambio de conocimientos, entre otros.

En resumen, la complejidad de la cooperación al desarrollo del siglo xxi com-
bina la diversidad de sectores o áreas de actuación, la multiplicidad de actores 
intervinientes y la sofisticación y diversificación de instrumentos utilizados.

A este ya de por sí complejo panorama debemos agregar que en la última dé-
cada se ha acelerado el dinamismo de la agenda global de la cooperación al desa-
rrollo. Desde la segunda mitad del siglo pasado hasta la Declaración del Milenio, 
esta agenda ha sido definida principalmente en el marco de las Naciones Unidas. 
Sin embargo, en la actualidad existe un gran número de foros internacionales 
de debate y negociación de la cooperación, así como organismos y espacios de 
coordinación de políticas de desarrollo, lo que hace extremadamente más com-
pleja su gobernanza.

En consecuencia, todos los países, incluidos los del sur, han requerido contar 
con una institucionalidad responsable de las políticas de cooperación al desa-
rrollo capaz de responder a los desafíos que presenta un contexto complejo y 
dinámico. Pero ¿cómo hacerlo? El desafío que ha enfrentado Uruguay en este 
tiempo no es menor. Cabe recordar que a mediados del período de gobierno an-
terior, años 2007-2008, el país no contaba con datos precisos y actualizados sobre 
la cooperación internacional que recibía, para qué temas ni qué instituciones la 
ejecutaban, y experimentaba dificultades sustantivas en la negociación y gestión 
de esa cooperación. Ni que hablar de un mínimo registro de la incipiente coo-
peración horizontal que Uruguay comenzaba a brindar a otros países de la re-
gión. Por tanto, las autoridades nacionales definieron como prioridad estratégica 
responder eficazmente a este contexto a través del proceso de transformación 
institucional y de fortalecimiento de sus capacidades para la cooperación que se 
describe a lo largo de este libro.

Capacidades sofisticadas para desafíos complejos

En nuestros países no es habitual la creación de instituciones; por consiguiente, 
cuando estas se crean, debe considerarse que perdurarán. Por ello, no deben di-
señarse para la realidad actual, sino crearse con capacidad de prever y adaptarse 
a los desafíos futuros. La creación de una institucionalidad moderna, eficiente y 
capaz de responder a la complejidad de la cooperación al desarrollo fue posible 
a partir de la virtuosa combinación de tres vectores centrales: liderazgo político, 
conocimiento técnico y equipo profesional.
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En primer lugar, resulta clave el liderazgo político de las autoridades na-
cionales que conforman el Consejo Directivo de la auci: la Presidencia de la 
República, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. Ellas definen los lineamientos que permiten impulsar el proceso 
de reforma institucional dándole dirección estratégica, legitimidad política y es-
tabilidad institucional asegurando los recursos de presupuesto público para ins-
trumentarlo. En segundo lugar, ha requerido el aporte del mejor conocimiento 
técnico-académico disponible tanto en el país como en el mundo, especialmente 
de las agencias de cooperación de referencia regional e internacional que han 
apoyado, y contribuido a financiar, la creación de la auci. Finalmente, el tercer 
pilar de este proceso lo constituye el equipo humano, con capacidad técnica y 
fuerte compromiso institucional, capaz de llevar adelante este proceso.

Importa señalar también que, para que la política de cooperación y su institu-
cionalidad fueran operativas y contaran con la solidez y permanencia de una po-
lítica de Estado, fue necesario elaborar y aprobar un marco legal y presupuestal. 
Una referencia especial merece en este sentido el rol del Poder Legislativo. La 
auci en distintas oportunidades ha asistido al Parlamento para rendir cuentas, 
informar de sus actividades y presentar resultados. Cada vez que la Agencia ha 
remitido a la decisión de los parlamentarios leyes o disposiciones relativas a su 
funcionamiento y a la gestión de la política de cooperación, así como el presu-
puesto para la estrategia de css, el Parlamento ha apoyado en todos sus términos 
los mensajes elaborados por las autoridades de la cooperación del Poder Ejecu-
tivo.

¿Por qué es importante tener una institucionalidad eficaz y eficiente para 
gestionar la cooperación internacional que Uruguay recibe y brinda? ¿Cuáles 
son las funciones principales que cumple la cooperación en Uruguay? Como se 
fundamenta en varios apartados de este libro, creemos firmemente en la impor-
tancia estratégica que tiene la cooperación internacional al desarrollo. Se podría 
decir que la cooperación en Uruguay cumple cuatro funciones estratégicas prin-
cipales. En primer lugar, nos ayuda a abordar los problemas que aquejan al país, 
que sabemos dónde se ubican y qué fundamentos tienen, pero nuestros recursos 
y/o nuestras capacidades técnicas no alcanzan para resolverlos eficazmente.

En segundo lugar, la cooperación cumple un rol clave en abordar problemas 
que requieren políticas e instrumentos de gran sofisticación en áreas en las que 
el país no cuenta aún con experiencia y capacidades. En tercer lugar, la coope-
ración permite anticiparnos a los problemas que vendrán, especialmente en un 
contexto de crecimiento económico y de clasificación como país de renta alta. 
En cuarto lugar, una de las virtudes principales de la cooperación en un país del 
nivel de desarrollo de Uruguay es su capacidad para visibilizar aquellos proble-
mas que no sabemos que tenemos o que, por su invisibilidad, no están aún en la 
centralidad de las políticas públicas. Ejemplo de esto último han sido en el pasado 
reciente la equidad de género y la importancia del cuidado del medio ambiente, 
dos temas claves que la cooperación ayudó a visibilizar.

Más recientemente, Uruguay ha avanzado de manera significativa en la am-
pliación de derechos de las personas, en especial de las minorías y de los sectores 
más vulnerables. La cooperación internacional ha trabajado fuertemente desde 
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hace muchos años en estos temas, y la generación de capacidades técnicas para 
responder con soluciones que permitan el ejercicio efectivo de todos los derechos 
para todas las personas es un ejemplo reciente del rol estratégico de la coopera-
ción en países del nivel de desarrollo de Uruguay.

Pero para optimizar el aporte de la cooperación en el país es fundamental 
contar con capacidades institucionales en el Estado tendientes a alinear la coope-
ración que se recibe a los objetivos y prioridades nacionales de desarrollo. Desde 
la creación de la auci, esta tarea ha sido una preocupación central. En este sen-
tido, muchas veces las prioridades de cooperación se asocian con las prioridades 
nacionales de desarrollo. Esto puede ser así para los países más pobres, que no 
cuentan con recursos presupuestales nacionales suficientes para cubrir sus ne-
cesidades básicas de políticas públicas, pero para aquellos países como Uruguay, 
que tienen un componente de gasto público social significativo, es razonable 
pensar que las prioridades nacionales de desarrollo están principalmente abor-
dadas en el presupuesto público.

Por tanto, si esto es así, ¿qué lugar le queda a la cooperación?; ¿cómo se defi-
nen en estos casos las prioridades de cooperación? El Uruguay no cuenta con un 
plan nacional de desarrollo, lo que exige una labor pormenorizada y ciertamente 
compleja de identificación de las prioridades de cooperación. Este mecanismo 
implica conocer en profundidad la estructura institucional del Estado, su an-
damiaje de jerarquías legales y su distribución de competencias, las prioridades 
sectoriales y de subsectores, así como de qué forma estas son articuladas cen-
tralmente a nivel del Consejo de Ministros, gabinetes sectoriales y/o dependen-
cias transversales de la Presidencia de la República. Asimismo, debe conocer 
cuáles son las asignaciones presupuestales y las brechas de financiamiento o de 
capacidades que puedan existir en los organismos públicos para afrontar esas 
prioridades.

En este sentido, para poder establecer las prioridades nacionales de la coope-
ración, la institucionalidad debe conocer de manera precisa y actualizada cómo 
está distribuida la ayuda oficial al desarrollo existente en el país, a fin de evitar 
superposiciones y solapamientos. Es clave también ponderar en qué áreas y/o en 
qué instrumentos posee ventajas comparativas cada uno de los cooperantes para 
definir en qué temas trabajar con cada uno de ellos. Por eso, la institucionalidad 
no solo debe responder efectivamente a las complejidades del escenario inter-
nacional, sino también a los desafíos de la definición, el diseño, la ejecución, 
el seguimiento y la evaluación de las iniciativas, los proyectos y programas de 
cooperación al desarrollo. Este proceso de toma de decisiones informada de po-
lítica pública de cooperación al desarrollo es el corazón de la función estratégica 
de la auci.

La cooperación para el desarrollo del Sur

Una novedad para la política de cooperación de nuestro país es la adopción de 
una estrategia de cooperación sur-sur (css), a través de la cual Uruguay ha co-
menzado a brindar cooperación con países de la región con gran dinamismo. En 
2008, cuando se inició el proceso de transformación institucional en Uruguay, 
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el país estaba penúltimo en el ranking de css en el espacio iberoamericano. Ello 
se explicaba por tres razones: Uruguay realizaba poca css, la poca que realizaba 
no estaba registrada, y aquella que se registraba no siempre se informaba a los 
organismos internacionales, en particular al Informe de Cooperación Sur-Sur de 
la segib.

A partir del proceso de transformación institucional, Uruguay ha adoptado 
una estrategia de css que lo posiciona entre los primeros países oferentes de 
css de acuerdo a su tamaño y grado de desarrollo relativo. En 2013, Uruguay 
desarrolló más de 60 proyectos de css, en el 40 % de ellos nuestro país fue el 
oferente principal de cooperación, duplicando la proporción del año anterior. En 
la actualidad, Uruguay coopera con más de 12 países en diversas áreas, entre las 
que se destacan salud, políticas sociales, temas agropecuarios, tecnologías de la 
información y comunicación (tic), educación, gobernabilidad y energías renova-
bles. Además de este crecimiento sustantivo de las iniciativas de css, el país ha 
adquirido un protagonismo regional que merece ser destacado. Como muestra 
de ello, desde hace tres años Uruguay es sede del Programa Iberoamericano de 
Fortalecimiento de css (pifcss), y como Secretaría Ejecutiva ha participado en 
nombre del pifcss en gran cantidad de foros globales de la cooperación al desa-
rrollo en países tan distantes como Turquía, Corea o Etiopía.

Por último, en esta publicación se presentan no solamente los rasgos princi-
pales del proceso de transformación de la política de cooperación al desarrollo 
en Uruguay y sus desafíos futuros, sino también una mirada, a partir de las 
características que compartimos con nuestra región de América Latina, sobre los 
retos de la cooperación internacional al desarrollo a escala global. Creemos fir-
memente que donde existan derechos vulnerados la cooperación internacional al 
desarrollo tendrá una función esencial que cumplir. Desde esta perspectiva inte-
gral de derechos hemos desarrollado todo el proceso que en este libro se reseña.

Martin Rivero Illa
Director ejecutivo

Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional (auci)
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Tras más de medio siglo de mantenimiento de un sistema de cooperación 
internacional para el desarrollo que, aunque sujeto a cambios, había permane-
cido inmutable en muchos de sus principios, el siglo xxi comenzó con nuevas 
alianzas geopolíticas y demandas de participación de Estados (incluidos órga-
nos regionales y subregionales de gobierno) y organizaciones de la sociedad 
civil, que han ido aportando nuevos sentidos a conceptos preinstalados en el 
mainstream de la cooperación. La Cumbre del Milenio (2000), la Conferencia de 
Monterrey sobre Financiación al Desarrollo (2002) y la Declaración de París 
(2005) marcaron los primeros hitos del cambio: los debates allí surgidos fueron 
destejiendo una madeja repleta de foros, declaraciones y compromisos que han 
complejizado y enriquecido los debates, estructura y gobernanza del sistema 
de cooperación internacional para el desarrollo.

La agenda de desarrollo que se va configurando en el ámbito global, más com-
prehensiva e interrelacionada, incluye retos compartidos entre países del norte y 
del sur: lucha contra el deterioro ambiental y el cambio climático, estabilidad y 
regulación financiera internacional, soberanía alimentaria, diversidad de fuentes 
energéticas, mantenimiento de la paz, diversidad cultural, garantía de derechos 
para las mujeres, igualdad de oportunidades para la juventud, entre otros. Los 
desafíos del desarrollo en la segunda década del siglo xxi requieren un abordaje 
sistémico que integre la corresponsabilidad de los actores que tienen distintos roles 
en la construcción de las respuestas. La complejidad y la magnitud de estos desafíos 
ponen de manifiesto la necesidad de aumentar y mejorar la cooperación en todas 
sus expresiones, al ubicar el desarrollo sustentable en el centro de las prioridades.

Para que la cooperación para el desarrollo sea realmente eficaz todavía tiene 
que dar cabida a procesos de comunicación más inclusivos y menos dependientes 
de las relaciones de poder. Es decir, procesos de articulación y gobernanza en los 
que prime el diálogo y no las decisiones de los más fuertes. La agenda de desarro-
llo sustentable que se está negociando actualmente merecería una concertación 
que dejara atrás para siempre el paradigma neoliberal que tanto ha incremen-
tado las desigualdades1 en el seno de los países y agrandado distancias entre los 
seres humanos. Requeriría, por ejemplo, que en la necesidad urgente de la lucha 
contra el cambio climático2 se revisara el paradigma del desarrollo como cre-
cimiento sin límites, se relegaran los intereses que bregan por el statu quo y se 
favorecieran y respetaran las convenciones y los protocolos medioambientales. 
La humanidad se juega mucho con esta elección: seguir con un modelo de creci-
miento y consumo depredador o poner límites a las “economías de mercado que 
han creado sociedades de mercado” y “revisar nuestras formas de vivir”, como 
declaró el presidente de Uruguay, José Mujica, en la Conferencia de Rio + 20.3



24 | 

Se requiere cambiar las estructuras, políticas y dinámicas que constituyen 
obstáculos al desarrollo sustentable a escala global y nacional, y también llevar 
a cabo nuevas construcciones en la gobernanza mundial que, con un patrón de 
responsabilidades compartidas pero diferenciadas, atiendan a las necesidades y 
derechos de cada ser humano y den respuestas más creativas, comprehensivas y 
audaces a estos desafíos.

La entrada en juego de los Estados del sur y otros actores de la sociedad civil 
que no formaban parte del grupo selecto de diseñadores de las políticas de coopera-
ción internacional para el desarrollo amplía el diálogo y las visiones de desarrollo 
humano. El statu quo encuentra su contrapunto en la multiplicidad de debates a 
los márgenes que esperan ser incorporados a un diálogo plural. Conceptos como 
el buen vivir4 o teorías como la del decrecimiento (que alude a la justicia social y 
ambiental, a nuevos modelos energéticos y urbanísticos o a la coherencia entre el 
comportamiento individual y el colectivo) pueden ser compatibles con el desarrollo 
sustentable en un proceso de intercambio en el cual las experiencias y los apren-
dizajes son compartidos, que se adapta de manera flexible a los nuevos contextos y 

La necesidad del sur de repolitizar 
la agenda de la cooperación 
internacional al desarrollo

La cooperación internacional al desarrollo (cid) 
se encuentra hoy en un momento de definiciones: 
los cambios en el contexto internacional que han 
tenido lugar desde fines del siglo anterior y en el 
comienzo del presente abren al sur posibilidades 
que nunca antes había tenido de influir en la agen‑
da del desarrollo, actualmente en construcción.

Con el paso del tiempo, la cid ha derivado desde 
la consideración política de su tarea hacia los as‑
pectos técnicos de su implementación, lo que ha 
significado un cambio de escala en sus análisis que 
ha llevado a una incorrecta superposición de agen‑
das y ha derivado en un obstáculo para comprender 
elementos esenciales del desarrollo y trazar estra‑
tegias que permitan su efectiva promoción.

La mirada que proponemos tiene el sesgo de rea‑
lizarse desde el sur y en consideración de sus propias 
y múltiples trayectorias e intereses, lo que nos obliga 
a determinar al menos de manera amplia qué enten‑
demos por sur en el marco específico actual de la cid.

Utilizaremos una concepción propia del sur, al 
que entenderemos como una posición política que 

tiene como elemento aglutinante de sus partes el 
reclamo por recuperar los sujetos, saberes y rela‑
ciones ocultados por el orden internacional cons‑
truido a partir de la modernidad europea y occiden‑
tal, buscando establecer un orden internacional 
que recupere las diferencias que el actual ha ocul‑
tado como práctica constituyente de su funciona‑
miento. Los debates hoy en marcha para la cons‑
trucción de una nueva agenda global de desarrollo 
post‑2015 abren una posibilidad para ello que debe 
ser aprovechada.

Para que esto suceda se debe insistir en la reva‑
lorización de la agenda política junto con la técni‑
ca: de ninguna manera se propone abandonar las 
preocupaciones por cómo hacer que la cooperación 
sea cada vez más eficaz, sino que se sostiene que 
esa eficacia está dada con relación a objetivos por 
lograrse cuya definición es, por esencia, política.

Tampoco sugerimos la desarticulación de la 
futura agenda en dos partes, sino su concreta in‑
tegración en una única agenda que se nutra de 
ambos insumos y discusiones. Ya no alcanza con 
sostener la importancia del desarrollo entendido 
como desarrollo humano, sino que se debe dar un 
paso más para analizar sus presupuestos políticos 
y contestar, desde el sur, aquellos que presuponen 
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desafíos, pero que además incide en la vida de la ciudadanía incluyéndola a partir 
del reconocimiento y la protección real de sus derechos.

En el presente capítulo se analizan los retos y oportunidades que abre la 
negociación de la nueva agenda global de desarrollo sustentable y se discuten 
sus posibles contenidos, gobernanza y medios de implementación desde lo que 
podría ser una perspectiva latinoamericana. Finalmente, se describe el papel que 
ha tenido Uruguay en los foros internacionales de la cooperación para el desa-
rrollo y en la definición de contenidos de esta agenda.

Retos y oportunidades de la agenda de desarrollo inclusivo y 
sustentable para la región latinoamericana

Para comprender los retos y aprovechar las oportunidades de la agenda de desa-
rrollo sustentable que se está negociando actualmente a nivel intergubernamen-
tal en el seno de las Naciones Unidas y que sucederá a los Objetivos de Desarrollo 

un a priori dictado por el orden mundial que lo rele‑
ga a lo silenciado.

Consideramos que la viabilidad de esta posición 
está ligada a la necesidad de distinguir agendas 
hoy no casualmente confundidas y, en particular, 
a rediscutir dos pares de agendas mal integrados.

El primero de esos pares es el que resulta de 
entremezclar la agenda de la lucha contra la po‑
breza con la de promoción del desarrollo. Se trata 
de realidades que se solapan, pero que de ningu‑
na forma pueden integrarse. Sin negar el papel 
que la primera debe jugar en la segunda, podemos 
destacar que, mientras una se orienta hacia la su‑
peración de mínimos por debajo de los cuales las 
personas y familias se encuentran en situación de 
pobreza, la otra debe estar orientada a la supera‑
ción permanente de máximos, en una tendencia 
sostenida de autoexigencia en tanto el desarrollo 
es, por esencia, un proceso siempre inacabado. Así, 
una agenda del desarrollo confundida con una de 
la lucha contra la pobreza, aun cuando esta sea en‑
tendida de manera multidisciplinaria, estará nece‑
sariamente degradada.

El segundo de esos pares expresa la confusión 
entre una agenda orientada a enfrentar las emer‑
gencias que generan bajos niveles de desarrollo 

y aquella otra dirigida a producir los cambios es‑
tructurales que se requieren para enfrentarlos. 
La agenda de la emergencia debe actuar cuando 
las personas no cuentan con recursos tangibles e 
intangibles que les permitan satisfacer sus nece‑
sidades básicas, pero no debe suponerse que por 
el hecho de resolver la situación de una persona/
familia/comunidad se están implementando los 
procesos necesarios para enfrentar las causas pro‑
fundas que la han sumido en esa situación, preo‑
cupación que debe encarar una agenda de cambios 
estructurales que retome las preocupaciones sobre 
cuáles son las causas que generan el subdesarrollo 
y las enfrente.

Los países del sur deben entonces promover el 
regreso al debate político sobre el desarrollo, re‑
cuperando las propias visiones, conocimientos y 
realidades del sur, evitando la simplificación de los 
problemas y planteando soluciones basadas en sus 
propias experiencias y capacidad de acción.

Por Javier Surasky
Coordinador del Departamento de Cooperación 

Internacional del Instituto de Relaciones Internacionales de la 
Universidad de La Plata, Argentina.



26 | 

del Milenio (odm), es importante preguntarse: ¿Desde dónde 
estamos sosteniendo nuestra brújula del desarrollo? ¿Desde 
dónde miramos? ¿Desde dónde nombramos? ¿Quedan re-
flejados los puntos de vista de la región latinoamericana en 
los procesos de construcción de la nueva agenda?

En los últimos quince años, América Latina ha expe-
rimentado transformaciones importantes en términos de 
desarrollo humano, principalmente gracias a dos procesos: 
a) una voluntad política que ha permitido, en la mayoría de 
los países de la región, dinamizar y mejorar las políticas 
públicas, lo que ha ampliado las garantías de la agenda de 
derechos, y b) una mayor coordinación y concertación de 
los actores de la cooperación internacional en la definición 
de una agenda de desarrollo que ha empujado, fortalecido y 
acompañado la construcción de dichas políticas.

Los procesos de construcción de ciudadanía y el momen-
to económico propicio que atraviesan la mayoría de los 
países de la región crean un contexto favorable para afron-
tar los desafíos pendientes: América Latina sigue siendo la 
región más desigual del mundo, donde existen altas tasas 
de violencia, empleo informal, exclusión, desigualdad de 
género, deficiente calidad de la educación y de los servicios 
públicos, por solo citar algunos de los problemas que toda-
vía quedan por resolver. El crecimiento económico, impul-
sado por el aumento de los precios de los commodities y de la 
mano del crecimiento de China, ha generado y fortalecido 
ciertas capacidades nacionales de desarrollo, pero también 
ha mostrado la necesidad de avanzar en un patrón produc-
tivo más diversificado, que deje mayor valor agregado, que 
sea más inclusivo y sustentable.

El inicio del siglo despuntó, en muchos países de la re-
gión, con crecimiento de altas tasas sostenidas, que entre 
otras cosas han favorecido la cooperación sur-sur y trian-
gular de los países latinoamericanos. Sin embargo, aún 
existen deficiencias en la movilización de recursos finan-
cieros internos (a través de las recaudaciones impositivas) 
que hagan más sostenibles las capacidades nacionales y las 
políticas públicas para el desarrollo sustentable.

Si bien la mayoría de los países de la región son califica-
dos como de renta media y renta media alta,5 no dependen 
de la ayuda y acceden a recursos (inversión extranjera di-
recta y otras corrientes de capital), es necesario aprovechar 
mejor los espacios que sus economías y sistemas fiscales 
les brindan para una mayor y más justa movilización de 
recursos nacionales que, además, van de la mano de una 
ciudadanía más exigente y preocupada por el destino de 

Cuadro 1. Los Objetivos de 
Desarrollo sostenible y su 
confluencia con la agenda 
post‑2015

Uno de los principales resultados de la Con‑

ferencia Río + 20 fue el acuerdo alcanzado 

por algunos Estados miembros para desa‑

rrollar los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(ods), orientados a la realización de accio‑

nes centradas y coherentes en materia de 

desarrollo sustentable. El documento final 

de Río + 20 establece que el proceso de de‑

finición de los ods debe ser coordinado y 

coherente con el proceso de valoración de la 

agenda para el desarrollo después de 2015. 

Un grupo de trabajo abierto de la Asamblea 

General, formado por 30 miembros, recibió 

la tarea de emitir una propuesta de ods 

para someterla a la consideración de la 69.a 

Asamblea (2014-2015). Asimismo, se cons‑

tituyó un Comité Intergubernamental de 

Expertos para el financiamiento de los ODS, 

integrado por 30 expertos nombrados por 

grupos regionales, con representación geo‑

gráfica equitativa, del cual Uruguay forma 

parte.

Fuente: ‹http://www.un.org/es/development desa/area-of-
work/post2015.shtml›.
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sus impuestos, lo que sin duda ayudará a contar con sistemas más equitativos, 
transparentes y una mejor rendición de cuentas.

Por otro lado, los avances en la institucionalidad del Estado han permitido in-
crementar la autopercepción de fortaleza de los países de la región, facilitando la 
construcción de un nosotros latinoamericano que ha impulsado una integración 
que apuesta por la cooperación sur-sur (css). El contexto internacional en el 
ámbito de la cooperación para el desarrollo también coadyuva a esta confluencia 
de energía en la región: frente a la disminución de la ayuda oficial al desarrollo 
(aod) se refuerza una voluntad de hacer cooperación entre socios del sur, que 
antes era más difícil de materializar. También se presta a encarar la cuestión 
con más autonomía y responsabilidad, aunque eso no significa desdeñar el papel 
estratégico que sigue desempeñando la aod en la superación de las vulnera-
bilidades estructurales y en la transformación del crecimiento económico en 
desarrollo sustentable.

Pero para que la aod pueda ser efectiva se necesita avanzar de igual manera 
en la coherencia de políticas de los países del norte, esto es, en aquellas “acciones 
para asegurar que los objetivos y resultados de la política de cooperación de un 
gobierno no sean dañados por otras políticas del mismo gobierno que impac-
ten sobre los países en desarrollo” (ocde, 2003). Ejemplos de incoherencias que 
afectan a la región latinoamericana podemos encontrarlos en el terreno de la 
ciencia y la tecnología, cuando los países ricos defienden fuertemente cuestiones 
vinculadas con patentes de empresas que se sitúan por encima del bien público 
y de los derechos humanos, como en el caso de la salud pública, en las políticas 
migratorias, en las políticas de proteccionismo agropecuario (cuestiones arance-
larias o paraarancelarias) o en aquellas que resultan en el deterioro del medio 
ambiente y el cambio climático. 

Ahora bien, la coherencia de políticas para el desarrollo es también respon-
sabilidad de los países del sur. En América Latina la desigualdad se plantea 
como la gran incoherencia. Es imposible abordar cualquier proceso de desarrollo 
sustentable si no se atienden las grandes inequidades en materia de ingresos, 
oportunidades, género, étnico-raciales o territoriales. Conviene recordar que en 
muchos países de la región fueron las organizaciones de la sociedad civil y los 
organismos de cooperación internacional los que en muchos casos visibilizaron 
y ayudaron a introducir en la agenda política temáticas vinculadas al cuidado 
medioambiental, los derechos sexuales y reproductivos, la lucha contra la vio-
lencia de género y otros derechos denominados de nueva generación.6 Además de 
la desigualdad, otra de las grandes incoherencias que quedan por abordar en la 
región está relacionada con cuestiones medioambientales. En muchos países el 
desarrollo de estas capacidades está siendo apoyado y acompañado por la coope-
ración internacional.

La región está buscando un papel protagónico en los debates en torno a la 
conformación de la nueva agenda global de desarrollo. Respondiendo a la vo-
luntad de fortalecer el multilateralismo, los estados latinoamericanos amplían su 
participación y su influencia en las negociaciones y la toma de decisiones en te-
mas centrales de la agenda internacional, como el cambio climático, el comercio 
internacional y el financiamiento del desarrollo.
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La necesidad de coherencia de políticas 
para el desarrollo en un mundo 
globalizado

Parece indudable que los procesos globales que 
progresivamente están generando un mundo cada 
vez más interdependiente y transnacionalizado de‑
mandan una visión amplia y comprehensiva para 
comprehender y gestionar los desafíos globales re‑
lacionados con el desarrollo humano. En este marco, 
siendo la cooperación, o más precisamente la ayuda 
oficial al desarrollo (aod), un instrumento relevante 
que la comunidad internacional ha establecido para 
luchar contra la pobreza y promover el desarrollo 
global, se trata también de un mecanismo limitado 
—tanto en sus competencias como en sus capaci‑
dades— para promover eficazmente la construcción 
de un sistema internacional más justo, equitativo y 
sostenible que garantice a todas las personas el li‑
bre ejercicio de sus derechos y libertades. En efecto, 
políticas como el comercio, las finanzas, la gestión 
de la deuda, el medio ambiente, la seguridad, la de‑
fensa o las migraciones poseen un impacto mucho 
mayor en la promoción (o limitación) del desarrollo 
humano en los países en desarrollo.

En este marco, surge el concepto de coherencia 
de políticas para el desarrollo (cpd), que supone que 

todas las políticas públicas de los países (y no solo 
la aod) deben asumir una responsabilidad en te‑
mas de desarrollo, evaluando por tanto las conse‑
cuencias (negativas o positivas) que estas políticas 
tienen sobre otros países y sociedades. Así, el con‑
cepto de cpd supone la integración de la perspec‑
tiva de desarrollo en el diseño, la implementación 
y la evaluación de todas las políticas públicas de 
los países. Esta visión pretende ampliar el enfoque 
restrictivo que tradicionalmente han asumido los 
programas de aod para trabajar desde una pers‑
pectiva integral y horizontal, asumiendo que, en 
un mundo extremadamente desigual, es necesario 
cambiar las relaciones asimétricas que se estable‑
cen entre países, actores y personas. Solo desde 
esta perspectiva cosmopolita se podría avanzar 
hacia la gestión colectiva de bienes y males públi‑
cos globales que demandan una acción conjunta 
entre todos los países del planeta, ya que ninguno 
de ellos en solitario podrá reducir las amenazas de‑
rivadas del cambio climático, los conflictos inter‑
nacionales, la presión migratoria o la inestabilidad 
financiera (por solo mencionar algunos ejemplos).

Dos son las implicaciones fundamentales que 
posee este concepto de cpd para América Latina:

En primer lugar, esta visión supone que, si bien 
es cierto que se requiere mejorar las prácticas y efi‑

Muchos de ellos, en su naturaleza dual de receptores y donantes, hacen una 
apuesta firme por apropiarse de la cooperación para el desarrollo, a través del 
fortalecimiento de sus capacidades institucionales, queriendo además compartir 
sus lecciones aprendidas con otros países de la región y del mundo. El renova-
do auge de la css y su creciente importancia en la agenda global y regional del 
desarrollo promueven un debate latinoamericano, tanto técnico como político, 
sobre la cooperación al desarrollo y la conformación de comunidades de práctica 
e intercambio de conocimientos. Estas nuevas miradas amplían y enriquecen el 
conocimiento acumulado a lo largo de más de cincuenta años de cooperación 
tradicional y otros tantos de css.

La diversidad cultural y de culturas políticas no hacen recomendables las re-
cetas para todos, pero la garantía de los derechos humanos de la ciudadanía 
latinoamericana debería estar por encima de los signos políticos y otras cuestio-
nes coyunturales. Por ello, el diálogo y el reconocimiento de distintos niveles y 
modelos de desarrollo entre los países latinoamericanos es un prerrequisito para 
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cacias de la política de aod, es necesario trascender 
esta mirada para demandar de los países conside‑
rados desarrollados una práctica más coherente con 
el desarrollo humano en toda una serie de políticas 
que son fundamentales para la región latinoame‑
ricana. De esta forma, es preciso trabajar activa‑
mente en foros internacionales para demandar una 
acción colectiva y un mayor compromiso con el de‑
sarrollo, de manera que en el sistema internacional 
se generen las condiciones y oportunidades para 
promover el desarrollo humano de las regiones me‑
nos favorecidas, como es el caso de América Latina. 
Es indiscutible que los países latinoamericanos han 
avanzado de manera significativa en este ámbito, 
adquiriendo cada vez mayor protagonismo en los 
foros internacionales y generando estrategias al‑
ternativas de desarrollo en sus propios países.

En segundo lugar, un ámbito menos trabajado 
refiere a las responsabilidades que también deben 
asumir los países en desarrollo. En efecto, teniendo 
en cuenta los cambios en el sistema internacional 
y la emergencia cada vez más importante de los 
países en desarrollo, es preciso ampliar el concepto 
de cpd, que no debe ser un mandato restringido al 
espacio de los países donantes, sino que debería en‑
tenderse como un compromiso global concerniente 
a todos los Estados del planeta. En este sentido, los 

países latinoamericanos no solo deben demandar 
coherencia de otros países, sino asumir también que 
las políticas que llevan a cabo pueden tener efectos 
perniciosos para otras sociedades y personas. Así, en 
convergencia con el principio de las Naciones Unidas 
de responsabilidades compartidas pero diferencia‑
das, los países latinoamericanos —entre los que se 
encuentran importantes donantes de cooperación 
sur-sur— deberán integrar la visión de desarrollo a 
su práctica política, así como contribuir a la gestión 
colectiva de los bienes y males públicos globales.

En síntesis, el concepto de cpd supone ampliar la 
mirada para que los países puedan asumir una res‑
ponsabilidad integral en la promoción del desarro‑
llo global. En este contexto, los países latinoame‑
ricanos, que están llamados a asumir un rol cada 
vez más importante en el sistema internacional, 
deberán integrar esta agenda a su práctica políti‑
ca tanto para demandar un sistema internacional 
más coherente con el desarrollo como para asumir 
responsabilidades comunes en la construcción de 
un mundo más equitativo y sostenible.

Por Natalia Millán
Doctora en Ciencias Políticas (Relaciones Internacionales) e 

investigadora asociada al Instituto Complutense de Estudios 
Internacionales, Universidad Complutense de Madrid, España.

alcanzar acuerdos regionales que les permitan abordar mancomunadamente los 
retos del desarrollo sustentable y amplificar la voz en la definición de la nueva 
agenda global.

En este contexto, será importante armonizar posiciones en torno a tres desafíos 
principales que enfrenta la región: a) su participación en la gobernanza del siste-
ma de cooperación internacional, b) su influencia en la agenda post‑2015 y c) las 
formas en que financiará su desarrollo. Pasemos, pues, a explorar estas cuestiones.

Desafíos de la gobernanza del sistema de cooperación internacional para 
el desarrollo

A poco tiempo de que la agenda sobre los odm cierre su ciclo, tanto los países del 
norte como los del sur están llamados a adaptarse a los cambios en las formas de 
interactuar y a nuevos mecanismos de la gobernanza global, en orden a lo cual 
es necesario garantizar la igualdad de oportunidades para todos los países en la 



30 | 

Desarrollo como proceso dialógico y 
participativo

Los proyectos de desarrollo viables requieren la in‑
corporación de la ciudadanía, las ong, las institu‑
ciones universitarias y las gobernaciones (naciona‑
les, regionales y distritales) para su construcción, 
aplicación y evaluación. Se trata de aportar una 
perspectiva ética e indagar sobre el tipo de desa‑
rrollo viable que requieren nuestras sociedades. El 
sentido humanitario es el que debe reconstruirnos 
para luego redefinir lo que es posible hacer en las 
distintas líneas de innovación.

El concepto y la comprensión del desarrollo en 
América Latina descubrió que la complejidad de 
los problemas requería la capacidad de producir 
transformaciones diversas y articuladas —sociales, 
culturales, éticas, políticas y económicas—, que a 
su vez generen interrelaciones entre personas e 
instituciones, incluidos medios de comunicación, 
imaginando así una nueva posibilidad de una so‑
ciedad en desarrollo, poco a poco y en proceso. Sin 
embargo, esta concepción del desarrollo se fue dis‑
torsionando, centrándose solo en el eje de cambios 
sociales, donde el crecimiento económico ostentó 
el protagonismo. Hoy el objetivo desesperado por 
el crecimiento económico se ha convertido en un 
falso desarrollo, lo que ha llevado al crecimiento de 
la violencia y la corrupción que provoca en algunos 
países que los partidos políticos hayan perdido po‑
der ético.

Desde un enfoque comunicativo hacia nuevas 
y múltiples construcciones posibles para promo‑
ver un desarrollo completo, el desarrollo necesita 
promover el diálogo y la participación entre ciuda‑
danos con instituciones u otras instancias que per‑
mitan escuchar y aprender unos de los otros. Las 
universidades deberían trabajarlas. La verdadera 
ciudadanía tiene un papel relevante tanto en el 

análisis como en las propuestas de transformacio‑
nes creadas y trabajadas. Es saber escuchar y opi‑
nar. Es analizar pero también proponer y efectuar 
transformaciones necesarias, de manera conjunta, 
en ayudas mutuas.

Desde Calandria hemos trabajando con mujeres 
populares que desde sus historias personales pro‑
ducían radionovelas que relataban sus vidas y sus 
rutas de salida ante tanta opresión machista. Es‑
tuvieron en su localidad, luego en Lima, poniendo 
en valor sus capacidades comunicativas. Eran sec‑
tores populares que proponían transformaciones, 
además de presentar sus violencias y desprecios 
recibidos. Las conversaciones de ellas y ellos eran 
impresionantes y así lo apreciaban porque antes 
nadie los valoraba. También se apoyó la producción 
de una ley de comunicaciones presentada por la 
ciudadanía, y los periodistas empezaron a trabajar 
con la gente para generar esas noticias que no sa‑
len y aportar soluciones para mejorar. En Perú es‑
tamos trabajando en experiencias de acercamiento 
de algunos periodistas a diversas zonas del país, 
conociendo a medios y consumidores, analizando 
los problemas existentes.

La comunicación está en el corazón de la coope‑
ración internacional para el desarrollo y las insti‑
tuciones rectoras de esta materia de los Estados 
latinoamericanos deberían dar prioridad a la inclu‑
sión de procesos participativos y a la articulación 
ciudadana y regional para que las iniciativas de de‑
sarrollo puedan ser categorizadas como tales. De lo 
contrario, los objetivos de crecimiento económico 
que valen a unos pocos se categorizarán de nue‑
vo, absurdamente, como el desarrollo de todas y 
todos.

Por Rosa María Alfaro
Fundadora y exdirectora de la organización de 

comunicadores Calandria y expresidenta del Consejo 
Consultivo de Radio y Televisión (concor tv), Perú.
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construcción de la agenda internacional del desarrollo. En este contexto, los paí-
ses de América Latina pueden incrementar su influencia sobre la nueva agenda 
y la arquitectura de la cooperación si logran construir narrativas regionales a 
favor de un desarrollo sustentable en el proceso intergubernamental que tiene 
lugar entre los meses de setiembre de 2014 y 2015.

No obstante, para logar que las posturas y las visiones de la región sean 
tomadas en cuenta en la agenda de desarrollo y aumentar las capacidades de 
participación en el nuevo sistema de gobernanza global, América Latina necesita 
trabajar al menos dos aspectos. En primer lugar, es indispensable la promoción 
de la región en los mecanismos y foros internacionales del desarrollo. Para ello, 
como se apuntaba, se necesita fortalecer la coordinación en el ámbito regional, 
con la perspectiva de reforzar la complementariedad de acciones, apoyar los es-
fuerzos en favor de la inclusión y la equidad, aprender unos de otros y formular 
agendas propias para la región. El impulso de mecanismos de integración re-
gional como la Unión de Naciones Suramericanas (unasur) y la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños (celac), entre otros, resulta fundamental 
para promover políticas y acciones coordinadas hacia mayores niveles de desa-
rrollo por vías sostenibles.

En segundo lugar, si lo que se quiere es ampliar el espectro de la gobernanza, 
tanto en el ámbito internacional como nacional, ello también implica la madu-
rez y el fortalecimiento de los sistemas de cooperación para el desarrollo de los 
países latinoamericanos. Además de procesos de reforma institucional y forta-
lecimiento de capacidades, es necesario pensar cómo incorporar otros actores 
nacionales, regionales o locales (parlamentos, organizaciones de la sociedad ci-
vil,7 sindicatos, movimientos sociales, academia), cuyos intereses y percepciones 
tienen que estar presentes en los debates sobre la cooperación para el desarrollo. 
Esta alianza entre los actores involucrados coadyuvará, por otro lado, al ejerci-
cio de la apropiación democrática de la cooperación internacional y facilitará el 
cumplimiento por todos de los compromisos adquiridos.

La gobernanza del sistema de cooperación para el desarrollo está fragmentada 
en distintos foros y, si bien es necesario propiciar una relación más estrecha 
entre las instancias abiertas en el diseño de la agenda, con el objeto de facilitar 
la coordinación y la voz de todos los actores del sistema de cooperación, también 
es cierto que no en todos los espacios se cuenta con la misma legitimidad para 
definir una agenda democrática de desarrollo sustentable.

Para los países latinoamericanos es importante respaldar la centralidad del 
Foro de Cooperación para el Desarrollo (fcd) de las Naciones Unidas, creado en 
el Consejo Económico y Social (ecosoc) después de la Cumbre Mundial del año 
2005 y lanzado en 2007. Por su composición universal e igualitaria, se constituye 
en el marco multilateral más incluyente y de mayor representatividad, ya que 
todos los países que forman parte del Sistema de las Naciones Unidas (snu) están 
invitados a contribuir al debate más amplio sobre las tendencias de la coopera-
ción internacional. Ha sido y sigue siendo un espacio relevante y legítimo para 
la definición de estrategias, las políticas y la financiación de la cooperación al 
desarrollo desde una perspectiva más política que técnica, si bien todavía tiene 
que afrontar algunas desventajas, como su falta de competencias para tomar 
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decisiones. Las Naciones Unidas, por otro lado, tienen una 
larga historia en promover y apoyar la colaboración entre 
los países de menor desarrollo relativo.

Además del fcd, existen otros espacios que pujan por 
liderar la gobernabilidad del sistema de cooperación. El Co-
mité de Ayuda al Desarrollo (cad) de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde), que inte-
gra a la mayoría de los donantes tradicionales miembros de 
la organización, ha sido el foro donde desde hace más de 
cincuenta años se han discutido las cuestiones referentes a 
la aod desde la perspectiva de los países más ricos.

En el seno del cad surgió el debate global sobre la efica-
cia de la ayuda a través de una serie de foros de alto nivel 
que progresivamente fueron sumando la participación de 
otros actores de la cooperación al desarrollo. Este debate 
está fuertemente pautado por la Declaración de París de 
2005,8 a la que se han adherido la mayoría de los países 
donantes y receptores. Esta agenda ha recibido importan-
tes críticas. La primera es la de restringir la cuestión de 
la eficacia del desarrollo a cuestiones técnicas, perdiendo 
de vista los contextos en que dichas políticas de ayuda se 
desarrollan.

Por ello, en el IV Foro de Alto Nivel sobre Eficacia de 
la Ayuda, de Busan (2011), se buscó ampliar el alcance del 
debate pasando de la efectividad de la ayuda a la eficacia del 
desarrollo. Ello posibilitó la inclusión de temas como la coo-
peración sur-sur y triangular, el rol del sector privado en 
el desarrollo, el combate a la corrupción y los flujos ilícitos 
o el financiamiento contra el cambio climático. La nomen-
clatura optó por ir más allá de la eficacia de la ayuda, pero 
menos que lo que implicaba hablar de la eficacia para el de-
sarrollo, ya que sigue dejando fuera muchas cuestiones que 
son de vital importancia para la consecución de todos los 
derechos de todas las personas. De la misma manera, este 
debate no se puede reducir a una mera cuestión termino-
lógica, porque la conceptualización del desarrollo también 
puede hacerse de manera sesgada.

El documento final de Busan propone una visión del de-
sarrollo fundamentalmente como crecimiento económico 
y, consecuentemente, resalta en él el rol del sector priva-
do. Esta visión refleja en gran medida las prioridades del 
Consenso de Seúl para el Crecimiento Compartido y su plan de 
acción multianual elaborado en el marco del G‑20.9 Es un 
enfoque alejado de las conceptualizaciones del desarrollo 
como fenómeno multidimensional y del enfoque de de-
rechos humanos promovido desde otros ámbitos. Por otro 

Cuadro 2. Los países 
latinoamericanos en la 
agenda de la eficacia 

(2003) Bolivia, Colombia, Honduras, México 

y Nicaragua participan en el Grupo de Tra‑

bajo sobre la Eficacia de Ayuda del cad.

(2002-2004) Nicaragua acoge la Evaluación 

Conjunta de Aprendizaje de País del cad, 

uno de los principales aportes a la Decla‑

ración de París en 2005.

(2009-2011) Colombia copreside el Equipo 

de Tarea sobre css del Grupo de Trabajo 

sobre la Eficacia de la Ayuda.

(2011) Bolivia y Colombia participan en la 

Evaluación de la Implementación de 

la Declaración de París, conducida por 

un equipo independiente experto en el 

tema.

(2011) Se generan dos documentos de posi‑

cionamiento de la región ante el IV Foro 

de Alto Nivel de Busan. Guatemala lidera 

el documento Una perspectiva común: 

camino a Busan que apoyan: Honduras, 

Guatemala, El Salvador, Costa Rica, Pa‑

namá, República Dominicana y Bolivia. 

El resto de los países suscriben el docu‑

mento Posición sobre la cooperación sur-

sur en el marco de la cooperación interna-

cional para el desarrollo ante el IV Foro de 

Alto Nivel de Busan, articulado desde el 

pifcss de la css.

(2011-2012) Honduras y México son sherpas 

para negociar el documento final del IV 

Foro de Alto Nivel en Busan en 2011. Am‑

bos son sherpas en el Grupo de Trabajo 

Provisional de la agced en 2012.

(2012 a 2014) Guatemala y Perú integran el 

Comité Directivo de la agced.

(2014) México organiza la I Reunión de Alto 

Nivel de la agced y forma parte del gru‑

po de Co-Chairs

Fuente: cepei (2014) con agregado propio.
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lado, Busan quiso mostrar el cambio en la dinámica de 
la cooperación internacional resultante de un nuevo ba-
lance de poder en las relaciones económicas mundiales, y 
para ello incorporó los brics a la negociación, a fin de que 
como nuevos donantes asumieran los mismos compromisos 
y principios para la css. No obstante, estos dejaron en claro 
que aún no estaban en condiciones de hacer, salvo en for-
ma progresiva y voluntaria.

A partir del IV Foro de la Eficacia de Busan, y buscando 
cerrar la brecha entre legitimidad e inclusión del Foro de 
Eficacia de la Ayuda, se creó la Alianza Global para la Coo-
peración Eficaz al Desarrollo (agced), con una estructura de 
gobernanza liviana que integra a representantes de todos 
los stakeholders del desarrollo (donantes, receptores, duales, 
sociedad civil, sector privado, parlamentos, bancos y agen-
cias multilaterales), en un Comité Directivo10 que cuenta 
con el apoyo del Secretariado del pnud y el cad-ocde.

No obstante, las expectativas creadas al finalizar Busan 
se fueron enfriando en los meses posteriores, y la agced to-
davía no termina de verse como una alianza legítima para 
articular la agenda de cooperación para el desarrollo. La 
fuerte impronta de la ocde en este proceso y el protagonis-
mo del sector privado incomodan a muchos de los países 
del sur, que no lo reconocen como un foro legítimo para la 
definición de aspectos sustantivos sobre cooperación para 
el desarrollo.

Apostar por un sistema de cooperación internacional in-
tegral y solidario, que dé cabida a los países en función de 
sus capacidades y necesidades de desarrollo sustentable, es 
un camino apropiado para mostrar al mundo que el norte 
de los países de la región sigue siendo el sur, y que la de-
fensa de los intereses de América Latina también es una 
apuesta por un modelo de desarrollo que incluya la soste-
nibilidad y la equidad mundial.

Hacia una agenda de cooperación post‑2015: 
explorando visiones compartidas

El mundo ha cambiado significativamente desde la defi-
nición de los Objetivos del Milenio, como también lo ha 
hecho el mapa de la pobreza, que demanda un crecimiento 
inclusivo y estrategias orientadas a combatir la desigualdad. 
Si bien los odm constituyeron una de las iniciativas más 
exitosas del último medio siglo y una incipiente agenda 
social global, los objetivos que vienen tendrán que adap-
tarse a un mundo que, quince años después, responde a 

Cuadro 3. Indicadores  
de la AGCED

El Comité Directivo de la agced definió 10 

indicadores para monitorear la implementa‑

ción de los compromisos para la cooperación 

para el desarrollo eficaz asumidos en Busan:

1.	 La cooperación al desarrollo se orienta a 

resultados que responden a las priorida‑

des de los países en desarrollo.

2.	 La sociedad civil actúa en un entorno que 

potencia al máximo su participación y su 

contribución al desarrollo.

3.	E l sector privado participa y contribuye al 

desarrollo.

4.	T ransparencia: la información sobre la 

cooperación al desarrollo se pone a dis‑

posición pública.

5.	 La cooperación al desarrollo es más pre‑

visible.

6.	 La ayuda se incluye en presupuestos so‑

metidos a control parlamentario.

7.	 La responsabilidad mutua entre los ac‑

tores de cooperación al desarrollo se po‑

tencia mediante evaluaciones incluyen‑

tes.

8.	I gualdad de género y empoderamiento 

de la mujer.

9.	I nstituciones eficaces: se potencian y 

usan los sistemas de los países en desa‑

rrollo.

10.	La ayuda no está ligada.

Fuente: agced (2012).
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nuevos equilibrios en el ámbito de la geopolítica y a una mayor demanda de 
participación de múltiples actores (países menos desarrollados, redes transnacio-
nales de sociedad civil, parlamentos, ciudadanías, osc local). Pero, sobre todo, la 
comunidad internacional tendrá que actuar de forma decidida sobre las causas 
estructurales de las desigualdades, pobreza y degradación ambiental, si lo que se 
quiere es avanzar en la senda del desarrollo sustentable.

El punto de partida en este camino es asimétrico. Las desigualdades entre 
países y dentro de ellos constituyen obstáculos al desarrollo cuya superación 
requiere de la concertación internacional. Los Estados de la región latinoameri-
cana y sus ciudadanías padecen todavía la falta de regulación del sistema finan-
ciero global, que lo vuelve inestable y especulativo; el injusto régimen comercial 
mundial, que mide con un doble rasero los niveles de protección e incrementa la 
volatilidad de los precios de las materias primas; los mecanismos de resolución 
de disputas entre inversores y Estado, que consienten que empresas transnacio-
nales demanden a gobiernos cuando protegen intereses públicos;11 los acuerdos 
sobre derechos de propiedad intelectual, que pueden afectar la transferencia de 
tecnología y elevar los costos de bienes esenciales. Las consecuencias de estas 
dinámicas inciden o limitan las proyecciones de desarrollo de los países de la 
región, y por ello la agenda post‑2015 tendrá que atenderlas.

El diagnóstico en este sentido no es muy diferente del realizado quince años 
atrás, cuando se estableció la agenda odm, aunque la manera en que se optó 
por hacer frente a las causas y consecuencias de estos problemas estructurales 
fue tímida: quedó esbozada en el odm 8 (Fomentar una asociación mundial para el 
desarrollo), pero sin metas cuantificadas y con plazos difusos para su cumpli-
miento. Los logros en este objetivo han sido escasos, y solo una repolitización de 
la agenda, que trascienda su carácter de lista de tareas, podría corregir parte de 
los desequilibrios que se dieron al exigir el cumplimiento de siete de los ocho 
objetivos básicamente al sur.

¿Definición colectiva de una política global?

Superando el enfoque de los odm, que implicaba fundamentalmente el consenso 
entre actores gubernamentales, el proceso de elaboración de la agenda post‑2015 
se presenta como un laboratorio de innovación en la institucionalidad de la 
globalización, donde se está procediendo a la definición colectiva de una política 
pública global. Pero en este proceso político en el ámbito internacional, donde 
acontecen “múltiples debates y demandas en pugna”, la toma de decisiones, la 
transparencia y la capacidad de influencia se hacen más difusas y caóticas ante 
la ausencia de un gobierno formal (Ayuso y Costafreda en Alonso, 2013: 25-27) 
y ante los distintos poderes de negociación de los actores.

En el reconocimiento de la naturaleza política de los procesos de desarrollo, los 
países de América Latina tienen un espacio para participar activamente y apro-
piarse también de la agenda de desarrollo post‑2015 que se está construyendo, así 
como defender el aporte de los países del sur a través de la css. 

La agenda post‑2015, corrigiendo las insuficiencias de los odm, debería tener 
en cuenta los diferentes grados de desarrollo que existen entre las regiones de un 
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mundo diverso y reconocer las circunstancias y características propias de cada 
país. Esto es, superar el formato de modelo único (one-size-fits-all) e incorporar 
problemas y característicos de los países de desarrollo intermedio, como el cam-
bio productivo, la desigualdad y la fragmentación social, el desempleo juvenil, la 
fragilidad institucional, la inseguridad ciudadana, la vulnerabilidad financiera o 
la consolidación democrática. Por otro lado, se hace necesario vincular la agenda 
de desarrollo post‑2015 con la agenda normativa de los derechos humanos, a fin 
de asegurar un abordaje universal de los problemas. El disfrute del conjunto de 
esos derechos por todas y todos, independientemente de la renta per cápita de los 
países en que viven, debería guiar la nueva agenda.

Los derechos humanos en el corazón de la agenda

Para conseguir una agenda verdaderamente global, que tenga en cuenta las ne-
cesidades de todas las personas, los Estados latinoamericanos también tendrán 
que cumplir con sus obligaciones de promoción, respeto y garantía del conjunto 
universal e indivisible de los derechos humanos. Pensar en las políticas públicas 
desde las personas y profundizar el diálogo y las acciones tendientes a promover 
la coherencia de políticas entre los diferentes actores será necesario, como lo 
será cumplir los compromisos recogidos en declaraciones. La región ha demos-
trado que puede actuar coordinadamente en el ámbito mundial, y un ejemplo 
de ello lo tenemos en la negociación de la agenda de El Cairo sobre Población y 
Desarrollo, que a su vez impactará en la definición de la agenda post‑2015, lo que 
refleja que es posible concertar posiciones en lo relativo a los derechos humanos 
en el contexto latinoamericano.

La erradicación de la pobreza ofrece un bienestar mínimo a la sociedad mun-
dial, pero la geografía y la conceptualización de la pobreza se han transformado 
tanto a escala global como regional. El crecimiento demográfico, la migración, 
la urbanización, las crisis alimentaria, energética y financiera y el cambio cli-
mático, entre otros, enfrentan a la comunidad internacional a un nuevo esce-
nario de desafíos. Es un hecho que el cambio climático, provocado por la acción 
humana tendrá consecuencias devastadoras sobre los avances realizados hacia el 
logro de los odm y que esas consecuencias afectarán directamente a los grupos 
más vulnerables. Sus efectos se han convertido ya en la espada de Damocles del 
desarrollo humano. La sostenibilidad ambiental es un requisito para el logro de 
los derechos humanos.

La agenda de desarrollo que viene debería incorporar la garantía real del 
ejercicio efectivo de los derechos humanos y la reducción de todo tipo de de- 
sigualdades. La apuesta por una agenda post‑2015 que incorpore los componen-
tes sociales, económicos y ambientales del desarrollo desde una perspectiva mul-
tidimensional también obliga a replantear algunos viejos preceptos, comenzando 
por la forma en que se mide la pobreza. Es cierto que la comunidad internacio-
nal ha hecho progresos significativos en la lucha contra la pobreza absoluta, pero 
la definición de líneas de pobreza exclusivamente basadas en el ingreso mone-
tario limita la percepción del fenómeno. En estas mediciones, parece necesario 
considerar no solo a la población que vive por debajo de la línea de pobreza, sino 
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también a aquella que, estando por encima de ese umbral, padece altos niveles 
de vulnerabilidad. El pnud, junto con algunas instituciones académicas, ha hecho 
importantes avances para conceptualizar el desarrollo y la pobreza que deberían 
ser incorporados a la nueva agenda post‑2015.

Los odm han demostrado ser una herramienta útil para enfocar prioridades, 
definir agendas y canalizar recursos: los debates en torno a esos objetivos contri-
buyeron a legitimar los retos que plantea la erradicación de la pobreza a escala 
mundial. Los odm también fueron relevantes para el desarrollo interno de los 
países y para mejorar los sistemas de cooperación, por cuanto constituyeron un 
pacto político que movilizó a la comunidad internacional, instituciones financie-
ras y fondos, programas y organismos del Sistema de las Naciones Unidas (snu) 
para elevar los niveles de vida de la población en todo el mundo. El estableci-
miento de objetivos globales comunes permitió además avanzar en la definición 
de metas claras, comunicables y verificables mediante indicadores y esquemas de 
monitoreo. Estos han facilitado la formulación de políticas públicas más efecti-
vas y la evaluación de los resultados en el ámbito nacional e internacional, lo que 
ha favorecido la transparencia y la rendición de cuentas, así como identificar y 
atender áreas en las que las acciones pueden tener mayor impacto.

No obstante todas estas ventajas, los retos del futuro exigen ir más allá del 
consenso en torno a unos objetivos y la orientación de los presupuestos nacio-

El Consenso de Montevideo: un hito 
para la región y para Uruguay

Uno de los momentos que serán recordados en la 
región por el avance de la agenda de población y 
desarrollo, así como por el papel de liderazgo que 
desempeñó Uruguay en su rol de país anfitrión y 
presidente, fue la Primera Reunión de la Conferen‑
cia Regional sobre Población y Desarrollo de Amé‑
rica Latina y el Caribe, realizada en agosto de 2013. 
Dicho encuentro alumbró un consenso histórico 
(conocido como Consenso de Montevideo) que ins‑
pirará la agenda regional en esta materia para los 
próximos años.

No es casualidad que este evento ocurriera en un 
país comprometido con el Programa de Acción de 
la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
Desarrollo (cipd) de las Naciones Unidas, realizada 
en El Cairo en 1994. Desde entonces, Uruguay ha 
fortalecido un amplio abanico de políticas y pro‑
gramas basados en sus principios, y en los últimos 
años el Estado se ha comprometido a garantizar el 

ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproduc‑
tivos de toda la población, a través de leyes como 
la del matrimonio igualitario o la despenalización 
del aborto.

Enmarcado en el contexto de revisión y segui‑
miento del Plan de Acción de la Conferencia Inter‑
nacional sobre Población y Desarrollo (cipd) des‑
pués de 2014, y de la agenda post‑2015, el Consen‑
so de Montevideo contribuirá a situar a la región 
con una posición común en la Asamblea General de 
Nueva York, en setiembre de 2014.

Con más de 120 medidas sobre ocho temas iden‑
tificados como prioritarios, que evidencian la evo‑
lución de la región en la agenda de población y de 
derechos sexuales y reproductivos, en el Consenso 
de Montevideo sobresalen algunos avances. Desde 
un llamamiento a un nuevo modelo económico y 
un pacto por la convivencia, destaca la incorpora‑
ción de los derechos sexuales, explicitando el res‑
peto a la orientación sexual, la identidad de género 
y la alusión a la población lgbt (lesbianas, gais, 
bisexuales y transexuales), y una alusión expresa 
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nales y de la cooperación internacional hacia su consecución. Los odm, pese a 
los avances mencionados, se materializaron en una agenda de mínimos que no 
contempló cuáles eran los medios y estrategias para conseguirlos ni mencionó 
cuáles eran las causas que motivaban los niveles de pobreza, la degradación 
medioambiental y la carencia en cobertura de necesidades básicas que se quería 
combatir. Tampoco se buscaron los cauces de articulación entre objetivos eco-
nómicos, sociales y ambientales, lo que provocó la simplificación del desarrollo 
sustentable y su desvinculación de otros compromisos acordados en los ámbi-
tos regional e internacional, como es el caso de las convenciones en materia 
de cambio climático y de los instrumentos de derechos humanos. Otras formas 
inmateriales de desarrollo, como la libertad política, la participación social o la 
lucha contra desigualdad y la discriminación, quedaron fuera de la agenda odm. 
El marco post‑2015 deberá adoptar un enfoque transversal donde los derechos 
humanos, especialmente su garantía para los grupos más desprotegidos o discri-
minados, crucen las prioridades que definan la agenda futura.

Entrando en detalles, para superar la reducción que se hizo al incorporar la 
equidad de género exclusivamente al odm 3, la agenda post‑2015 deberá definir 
objetivos específicos y ambiciosos, así como criterios transversales de género, 
con indicadores adecuados para su medición y seguimiento. En la región lati-
noamericana y caribeña todavía queda mucho trabajo pendiente en el reconoci-

a la prevención del aborto inseguro, identificando 
medidas como el acceso a píldoras anticonceptivas 
sin prescripción. En este sentido se apuntó que la 
criminalización del aborto tiene como resultado el 
aumento de la mortalidad y morbilidad materna. 
Por ello se instó a los Estados a modificar las leyes, 
normativas, estrategias y políticas públicas sobre 
la interrupción voluntaria del embarazo para sal‑
vaguardar la vida y la salud de mujeres adultas y 
adolescentes.

También se hizo un llamado a proteger los dere‑
chos de adolescentes y jóvenes, para que tengan 
el control y decidan sobre su salud sexual y repro‑
ductiva, a la educación sexual integral y a tomar 
medidas para prevenir el embarazo adolescente. 
La violencia de género, el matrimonio forzado, la 
inversión en educación, o una mayor inclusión de 
niños, jóvenes, adolescentes, personas mayores, 
indígenas y poblaciones afrodescendientes, fueron 
otras temáticas con las que se comprometieron las 
38 delegaciones que participaron en la Conferencia 
de Montevideo.

El Consenso de Montevideo también reconoció 
los derechos territoriales de los pueblos indígenas 
y el desarrollo de las poblaciones afrodescendien‑
tes.

El respeto y la confianza entre los países parti‑
cipantes fueron la clave para derribar barreras de 
prejuicios y preconceptos, y permitieron avanzar en 
la discusión, en la que todas las voces tuvieron es‑
pacio, hasta lograr un marco de acuerdos que nos 
proyecta hacia un futuro de más equidad y felici‑
dad pública.

Tenemos la obligación moral de llevar adelan‑
te los acuerdos, a través de su materialización en 
políticas públicas efectivas en cada país, y promo‑
cionarlos en el resto del mundo. Nuestro deber es 
con nuestros pueblos hermanos, pero también con 
toda la humanidad. Sin duda este encuentro dejará 
una huella imborrable en el avance de los derechos 
humanos en la región.

Por Leonel Briozzo
Subsecretario del Ministerio de Salud Pública de Uruguay.
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miento de los derechos y la autonomía de las mujeres: acabar con las diferencias 
salariales entre hombres y mujeres, con la preponderancia de la mujer en em-
pleos no formales y con la desigual carga de trabajo no remunerado; reducir las 
altas tasas de violencia de género y las brechas de representación política. Las 
legislaciones todavía siguen dando cobijo a muchas regulaciones que vulneran 
derechos fundamentales de las mujeres, como aquellas que criminalizan el abor-
to y que están relacionadas con las tasas de mortalidad materna, como consta en 
distintas declaraciones internacionales.

La desigualdad de género también está atravesada por otro tipo de desigual-
dades que llevan a que, por ejemplo, la mortalidad materna sea más alta entre 
mujeres indígenas, mujeres pobres, mujeres que viven en zonas rurales, ado-
lescentes y jóvenes con bajos niveles de educación. Así, la lucha contra otros 
factores de segregación social y de desigualdades horizontales —como aquellos 
motivados por la edad, por razones étnicas, incapacidad de las personas o lugares 
de residencia— también tendrá que ser incluida en la nueva agenda de desa-
rrollo para el post‑2015. La discriminación de los pueblos indígenas de la región 
se manifiesta en los indicadores de pobreza: sus integrantes son ocho veces más 
pobres que el promedio de la población en Paraguay, seis veces más en Panamá 
y tres veces más en México. En Uruguay, la proporción de afrodescendientes 
que viven en hogares con dos o más carencias críticas duplica el valor observado 
entre los no afrodescendientes (Cabella et al., 2013: 70).

Todas estas cuestiones deben estar apegadas a los compromisos que en materia 
de derechos humanos han asumido los Estados y, como reflejo de ello, todas las 
intervenciones de desarrollo deberían transversalizar el enfoque de derechos hu-
manos. Reconociendo la necesidad de apoyo a las personas y grupos de personas 
en situación de mayor vulnerabilidad, la agenda debe abarcar una multiplicidad 
de obstáculos al desarrollo que globalmente resultan indivisibles si se pretende 
realizar un trabajo exitoso. También es importante que el nuevo marco reco-
nozca los procesos de movilidad humana y migratoria desde una perspectiva de 
derechos humanos, ya que las personas migrantes se ven expuestas a diversas 
formas de violencia: la trata de personas —una de las peores—, la discrimina-
ción, el racismo y la xenofobia.

La equidad: todavía el reto pendiente

Para planificar mejor las políticas públicas que garanticen las condiciones de 
equidad —es decir, el acceso equitativo a las oportunidades que permiten la am-
pliación efectiva de las capacidades básicas de los individuos— conviene no per-
der de vista los indicadores sociodemográficos que muestran que América Latina 
y el Caribe caminan hacia una nueva dinámica de población, de baja fecundidad 
y envejecimiento. En el 2050, alrededor de un 25 % de la población será mayor, 
lo que tendrá un gran impacto en los sistemas de salud, pensiones, vivienda y 
protección social. Además, el proceso de urbanización, acelerado en los últimos 
años ha puesto de manifiesto los grandes contrastes entre las oportunidades que 
brindan las zonas pobres, con poca infraestructura y problemas de inseguridad 
ciudadana, y las zonas residenciales con mejores servicios y mejor calidad de 
vida (unfpa-lacro, 2014: 2).
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Existe un amplio consenso en torno a la necesidad de alcanzar más igual-
dad de oportunidades, pero no tanto sobre los modos de medirla y las políticas 
necesarias para garantizarla. No obstante, el diseño y la implementación de 
políticas que favorezcan el avance hacia sociedades más incluyentes, que pro-
muevan la cohesión social, es tarea de los poderes públicos. La política fiscal 
y la provisión de servicios sociales accesibles y de calidad son cruciales en el 
logro de ese objetivo. Los jóvenes son uno de los grupos que más sufren las 
consecuencias de la desigualdad de oportunidades en la región. De los 140 
millones de personas de entre 12 y 24 años de América Latina y el Caribe, más 
de un 25 % viven expuestas a la deserción escolar, el desempleo, las drogas, 
la criminalización o la maternidad temprana (unfpa-lacro, 2013). Las cifras 
muestran que las jóvenes con menores niveles educativos son aquellas con más 
probabilidades de quedar embarazadas. Incluso en países como Uruguay, algo 
más de una de cada cinco adolescentes (22,4 %) es madre en los hogares más 
necesitados, mientras que ese porcentaje se reduce de forma drástica entre las 
jóvenes de hogares con las necesidades básicas satisfechas (3,6 %) (Calvo, 2013: 
43‑44).

Por otro lado, en términos redistributivos, no basta que el objetivo de re-
ducción de la desigualdad se considere desde un punto de vista interno, sino 
que también se necesitan objetivos redistributivos en el ámbito internacional, 
dadas las diferencias entre países.12 Las realidades económicas y sociales locales 
también son el resultado de dinámicas globales que tienen impacto en países y 
ciudadanías de otras partes del mundo. 

Ahora bien, al revisar las desigualdades entre países es inadecuado centrar la 
cuestión del financiamiento del desarrollo en una visión basada estrictamente 
en los ingresos económicos, porque de ese modo se refuerza la equiparación re-
duccionista entre desarrollo y crecimiento económico. Una propuesta alternativa 
es tomar el índice de desarrollo humano (idh) del pnud corregido por el índice 
de Gini, para que la propuesta de Amartya Sen, centrada en el desarrollo de las 
personas, pueda inspirar otra forma de medición más apropiada. Las medicio-
nes internacionales son variadas, pero los retos del desarrollo y la crisis social 
y de sostenibilidad actual hacen imprescindible considerar cuestiones como la 
sustentabilidad ambiental y la transformación de las políticas y modelos de de-
sarrollo que incrementan la desigualdad entre el norte y el sur.

Participación y rendición de cuentas

Todos estos temas están hoy presentes en el proceso de debates globales y regio-
nales sobre los resultados alcanzados en la consecución de los odm13 y sobre la 
efectividad lograda a partir de ellos en materia de lucha contra la pobreza. Entre 
los temas en discusión aparecen desde los contenidos de la futura agenda hasta 
cómo articularla con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), de modo que se 
aprovechen y consoliden los logros alcanzados al tiempo que se avance más allá. 
Para evitar que la nueva agenda sea solo un instrumento, o se quede en objetivos 
vagos de difícil seguimiento, es importante avanzar en la construcción de metas 
e indicadores claros y verificables, que aterricen en compromisos concretos las 
expectativas creadas por el proceso de consultas.
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Pero el proceso de consultas ha puesto también en evidencia la necesidad de 
que la región avance en una mayor institucionalización de la participación y 
coordinación con otros actores de la cooperación para el desarrollo. En general, 
en los Estados latinoamericanos falta avanzar en la participación de la diversidad 
de actores del desarrollo, así como en los de rendición de cuentas y de control 
ciudadano.

Si bien es cierto que la cooperación para el desarrollo pierde la centralidad 
del debate parlamentario a medida que decrece el volumen de recursos de aod 
procedente de países tradicionales, nuevos presupuestos y acciones de desarro-
llo que van de la mano de la css hacen necesario fortalecer los mecanismos de 
participación y rendición de cuentas. Al ampliarse el escrutinio, este ejercicio 
consigue también aumentar el respaldo a la cooperación para el desarrollo. En 
países donde los porcentajes de la cooperación sobre el presupuesto total son 
más significativos, sigue siendo importante garantizar el control parlamentario 
y aportar transparencia sobre qué se recibe, a qué se destina y qué resultados se 
obtienen.14

En algunos países de la región, para garantizar los principios democráticos 
de participación y de rendición de cuentas, las normas de cooperación han in-
corporado los consejos de cooperación.15 Estos consejos, en los que está previsto 
que participen distintos actores para contribuir a la definición de la política de 
cooperación, abren un canal importante para que las instituciones rectoras de 
la cooperación internacional rindan cuentas a fin de darle seguimiento. En este 
sentido tiene evidente legitimidad la demanda de las osc que llevan muchos años 
trabajando por la agenda de derechos humanos en la región, en cuanto a hacerse 
escuchar por sus gobiernos nacionales y locales, así como la necesidad de contar 
con la academia para avanzar en el conocimiento y en mejores prácticas.

La región latinoamericana se enfrenta al reto de reflexionar de manera profun-
da sobre el papel del sector privado en la cooperación para el desarrollo, teniendo 
en cuenta que la tendencia creciente entre los cooperantes tradicionales es la de 
canalizar la aod hacia el sector privado, en el supuesto de que ello podría derivar 
en una mayor movilización total de recursos.16 Integrado en la agced, este sector 
también participa en las discusiones sobre los partenariados para el desarrollo en 
un mismo nivel de representación que los gobiernos, razón por la cuál debería 
exigírsele una rendición de cuentas contínua de sus resultados de desarrollo.

Junto con esta exigencia, el sector privado debería cumplir los siguientes 
principios garantes a la hora de integrar partenariados para el desarrollo finan-
ciados por la cooperación internacional: a) el respeto a los derechos humanos 
(por ejemplo, normas y acuerdos oit) y los estándares medioambientales; b) el 
respeto a un marco regulatorio que, más allá de la responsabilidad social em-
presarial, asegure que el dinero público de la cooperación intermediado por el 
sector privado tenga el mismo o mayor impacto en el desarrollo que si hubiera 
sido canalizado directamente a una causa social; es decir, evitar subsidiar a em-
presas que no lo necesitan; c) que se cuente sobre todo con partners procedentes 
de las pequeñas y medianas empresas locales, sin descuidar el sector informal. 
Conviene observar que, en el marco de la cooperación para el desarrollo, se ha 
utilizado la categoría sector privado de manera general, lo que impide diferenciar 
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los actores que integran este sector (transnacionales, pymes, cooperativas, sector 
informal) y, sobre todo, distinguir entre aquellas empresas privadas que juegan 
un papel social importante y aquellas depredadoras del desarrollo sustentable.

Asimismo, cualquier eventual partenariado con el sector privado en el marco 
del snu en torno a la agenda post‑2015 debería estar firmemente regulado y 
monitoreado por sus órganos intergubernamentales (Asamblea General, ecosoc) 
para evitar cualquier posible conflicto de intereses.

Caminos para financiar el desarrollo en América Latina

La Conferencia de Monterrey de 2002, aunque centrada en aspectos sobre fi-
nanciamiento del desarrollo —como la movilización de recursos financieros 
nacionales a través de aumentos impositivos, la inversión extranjera directa, el 
comercio internacional o la reducción de la deuda externa—, careció de com-
promisos explícitos salvo en lo relativo a la ayuda internacional. Para la agenda 
post‑2015, los acuerdos en materia de financiación al desarrollo deberían ser más 
ambiciosos y responder de manera efectiva a los retos del desarrollo sustentable.

En la última década, los llamados países de renta media han visto reducido su 
peso relativo como receptores de recursos de cooperación internacional, a pesar 
de que en ellos vive más del 70 % de las personas del mundo que sufren pobreza 
y exclusión. América Latina se enfrenta así a la reducción de la ayuda oficial al 
desarrollo (aod), mientras desde distintos ámbitos de la sociedad civil, la acade-
mia y los organismos internacionales se aconseja profundizar en la generación y 
redistribución de recursos propios para el financiamiento del desarrollo. Por otro 
lado, en el ámbito internacional, nuevas propuestas tendentes a lograr mecanis-
mos de financiación innovadores tratan de dar solución a la provisión de bienes 
públicos mundiales (bpm), cuyo impacto en el desarrollo requiere la atención y 
el involucramiento de la región.

La aod como herramienta necesaria en los llamados países de renta media

A pesar de que la ayuda concebida como aod es un “instrumento deficiente” para 
lograr el desarrollo y una efectiva reducción de las desigualdades internaciona-
les, “también es cierto que es el único del que se dispone en la actualidad para 
corregir de forma deliberada las asimetrías más agudas que plantea el proceso 
de globalización” (de la Iglesia-Caruncho y Alonso, 2012: 36). Como se adelantó, 
sus resultados están en parte supeditados a los avances que los países, ya sea que 
actúen como donantes o como receptores, realicen en materia de coherencia de 
políticas para el desarrollo, pero su papel continúa siendo relevante en la dina-
mización de procesos cuya inexistencia haría más insoportables las dinámicas 
injustas del sistema internacional.

Sin embargo, tomando las cifras de aod a términos constantes, es posible 
afirmar que la evolución histórica de la aod no ha registrado un especial di-
namismo. Ello a pesar del crecimiento del volumen registrado a partir del año 
2000 por efecto de los odm como catalizadores de los esfuerzos de la comunidad 
internacional, el alivio de la deuda en países en desarrollo altamente endeuda-
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dos, la asistencia y reconstrucción de países por conflictos bélicos y por catástro-
fes naturales (Alonso, 2006). Por el contrario, si se toma en cuenta la evolución 
del ingreso promedio de los donantes tradicionales, la aod ha manifestado una 
tendencia regresiva: de un promedio de 0,5 % del pib en 1960 retrocedió a 0,3 % 
en 2013 (ocde, 2014).

Concretamente, la aod en América Latina pasó de representar más del 1 % 
del pib de la región en la década de 1960 a representar el 0,22 % en 2012 (cepal, 
2012). La aod evolucionó en la región desde una notable tasa de aumento pro-
medio del 9,4 % entre 2000 y 2008 a otra significativamente menor, de un 2,8 %, 
obtenida entre 2009 y 2012 (segib, 2014: 167). Este comportamiento responde a 
distintos condicionantes y, si bien la caídas pudieron empezar a dejar evidencia 
de los efectos que en América Latina está teniendo la crisis económica y social 
con epicentro en los países del norte, también hay que tener en cuenta otros 
factores coyunturales que llevan a manifestaciones no lineales. Lo que sí parece 
constatarse es la mayor concentración de los flujos de aod hacia los países de 
menores ingresos, especialmente del África subsahariana y de Asia.17

El paisaje de cooperantes y países socios de la región está cambiando. Según 
las últimas cifras del cad, en 2012 Francia pasó a ser el principal cooperante 
de la región, con un 67,8 % de su cooperación destinada a Brasil. Brasil pasó a 
ser el primer receptor de aod de la región, seguido por Colombia. España cayó 
del primer puesto, compartido con Estados Unidos en 2005, al quinto puesto en 
2012. Estos cambios reflejan distintas respuestas de los cooperantes ante la crisis: 
de ajuste fiscal y reducción presupuestaria en algunos casos, de modificación de 
prioridades sectoriales y geográficas en otros. Pero no solo cambian de puesto o 
se retiran los cooperantes tradicionales, sino que surgen nuevos actores, moda-
lidades y foros: cooperantes no tradicionales, nuevos fondos globales temáticos, 
fundaciones filantrópicas se plantean nuevas alianzas público-privadas y se con-
solidan nuevas estrategias de cooperación sur-sur y triangular, al tiempo que se 
multiplican los foros regionales y globales de debate de la cooperación.

Ello se complementa con el reconocimiento del papel dual de algunos países 
de la región, que ofrecen cooperación sur-sur a otros de menor desarrollo rela-
tivo, al tiempo que siguen necesitando la cooperación tradicional para consolidar 
procesos de fortalecimiento institucional y garantizar el respaldo de un mayor 
número de derechos humanos.

La cooperación sur-sur moviliza recursos adicionales para la promoción del 
desarrollo, pero no sustituye a la cooperación norte-sur ni quita validez a los 
compromisos de financiamiento asumidos por los países desarrollados, entre 
ellos el de destinar el 0,7 % de su pib a la aod. Dentro de la arquitectura global 
de la cooperación, y en consonancia con las demandas de mayor inclusión en la 
definición de la agenda de desarrollo, muchos países de la región también par-
ticipan  en esquemas de cooperación triangular con países del norte, en los que 
la demanda siempre parte de los países del sur, donde se desarrolla la acción o 
el proyecto de cooperación y donde el trabajo conjunto entre varios socios enri-
quece con la mirada plural el intercambio de experiencias.

Para lograr el desarrollo sustentable y equitativo, el crecimiento económico 
experimentado en la última década en la región latinoamericana y la mejora de 
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indicadores macroeconómicos (reservas, deuda pública, inflación) no son sufi-
cientes. Todavía son muchos los desafíos asociados a vulnerabilidades y brechas 
estructurales que alimentan los persistentes niveles de pobreza, marginalidad y 
desigualdad social que sufren estos países. A ello se une la escasa movilización 
de recursos nacionales e internacionales y los estrangulamientos en sus procesos 
de cambio (las llamadas trampas de renta media), que afectan las condiciones de 
gobernanza y cohesión social, de inserción financiera y estabilidad macroeconó-
mica, de transición hacia un modelo energético sostenible y de promoción del 
cambio productivo y tecnológico con generación de empleo de calidad, todo lo cual 
dificulta los procesos de convergencia hacia superiores niveles de bienestar. Nue-
vos desafíos se solapan a los conocidos y comprometen su desarrollo sustentable: 
el cambio climático, los frecuentes desastres naturales, la (in)seguridad energética 
y alimentaria, la transnacionalización del crimen y los desafíos demográficos 
asociados a la dependencia infantil y de adultos mayores en América Latina.

Para enfrentarlos se requiere un modelo de desarrollo innovador basado en 
cambios para la igualdad y la sostenibilidad ambiental que cierre brechas es-
tructurales. La cooperación internacional para el desarrollo, en sus múltiples 
variantes, desempeña un papel estratégico para atenuar estas brechas y estimular 
la sostenibilidad en los países de la región, a la vez que con su labor de sensibi-
lización e incidencia puede ayudar a producir cambios necesarios en el ámbito 
cultural, particularmente en aspectos vinculados a los derechos de las minorías 
o a la equidad de género.

No obstante, el propio sistema de cooperación internacional valida algunos 
criterios que perjudican claramente una visión más holística del desarrollo. Des-
de el sur, es importante que se promueva el cambio de los marcos18 y se proceda 
a la deconstrucción de preconceptos a fin de redefinir criterios como el de elegi-
bilidad de los países para acceder a la aod.

Hasta ahora este criterio ha estado en función de la clasificación y graduación 
de los países según su renta per cápita (clasificación del Banco Mundial o del 
cad), es decir, fundamentado en un paradigma del desarrollo como crecimiento 
económico, que no da cuenta suficientemente de la multidimensionalidad del 
desarrollo sustentable.

Además, impide atender las carencias o vulnerabilidades descritas al escon-
der los niveles de pobreza y la enorme desigualdad que existe, no solo entre 
los países que conforman este grupo sino, sobre todo, dentro de ellos. Por otro 
lado, definir las prioridades de la cooperación al desarrollo desde el pib también 
genera una indeseable competencia por los recursos de cooperación entre los 
países del sur. Por eso se hace preciso que la región haga valer otra mirada en 
los foros de discusión de la cooperación para el desarrollo, y que los donantes 
recurran a una consideración más plural de los factores en los procesos de asig-
nación de la ayuda. Si uno de los objetivos primordiales sigue siendo la lucha 
contra la pobreza, habrá que establecer nuevos criterios de asignación enfocados 
en las necesidades de las personas y no solamente en el desempeño económico 
agregado de sus países.

Si bien no responden a un patrón único de necesidades, los llamados países 
de renta media, además del volumen de recursos transferidos por la coope-
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ración internacional, requieren su potencial para la movilización de nuevos 
recursos, así como su capacidad, selectiva y estratégica, para propiciar un cam-
bio en el marco de incentivos de desarrollo del país. Las estrategias de coope-
ración tradicional hacia estos países tienen que adaptarse a sus circunstancias 
particulares y dirigirse a apoyar los esfuerzos de los Estados hacia la cohesión 
social, la mejora de la calidad institucional, el acceso al conocimiento tecnoló-
gico, el fortalecimiento de sus sistemas nacionales de innovación y desarrollo, 
así como la formación, educación y capacitación, entre otras necesidades de 
desarrollo.

Desde una concepción amplia y multifacética del desarrollo que busca la me-
jora en la vida de las personas mediante procesos sostenibles e inclusivos, la 
agenda de desarrollo post‑2015 necesitaría un sistema flexible de clasificación 
del desarrollo de los países que reflejara las realidades particulares de las po-
blaciones, de manera tal que el Sistema de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo pudiera responder ante los retos globales y las necesidades de los 
países de manera más equilibrada y acertada, adoptando enfoques diferenciados 
y eficientes.

En respuesta a la dificultad que supone aplicar el criterio del pib como única 
variable de clasificación de los Estados,19 la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (cepal) ha planteado un nuevo enfoque para determinar vul-
nerabilidades a partir de brechas estructurales del desarrollo, entendidas como 
rezagos productivos endémicos que limitan la posibilidad de transitar hacia eco-
nomías y sociedades más inclusivas y que persisten a pesar del crecimiento 
económico verificado. Las brechas estructurales más importantes de América 
Latina y el Caribe, según cepal (2012), se encuentran en:

1.	 el ingreso por habitante,
2.	 la desigualdad,
3.	 la pobreza,
4.	 la inversión y el ahorro,
5.	 la productividad y la innovación,
6.	 la infraestructura,
7.	 la educación,
8.	 la salud,
9.	 la fiscalidad,
10.	 el género y
11.	 el medio ambiente.

La identificación y la cuantificación de la magnitud relativa de estas brechas 
en los distintos países sería el primer paso diferenciado para determinar los 
mayores desafíos para el desarrollo de la región y aquellas áreas que deben in-
corporarse en una nueva agenda de cooperación para el desarrollo. Estos u otros 
criterios más comprehensivos podrían ayudar a hacer más efectiva la asignación 
de la aod para el logro de sus objetivos.
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Generación de recursos propios

Aunque en América Latina y el Caribe existen pocos casos de países que pue-
dan presentar problemas derivados de la dependencia excesiva de la ayuda, se 
precisa profundizar en una mayor movilización de recursos propios a través 
de reformas en los sistemas fiscales y de los espacios que dejan sus economías, 
especialmente dilatados en algunos casos. Gayo y Díaz (en Alonso, 2013) se-
ñalan que los gobiernos de los países del sur deben promover un entorno que 
sea propicio para la estabilidad a través de marcos reguladores, el aumento de 
inversiones productivas y la atracción de inversión extranjera, mientras pro-
ceden a revisar sus sistemas fiscales con el objeto de incrementar sus ingresos 
públicos e introducir mayores dosis de transparencia, eficiencia y equidad en 
su sistema recaudatorio.

La cooperación internacional con los 
países de renta media

A medida que los países crecen económicamente y 
se convierten en competidores serios en el mercado 
internacional, la naturaleza de los beneficios y favo‑
res que le piden a la comunidad internacional evo‑
luciona. En particular, puede cambiar el tratamiento 
especial brindado en materia comercial, se espera 
más en términos de reducción de las emisiones de 
carbono y puede disminuir el acceso a condiciones 
favorables de financiación pública internacional.

Los términos renta baja, media y alta se han 
convertido en descriptores de países de acuerdo a 
su ingreso per cápita, lo que es visto como un in‑
dicador de su nivel de desarrollo. Sin embargo, el 
término renta media, ahora aplicado a más de 100 
países, ya no es útil, y puede ser perjudicial si el 
mensaje que arroja a la comunidad internacional es 
el de que este grupo de países ya no necesita del 
apoyo internacional.

Algunos argumentan que los países de renta 
media tienen los medios necesarios para hacer 
frente a la pobreza, y que se trata solo de asig‑
nar mejor los recursos. Pero, si bien es cierto que 
la desigualdad es un problema grave en muchos 
países de renta media, la comunidad internacional 
corre el peligro, a partir de una definición muy res‑
trictiva de lo que es la pobreza, de no identificar a 
las personas más vulnerables en el planeta y con 

ello no favorecer que puedan alcanzar un nivel de 
vida aceptable.
•  Guatemala, un país de renta media, tiene la ter‑
cera tasa más alta de desnutrición crónica en el 
mundo: el 54 %.
•  Más de un tercio de los niños desnutridos del 
mundo viven en la India, donde la prevalencia es el 
doble que en el África subsahariana. India ha sido 
un país de renta media desde 2007.
•  Mientras tanto, Sudán del Sur surgió en la esce‑
na internacional como un país de ingresos medios 
en 2011, a pesar de enfrentar graves problemas de 
pobreza. En 2012 fue a parar de nuevo a la lista de 
bajos ingresos debido a la caída en las exportacio‑
nes de petróleo y al estallido de la guerra.

Incluso si los prm cuentan con los medios para 
hacer frente al $ 1,25 al día con el que los organis‑
mos internacionales traducen la pobreza extrema, 
umbrales más cercanos a los $ 5 o $ 10 por día se‑
rían más adecuados para evitar la posibilidad de 
volver a caer en la miseria extrema. Y, además, la 
viabilidad política de la redistribución de la riqueza 
y el ingreso está sobreestimada en tales escena‑
rios. India, por ejemplo, al igual que muchos países 
en desarrollo (ya sea de renta baja o media) tiene 
un coeficiente Gini a la par con la mayoría de los 
países desarrollados (y muy por debajo de la de los 
Estados Unidos); aunque deseable, no hay ningu‑
na razón para esperar la redistribución radical en el 
corto o incluso medio plazo.
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Si bien se advierten dificultades para alcanzar ese objetivo (como la elevada 
informalidad o el peso del sector agrario), existen factores que, con leves me-
joras, permitirían acrecentar la capacidad recaudatoria de sus sistemas fiscales, 
como el fortalecimiento de las instituciones encargadas de la gestión tributaria, 
la revisión de la estructura de tasas, la reducción de las exenciones y de los be-
neficios fiscales, la corrección del tratamiento preferencial de ciertas fuentes de 
renta o el combate contra la evasión.

La descentralización del financiamiento para el desarrollo, según apunta Joa-
quín Tres (2013: 115), se hace en un contexto en el que los países de la región 
tengan acceso a los mercados internacionales de bonos, mayor capacidad propia 
y diversidad de fuentes de financiamiento, entre las que destaca China y emerge 
la banca multilateral subregional —el bid dobló su capacidad financiera para 
prestar hasta usd 12.000 millones anualmente, enfocándose en cinco prioridades 
institucionales—.

Los flujos financieros públicos internacionales y 
la cooperación al desarrollo en términos más gene‑
rales siguen siendo un importante complemento 
a las fuentes privadas nacionales y extranjeras de 
financiación del desarrollo para ayudar a responder 
a: 1) los niveles muy altos de pobreza material que 
se mantienen en muchos países de renta media 
y 2)  las inversiones en infraestructura y transfor‑
mación estructural de integración de los avances, 
sobre todo si se quiere que ese progreso sea sos‑
tenible con el medio ambiente. Dar prioridad a los 
escasos recursos de los países más pobres no debe 
ser confundido con que los países solo un poco más 
ricos no necesitan apoyo.

La ayuda como una pequeña proporción del pib 
puede ser una intervención importante en favor 
del desarrollo. Dado que los países avanzan en la 
escala de ingresos, los flujos públicos extranjeros 
perderán importancia en términos de su cantidad. 
Otras cuestiones se vuelven aún más importan‑
tes para proporcionar un entorno propicio para la 
reducción de la pobreza y el desarrollo sostenible. 
Sin embargo, la ayuda aún se puede invertir con 
eficacia en países bien posicionados en la escala 
de ingresos, dependiendo de sus circunstancias 
particulares. Además de llenar los vacíos de finan‑
ciación recurrentes, es útil para promover mejoras 
en las políticas públicas y el sistema político, apo‑
yar a los actores no gubernamentales; apalancar y 
añadir valor a la financiación privada, desarrollar 

capacidades (tanto a escala institucional como in‑
dividual) y ofrecer cobertura de riesgos, incluyendo 
desastres ambientales y choques financieros.

La mayoría de las personas pobres han vivido 
desde hace algunas décadas en los países que de‑
penden muy poco de la ayuda. A menos que haya 
una diferencia significativa entre la ayuda, no hay 
ninguna razón lógica para que los niveles de ayuda 
que fueron útiles en el pasado no puedan seguir 
siéndolo hoy.

Incluso si fuera cierto que algunos países pudie‑
ran teóricamente eliminar la pobreza (utilizando 
una definición generosa) de forma independiente 
—lo que en todo caso no valdría para la mayoría de 
los países—, es probable que lo hicieran más rápido 
y de manera más efectiva con el apoyo internacio‑
nal, financiero o de otra naturaleza. Esto implica 
que la reducción de la asistencia a los países de 
renta media no es consecuencia de un análisis de 
las necesidades correcto, sino más bien de una rea‑
lidad basada en la voluntad o no de los países más 
ricos vinculada a dos hechos: a) la reducción de re‑
cursos en sus propios presupuestos, y b) la compe‑
tencia económica con las economías emergentes.

Por Jonathan Glennie
Investigador asociado al Center for Aid and Public 

Expediture, Overseas Development Institute, Reino Unido.
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Una oportunidad para la generación de recursos financieros propios para el 
desarrollo  en América Latina y el Caribe se abre con la gestión sostenible del 
uso de los recursos naturales, al ser la exportación de materias primas el cen-
tro de la economía regional —solo en América del Sur, los recursos naturales 
representan más del 70 % de las exportaciones totales—. Aunque sujeta a los 
vaivenes de los precios internacionales, el alza de los precios de estas materias 
primas desde 2003 ha generado un contexto propicio para aumentar la capacidad 
de generación de dichos recursos.

Dada la dificultad tradicional que han tenido los países de América Latina y 
el Caribe para traducir sus períodos de bonanza exportadora de sus productos 
básicos en procesos de desarrollo económico de largo plazo, cepal ha formulado 
una propuesta encaminada a fortalecer la gobernanza de recursos naturales con 
el objetivo de que los recursos naturales de la región sean palanca para el desa-
rrollo con igualdad y sostenibilidad.

Esta propuesta se realizaría a través del conjunto de políticas nacionales sobre 
la propiedad y sobre la apropiación y distribución de las rentas derivadas de la 
explotación de los recursos naturales, con el fin de maximizar su contribución al 
desarrollo: adaptar con criterios de progresividad el porcentaje de las rentas que 
recibe el Estado por la explotación de los recursos naturales; desarrollar mecanis-
mos institucionales que permitan el ahorro de esas rentas y su inversión pública 
eficiente en educación, salud, infraestructura, innovación y desarrollo tecnológico 
para las generaciones futuras; impulsar una política de Estado que proponga un 
cambio estructural orientado a la innovación y la tecnología (cepal, 2013).

Pero también la generación de recursos propios para el financiamiento del de-
sarrollo en los países del sur puede verse seriamente obstaculizada por la salida 
significativa de capitales, debida particularmente a servicios de deuda externa, 
especulación de divisas y retiro de capitales de corto plazo o golondrina y flujos 
financieros ilícitos. Por ello, la formalización de la economía, la regulación y el 
control de los movimientos de capital, las políticas cambiarias activas, así como 
la lucha contra las maniobras elusivas de impuestos de las empresas transna-
cionales, la malversación de fondos y el lavado de dinero a escala nacional e 
internacional también abren oportunidades para la ampliación de los recursos 
financieros que podrían dedicarse al desarrollo tanto en los países del sur como 
del norte.

De allí que exista un fuerte incentivo para los países de cooperar en materia 
de intercambio de información, así como de reforzar las regulaciones financieras 
y las legislaciones sobre lavado de activos para avanzar en este sentido.

La provisión de los bienes públicos mundiales y la financiación innovadora  
para el desarrollo

La aod ha perdido protagonismo como instrumento de financiación, frente a 
otras propuestas surgidas para enfrentar los desafíos que, como los bienes públi-
cos mundiales (bpm), traspasan la lógica de las fronteras nacionales y requieren 
acciones que van más allá de lo que los sistemas de mercado o los países en so-
litario pueden hacer. El desarrollo de nuevas vacunas, la igualdad de géneros en 
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el mundo o la reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero necesitan acciones conjuntas en uno u otro 
sentido. Los bpm afectan a ámbitos cruciales de la vida co-
lectiva, como el marco regulador de las relaciones interna-
cionales (por ejemplo, acuerdos sobre derechos humanos), 
las acciones requeridas para atenuar los riesgos colectivos 
(salud, paz o medio ambiente) y las condiciones para alen-
tar el desarrollo sustentable (difusión del conocimiento o 
estabilidad financiera).

La ausencia de una fiscalidad mundial que pudiera ga-
rantizar la redistribución a escala global y paliar los efectos 
de la concentración de la riqueza20 plantea la necesidad de 
nuevos esquemas de financiación y el establecimiento de 
mecanismos innovadores para el desarrollo que puedan 
movilizar los recursos precisos. Estos recursos superan las 
cifras que la cooperación internacional actualmente ma-
neja, en parte debido al estancamiento de los compromisos 
incumplidos en materia de aod. Según recoge José Antonio 
Alonso (2013: 11), la ocde apunta que solo para la mitiga-
ción y adaptación al cambio climático son necesarios 320 
mil millones de dólares anuales, cifra muy por encima de 
los 130 mil millones que se destinan como ayuda para el 
desarrollo.

Para acotar el concepto de financiación innovadora para 
el desarrollo (innovative financing sources), el Departamento 
para Asuntos Económico y Sociales de las Naciones Unidas 
(undesa) sostiene que estas iniciativas han de cumplir tres 
características: a) tener participación del sector oficial, sea 
con recursos públicos o como catalizador de recursos del 
sector privado y de entidades filantrópicas; b) ser de coope-
ración internacional para el desarrollo; c) ser innovadoras, 
bien como tipo de recursos, bien en su modo de recauda-
ción o en sus estructuras de gobernanza. Por último, estas 
formas innovadoras de financiación para el desarrollo tie-
nen que darse en el ámbito de las finanzas públicas inter-
nacionales que apoyan directamente la consecución de los 
Objetivos de Desarrollo del Milenio, o de la consignación de 
créditos para la protección o el logro de los bienes públicos 
mundiales (Gayo y Díaz, 2013: 90).

La búsqueda de financiación adicional para el desarrollo21 
puede tener un gran impacto en el marco de la provisión 
de los bpm, ya que estos potencian, y en algunos casos ha-
cen más efectivos, los beneficios de la aod. Por ejemplo, 
destinar fondos para el avance en la lucha contra el cam-
bio climático hará en el futuro menos onerosa la ayuda 
de emergencia para paliar los desastres producidos por el 

Cuadro 4. ¿Qué es un bien 
público mundial?

El bien público mundial, ateniéndonos a la 

definición de la Oficina de Estudios de De‑

sarrollo del pnud, es un bien o servicio cuya 

provisión presenta “beneficios universal‑

mente consolidados en cuanto a los países 

(abarca más de un grupo de países), las per‑

sonas (afecta a varios grupos de población, 

preferiblemente a todos) y las generaciones 

(se amplía tanto a las generaciones actuales 

como a las futuras, o al menos cumple las 

necesidades de las generaciones actuales 

sin cerrar de antemano las opciones de de‑

sarrollo para las generaciones futuras)”.

Fuente: ‹http://web.undp.org/globalpublicgoods/globalization/
glossary.html›.
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Breve nota de prospectiva de la 
cooperación internacional para el 
desarrollo

La cooperación internacional para el desarrollo es y 
seguirá siendo una industria en sí misma, a pesar 
de que para muchos es la expresión de la solidari‑
dad internacional o una obligación de los Estados 
de mayor desarrollo relativo con relación a los de 
menor desarrollo relativo (más allá de las deudas 
históricas). Quizás la participación cada vez mayor 
del sector privado como fuente de recursos para 
la cooperación internacional la haga cada vez más 
asimilable a una industria más. El desafío principal 
es mantener en la agenda el principio de que son 
los Estados los que tienen la obligación de coope‑
rar, y los que deben garantizar que, cuando se coo‑
pere en su nombre o se les asignen fondos, estos 
respondan a principios de cooperación/solidaridad 
y no a intereses particulares.

Un posible escenario de futuro de la cooperación 
pasa por una reducción de la cooperación al desa‑
rrollo, como se la conocía en la segunda mitad del 
siglo xx, a una industria en la que los países y los 
privados canalizan sus fondos para la cooperación 
prioritariamente vía fundaciones, programas glo‑
bales verticales autogestionados o programas de 
responsabilidad social empresarial directamen‑
te atados a multinacionales o empresas locales. 
Ninguna de estas vías es desconocida en el 2014, 
pero es posible que estas pasen a ser las vías por 
excelencia de la cooperación, y que los canales tra‑
dicionales de la cooperación oficial al desarrollo de 
los países de la ocde se diluyan o jueguen roles di‑

ferentes, más de policy o políticas que un rol tran‑
saccional.

Esto podría afectar seriamente la cooperación 
entre organizaciones sociales que han trabaja‑
do históricamente en los vínculos norte-sur-es‑
te-oeste promoviendo diferentes agendas de la 
solidaridad internacional o diferentes agendas de 
afirmación de derechos que no siempre son reco‑
nocidos por las vías oficiales de la cooperación o 
por los privados. A su vez, los temores ya exis‑
tentes de la cooperación (como una herramienta 
para los objetivos bélicos/de reconstrucción o de 
negocios/facilidades comerciales de un país) po‑
drían ampliarse a las estrategias de expansión o 
competencia de los actores del sector privado que 
tendrían en este escenario un rol cada vez más 
primordial. En este escenario los desafíos pasan 
por:

•  Construir reglas del juego claras que pauten 
la cooperación al desarrollo cuyos actores son 
otros que los tradicionalmente involucrados en 
los convenios de cooperación o partenariados. 
Las reglas del juego de la cooperación se están 
moviendo desde un club de donantes, como se 
solía denominar a la ocde, hacia un espacio más 
inclusivo como las Naciones Unidas, pero esto 
puede retroceder y concentrarse en círculos aún 
más reducidos o no inclusivos.

•  Evitar que los actores privados cometan los mis‑
mos errores que ya han cometido los agentes 
tradicionales de la cooperación y asegurar que 
las poblaciones, grupos sociales y Estados in‑
volucrados en los partenariados de cooperación 

calentamiento global. Para los países de renta media, y en particular para los 
países latinoamericanos y caribeños, como proveedores de buena parte de los 
bpm, es importante apoyar esta agenda a través de las vías de financiación más 
previsibles, sostenibles y complementarias con la aod.
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sean protagonistas de las decisiones y la imple‑
mentación de los proyectos que los afectan.

•  Colocar una agenda propositiva desde aquellos 
países que coincidan en la necesidad de integrar 
la dimensión democrática y de derechos huma‑
nos en los proyectos de cooperación, con pautas 
para la integración de estas dimensiones en los 
partenariados para la cooperación al desarrollo.

Otro escenario posible, que puede ser compati‑
ble con el anterior, es que los bloques regionales u 
otros bloques (¿brics? ¿nam? ¿Otros?) se posicio‑
nen como las plataformas de intermediación entre 
los espacios de regulación y negociación de la coo‑
peración al desarrollo internacionales —ya sea en el 
seno de las Naciones Unidas a través del Foro de 
Cooperación al Desarrollo u otras vías, dependien‑
do de cómo evolucione la agenda de la eficacia de 
la cooperación al desarrollo (anteriormente eficacia 
de la ayuda planteada originalmente por la ocde)—. 
En los casos en que estos bloques tengan legitimi‑
dad e institucionalidad, podrán ser cada vez más 
los canales de muchos de los fondos de la coopera‑
ción al desarrollo y constituirse como actores clave 
para la cooperación (en sus diferentes modalida‑
des: tradicional, sur-sur o triangular). Pero en los 
casos en los que no sea así, todo parece indicar que 
la disputa para jugar ese rol estaría ganada por los 
bancos de desarrollo regionales, que encuentran en 
esa intermediación una nueva dimensión de su rol, 
lo que se justificaría al ser ya canales importantes 
para la movilización de recursos en las diferentes 
regiones. Este escenario plantea cuáles son las 
mejores plataformas regionales para estos fines, 

y particularmente para Uruguay, y a la vez el de‑
safío de que las negociaciones de la cooperación al 
desarrollo pasan a ser una carta más en las mesas 
de negociaciones y concesiones mutuas regionales 
o subregionales, por lo que pueden quedar de rehe‑
nes de otras negociaciones (comercio, inversiones 
u otras).

El desafío para países como Uruguay en el me‑
diano y largo plazo es ubicarse en el rol dual como 
agente de cooperación (al principio o al final de la 
cadena) que coloque no solo principios coherentes 
con su trayectoria de política internacional (no in‑
tervención, soberanía, respeto de los derechos hu‑
manos, preponderancia del espacio de las Naciones 
Unidas, predisposición al posicionamiento junto 
con la región Mercosur-América Latina en espacios 
internacionales, etcétera), sino un traslado de ca‑
pacidades y lecciones aprendidas desde Uruguay 
a sus socios (como donante y como receptor) para 
construir partenariados sostenibles e inclusivos. La 
profesionalización de los expertos en cooperación 
en Uruguay es un desafío actual y futuro. Aunque 
hay avances en la materia, será necesario formar 
transdisciplinariamente, combinando conocimien‑
tos específicos de sectores-temáticas con el saber 
hacer de la cooperación que evoluciona continua‑
mente.

Por Cecilia Alemany
Gerente de proyectos de unops en Uruguay. Las opiniones 

de esta nota son de exclusiva responsabilidad de la autora y no 
representan la posición de unops.

Las propuestas en el campo de los mecanismos de la financiación innovadora 
para el desarrollo son diversas. José Antonio Alonso (2013: 11) las clasifica en 
seis grupos básicos:
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•	 propuestas que aspiren a reunir de forma conjunta recursos públicos y priva-
dos focalizados en una prioridad definida (partenariados globales);

•	 propuestas que dejen margen para un uso anticipado de los recursos a través 
de la certeza de fondos de ayuda futuros (por ejemplo, la facilidad financiera 
internacional para la inmunización o iffi);

•	 iniciativas que alienten la contribución privada voluntaria en acciones con 
interés social o medioambiental (incentivos para responsabilidad social cor-
porativa, por ejemplo);

•	 propuestas que favorezcan un mejor uso de los recursos privados con un 
potencial efecto en el desarrollo (alentar caminos específicos para el uso de 
remesas, por ejemplo);

•	 mecanismos de ayuda novedosos orientados al fortalecimiento de la capacidad de 
generar nuevos recursos para la ayuda (cooperación financiera, por ejemplo), y

•	 nuevos impuestos para externalidades internacionales negativas (por ejemplo, 
la tasa Tobin).

De todos ellos, para la consecución de lo que se ha llamado ayuda ampliada 
para la provisión de bpm, destacarían dos que presentan la doble virtualidad de 
tener elevada capacidad recaudatoria y generar un doble dividendo (en términos 
de recaudación y de penalización de un mal global): el impuesto sobre el uso de 
combustibles de carbono y el impuesto sobre transacciones financieras que im-
pliquen un cambio de moneda (Gayo y Díaz, 2013: 15). En este sentido, América 
Latina deberá posicionarse y participar activamente en la definición de estas 
fuentes necesarias para financiar el desarrollo.

La participación de Uruguay en la definición de la agenda del 
sistema de cooperación internacional

Para Uruguay, tomar el rumbo de su propio desarrollo también significa poder 
participar en la defensa de los intereses del sur en el sistema internacional. La 
búsqueda de modelos compatibles con el desarrollo sustentable en un mundo 
globalizado encuentra muchos obstáculos, y las dificultades se multiplican para 
un país de poco más de tres millones de habitantes y de responsabilidad relativa 
en lo que atañe al mantenimiento de los bpm.

Para Uruguay, la participación en los debates globales y regionales supone 
grandes esfuerzos, debido a la escasez de recursos humanos y la multiplicidad de 
foros de negociación de la cooperación internacional. A pesar de la existencia de 
ámbitos donde la incidencia de un país de la escala de Uruguay es reducida, este 
trata de aprovechar el espacio de participación, articulándose y buscando puntos 
de concertación con otros actores de la región latinoamericana.

Uruguay participa en los foros multilaterales de negociación y debate de la coo-
peración al desarrollo defendiendo la necesidad de que los países desarrollados 
honren su compromiso histórico de destinar el 0,7 % de su pib para aod. Asimismo, 
enfatiza la necesidad de cambiar de criterio en la asignación de la ayuda: que vaya 
más allá del pib per cápita e incorpore la medición de otras dimensiones del desa-
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rrollo, lo que permitirá construir un sistema de cooperación más equitativo, basado 
en las necesidades de las personas y capacidades reales de los países.

La adopción de la clasificación del Banco Mundial o de otras similares, basa-
das fundamentalmente en la renta per cápita de los países como criterio para 
la asignación de la cooperación internacional al desarrollo, presenta una serie 
de problemas técnicos, conceptuales y de cariz político. Es por ello que, en todos 
los espacios nacionales e internacionales de discusión sobre cooperación y desa-
rrollo en que participa auci, se ha puesto en cuestión —junto con muchos otros 
países y organizaciones— tanto el fundamento sustantivo de este criterio como 
las decisiones de política de cooperación y ayuda al desarrollo asociadas a él.

Clasificar a los países por una sola variable —su producto interno bruto per 
cápita— implica asimilar la noción de desarrollo únicamente a la de crecimien-
to económico, lo que representa una simplificación y no refleja la multidimen-
sionalidad del concepto de desarrollo humano sustentable como ejercicio efectivo 
de todas las capacidades y derechos de las personas para elegir la vida que quie-
ren vivir. Es sabido que para que un país se desarrolle necesita crecimiento, pero 
comprobado está también que el crecimiento por sí mismo no implica desarro-
llo, y menos aún desarrollo sustentable. El crecimiento genera más recursos que 
pueden ser aplicados en políticas y proyectos favorables al desarrollo sustentable 
y, en consecuencia, al bienestar de las personas, pero no es posible saber si un 
país está en ese camino midiendo únicamente su nivel de renta per cápita.

Saber cuál es el nivel promedio de ingreso de un país y ubicarlo arbitraria-
mente arriba o abajo de un umbral como renta alta o renta baja nos dice muy 
poco sobre la capacidad de ese país para combatir la pobreza o sobre sus posibi-
lidades para la redistribución de ingresos en el ámbito interno. Por el contrario, 
el indicador de renta per cápita utilizado por estas clasificaciones invisibiliza los 
niveles de pobreza y de desigualdad que los países tienen en su interior y entre 
sí, especialmente los países latinoamericanos.

Tampoco refleja las vulnerabilidades a los shocks externos e internos que su-
fren los países (especialmente los pequeños como Uruguay) debido a una débil 
consolidación de sus capacidades y/o persistentes brechas estructurales. Estas 
vulnerabilidades y brechas estructurales obstaculizan el desarrollo aun en con-
textos de crecimiento y avances significativos en ciertos indicadores socioe-
conómicos, lo que repercute en que cualquier posible retroceso tenga efectos 
devastadores sobre los niveles de desarrollo humano de estos países.

Desde el punto de vista técnico-metodológico, se cuestionan los criterios uti-
lizados en la clasificación del Banco Mundial. Por ejemplo, las franjas de niveles 
de ingreso fueron fijadas arbitrariamente por dicho organismo en 1989 según el 
método Atlas y son ajustadas por la inflación internacional tomando en cuenta 
los niveles de inflación de Estados Unidos, Japón y la zona euro. Por otra parte, el 
umbral de graduación fue fijado en 1988 de acuerdo a la preferencia para las obras 
civiles,22 en lugar de utilizar el criterio de paridad de poder de compra, que podría 
arrojar una información más adecuada para realizar comparaciones entre países.

Pero también desde el punto de vista político, si el fin último de la cooperación 
al desarrollo es la erradicación de la pobreza y el desarrollo sustentable de los 
pueblos —como quedó consagrado en los Objetivos de Desarrollo del Milenio y 
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en la Conferencia Intergubernamental de Rio + 20, y como está siendo definido 
en la negociación actual de la agenda de desarrollo sustentable post 2015—, es 
paradójico utilizar un criterio de asignación de la cooperación internacional que 
no atiende las necesidades de desarrollo de más del 70 % de los pobres, que hoy 
en día viven en países que no son de renta baja, sino en los llamados países de 
renta media. Solamente un abordaje de derechos asegura la universalidad y la 
desterritorialización de los problemas del desarrollo, ya que todas las personas 
tienen derecho a una vida digna, independientemente de donde residan o de la 
renta per cápita de sus países. No hay desarrollo posible sin derechos humanos 

La auci comparte experiencia y 
capacidades entre la Comunidad 
Iberoamericana

A lo largo de los años en los que se han realizado 
las Cumbres Iberoamericanas, los responsables de 
cooperación de los países miembros se han preo‑
cupado particularmente, por un lado, por discutir y 
comparar las formas de hacer cooperación en cada 
uno de sus países y, por otro, por analizar la actual 
coyuntura de la cooperación internacional. Esta cir‑
culación de saberes dio paso a la conformación del 
Programa Iberoamericano para el Fortalecimiento 
de la Cooperación Sur-Sur (pifcss), que desde sus 
orígenes tuvo como objetivo principal fortalecer y 
dinamizar la cooperación horizontal sur-sur ibe‑
roamericana contribuyendo a mejorar la calidad y 
el impacto de sus acciones, así como a extender y 
aplicar las buenas prácticas asociadas a ella.

El pifcss tiene su origen en un mandato del Pro‑
grama de Acción de la XVII Cumbre Iberoamericana 
de Santiago de Chile, de 2007. Su aprobación se 
efectuó en el marco de la XVIII Cumbre de San Sal‑
vador, de noviembre de 2008 y su puesta en mar‑
cha se realizó durante el primer trimestre de 2010. 
Actualmente el Programa cuenta con 20 países 
adheridos. Su máximo órgano de gobernanza es el 
Comité Técnico Intergubernamental, conformado 
por los responsables de cooperación de los países 
miembros; posee un Comité Ejecutivo constituido 
por ocho de los países participantes y una Secreta‑
ría Ejecutiva cuya dignidad recae en el país sede del 
Programa, el cual desempeña el rol de enlace de ca‑

rácter político entre la Unidad Técnica y los Comités 
Técnicos Intergubernamental y Ejecutivo.

Desde el año 2012, Uruguay, a través de la Agen‑
cia Uruguaya de Cooperación Internacional (auci), 
ejerce la Secretaría Ejecutiva del Programa, brin‑
dando apoyo estratégico, logístico y operativo a la 
Unidad Técnica, convirtiéndose así en el país sede 
del Programa Iberoamericano. La auci asumió 
este reto con el objetivo de fortalecer la coopera‑
ción sur-sur (css) en su país, brindar dinamismo a 
una nueva institucionalidad creada y posicionarse 
como un actor en la css de la región.

Desde el inicio, la Agencia Uruguaya apostó por 
el fortalecimiento del Programa como espacio que 
refuerce el sentido iberoamericano y aporte en la 
visibilidad de la css como una forma de coope‑
ración diferente que está en continuo proceso de 
transformación y que busca construir su propio 
paradigma para la cooperación internacional. Du‑
rante estos tres años de trabajo, auci dio un im‑
pulso importante al Programa y por ende a la css 
en la región iberoamericana, y concentró su trabajo 
como Secretaría en el desarrollo de tres elementos 
fundamentales que han dotado de mayor dinamis‑
mo al Programa y que se precisan a continuación.

Un punto central para avanzar en el análisis de 
los desafíos del proceso de desarrollo y de la css 
es lograr una gestión pública eficaz y eficiente del 
Programa, que le permita alinearse con las priori‑
dades nacionales y sectoriales de sus países miem‑
bros, así como tener estrategias de gestión medi‑
bles que posibiliten rendir cuentas a los respon‑
sables de cooperación. En este marco, en febrero 
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respetados desde la indivisibilidad, inalienabilidad y sin el bienestar y el goce de 
la gente en el centro de la agenda.

Para la auci, en la próxima agenda de desarrollo global debería regir el prin-
cipio de responsabilidades comunes pero diferenciadas de los países, de acuerdo 
a sus responsabilidades históricas y sus capacidades.

Asimismo, para que la cooperación pueda ser efectiva, Uruguay entiende ne-
cesario profundizar la coherencia de políticas, fundamentalmente de los países 
desarrollados, y reivindica el rol de las Naciones Unidas como el espacio más 
adecuado para articular las políticas globales, así como las cuestiones sustantivas 

de 2013 la auci impulsó y realizó un ejercicio de 
planificación estratégica que permitió establecer 
un diagnóstico así como un marco programático 
de actuación del Programa para los próximos dos 
años, basado en el logro de objetivos y resultados 
estratégicos. El ejercicio permitió identificar que el 
Programa debe fortalecer la css en el marco ibe‑
roamericano, promoviendo sus valores y principios 
para que contribuya eficazmente al desarrollo. Por 
otro lado, determinó más de diez resultados estra‑
tégicos con sus respectivos indicadores.

Al iniciar una nueva etapa de posicionamiento 
político-estratégico del Programa, que permitie‑
ra asumir los nuevos desafíos del ámbito regio‑
nal y global que se presentan para la cooperación 
sur-sur, la Secretaría Ejecutiva tuvo como reto 
representar al Programa en foros internacionales 
en donde se debate la cooperación internacional. 
Así estuvo presente en el IV High Level Forum on 
Aid Effectiveness (2011), el Policy Dialogue on Tri‑
angular Cooperation (2013), el Development Coo- 
peration Forum High Level Symposium (2013) y 
el Global South-South Development Expo 2013. 
En ellos evidenció la necesidad de avanzar en la  
construcción de una nueva gobernanza para la css 
en la región, así como el desafío de seguir fortale- 
ciendo los sistemas de registro de esta cooperación 
de cara a visibilizar sus acciones y construir ejerci‑
cios horizontales intergubernamentales de siste‑
matización, como el Informe de cooperación sur-sur 
en Iberoamérica, instrumento que la región viene 
desarrollando hace ya siete años. En estos espa‑
cios se empieza a delinear, sobre la base de la ex‑

periencia iberoamericana, la construcción de un In-
forme global de cooperación sur-sur que refleje las 
diversidades de esta cooperación en el sur global.

Finalmente, y no por ello menos importante, 
está el reto que asumió el país sede en la articu‑
lación del Programa con otros actores. La diversi‑
dad de actores presentes en los temas de desa- 
rrollo y, específicamente, en la cooperación (por 
ej.: organismos multilaterales, mecanismos de in‑
tegración regional, etc.) requiere que el Programa 
defina distintas estrategias para su vinculación. En 
este sentido, se concretó una colaboración con el 
Banco Interamericano de Desarrollo (bid) y se ha 
iniciado el vínculo con la Comisión Económica para 
América Latina (cepal), programas iberoamerica‑
nos y la región del Caribe, esta última a fin de que 
los países caribeños se incorporen en el Informe de 
cooperación sur-sur en Iberoamérica.

Los desafíos que el Programa Iberoamericano 
tiene a futuro son grandes, pero fácilmente real‑
izables de la mano de un país sede comprometi‑
do con la transformación de las relaciones de co‑
operación internacional y con la apuesta de la css 
como política pública que permita impulsar políti‑
cas comunes que promuevan el óptimo aprove‑
chamiento de las ventajas que se derivan de la per‑
tenencia a una misma comunidad.

Por Mónica Páez
Gerenta del Programa Iberoamericano para el 

Fortalecimiento de la Cooperación Sur-Sur.
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de la cooperación internacional para el desarrollo. En este entendido, la auci 
participa activamente en la defensa de la configuración de la agenda de coopera-
ción para el desarrollo en el Foro de Desarrollo del Comité Económico y Social 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas desde su creación, en 2008. 
Asimismo, Uruguay entiende que el ámbito para discutir las condiciones de 
cómo se realiza la css debe ser intergubernamental  entre los propios países del 
Sur. Para ello es importante fortalecer las plataformas políticas latinoamericanas 
para acercar las posiciones en la materia.

Todos estos aspectos y otros han sido recogidos a lo largo de este primer capí-
tulo. Resta mencionar los aspectos más salientes de la participación de Uruguay 
en los principales temas y foros de la cooperación para el desarrollo.

El impulso global e iberoamericano a la cooperación sur-sur

El auge de la cooperación sur-sur y de la cooperación triangular para transfe-
rir capacidades y experiencias entre los países de la región y a otros de menor 
desarrollo relativo brindó a Uruguay la oportunidad de participar activamente 
en la articulación de la posición iberoamericana. Su estrategia en favor de un 
modelo más horizontal de cooperación, apoyado en las ventajas comparativas 
de su posición en el mundo, ha hecho posible que Uruguay, sin una trayectoria 
tan dilatada en cooperación como la de otros países, sea la sede del Programa 
Iberoamericano de Cooperación Sur-Sur (pifcss) desde enero de 2012.

A partir de la transformación institucional de la cooperación en Uruguay, el 
país adoptó una estrategia de css que le permitió, en un lapso de seis años, pasar 
del penúltimo lugar en el ranking de css en el espacio iberoamericano a posicio-
narse entre los tres primeros países oferentes de css, de acuerdo a su grado de 
desarrollo relativo. En 2013 Uruguay implementó más de 60 proyectos de css con 
más de 12 países en diversas áreas, entre las que se destacan salud, agropecuaria, 
gobernabilidad y energía. En el 40 % de estos proyectos Uruguay fue oferente de 
cooperación, duplicando la proporción del año anterior.

Junto con este dinamismo, Uruguay se ha mantenido activo en la discusión 
global de la css y de la agenda de la cooperación para el desarrollo, con un relieve 
mayor debido a su papel como Secretaría Ejecutiva del Programa Iberoamericano 
de Fortalecimiento de css. En el fcd de julio de 2014, en un contexto de búsqueda 
de un espacio global para coordinar la cooperación sur-sur,23 Uruguay propuso 
sistematizar el estado de la cooperación sur-sur en un informe mundial, inspirado 
en el acervo conceptual y la experiencia del Informe iberoamericano. Dicho informe, 
que se publica anualmente desde 2007, cuenta con una metodología compartida 
por todos los Estados miembros de la Secretaría General Iberoamericana (segib), lo 
que fortaleció la idea de que la futura publicación global se apoye en la experiencia 
y el acervo conceptual y metodológico del Informe iberoamericano.

Uruguay y la agenda de eficacia de la cooperación al desarrollo

Uruguay no suscribió la Declaración de París, aunque toma en cuenta sus cin-
co principios centrales —apropiación, alineación, armonización, rendición de 
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cuentas mutua y gestión por resultados— en su política de cooperación al de-
sarrollo. Entre los motivos que desalentaron la firma están la ausencia a la 
mención de las particularidades de los países de desarrollo medio y la necesidad 
de seguir apoyando a estos países para consolidar un desarrollo sustentable, el 
silencio sobre los compromisos históricos de los países desarrollados de cumplir 
con el 0,7 %, y la vaguedad sobre la predictibilidad de la ayuda y las metas para 
abandonar las prácticas de ayuda ligada.

En el marco de la agenda de la eficacia de la ayuda, Uruguay fue designado por 
los países iberoamericanos como el portavoz de la posición sobre cooperación 
sur-sur en el IV Foro de Alto Nivel de Busan (hlf-4), celebrado en 2011. Poste-
riormente suscribió la agced, surgida de Busan, y participó de su I Reunión de 
Alto Nivel, en abril de 2014 en México.

Tabla 1. Resumen de actores, principios e indicadores de las reuniones de París,  
Accra y Busan sobre eficacia de la ayuda y/o desarrollo

Categoría París 2005 Accra 2008 Busan 2011

1. Alcance del 
acuerdo

Eficacia de la ayuda al desarro-
llo (aod)

Eficacia de la ayuda al de-
sarrollo

Cooperación para el desarrollo efectivo 

2. Actores del 
desarrollo

Gobiernos (donantes y países 
socios del cad/ocde)

Gobiernos (donantes y países 
en desarrollo del cad/ocde y 
donantes no pertenecientes 
al cad), sociedad civil y sector 
privado, los medios y los insti-
tutos de investigación ( 13)

Gobiernos (proveedores de cooperación 
del cad/ocde, proveedores de coope-
ración no pertenecientes al cad/ocde 
y países en desarrollo), sociedad civil y 
sector privado

3. Principios 
acordados

Apropiación, alineación, 
armonización, rendición de 
cuentas mutua y gestión por 
resultados

Apropiación, alineación, 
armonización, rendición de 
cuentas mutua y gestión por 
resultados

Apropiación de las prioridades del 
desarrollo, foco en los resultados, aso-
ciaciones inclusivas para el desarrollo, 
transparencia y rendición de cuentas 
para cada parte

4. Indicadores y 
monitoreo

12 indicadores específicos y 51 
compromisos asociados (con 
evaluación de medio término 
en 2007)

12 indicadores específicos y 
51 compromisos asociados 
(con evaluación independien-
te en 2011)

No se definieron indicadores. Se dio un 
plazo hasta junio de 2012 para definir 
los indicadores por país y globales 
(Global light-country heavy)

5. Compromisos 
históricos

No se hace referencia al 0,7% 
del pib para la aod, pero se 
recuerda la necesidad de incre-
mentar los montos de la ayuda 
definida en la Conferencia de 
Monterrey. Menciona los odm

No se hace referencia al 0,7% 
del pib para la aod. Se hace 
referencia a los odm

Se mencionan los odm y los compro-
misos asumidos en la Conferencia de 
Monterrey

6. Compromisos 
adquiridos

Alcanzar las metas para 2010 Reforzar los esfuerzos para 
alcanzar las metas para 2010 
y Agenda de Acción de Accra 
(aaa)

Los países signatarios de París y Accra 
harán esfuerzos para completar todas 
las metas. Los donantes de coopera-
ción sur-sur asumirán los principios 
y compromisos de Busan en forma 
voluntaria

Fuente: auci (2012: 20).
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El Uruguay en el marco de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible y su 
confluencia con la agenda post‑2015

La humanidad se encuentra en un momento cru‑
cial de su historia. A más de 20 años de la Confe‑
rencia de Río y a poco más de un año de culminar 
el plazo previsto para el cumplimiento de los Ob‑
jetivos de Desarrollo del Milenio (odm), el Grupo 
Abierto de Trabajo instituido por el documento fi‑
nal de la cumbre Río + 20 aprobó, sin perjuicio de 
diversas reservas formuladas por varios países, un 
documento que contiene los Objetivos de Desarro‑
llo Sostenible (ods), que pasa como informe a con‑
sideración de la Asamblea General en su actual 69.o 
período de sesiones. Es probable que los debates 
en torno a los ods todavía no hayan alcanzado la 
masividad deseada, pero lo que está claro es que la 
población mundial espera que la onu actúe en bus‑
ca de la paz, la felicidad y el desarrollo para todos y 
todas. En un mundo donde vastos sectores sufren 
el predominio de la injusticia, el desafío asumido 
parece ser el momento propicio para que la onu 
reasuma plenamente su misión, como intérprete 
de las esperanzas colectivas de toda la humanidad.

El documento consiste en una introducción ge‑
neral y 17 objetivos globales, que se desagregan a 
su vez en objetivos más específicos y sus medios 
de implementación.

La erradicación de la pobreza continúa siendo 
reconocida como el desafío global más importante 
que enfrenta el mundo en la actualidad, así como 
un requisito indispensable para el desarrollo sos‑
tenible. De allí que el primero de los objetivos glo‑
bales propuestos es, directamente, terminar con la 
pobreza en todas sus formas en todos lados. Esto 
coincide con los esfuerzos que viene desarrollando 
Uruguay, en una tarea siempre perfectible, máxi‑
me desde la perspectiva de derechos como garante 
de ciudadanía ampliada.

Se presenta luego una variedad de metas ho‑
lísticas y ambiciosas, que incluyen, entre otros, 

aspectos vinculados a la seguridad alimentaria, 
la salud, la educación y el aprendizaje, la igualdad 
de género y el empoderamiento de las mujeres, la 
disponibilidad y el manejo sustentable del agua, el 
acceso a fuentes de energía, el crecimiento econó‑
mico, el pleno empleo y el trabajo decente, la in‑
dustrialización, la reducción de inequidades dentro 
y entre países, el tratamiento de las ciudades y los 
asentamientos humanos, la búsqueda de patrones 
de consumo y producción sustentables, el cambio 
climático, el uso de los océanos, mares y recursos 
marinos, la protección de los ecosistemas terres‑
tres, el manejo de las selvas, el combate a la deser‑
tificación, la promoción de sociedades pacíficas e 
inclusivas, y la provisión de acceso a la justicia para 
todos en el marco de la construcción de institucio‑
nes inclusivas en todos los niveles, temas estos 
últimos especialmente discutidos no tanto por su 
contenido sustantivo sino por su pertinencia o no 
en este documento.

La existencia de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas entre los llamados países desarrolla‑
dos y aquellos que se encuentran en vías de desarro‑
llo es un principio transversal al cumplimiento de los 
proyectados ods, y que Uruguay entiende que apli‑
can a toda la nueva agenda; de esta forma se supera 
la visión anterior, que suponía obligaciones unilate‑
rales para los países que reciben la cooperación.

En términos generales, debe destacarse la com‑
plejidad del mecanismo intergubernamental lleva‑
do adelante, el cual, frente al modelo de elabora‑
ción cerrado que en su momento se dio a la redac‑
ción de los odm, tuvo en esta oportunidad como 
característica la exhaustiva discusión y completa 
apertura a los Estados miembros para presentar 
sus posiciones. En tal sentido, la posible falta de 
rigor lógico, inconsistencias o superposiciones que 
pueda tener el documento deben entenderse y va‑
lorarse desde la perspectiva de su carácter político 
multilateral.

Sin perjuicio de los consensos obtenidos en el 
G77 + China, cada país pudo defender o dar mayor 
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énfasis desde su capacidad nacional a sus intere‑
ses en caso de que fueran más fuertes que los con‑
sensuados. Así, Uruguay ha avanzado en muchas 
ocasiones por encima de los estándares que se han 
podido consensuar a nivel global en el marco de los 
ods. Cabe mencionar, por ejemplo, la protección 
del medio ambiente (en especial frente a químicos 
y desechos), las políticas de tabaco, salud sexual y 
reproductiva y, por supuesto, democracia y Estado 
de derecho. Del mismo modo, llevamos adelante 
una posición muy precisa en cuanto a la necesidad 
de cambiar los patrones de consumo actuales, tan‑
to respecto a su lógica interna y filosofía como a la 
necesidad de una distribución más igualitaria y jus‑
ta, en forma consistente con el principio elemental 
de nuestra reflexión de que nada tiene más valor 
que la vida misma.

Para Uruguay, un elemento sustantivo y estruc‑
turalmente determinante en el esquema de coope‑
ración internacional y, por tanto, para la implemen‑
tación de los ods es la necesidad de trabajar en la 
generación de una metodología multidimensional 
respecto a los criterios para la asignación de la coo‑
peración internacional para el desarrollo, que inclu‑
ya el análisis de las vulnerabilidades estructurales 
y capacidades reales de los países y tome en cuen‑
ta criterios tales como el desarrollo humano, los di‑
versos índices de equidad e inclusión, los grados de 
ejecución de la cooperación recibida y la transpa‑
rencia en la administración de los recursos. Estos 
conceptos se inscriben en la línea sustentada por 
el Uruguay de que en el campo del desarrollo no 
es relevante el criterio de la renta per cápita para 
graduar a los países, sino que debe estarse a una 
consideración integral de elementos y realizarse un 
análisis caso a caso.

Como es sabido, Uruguay es desde el año pasa‑
do un país denominado de renta alta de acuerdo a 
la clasificación del Banco Mundial, sin que ello haya 
significado un cambio mágico de nuestra realidad ni 
de nuestras necesidades de cooperación por parte 
de la comunidad internacional, máxime en el pro‑

ceso de consolidación de esta fase de despegue en 
nuestro desarrollo. La discusión presenta tensiones 
y desafíos como la vida misma, y es una virtud del 
debate colocar en la agenda los temas que realmen‑
te hacen a la esencia del desarrollo y la cooperación.

En el contexto post‑2015, al tiempo de reivindi‑
car su derecho al acceso a la cooperación interna‑
cional, Uruguay se ha convertido en un oferente de 
cooperación sobre una lógica sur-sur.

Esta modalidad, que se sustenta en el principio 
de la solidaridad, se ha transformado en un factor 
transcendente en la mejora de la calidad de las po‑
líticas públicas, la introducción de temas sensibles 
para el desarrollo sustentable, la implementación 
de experiencias piloto y el fortalecimiento de ca‑
pacidades.

Desde el Ministerio de Relaciones Exteriores, y 
en particular desde la Dirección General de Coope‑
ración Internacional, aspiramos a que la implemen‑
tación de los ods se dé en el marco de un proceso 
de fortalecimiento de nuestras capacidades de 
gestión e implementación de una política de coo‑
peración internacional moderna, que tenga como 
característica esencial el propiciar la perspectiva de 
derechos humanos, que sea inteligente en su dise‑
ño y ejecución —de modo de poder cerrar las bre‑
chas y superar las vulnerabilidades estructurales 
que aún tiene el país en diversas áreas, blindando 
los avances alcanzados—, que produzca un impacto 
exponencial y diferencial, y que tenga a la solidari‑
dad como valor rector e inspirador de su accionar.

El mundo es el mundo y sus circunstancias� y 
momentos como este, en los que aparecen tantas 
posibilidades, son excepcionalmente raros. Cuan‑
do surgen no hay que escatimar esfuerzos a fin de 
comprender lo que está en juego y aprovechar las 
virtudes presentes. En esta conjunción de volunta‑
des siempre se encontrará el aporte cotidiano de 
Uruguay.

Dirección General de Cooperación Internacional  

del Ministerio de Relaciones Exteriores de Uruguay



60 | 	

Participación y proceso de debate en Uruguay sobre la agenda de desarrollo 
post‑2015

Desde setiembre de 2014 hasta setiembre de 2015 tendrá lugar la negociación 
intergubernamental de la agenda post‑2015, sucesora de los odm. Este proceso 
estará alimentado por un diálogo plural invocado a través de consultas naciona-
les, regionales y globales, y también por la negociación intergubernamental de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) que los países definirán en el marco 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

Uruguay participa activamente en los debates que están teniendo lugar para de-
finir la agenda de desarrollo post‑2015. A fin de recoger insumos para la posición 
del país con vistas al debate global sobre la agenda, a comienzos del 2013 la auci 
y el Ministerio de Relaciones Exteriores uruguayo convocaron a organismos del 
Estado, organizaciones de la sociedad civil, sector privado y academia. Los conte-
nidos de este ejercicio de consulta fueron recogidos en un documento que la auci24 

preparó como insumo para la discusión en la región e informan sustantivamente 
la primera parte de este capítulo. Tras estos encuentros, Uruguay respondió al 
cuestionario del Panel de Alto Nivel de Personas Eminentes de la Secretaría Gene-
ral para la Agenda de Desarrollo Post‑2015 y presentó ante las agencias de coope-
ración de otros países y los organismos internacionales que cooperan en Uruguay 
las principales líneas argumentales que emergieron en la consulta nacional.

La posición de Uruguay respecto a esta agenda se nutrió también de la con-
sulta25 organizada por el Sistema de Naciones Unidas en junio de 2013, coor-
dinada por un grupo técnico nacional con representación del Estado (Consejo 
Nacional de Políticas Sociales, organismo responsable de la elaboración de los 
informes de avance de los odm), la sociedad civil (Asociación Nacional de ong) 
y agencias de las Naciones Unidas (pnud, onu Mujeres), así como de la consulta 
nacional26 a las organizaciones de la sociedad civil coordinada en Uruguay por 
anong en el marco de la consulta regional Beyond 2015.

Asimismo, Uruguay es miembro del Comité Intergubernamental de Expertos 
sobre Financiamiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, lo que le asigna 
un rol protagónico en este proceso. 

A modo de síntesis, la participación activa de Uruguay en los debates de la 
cooperación al desarrollo ha sido posible gracias a que en el país tuvo lugar un 
proceso de fortalecimiento de las capacidades del Estado para la cooperación 
al desarrollo. El fortalecimiento de capacidades, a su vez, permitió una mayor 
visibilización de los aportes y del valor estratégico de la cooperación al país y el 
impulso de una estrategia de css, que constituyen los fundamentos y componen-
tes de la política de cooperación del país que se describe a continuación.
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La pobreza y las desigualdades persisten en un marco de políticas internacio-
nales y nacionales que las posibilitan. Conscientes del valor y del potencial de 
la cooperación internacional como instrumento para corregir las asimetrías es-
tructurales y de políticas entre los países, en los últimos años varios Estados 
latinoamericanos, entre ellos Uruguay, han reflexionado acerca de su rol en este 
escenario y puesto en marcha sus propias políticas públicas de cooperación para 
el desarrollo.

La cooperación hacia América Latina, aun en un contexto de crecimiento, 
es necesaria para catalizar procesos de cambio y complementar los esfuerzos 
nacionales para el desarrollo sustentable. En tal sentido, una política de coo-
peración adaptada a los desafíos de los países de la región debería centrarse, 
principalmente, en la generación de capacidades y en la superación de brechas 
estructurales que obstaculizan el desarrollo sustentable con equidad en la región. 
Al mismo tiempo, la política de cooperación internacional con y en la región 
debería respaldar los esfuerzos de los países latinoamericanos de implicarse en 
la gestión de problemas comunes a través de la css y triangular.

En sintonía con ello, en los últimos años Uruguay ha jerarquizado la coope-
ración internacional para el desarrollo en la agenda del gobierno, ha reformado 
su institucionalidad apuntando hacia su modernización para una gestión más 
eficaz y eficiente de la cooperación recibida, así como de la que comienza a 
realizar el país con sus pares de la región y del sur, y ha iniciado un camino de 
fortalecimiento del sistema nacional de cooperación al desarrollo. Estos son los 
principales elementos que constituyen la política de cooperación uruguaya, que 
este libro pretende sistematizar.

En este capítulo se discuten los fundamentos de la política de cooperación de 
Uruguay y sus rasgos principales. Para ello, se presenta la visión de desarrollo 
que sustenta la cooperación del y en el país, se resaltan los principales aportes 
de la cooperación en Uruguay y por qué es importante seguir cooperando con 
un país de desarrollo relativo intermedio. Finalmente, se presentan los objetivos 
y los principios de la política de cooperación uruguaya.

Los fundamentos de la política de cooperación

La cooperación internacional no existe en el vacío. Se enmarca en una concep-
tualización del desarrollo y en una definición de prioridades, objetivos y estra-
tegias para alcanzarlo. Para la auci, el desarrollo sustentable es un fenómeno 
multidimensional27 y global en su naturaleza, cuyo objetivo último es que todas las 
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personas, sin distinción alguna, puedan contar con las mismas oportunidades para 
disfrutar de una vida digna, creativa y larga, en armonía con el medio ambiente.

A partir de esta visión, para lograr el desarrollo sustentable en un mundo 
globalizado no solo es necesario implementar políticas nacionales y locales que 
amplíen las oportunidades de las personas; también es necesario revisar —a es-
cala individual y de países— la forma en que se vive, a fin de aplacar el consumo 

Las políticas de cooperación para el 
desarrollo en un nuevo escenario 
mundial

El planeta está llegando a sus límites. Debemos 
cuestionarnos seriamente la forma en que vivimos 
y las estructuras de poder que reproducen las de- 
sigualdades dentro y entre los países. Uruguay, 
pese a los avances realizados, tendrá que definir 
con su ciudadanía si el modelo de desarrollo ele‑
gido en cada momento es el que mejor se adapta 
a los desafíos de un mundo donde se incremen‑
tan las desigualdades, impera la insostenibilidad 
medioambiental y la democracia se ve seriamente 
amenazada.

El papel de la cooperación internacional, enten‑
dida como corresponsabilidad, es clave en esta ta‑
rea. Los países del norte y del sur debemos avanzar 
en la coherencia integral de políticas y generar un 
verdadero desarrollo sustentable. Debemos avan‑
zar sustantivamente en temas cruciales, como 
transferencia de tecnología, derechos de propiedad 
intelectual, regulación de las finanzas globales, 
migraciones, modelos de consumo y producción 
más sustentables, equidad en el comercio inter‑
nacional, alivio de la deuda externa, reforma de la 
gobernanza global, entre otros que permitan dotar 
de mayores oportunidades a los Estados que se si‑
túan en la periferia del poder mundial. Ello reque‑
rirá ir más allá de la corrección política del discurso 
de los acuerdos internacionales, y tomar medidas 
urgentes que transformen las actuales reglas del 
juego para conseguir un desarrollo más inclusivo y 
sostenible.

Las negociaciones de los ods y de la agenda 
post‑2015 solo será exitosa si la agenda de coo‑
peración para el desarrollo que se debate en el in‑

terior de la cooperación internacional tiene calado 
en otras agendas políticas. No basta con señalar 
el problema o el compromiso con el problema: se 
trata de actuar urgentemente para alcanzar cada 
objetivo teniendo en cuenta su interacción con el 
resto de las políticas y las acciones de gobierno. 
La lucha contra el cambio climático o la pérdida de 
biodiversidad no serán posibles sin una clara reduc‑
ción de las desigualdades. 

La cooperación internacional juega un rol estra‑
tégico en los países de desarrollo intermedio para 
mejorar la calidad de nuestras instituciones y de 
las políticas públicas que estas generan, así como 
para resolver los problemas más complejos de 
nuestras brechas estructurales y dar un salto cua‑
litativo hacia el desarrollo sustentable. Para países 
como Uruguay, que caminan con voluntad política 
hacia el objetivo del desarrollo humano, las vulne‑
rabilidades estructurales no se resuelven solamen‑
te con la inversión pública que puede generarse a 
partir del momento económico favorable. Se ne‑
cesita el acompañamiento de la cooperación inter‑
nacional para potenciar esa inversión, buscar so‑
luciones innovadoras y eficientes para problemas 
crecientemente complejos, a la vez que fomentar 
el intercambio de experiencias que generan un co‑
nocimiento compartido y replicable desde nuestros 
propios esquemas de cooperación.

Por otro lado, el nuevo escenario global plantea 
la oportunidad de hacer una mejor cooperación 
al desarrollo, cimentada en otros roles, énfasis y 
modalidades de trabajo conjunto entre los países 
latinoamericanos de desarrollo intermedio y sus 
socios cooperantes. A pesar de los distintos mo‑
mentos en los que se encuentran las entidades de 
cooperación de la región, existen muchos desafíos 
comunes en materia de fortalecimiento institucio‑
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desenfrenado y la consecuente destrucción del medio ambiente. Junto con ello, 
se requiere emprender una serie de reformas sistémicas que permitan acabar 
con las lógicas de reproducción de la pobreza y la desigualdad, así como reducir 
los conflictos en el mundo.

En los últimos años, el gobierno uruguayo ha apostado por emprender un 
camino hacia el desarrollo sustentable atravesado por una concepción básica: la 

nal y de profundización de la cooperación sur-sur 
que requieren, entre otros aspectos, un mayor an‑
claje a los mecanismos de concertación regional.

Uruguay quiere participar activamente, y está 
preparado para ello, en la identificación del nuevo 
tipo de cooperación que necesita nuestra región, al 
mismo tiempo que sigue aprendiendo cómo me‑
jorar el impacto de la cooperación que recibe para 
que sea más efectiva en la garantía del ejercicio de 
todos los derechos de todas las personas. No bas‑
ta que esta cooperación sirva para el crecimiento 
económico, sino que también hay que procurar la 
distribución equitativa de ese crecimiento y hacer‑
lo en armonía con el medio ambiente.

Este escenario no solo nos obliga a modificar las 
instituciones y generar mejores políticas de coope‑
ración a los países latinoamericanos, sino que tam‑
bién los cooperantes bilaterales y multilaterales en 
sus sedes y en el terreno necesitan adaptarse a 
las prioridades y necesidades de los países donde 
desarrollan su trabajo. Una verdadera apropiación 
democrática no solo implica la alineación de los 
proyectos de cooperación a las prioridades de desa‑
rrollo del país, sino también a los nuevos acuerdos 
de trabajo que este país define en conjunto con sus 
socios del desarrollo.

Otro de los desafíos que nos presenta la agenda 
renovada de desarrollo es el de la participación de 
otros actores no estatales. En la creación de alian‑
zas para el desarrollo sustentable es necesario ser 
cautelosos con el rol que se le otorga al sector pri‑
vado. Antes que nada conviene tener definidos los 
mecanismos de monitoreo y los procesos, para evi‑
tar conflictos de intereses en una agenda que segu‑
ramente contenga temas considerados estratégicos 
para los países, como energía, agua o biodiversidad, 
entre otros. El primer deber de la responsabilidad 

social empresarial es el pago de impuestos, que 
materializa no solo parte de la responsabilidad que 
la empresa tiene en la sociedad, sino también el im‑
pacto que sus acciones tienen en el medio ambien‑
te y los hábitats humanos. La relativamente baja 
imposición y la ausencia de impuestos medioam‑
bientales son características comunes en casi todos 
los países latinoamericanos. Si se quiere realmente 
caminar hacia el desarrollo humano sustentable, la 
concertación regional debería avanzar hacia la pro‑
fundización de reformas fiscales más redistributi‑
vas, compartiendo conocimiento técnico y procedi‑
mientos adaptados a cada realidad.

En resumen, para los países latinoamericanos el 
incremento de las capacidades también significa 
poder participar en un escenario internacional que 
está transitando múltiples transformaciones y en 
el que hay que empezar a asumir más responsa‑
bilidades, principalmente en materia de equidad y 
de sostenibilidad medioambiental. La antigua vi‑
sión de la cooperación, dominante durante el siglo 
xx, como ayuda de los países “desarrollados” a los 
países “en desarrollo” ha quedado definitivamente 
atrás. La cooperación del siglo xxi es una coopera‑
ción de todos los Estados y de sus ciudadanías, por‑
que cada vez más el mundo empieza a compartir 
problemas comunes que muestran que, al fin y al 
cabo, como ha dicho nuestro presidente José Mújica 
en alguna ocasión, la especie humana es solo una y 
requiere de ese aprendizaje mutuo. Enfrentémonos 
juntos y sin miedo a la imprescindible tarea de inda‑
gar en modelos de desarrollo que permitan que más 
personas vivan bien y en equilibrio con el planeta.

Por Diego Cánepa
Prosecretario de la Presidencia de la República de Uruguay  

y presidente de la auci.
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construcción de la igualdad. Todas las políticas públicas han 
tratado de favorecer permanentemente esta búsqueda, la 
cual, además de redistribuir la riqueza, también implica la 
construcción de derechos y la ampliación de oportunidades 
y libertades para todas las personas.

Con el objetivo de mejorar las condiciones de vida de su 
población, atendiendo en particular a la eliminación de la 
pobreza y la indigencia, Uruguay implantó en la última 
década varias leyes y planes estratégicos, como la Ley de 
Igualdad de Oportunidades y Derechos para Hombres y Mu-
jeres, el Plan de Equidad, el Plan Nacional de Juventudes, la 
Estrategia Nacional de la Infancia y la Adolescencia, la Ley 
Concubinaria o cambios en la Ley de Adopción, entre otras 
(ver cuadro 5). Estos avances en la igualdad de derechos 
y oportunidades apuntaron a la necesaria redistribución 
no solo de bienes materiales sino también inmateriales, 
como la mayor dignidad y el reconocimiento de las diversas 
identidades.

Como fruto de estas políticas, entre otras razones, la po-
breza cayó en Uruguay dos tercios desde 2004, de 39,9 % a 
12,4 % (Gobierno de Uruguay, 2013: 6). La reforma tribu-
taria y la focalización en las personas vulnerables fueron 
claves. Por otro lado, entre 2007 y 2010 la indigencia pasó 
del 3,2 % al 1,1 %; la tasa de desempleo, del 9,4 % al 6,6 %; el 
salario real aumentó un 14,9 %, el salario mínimo un 25 % 
y las jubilaciones promedio un 17 %; la mortalidad infantil 
bajó de 11,88 % a 7,71 % y el índice de Gini pasó de 0,449 a 
0,421.

Estos y otros avances han sido posibles también gracias 
al aporte de la cooperación al desarrollo, a través de su 
apoyo a las prioridades definidas por el país.

 
¿Para qué ha servido la cooperación 
internacional con Uruguay?

Si bien el volumen de los flujos de la aod no ha sido his-
tóricamente significativo con relación al pib de Uruguay, el 
papel que la cooperación internacional ha jugado y juega 
actualmente es estratégico, pues Uruguay encuentra en la 
cooperación una herramienta para mejorar la calidad de 
sus políticas públicas, modernizar y fortalecer sus institu-
ciones y generar capacidades para el desarrollo sustentable.

Desde hace varias décadas, y especialmente desde el 
retorno a la democracia, a mediados de los años ochenta, 
Uruguay ha recibido de sus socios en el desarrollo ayuda 

Cuadro 5. Políticas que 
amplían libertades y 
garantizan derechos

Ley de Defensa del Derecho a la Salud Se-

xual y Reproductiva (n.o  18426, 2008). 

Obliga a los prestadores de salud a crear 

servicios de salud sexual y reproductiva, ga‑

rantizar la atención confidencial y privada, 

ofrecer consejería en salud sexual y repro‑

ductiva y métodos anticonceptivos reversi‑

bles e irreversibles.

Ley de Protección Integral de Personas con 

Discapacidad (n.o  18651, 2010). Apunta a 

asegurar la atención médica, educación, re‑

habilitación física, psíquica, social, económi‑

ca y profesional de las personas con discapa‑

cidad y su cobertura de seguridad social, así 

como a otorgarles beneficios, prestaciones y 

estímulos que permitan neutralizar las des‑

ventajas que la discapacidad les provoca.

Ley de Interrupción Voluntaria del Emba-

razo (n.o 18987, 2012). Garantiza el derecho 

de la mujer y las condiciones para un aborto 

seguro. Despenaliza la interrupción volunta‑

ria del embarazo si se realiza en las primeras 

doce semanas.

Ley de matrimonio igualitario (n.o  19075, 

2013). Legaliza el matrimonio entre dos per‑

sonas del mismo sexo e introduce aspectos 

relevantes en materia de familia.

Fuente: Selección hecha a partir de Políticas de población y 
desarrollo para la realización plena de los derechos humanos para 
todas las personas (Gobierno de Uruguay, 2013).
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invalorable, que ha repercutido en un fortalecimiento de las capacidades institu-
cionales del país y en la mejora de la calidad de vida de la ciudadanía en general, 
así como de los beneficiarios directos de las intervenciones apoyadas por la 
cooperación al desarrollo. 

A lo largo de estas décadas, la cooperación internacional ha sido importante 
para identificar problemas, contribuir al desarrollo de capacidades y movilizar, a 
través de la incidencia política, algunas cuestiones que, por limitaciones presu-
puestarias, técnicas, de sensibilidad política y de (in)visibilización del problema, 
habrían tardado más en ser incorporadas en la agenda pública. Una sistemati-
zación de todos los aportes de la cooperación al Uruguay excede el alcance del 
presente libro.

Sin embargo, a modo de ejemplo, la cooperación internacional promovió la 
ubicación del tema de equidad de género en la agenda política, apoyando tanto 
a la sociedad civil como al Estado. Asimismo, apoyó los procesos de institucio-
nalización de la equidad de género, tanto en la creación de los mecanismos de 
género de los gobiernos departamentales como en el ámbito nacional, a partir 
de la creación del Instituto Nacional de las Mujeres. También brindó respaldo a 
proyectos de legislación y protocolos en las áreas de participación política de las 
mujeres, violencia doméstica, salud sexual y reproductiva y sistema de indicado-
res de género. Finalmente, la cooperación ha coadyuvado al posicionamiento del 
país en la agenda internacional de estas temáticas.

En materia de derechos humanos, la cooperación incidió en la promoción y la 
protección de los derechos humanos, primero a través del apoyo a organizaciones 
no gubernamentales durante la dictadura y luego a partir de la generación de 
estudios y espacios de articulación que permitieron fortalecer la institucionalidad 
nacional de derechos humanos que se creó en el 2005.

En los últimos años, desde la cooperación se apoyó la reforma penitenciaria y 
la reforma del proceso penal en el plano legislativo a través de la generación de 
estudios y espacios de debate entre los actores relevantes. En materia de trabajo 
decente se propiciaron diálogos y se fortaleció la institucionalidad de empleo, 
apoyando la política pública definida por el gobierno. 

Otro ejemplo emblemático ha sido la contribución de la cooperación interna-
cional en el cuidado del medio ambiente y la preservación de la biodiversidad, la 
generación de energías renovables, la calidad del agua y el manejo de recursos 
hídricos, la gestión costera y la adaptación y mitigación del cambio climático a 
escala nacional y subnacional. La cooperación internacional se ha constituido 
como una herramienta fundamental para la implementación de estudios país 
y el desarrollo de capacidades en la materia, y ha cubierto importantes brechas 
de financiamiento. Asimismo, ha desempeñado un papel fundamental en el 
fortalecimiento del Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático y la 
Variabilidad (snrcc), órgano que reúne a los actores nacionales relevantes en la 
materia, encargado de coordinar y planificar las acciones públicas y privadas 
necesarias para la prevención de los riesgos, la mitigación y la adaptación al 
cambio climático en el país.
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Tabla 2. Monto total de la cooperación recibida en Uruguay según sector principal. 
Iniciativas activas en 2012. En usd y porcentaje sobre el total

Sector principal
Monto de fuente 

(usd)
%

Monto aprox. 
2012 (usd)

%

Medio ambiente 34.690.620 22,1 4.743.792 11,8

Protección social, pobreza y cohesión 
social

25.003.727 15,9 4.078.444 10,2

Energía 14.119.270 9,0 3.107.701 7,7

Derechos humanos y acceso a la justicia 10.345.808 6,6 3.418.380 8,5

Ciencia, tecnología e innovación 10.415.401 6,6 7.209.929 18,0

Gobernabilidad 10.364.345 6,6 2.472.754 6,2

Agua 8.871.980 5,6 2.146.841 5,4

Salud 8.861.979 5,6 3.376.245 8,4

Industria y pymes 8.282.772 5,3 1.904.538 4,7

Desarrollo local y descentralización 7.158.794 4,6 1.123.938 2,8

Género 5.601.088 3,6 1.732.908 4,3

Empleo y microemprendimientos 3.939.680 2,5 1.239.321 3,1

Cultura 3.371.806 2,1 1.176.671 2,9

Agropecuario 2.196.826 1,4 1.016.786 2,5

Educación 1.508.192 1,0 663.799 1,7

Transporte y comunicaciones 1.243.357 0,8 508.024 1,3

Vivienda y ordenamiento territorial 1.094.447 0,7 192.954 0,5

Total 157.070.092 100 40.113.025 100

Fuente: auci (2013 b: 30).

La existencia de instituciones sólidas y sistemas nacionales confiables, que 
cuentan con capacidades para absorber y apropiarse de los conocimientos trans-
feridos y ejecutar los fondos de la cooperación en forma eficiente y transparente, 
forma parte de la explicación de por qué la cooperación para el desarrollo ha 
logrado avances significativos en Uruguay.

Ello no quita que todavía quede un largo camino por recorrer en materia de 
desarrollo sustentable, y por eso el país necesita la eficacia de una cooperación 
internacional intensiva en saberes y conocimientos técnicos, más que en re-
cursos. Mantener esa cooperación cumpliría lo que algunos autores han venido 
denominando el enfoque basado en incentivos (Alonso, 2013).



La cooperación internacional para el desarrollo del sur	 | 71

Gráfico 3. Monto total en usd según área (en porcentaje). Iniciativas activas en 2012

Área social, derechos humanos
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Fuente: auci (2013 b: 34).

Gráfico 4. Principales cooperantes de Uruguay. Iniciativas activas en 2012

Fuente: auci (2013 b: 17).
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Tabla 3. Monto de cooperación total según fuente. Iniciativas activas en 2012.  
En usd y porcentaje sobre el total

Fuente Monto total (usd) %

Unión Europea (ue) 38.873.431 24,6

España 22.989.369 14,6

Banco Interamericano de Desarrollo (bid) 20.202.182 12,8

Fondo para el Medio Ambiente Mundial (gef) 18.539.141 11,8

Sistema de las Naciones Unidas (snu) 17.385.401 11

Japón 14.238.553 9

Fondo de Adaptación para el Cambio Climático (facc) 10.000.000 6,3

Fondo Mundial de Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria 
(gfatm)

3.800.876 2,4

Italia 2.528.978 2

Corporación Andina de Fomento - Banco de Desarrollo de América 
Latina (caf)

2.774.119 1,8

Banco Mundial 2.728.031 1,7

Otros: Francia, segib (Secretaría General Iberoamericana), Canadá, 
Corea, Finlandia, sector privado, ecpa (Alianza de Energía y Clima de 
las Américas), Rusia, Suiza, Reino Unido, Suecia, oea (Organización de 
los Estados Americanos)

3.710.011 2,4

Total 157.770.092 100

Fuente: auci (2013 b: 16).

¿Por qué seguir cooperando con Uruguay?

Como otros países latinoamericanos y del sur, Uruguay es un país que se desa-
rrolla a distintas velocidades. Si bien cuenta con numerosos indicadores positi-
vos, Uruguay enfrenta obstáculos y vulnerabilidades en áreas estratégicas para 
su desarrollo sustentable.

En materia de tendencias de desarrollo humano, en las últimas décadas el país 
ha enfrentado cambios en lo que respecta a su estructura demográfica —en los pa-
trones de fecundidad, crecimiento, esperanza de vida, disolución y conformación 
de las familias, entre otros—, cambios en el territorio y en la estructura del empleo 
que han impactado directamente en el desarrollo de las personas y comunidades.

En especial, para un amplio número de uruguayos/as esto ha significado un 
deterioro en su capital humano y social, que limita las posibilidades de integra-
ción y equidad en el ejercicio de los derechos. Este fenómeno ha generado un 
proceso de fragmentación social que es posible identificar en el deterioro de los 
canales de integración con los que contaba el país.

Desde una perspectiva de derechos, la cooperación para el desarrollo es im-
portante para que las personas tengan oportunidades, vivan donde vivan. La 
desigualdad sigue siendo un problema incluso en los países más igualitarios de 
América Latina, y en esto Uruguay no es una excepción.28 Dentro de los países 
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se reproducen los nortes y los sures, y la cooperación para el desarrollo puede se-
guir acompañando a Uruguay en su decidida apuesta por acabar con la pobreza, 
reducir las desigualdades y promover el desarrollo sustentable, identificando los 
obstáculos y aplicando modelos transformadores.

A pesar de las importantes mejoras experimentadas, persisten en el país ni-
veles de pobreza concentrados en los hogares con mayor número de niños me-
nores de seis años y adolescentes (cnps, 2010: 4). Según el Atlas sociodemográfico 
y de la desigualdad del Uruguay de 2013,29 que da cuenta de las necesidades básicas 
insatisfechas en el ámbito nacional, la segmentación socioterritorial se ha pro-
fundizado y persisten desigualdades de diverso tipo —de género, por grupos de 
edad, por ascendencia étnica, por condición socioeconómica y sociocultural, por 
diferencias en las capacidades—.

Según el cnps (2011: 13), los trabajadores del hogar tienen una inserción pre-
caria o informal en el mercado de trabajo; residen en las periferias urbanas, en 
viviendas con carencias de diverso tipo, propias y del entorno, y todo ello con-
figura una pobreza más homogénea y más débil en sus interacciones con otros 
sectores sociales.

El efecto combinado de todas estas dimensiones de la pobreza se ha expresado 
con fuerza creciente en el territorio, en particular en la zona noreste del país, y 
en la conformación de una subcultura de la pobreza cuando las personas perci-
ben que los mecanismos de ascenso social no les llegan o han dejado de operar 
y priman las estrategias de sobrevivencia en la pobreza.  

Asimismo, Uruguay presenta vulnerabilidades asociadas a su patrón de cre-
cimiento. Durante la última década ha registrado una tasa de crecimiento más 
elevada que el promedio mundial, lo que lo sitúa, a partir de julio de 2013, como 
país de renta alta en la clasificación del Banco Mundial. Sin embargo, las tasas 
elevadas de crecimiento económico registradas responden en gran medida a la 
salida de la mayor crisis económica del país, que tuvo su momento más crítico 
en el 2002. En ese año y el siguiente hubo una caída del pib, un fuerte aumento 
de la tasa de desempleo, y se observaron los más altos niveles de desigualdad y 
pobreza en la historia del país.

A pesar del crecimiento verificado en los últimos años, la evolución del pa-
trón de especialización de las exportaciones desde la década de los noventa, y 
más marcadamente desde 2004, se caracterizó principalmente por el incremento 
sistemático de la participación conjunta de los productos primarios y de aquellos 
bienes basados en recursos naturales, cuyos precios han sido históricamente 
muy volátiles. Pese a las recientes inversiones en ciencia, tecnología e innova-
ción, no ha habido un cambio en el patrón de crecimiento y este sigue siendo 
vulnerable a la volatilidad de los precios internacionales y la especulación.

Para cerrar esta brecha estructural, Uruguay necesita diversificar lo más po-
sible su economía y su entramado productivo. Esto, a su vez, requiere señales 
claras y sostenidas, así como incentivos capaces de alentar una política de inno-
vación, asociatividad e integración productiva con la región. 

Por otra parte, el crecimiento económico presenta desafíos para Uruguay; por 
ejemplo, en lo que refiere a la mayor demanda de recursos energéticos y la necesi-
dad de diversificar la matriz energética para introducir con más fuerza las energías 
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renovables. Asimismo, Uruguay debe contar con adecuadas capacidades institucio-
nales para estudiar los proyectos de inversión que se presentan en esta coyuntura 
favorable, los cuales requieren conocimientos técnicos de los que el país carece o 
que necesita reforzar para evaluar su impacto socioeconómico y ambiental.

El país continúa necesitando de la cooperación internacional, además, para 
mejorar la calidad de las políticas públicas mediante soluciones innovadoras y 
adaptadas a las particularidades de los problemas y frente a desafíos que ya han 
sido superados por otras regiones y países del mundo. La cooperación es, a los 
efectos de hacer política pública, una mirada externa complementaria que per-
mite identificar los próximos retos del desarrollo sustentable y apoyar el diseño 
de estrategias del país para superarlos.

El papel de la cooperación 
internacional en la construcción del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas

El Sistema Nacional de Áreas Protegidas (snap) de 
Uruguay fue creado por ley en el año 2000. Luego 
de un prolongado proceso de debate nacional se 
aprobó la ley 17234, que declaró “de interés gene‑
ral” la creación del snap y brinda una herramienta 
fundamental para la planificación y el manejo de 
las áreas protegidas. Posteriormente, en el 2005, 
el Poder Ejecutivo promulgó el decreto reglamen‑
tario a los efectos de hacer operativa la norma.

Con ese marco normativo, y con el liderazgo 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo‑
rial y Medio Ambiente (mvotma) articulando una 
diversidad de otros actores, se inició el proceso 
de implementación del snap, que requería de un 
claro fortalecimiento de capacidades y recursos 
financieros. Así, con el objetivo de mejorar la dis‑
ponibilidad de recursos técnicos y financieros para 
encarar este esfuerzo, el Gobierno uruguayo apro‑
bó un incremento significativo de las partidas del 
presupuesto nacional destinadas a este tema, al 
tiempo que elaboró —con el aporte de un conjunto 
amplio de actores públicos, privados y de la socie‑
dad civil— un proyecto para acceder a cooperación 
internacional.

Como fruto de ese esfuerzo, desde agosto de 
2007 se ejecuta el proyecto Fortalecimiento del 
proceso de implementación del Sistema Nacional 

de Áreas Protegidas, entre el Gobierno uruguayo, el 
Fondo para el Medio Ambiente Mundial (gef, por 
su sigla en inglés) y el Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (pnud), que involucró un 
aporte técnico y financiero de estas instituciones 
de cooperación multilateral de 2.550.000 dólares.

Además, en noviembre de 2007 el Fondo Fran‑
cés para el Medio Ambiente Mundial (ffem, por su 
sigla en francés) aprobó su contribución en el mar‑
co de dicho proyecto, que representó un aporte de 
1.000.000 de euros y una contribución técnica muy 
relevante que realiza la Federación de Parques Na‑
turales Regionales de Francia (fpnrf).

Por su parte, la cooperación española, a través 
del Organismo Autónomo Parques Nacionales 
(oapn), el Ministerio de Medio Ambiente y Medio 
Rural y Marino, y la Agencia Española de Coopera‑
ción Internacional para el Desarrollo (aecid) realizó 
una significativa contribución técnica y financiera 
a este proyecto entre 2005 y 2012 (casi 800.000 
euros).

A su vez, el país ha articulado en este esfuerzo 
el aporte de otros programas y proyectos respalda‑
dos por otros cooperantes. Entre ellos, programas 
con aportes del gef, el Banco Mundial, el Banco 
Interamericano de Desarrollo y otras fuentes, lide‑
rados por el propio mvotma y/o por otros minis‑
terios: Programa de Pequeñas Donaciones (ppd, 
mvotma - pnud/gef), Programa de Articulación 
de Redes Territoriales (art, pnud/distintas fuen‑
tes), Programa Uruguay Integra (opp de Presiden‑
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La cooperación al desarrollo en la actualidad necesita apoyar políticas públicas 
más sofisticadas y complejas que permitan dar un salto cualitativo en el desa-
rrollo sustentable del país. El respaldo de la cooperación internacional al forta-
lecimiento institucional y a los cambios de cultura de gestión de las políticas es 
todavía necesario en diversos campos. En materia institucional, Uruguay tiene 
algunos desafíos pendientes. Se requiere profundizar en la modernización de la 
gestión pública y de los sistemas administrativos para hacerla más ágil, transpa-
rente y flexible a las necesidades cambiantes del país y su gente.

Aún existe una necesidad de transversalizar el cuidado del medio ambiente en 
las políticas públicas, así como de fortalecer la institucionalidad medioambiental 
y generar capacidades en el país para que pueda responder con solidez y agilidad 

cia de la República - Unión Europea), cooperación 
descentralizada de España e Italia, y aportes del 
Gobierno nacional a través de la recientemente 
creada auci, junto con sus pares de otros países, 
respaldando convenios de cooperación sur-sur con 
Chile y Colombia.

Todos estos recursos de cooperación interna‑
cional —en alta proporción donaciones—, sumados 
a los ya mencionados del presupuesto nacional y 
a los aportados por gobiernos departamentales y 
municipales y otros actores públicos, privados y 
sociales, han permitido reforzar las capacidades y 
los recursos para diseñar y avanzar en las primeras 
etapas de implementación del snap. Por su cuan‑
tía y calidad, las contribuciones financieras y téc‑
nicas provenientes de la cooperación internacional 
han resultado fundamentales para darle el impulso 
inicial a la implementación del snap, permitiendo 
el ingreso de 10 áreas protegidas en un período de 
cinco años, alcanzando el 0,4 % de la superficie 
continental y marina del país, y representando más 
del 70 % de los paisajes y más del 30 % de los eco‑
sistemas y especies prioritarias para la conserva‑
ción amenazadas del Uruguay. Vale decir que, con 
un Sistema todavía pequeño, la representación de 
elementos significativos es muy alta, producto de 
un trabajo llevado adelante con criterios científicos 
y metodologías modernas y adecuadas.

La gran diversidad de aportes en lo que refiere a 
origen y volumen ha contribuido a que el snap se 
desarrolle en el país como una verdadera política 

de Estado, generando redes de actores públicos y 
privados, organizacionales y personales, técnicos 
y locales que contribuyen con la sostenibilidad del 
sistema a lo largo del tiempo.

Al presente, el desarrollo del snap aborda nue‑
vos desafíos, en los que la articulación entre ca‑
pacidades nacionales y cooperación internacional 
seguirá siendo fundamental. Este año se inicia un 
nuevo proyecto con fondos del gef, el pnud y sig‑
nificativas contrapartidas de tres ministerios, go‑
biernos departamentales y sector privado, llama‑
do a desempeñar un papel clave en el diseño y la 
implementación de una estrategia que profundiza 
en la integración de las áreas en el territorio, redu‑
ciendo impactos negativos y capitalizando oportu‑
nidades para el desarrollo. En este marco, el país 
apuesta a ampliar y profundizar las relaciones de 
cooperación sur-sur y/o norte-sur-sur, aportando 
conocimientos y experiencia generada en el país, 
integrando aportes de pares de la región y el mun‑
do, contribuyendo a —y beneficiándose de— una 
maduración de la posición y la estrategia del país 
en la construcción de lazos de cooperación de ida y 
vuelta en el concierto regional e internacional.

Por Guillermo Scarlato y Erika Hoffmann
Director de División y Encargada de Comunicación  

del Sistema Nacional de Áreas Protegidas,  
dinama, mvotma de Uruguay 
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a las necesidades del crecimiento y del cambio climático del país. La cooperación 
internacional para el desarrollo puede ayudar a superar lo que se asume como 
una dicotomía entre desarrollo económico y medio ambiente, cuando es ya bien 
conocido el enorme costo económico que tendrán el deterioro ambiental y el 
cambio climático.

Por otra parte, es importante resaltar que con el apoyo de la cooperación 
internacional Uruguay ha generado o fortalecido capacidades en algunos sec-
tores, las cuales, o bien ya son transferidas, o bien pueden serlo, a sus pares 
regionales y otros países del sur. La cooperación tradicional es clave para apo-

Cuando la cooperación para el 
desarrollo sustentable es una 
urgencia: Fortalecimiento de las 
capacidades del miem y el mvotma 
para una minería responsable en 
coordinación interinstitucional

La historia del Uruguay de alguna forma fue con‑
dicionada por la minería. Fue este el recurso que 
movilizó la conquista del continente. Los conquis‑
tadores entraron por el que llamaron Río de la Pla-
ta, pero no la encontraron en estas tierras. Su con‑
solidación como nación fue entonces por ausen‑
cia de la minería metálica. Por la inexistencia de 
plata o de oro, la región de lo que es hoy Uruguay 
se afirmó sobre la riqueza ganadera que Hernan‑
darias introdujo en las fértiles praderas naturales. 
Este sería, en definitiva, el factor que moldearía 
el perfil de país básicamente agropecuario que 
hoy somos y que ha condicionado históricamente 
nuestra cultura rural.

No obstante, junto con su desarrollo histórico, 
otra minería que no era la de plata u oro, una mi‑
nería menor, le dio sustento al crecimiento de la 
infraestructura y las ciudades. Fue la minería de 
áridos: de arena, de grava o de piedras; luego se 
agregarían las canteras de mármol y granito, to‑
das actividades mineras vinculadas al desarrollo 
edilicio y del equipamiento del territorio. La mine‑
ría incluso dio base a la exportación de importan‑
tes volúmenes de áridos hacia la vecina República 
Argentina. Solo pequeños yacimientos de oro y 
algunos otros recursos mineros como las calizas 

permitieron experiencias puntuales diferentes 
que incluso están presentes en la toponimia del 
país, como la ciudad de Minas en Lavalleja o la 
población de Minas de Corrales en Rivera. Más re‑
cientemente se verificó la explotación artesanal 
de piedras semipreciosas alrededor de los yaci‑
mientos de ágatas y amatistas en el norte, pero 
no hubo minería metálica de gran porte. Esta rea‑
lidad hizo que, por ejemplo, la dinama desarrolla‑
ra una vasta experiencia en la evaluación y en el 
control de la minería tradicional del país.

El tema de una nueva minería mayor irrumpe 
como un desafío para el Estado frente a los resul‑
tados alentadores de las prospecciones en busca 
de mineral de hierro en la zona de Cerro Chato, con 
los trabajos realizados por un conjunto de empre‑
sas que luego se consolidarían en torno al proyec‑
to Valentines. Este proyecto fue presentado a fi‑
nales de 2011 a las instancias competentes del Po‑
der Ejecutivo en el tema minero. Las condiciones y 
los precios internacionales del hierro alentaron la 
posible rentabilidad de su explotación.

Desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente vimos allí un doble 
y urgente desafío: 1) el de fortalecer su capacidad 
técnica para la evaluación y para el eventual futuro 
control ambiental de la nueva minería, y 2) el de 
estrechar los vínculos de trabajo con el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, responsable por el 
desarrollo minero nacional. No eran solo los dos 
ministerios los que enfrentaban el desafío, ni eran 
la dinama y dinamige los únicos involucrados 
en nuestros respectivos ministerios. Estábamos 
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yar y escalar la estrategia de css de Uruguay, y con ello su implicación en el 
desarrollo regional y global.

En resumen, la cooperación internacional para el desarrollo desempeña un 
papel importante en la mejora de la calidad de las políticas públicas, la introduc-
ción de temas estratégicos para el desarrollo sustentable en la agenda política, 
el apoyo al cumplimiento de acuerdos internacionales en materia de derechos 
humanos, la implementación de experiencias piloto30 y el fortalecimiento de las 
capacidades humanas e institucionales de la propia cooperación al desarrollo 
uruguaya, que todavía afronta numerosos desafíos.

frente a una actividad compleja y una responsa‑
bilidad seguramente histórica para la gestión am‑
biental, así como para la diversificación productiva 
que supone esta nueva minería que busca avanzar 
en el país, en un país sin cultura minera relevante. 
El Estado tenía un desafío importante y urgente 
frente a toda la sociedad.

La capacidad de integrar las necesidades país 
para fundar una minería de gran porte que fuera 
responsable se vio facilitada a partir de la exis‑
tencia y la proactiva participación de la auci y la 
posibilidad de integrar en un solo proyecto las 
agencias de las Naciones Unidas con expertos 
en las diversas facetas que implica este tipo de 
minería metálica. La auci concretó la posibilidad 
de contar con la cooperación de las Naciones Uni‑
das en el tema a través del programa Unidos en 
la Acción (una-onu). El esfuerzo para un enten‑
dimiento conjunto dio lugar a que se acordara el 
proyecto “Fortalecimiento del Ministerio de Indus‑
tria, Energía y Minería y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para 
una minería responsable en el Uruguay”.

Este proyecto alejó su lente del proyecto Valen‑
tines, concretó un trabajo constructivo y proposi‑
tivo desde la conceptualización del tema. Atendió 
a los conflictos que subyacen para el desarrollo so‑
cialmente armónico de la actividad y trabajó en la 
forma de encararlos, con apertura y transparencia. 
Aportó la experiencia internacional de una nueva 
minería metálica que se abre paso en el ámbito in‑
ternacional para superar los serios problemas so‑
ciales y ambientales de la gran minería tradicional; 

incorporó la capacitación del personal institucional 
en forma abierta e inclusiva hacia otros actores 
claves, como los que en la academia desarrollan el 
conocimiento, los vinculados a la salud o el traba‑
jo; capacitó personal institucional en los cuidados 
ambientales e identificó las mejores prácticas dis‑
ponibles para la actividad minera metálica a cielo 
abierto. Apoyó la preparación de una hoja de ruta 
para la minería responsable en el Uruguay, inclu‑
yendo el aporte internacional y el conocimiento de 
la realidad nacional. Más allá del fortalecimiento 
que ha significado en las capacidades del mvotma 
y del miem, de dinama y de dinamige como ejecu‑
tores directos del proyecto, este abrió diálogos con 
actores diversos en un medio donde las posiciones 
se muestran naturalmente encontradas frente a 
una actividad nueva que busca su espacio.

No ha sido menor el aporte en la construcción 
de redes de relaciones entre expertos en la región 
que dieron lugar a oportunidades de cooperación 
sur-sur entre países de América Latina con am‑
plia experiencia minera. Estos vínculos quedan 
abiertos como capacidades de consulta y aportes 
de experiencias frente al avance de los necesarios 
procesos para el análisis técnico, la evaluación, la 
producción responsable y el control ambiental.

Por Jorge Rucks
Director Nacional de Medio Ambiente del Ministerio de 

Vivienda, Ordenamiento Territorial  
y Medio Ambiente de Uruguay
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La política uruguaya de cooperación internacional  
para el desarrollo

La definición de una política de cooperación internacional para el desarrollo es 
importante porque explicita y pone en común los valores, fines y prácticas que 
la rigen. Como toda política pública, la definición de la política de cooperación 
de un país es el resultado de la negociación de intereses dispares y de relaciones 
de poder entre actores en tensión sobre el manejo de recursos.

La formulación de una política de cooperación internacional uruguaya está 
fundada tanto en la necesidad de definir endógenamente cómo se debe coope-
rar con un país con alto nivel de desarrollo en algunos sectores y persistentes 
vulnerabilidades en otros, así como en sentar las bases de la cooperación que 
el país comienza a realizar con sus pares del sur.

El objetivo de la política de cooperación es garantizar que la cooperación que 
recibe y que comienza a dar Uruguay contribuya al desarrollo sustentable. Para 
ello, la cooperación se orienta por los principios generales de: solidaridad, ges-
tión centrada en resultados de desarrollo, transparencia y rendición de cuentas 
en el uso de los recursos de cooperación.

La cooperación que recibe Uruguay se concentra en áreas estratégicas según 
las ventajas comparativas de cada uno de los donantes bilaterales u organismos 
internacionales de que se trate, y se rige por los siguientes principios:

Una cooperación alineada a las prioridades del país

Para consolidar los esfuerzos nacionales y enfrentar los nuevos desafíos del 
desarrollo sustentable, Uruguay considera necesario el acompañamiento de la 
cooperación internacional. Pero no de cualquier tipo de cooperación. La coo-
peración que recibe Uruguay debe estar fuertemente alineada a las prioridades 
nacionales de desarrollo sustentable. Para poder hacerlo, el país debe contar 
con capacidades institucionales para identificar, dentro de las prioridades na-
cionales, aquellos sectores más estratégicos donde la cooperación puede hacer 
una diferencia y reconocer las ventajas comparativas de los distintos cooperan-
tes, así como para coordinar la cooperación, gestionarla eficaz y eficientemente 
y rendir cuentas a la ciudadanía del uso de estos recursos.

El fortalecimiento de las capacidades del Estado uruguayo para la coopera-
ción ha sido posible gracias a la reforma de su institucionalidad. A partir de 
la creación de la auci como agencia rectora de la cooperación en Uruguay, se 
ha implementado un mecanismo para la alineación de las prioridades, que se 
esquematiza como sigue:

En el entendido de que Uruguay no cuenta con un plan nacional de desarro-
llo explicitado con metas y acciones, la alineación de la cooperación interna-
cional de los donantes bilaterales y multilaterales a las prioridades nacionales 
de desarrollo se realiza a través de un mecanismo, articulado por la auci, que 
involucra, en líneas generales, los siguientes pasos.

En primer lugar, a partir de la definición de los objetivos nacionales de de-
sarrollo recogidos en la exposición de motivos del presupuesto quinquenal, en 
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las directrices emanadas de los consejos ministeriales y en los lineamientos 
de los gabinetes sectoriales, se verifica cómo esto se traduce en los objetivos 
sectoriales de los ministerios u organismos competentes. Al establecer cuál 
ha sido su asignación presupuestaria, se identifican las posibles brechas de fi-
nanciamiento y de capacidades nacionales y de esta manera se analiza el valor 
añadido que puede aportar la cooperación internacional. En este proceso, se 
estudia en cuáles de las áreas identificadas como resultado de este mecanismo 
el cooperante cuenta con ventajas comparativas y capacidades específicas, y se 
toman en cuenta los ámbitos en que están presentes otros cooperantes para 
evitar solapamientos y coordinar esfuerzos.

Los tiempos de la negociación de la cooperación internacional varían de 
acuerdo a los cooperantes. Algunos cooperantes alinean su programación a 
los ciclos electorales, lo cual permite la definición de prioridades al inicio de 
cada gobierno. Otros se rigen por sus propios ciclos de programación, lo cual 
puede presentar algunas dificultades a la hora de confirmar el apoyo político 
de los proyectos si cambian las prioridades de gobierno. En el caso de la css, 
los programas de cooperación se pautan en las comisiones mixtas y suelen ser 
bienales.

Una cooperación estratégica y de calidad

En la medida en que los recursos de la cooperación internacional no son sig-
nificativos en términos de volumen, la cooperación que recibe Uruguay debe 
focalizarse en aquellas intervenciones estratégicas en las áreas prioritarias, en 
las que la cooperación internacional puede significar un aporte desde su expe-
riencia y experticia.

En esta misma línea, el aporte de la cooperación al desarrollo depende tam-
bién, en gran medida, de la calidad de las intervenciones. A su vez, la calidad 
de las intervenciones está fuertemente pautada por el rol de liderazgo técnico 
y político de un organismo rector de la cooperación (la auci), de la definición 
de las prioridades sectoriales de desarrollo y compromiso de las contrapartes 
nacionales, de una alianza estratégica con los socios cooperantes.

Asimismo, la calidad de las intervenciones se asegura con una eficaz gestión 
de la cooperación. Eso supone contar con unidades de coordinación de pro-
yectos y programas debidamente calificados que aseguren el cumplimiento de 
los objetivos. Durante estos últimos años ha habido avances sustantivos para la 
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Gráfico 5. Proceso de definición de prioridades nacionales de cooperación

Fuente: auci.
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implementación de unidades de coordinación que conju-
guen una buena capacidad de coordinación y articulación 
con los actores involucrados, conocimiento de la institu-
cionalidad y de los procesos políticos en el tema, dominio 
de las herramientas de gestión, así como el saber técnico 
específico del área de intervención.

Desde su creación, la auci cuenta con capacidades téc-
nicas para realizar un seguimiento de la ejecución de los 
programas y proyectos de cooperación de manera de ga-
rantizar que se cumplan los objetivos previstos, como for-
ma de contribuir a una cooperación de calidad y orientada 
al desarrollo.

No condicionalidad

La cooperación que recibe Uruguay debe estar libre de 
ataduras, es decir, condicionalidades de políticas o de otro 
tipo que impliquen un subóptimo para el país. Uruguay 
aspira a recibir el mismo tratamiento que otorga a otros 
países. Ello implica que las negociaciones se produzcan en 
términos mutuamente aceptables y que se adecuen a las 
necesidades y capacidades del país. La condicionalidad de 
la cooperación no solo es contraria al ejercicio efectivo de 
una soberanía plena por parte de los países, sino que opera 
en detrimento de la eficacia de la cooperación, y su elimi-
nación es un compromiso asumido por los cooperantes en 
la Declaración de París.

Sustentabilidad

Las intervenciones apoyadas por la cooperación deben 
prever mecanismos o estrategias para la sustentabilidad 
de los objetivos o resultados de desarrollo. Es importante 
que las intervenciones no queden aisladas y sus efectos se 
diluyan una vez terminados los proyectos o programas. 
Para ello resulta imprescindible prever una adecuada ge-
neración de capacidades propias, o institucionalización en 
la estructura pública y/o presupuesto estatal, de las ini-
ciativas generadas en los marcos de cooperación, a efectos 
de asegurar su consolidación y permanencia posterior a la 
ejecución del proyecto de cooperación.

Cuadro 6. La programación 
conjunta Uruguay-España

El Marco de asociación (ma) entre Uruguay 

y España es un documento que plasma las 

áreas prioritarias y los acuerdos entre am‑

bos países para trabajar en cooperación, 

que contiene los principales objetivos y re‑

sultados de desarrollo a los cuales se quiere 

aportar.

El  ma  para 2011-2015 se elaboró de forma 

participativa con las instituciones del go‑

bierno uruguayo, lideradas por la auci  con 

la  aecid, en una lógica de socios. Des‑

de  auci  se identificaron las prioridades 

sectoriales para trabajar en cooperación, 

actividad que se desarrolló conjuntamente 

con la aecid conforme a las prioridades de 

la agenda de gobierno uruguayo y teniendo 

en cuenta también las áreas de cooperación 

prioritarias para países de renta media por 

parte de la cooperación española. Involucró 

la realización de talleres sectoriales para la 

construcción de matrices de resultados de 

desarrollo.

Es un documento abierto y flexible que per‑

mite su adecuación a las transformaciones 

del contexto. Además, optimiza la asocia‑

ción entre Uruguay y España, acompasa 

el ciclo del país en términos políticos, pro‑

gramáticos y presupuestarios y logra una 

mayor eficacia de las iniciativas ejecutadas 

en el marco de la cooperación hispano-uru‑

guaya.

La auci transfirió su experiencia sobre la 

elaboración del  ma  a sus contrapartes de 

cooperación en la República Dominicana y 

la República del Paraguay.

Áreas prioritarias del  ma U ruguay-España 

(2011-2015):

• Gobernabilidad Democrática

• Género

• Cambio Climático

• Cultura y Desarrollo
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La cooperación internacional para el 
desarrollo y la política exterior del 
Uruguay

La cooperación internacional para el desarrollo vis‑
ta desde un país como Uruguay debe necesaria‑
mente insertarse en las definiciones y los paráme‑
tros de la política exterior nacional.

En este sentido, las acciones de Uruguay en la 
materia deben en todo momento partir de su defi‑
nición como país del sur, situado en la periferia de 
la periferia y con limitada incidencia relativa en el 
sistema internacional.

Del mismo modo, las acciones de la cooperación 
internacional como política pública deben guardar 
consistencia con los cinco pilares de política exte‑
rior definidos por la Administración y en particular 
por la Cancillería, esto es, el apego a los grandes 
principios de derecho internacional, la inserción 
económico-comercial del país, la integración regio‑
nal, el apoyo a los compatriotas allende fronteras y 
la reforma del Estado en aras de la modernización 
de la Administración.

Sin perjuicio de su ubicación en el mapa de la po‑
lítica exterior y de la agenda internacional del país, 
es relevante recordar —en un todo de acuerdo con 
la definición de principios de la acción exterior del 
Uruguay— que la cooperación internacional para el 
desarrollo es un imperativo ético y moral para con 
aquellos países que, por diversas circunstancias, 
presentan un rezago relativo en algunas áreas, a la 
vez que un compromiso sistémico con los ámbitos 
multilaterales y con los valores más profundos de 
la convivencia entre naciones.

En este orden, la estrategia de cooperación sur-
sur y triangular del país es vehículo para la solidari‑
dad entre los países en desarrollo y el fomento de 
los lazos con la región y con el sur global.

Para Uruguay, adicionalmente, la cooperación 
constituye un intangible estratégico, por su capa‑
cidad para posicionar temas en las agendas polí‑
ticas y sociales, a la vez de resultar un vector de 
importancia para los planes de desarrollo de los 
países.

De todas formas, se entiende que el aumento 
de la cooperación sur-sur no puede desplazar la 

importancia de la necesaria cooperación norte-sur, 
sino actuar como su complemento.

Es desde este punto de vista que la política ex‑
terior del país debe continuar haciendo esfuerzos 
por reconceptualizar las clasificaciones de los paí‑
ses basadas en categorías creadas en el siglo pa‑
sado y que únicamente toman en cuenta el ingre‑
so per cápita, las cuales deben ser superadas por 
indicadores más modernos, que sepan atender a 
las características propias de las asimetrías en los 
diferentes países y regiones.

En este terreno —entre varios otros— Uruguay 
puede realizar un aporte de calidad en la construc‑
ción de la agenda de desarrollo post‑2015 y en la 
definición de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ods). Desde esta visión, y teniendo en cuenta que 
la cooperación al desarrollo es una porción limita‑
da pero importante de esta agenda, considero que 
Uruguay debería centrar sus esfuerzos en la defini‑
ción de la agenda apuntando primordialmente a la 
erradicación de la pobreza como foco y mantenien‑
do al mismo tiempo una visión de reconocimiento 
de derechos, particularmente en materia de no dis‑
criminación (por razón de sexo, grupo etario, creen‑
cias religiosas, orientación sexual, nacionalidad, 
estatus migratorio y toda la extensión necesaria), 
género, infancia, salud, seguridad alimentaria, 
crecimiento económico, empleo e infraestructura, 
educación, agua y saneamiento, energía, desigual‑
dad, medio ambiente y consumo responsable, en‑
tre otros.

Es primordialmente en el capítulo de los medios 
de implementación donde la cooperación al desa‑
rrollo tiene un papel importante que desempeñar. 
No necesariamente como vector troncal, pero sí 
como principio orientador y como herramienta de 
concreción, tanto en sus vetas tradicionales como 
en el contexto de su rol articulador para la reduc‑
ción de la brecha digital entre países desarrollados 
y en vías de desarrollo y entre áreas urbanas y ru‑
rales primordialmente. Los espacios existen y la 
vocación de la política exterior del país apunta en 
dicho sentido.

Por Gonzalo Koncke
Representante permanente de Uruguay ante la onu.
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Cuadro 7a. CICLO DE 
PROGRAMACIÓN CONJUNTA 
URUGUAY-SISTEMA DE NACIONES 
UNIDAS

La elaboración de la Evaluación Común de 

País (cca por su sigla en inglés) constituye 

la primera etapa en el ciclo de programa‑

ción conjunta, a la que sigue el Marco de 

Asistencia de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (undaf por su sigla en inglés). 

El cca establece un marco de análisis com‑

partido entre todas las agencias, fondos y 

programas del snu representados en Uru‑

guay.

El undaf es la herramienta de planifica‑

ción estratégica para coordinar la coopera‑

ción del snu en Uruguay para un período 

de cinco años. Establece las áreas macro 

de cooperación, los socios principales con 

quienes se trabajará y una estimación de 

recursos. El Gobierno y el snu elaboraron el 

Marco de Asistencia de las Naciones Uni‑

das para el Desarrollo 2011-2015, en el que 

acordaron dirigir sus esfuerzos de coopera‑

ción hacia las cuatro áreas prioritarias (ver 

cuadro 7b).31  

El undap permite la implementación del 

undaf al hacer operativos sus efectos 

directos. Contiene productos y activida‑

des clave propuestos para el logro de los 

efectos directos del undaf, aterrizando 

una estrategia de movilización conjunta 

de recursos. Los tiempos de programación 

están alineados con los ciclos de progra‑

mación del gobierno de forma quinquenal.

Durante los años 2014 y 2015, el snu en 

Uruguay estará en proceso de generación 

de insumos para la elaboración del cca/

undaf, a consolidar de forma conjunta con 

el Gobierno a partir de la definición de sus 

áreas prioritarias.

Fuente: Reporte de Progreso del undaf/undap 2011-2015 de 
Uruguay (203) con agregado propio.

cuadro 7b. Áreas prioritarias 
undaf 2011-2015

Área prioritaria 1. Favorecer la diversifi‑

cación productiva y la inserción inter‑

nacional del país, el incremento de la 

inversión productiva, la incorporación 

creciente de la innovación en ciencia y 

tecnología en los procesos productivos, 

como pilares del desarrollo económico. 

Las acciones en esta materia, que se‑

rán implementadas entre el Sistema y 

el Estado y la sociedad civil uruguayos, 

buscan contribuir a un modelo de desa‑

rrollo equitativo y sustentable a escala 

nacional, subnacional y local.

Área prioritaria 2. Avanzar hacia modelos 

de desarrollo sustentable que contem‑

plen la conservación de los recursos na‑

turales y los ecosistemas, la mitigación 

y la adaptación al cambio climático y el 

uso de energías renovables. Se busca 

reducir las vulnerabilidades sociales y 

ambientales en beneficio de una mayor 

equidad social y justicia ambiental.

Área prioritaria 3. Avanzar en el desarrollo 

social (con particular énfasis en las áreas 

de desarrollo infantil temprano, salud y 

educación) apuntando a la reducción de 

la desigualdad y las distintas expresio‑

nes de inequidad (intergeneracionales, 

de género, raciales y territoriales).

Área prioritaria 4. Consolidar la goberna‑

bilidad democrática a escala nacional y 

local a través de la participación ciuda‑

dana, el fortalecimiento de las institu‑

ciones del Estado y del sistema nacional 

de protección integral de los derechos 

humanos, según las declaraciones y los 

convenios ratificados por Uruguay.

Fuente: Reporte de Progreso del undaf/undap 2011-2015 de 
Uruguay (2013).
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Los objetivos y principios de la cooperación sur-sur 
uruguaya

Por otra parte, la política de cooperación debe contemplar 
el rol de Uruguay como socio de css. En los últimos años el 
país ha alcanzado logros destacables en materia de desarro-
llo. A partir de esta acumulación, Uruguay viene asumien-
do mayores responsabilidades con el desarrollo regional 
y global a través de la implementación de una estrategia 
de cooperación sur-sur a la altura de sus capacidades y 
en consonancia con su grado de desarrollo relativo. Esta 
apuesta se ha reflejado en la introducción de una partida 
presupuestal del Estado uruguayo dedicada a la coopera-
ción, que, aunque aún es modesta, está previsto que au-
mente gradualmente en los próximos años.

La estrategia de cooperación sur-sur y triangular uru-
guaya busca contribuir al desarrollo sustentable del sur. A 
través de ella se apunta a fomentar y consolidar los vínculos 
de Uruguay con otros países de la región y del sur mediante 
el intercambio de experiencias y la transferencia de capaci-
dades para el desarrollo.

La cooperación sur-sur que realiza Uruguay está basada 
en los principios de solidaridad entre pueblos hermanos, 
horizontalidad, equidad, respeto a la soberanía nacional y 
no condicionalidad, flexibilidad y adaptabilidad a los con-
textos locales. 

La cooperación sur-sur está en el corazón mismo del 
diseño de la auci, ya que uno de los objetivos centrales de 
la Agencia está específicamente dirigido a potenciar sus 
acciones (véase el capítulo IV de este libro). La estrategia 
de cooperación sur-sur uruguaya se estructura sobre las 
orientaciones de política exterior definidas por la Canci-
llería.

Finalmente cabe resaltar que para poner en marcha la 
política de cooperación, el gobierno de Uruguay definió la 
creación de una institucionalidad rectora de la cooperación, 
capaz de velar por el cumplimiento de los objetivos de la 
política, sus valores y principios en la práctica de la coope-
ración que el país recibe y comienza a otorgar a sus pares 
del sur.

Cuadro 8. Diez razones para 
cooperar con otros países

1. 	E s un imperativo ético, ya que el desa‑

rrollo sustentable del planeta es objetivo 

y tarea de todos de acuerdo a sus posibi‑

lidades. Uruguay puede contribuir a esta 

tarea, en la medida de sus capacidades, 

a través de la css.

2.  	Para alcanzar el desarrollo sustenta‑

ble es necesario construir un sistema 

de cooperación al desarrollo solidario y 

equitativo, que brinde respuesta a todas 

las personas y países que lo necesitan.

3.	E l país ha recibido cooperación que le 

permitió adquirir capacidades para el 

desarrollo que puede transferir a otros 

países de desarrollo relativo similar.

4.	A  través de la css se contribuye a la vo‑

cación latinoamericanista del país y de 

solidaridad con el Sur.

5.	S e promueve la coordinación de políticas 

regionales y los diálogos interregionales 

en diversos temas de interés nacional.

6. 	C on apoyo de la cooperación tradicional, 

el país puede innovar en sus políticas 

públicas para el desarrollo sustentable 

y transferir estas experiencias a otros 

países de desarrollo similar a través de 

la css y triangular.

7.  	P restigia a la institución nacional que 

realiza la css en el país y en el exterior.

8.  	El aprendizaje mutuo y la transferencia 

de conocimientos puede constituir una 

motivación para los recursos humanos 

de las instituciones públicas que realizan 

intercambios con sus homólogos del sur.

9.  	Puede permitir apalancar recursos de 

otras fuentes para que la propia institu‑

ción reciba más cooperación.

10. 	La css puede mejorar el posicionamien‑

to y ampliar los vínculos del país en el 

mundo.

Fuente: auci.
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Los cambios en el escenario de la cooperación al desarrollo de las últimas dé-
cadas han impulsado un trabajo de reflexión, transformación y fortalecimiento 
de los arreglos institucionales de la cooperación en América Latina y en otros 
países del sur. Con este proceso, los países han buscado responder a los desafíos 
que plantea la retirada de cooperantes tradicionales de los países de desarrollo 
intermedio, en particular de América Latina, y la adopción gradual de un rol dual 
de los países de la región en la cooperación al desarrollo.

En este proceso, las motivaciones y los desafíos han sido similares, y diversas 
las soluciones encontradas por los países. Las condicionantes de este proceso en 
cada país dependen, en última instancia y entre otras cosas, de las particulari-
dades históricas, de la cultura democrática y social, de la calidad de las institu-
ciones, y de la interacción y coordinación de los diferentes estamentos públicos 
involucrados en la política de cooperación para el desarrollo de cada Estado.

Aunque no es posible formular una receta con ingredientes precisos y pasos 
cronológicamente pautados, sí parece útil presentar algunos aspectos generales 
que, de una u otra forma, cumplen un papel en los procesos de institucionali-
zación y el fortalecimiento de una política pública sobre cooperación para el 
desarrollo en los países del sur.

En este capítulo se resaltan algunas generalidades del proceso de instituciona-
lización de la cooperación en el sur. Asimismo, se analiza el proceso de trans-
formación del andamiaje institucional y fortalecimiento de las capacidades para 
la definición y la conducción de la política de cooperación uruguaya. Finalmente 
se presentan las principales características, atributos y funciones de la Agencia 
Uruguaya de Cooperación Internacional (auci). Conocer cómo han sido otros 
procesos, las oportunidades y los obstáculos internos para crear y consolidar 
una política pública de cooperación al desarrollo puede servir para un recuento 
de las necesidades y posibilidades individuales de aquellos países que piensan 
embarcarse en el proyecto de reforma institucional o que están atravesando la 
consolidación de esta.

 
La institucionalización de la cooperación internacional  
para el desarrollo en el Sur

La mayoría de los países latinoamericanos están adquiriendo un rol dual res-
pecto a la cooperación, lo que equivale a decir que son receptores de aod y 
que progresivamente actúan también como oferentes de css. Para ilustrar esta 
naturaleza dual, considérese que la región recibió el 7,59 % de la aod total en 
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2012 (ocde, 2014), lo que, comparado con el 14 % que recibió en 1960, demuestra 
el retiro progresivo de la aod de América Latina y el Caribe. Simultáneamente, 
en 2012, los países latinoamericanos ejecutaron 506 proyectos y 203 acciones 
de css bilateral y 77 proyectos y 55 acciones de cooperación triangular (segib, 
2013).

Acorde con ello, los países latinoamericanos, en su mayoría, han buscado 
contar con una institucionalidad de cooperación capaz de responder a los desa-
fíos internos y externos en materia de cooperación internacional, con sistemas 
de información modernos y transparentes, con personal calificado y profesional, 
capaz de dotar de contenido a las negociaciones y de hacer más efectiva la coope-
ración internacional que reciben y también que brindan a sus socios regionales.

La transferencia de capacidades de la 
cooperación colombiana a auci

Tal como ocurre con el desarrollo, en la gestión de la 
cooperación internacional la variable institucional 
—entendida no solamente desde la perspectiva de 
las organizaciones, sino de las reglas de juego y de 
los costos de transacción— es fundamental. El for‑
talecimiento institucional para avanzar en la ges‑
tión de una mejor cooperación al desarrollo, para 
progresar en los propósitos de proyección interna‑
cional de las capacidades nacionales y, en últimas, 
para ser un jugador relevante en la cooperación 
sur-sur es absolutamente necesario. Al respecto, 
el intercambio de conocimientos y experiencias y, 
por supuesto, el fortalecimiento de capacidades 
entre pares —aquellos agentes que coordinan la 
cooperación internacional en los países— son un 
vehículo privilegiado. A la vez que contribuyen a 
satisfacer necesidades de ajuste conceptual, es‑
tratégico, procedimental y operativo, son medios 
insustituibles de fortalecimiento de las relaciones 
entre ellos.

Desde la primera mitad de la década pasada, Co‑
lombia venía avanzando en el fortalecimiento de 
la gestión de la cooperación. En la que recibía, me‑
diante el desarrollo de esquemas de coordinación 
con los donantes tradicionales, mayor vinculación 
entre la planeación y la definición de prioridades de 
cooperación, mejor manejo de la información rela‑
cionada y mayor vinculación de los agentes locales. 

En la que otorgaba y estaba empeñada en forta‑
lecer, a través de mayor promoción de la coopera‑
ción sur-sur, la identificación de capacidades para 
la oferta, el fortalecimiento técnico y financiero. En 
ese marco, se concibió y estructuró el sistema na‑
cional de cooperación internacional, se desarrolló el 
mapa de la cooperación internacional, se adelantó, 
de forma tripartita —Gobierno, sociedad civil y co‑
munidad internacional—, la construcción de la Es‑
trategia Nacional de Cooperación Internacional, y se 
reorientó la manera de hacer cooperación sur-sur.

Colombia, firmemente convencida de las bonda‑
des de la css, comenzó a fortalecer su visión, sus 
propósitos, mecanismos y medios. Como resultado 
de avances importantes en esos campos, adelantó 
una acción fuerte para promoverlos y compartirlos 
con los homólogos de la Agencia Presidencial para 
la Acción Social y la Cooperación Internacional - Ac‑
ción Social, partiendo del hecho de que los agentes 
que gestionaban cooperación lo hacían mayorita‑
riamente para todos los actores relevantes de sus 
países, pero no necesariamente para ellos mismos. 
Por tanto, se propuso compartir con sus pares las 
experiencias que hasta ese momento había acu‑
mulado, con el interés de aportar al fortalecimien‑
to de sus propias capacidades técnicas, logísticas, 
para establecer alianzas y financieras, así como 
para gestionar mejor la cooperación internacional. 
En ese escenario se comenzó a compartir experien‑
cias con diferentes países: Uruguay, Perú, Para‑
guay, Bolivia, Honduras, entre otros.
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Un andamiaje dual

Para un creciente número de países de la región latinoamericana y del sur, la 
definición de su política de cooperación y de su andamiaje institucional debe 
conjugar los intereses y necesidades derivados de su doble rol, como receptores 
y oferentes de cooperación al desarrollo. Es decir, reflejar tanto las prioridades 
en materia de desarrollo en el ámbito nacional y los principios y procedimientos 
que la rigen, como los principios y objetivos que persigue la cooperación que el 
país del sur realiza.

En América Latina, el paisaje institucional de la cooperación es variado y 
se encuentra en proceso de revisión. Por un lado, seis países han optado por 

En el caso de Uruguay, la primera relación se dio 
con el Departamento de Cooperación Internacional 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (opp) 
de la Presidencia. A partir de ahí se pudo estable‑
cer un proceso muy interesante y enriquecedor de 
acompañamiento y trabajo conjunto, que continuó 
con el Instituto Uruguayo de Cooperación Interna‑
cional y se concretó en la actual Agencia Uruguaya 
de Cooperación Internacional (auci).

El intercambio de experiencias y conocimiento 
con auci ha sido una muy buena práctica, no solo 
por lo exitoso del proceso, sino porque se podría 
argumentar que cumplió con los más importantes 
principios de la cooperación sur-sur: promoción de 
buenas prácticas (participación en encuentros del 
sistema nacional de cooperación internacional, 
análisis del mapa de cooperación, conocimiento 
de la estructura y la lógica de funcionamiento de 
Acción Social); absoluta libertad para abordar las 
temáticas que consideraron más adecuadas; cos‑
tos compartidos; establecimiento de relaciones de 
respeto, horizontalidad y equilibrio; aprendizaje 
mutuo.

Ello estuvo acompañado de una altísima capaci‑
dad de asimilación y de adaptación de la experien‑
cia colombiana por la institucionalidad uruguaya, 
y también de una gran capacidad de innovación y 
proyección, hasta convertirse en lo que es ahora. 
Uruguay es un importante agente de cooperación 
en América Latina y el Caribe, que ha diseñado una 
política propia de cooperación al desarrollo y coo‑

peración sur-sur, gerencia el Programa Iberoame‑
ricano para el Fortalecimiento de la Cooperación 
Sur-Sur y es un actor activo en las discusiones de la 
agenda global de desarrollo.

Desde esta perspectiva, para este caso específico 
y otros que con el tiempo han venido desarrollán‑
dose, es posible reconocer que, para gestionar una 
cooperación al desarrollo más efectiva, un elemen‑
to fundamental es el fortalecimiento institucional 
de los agentes que la coordinan. El escalamiento de 
los objetivos y las acciones de cooperación conlleva 
mayores retos en lectura de las necesidades de de‑
sarrollo; formulación de propuestas; identificación 
de fortalezas nacionales; fortalecimiento financiero 
y mejores formas de utilizar los sistemas naciona‑
les para tales propósitos; monitoreo, seguimiento 
y evaluación. En ese espacio, a partir del intercam‑
bio de conocimiento y el fortalecimiento de capa‑
cidades, la cooperación sur-sur y, eventualmente, 
la cooperación triangular son un medio importante 
para avanzar en esos propósitos, que están siendo 
acometidos de manera creciente por los países en 
desarrollo, tanto por los actualmente denominados 
emergentes como por los demás que desean forta‑
lecer su participación en estos asuntos.

Por Jorge Enrique Prieto Cardozo
Exsubdirector de Ayuda Oficial al Desarrollo - Acción Social. 

Exdirector de Oferta de Cooperación - apc Colombia.



90 | 	

crear agencias de cooperación (Brasil, Colombia, Chile, México, Perú y Uruguay), 
mientras que otros cuentan con direcciones generales, secretarías o viceminis-
terios de cooperación. Unos y otros tienen su anclaje en instituciones como el 
Ministerio de Planificación, el Ministerio de Relaciones Exteriores o Presidencia, 
y responden a estructuras y mecanismos de funcionamiento diversos.

Como sostiene Egaña (1993), los sistemas nacionales de cooperación, y por ende 
la institucionalidad y el andamiaje legal de la cooperación que los regula, son un 
producto histórico, fruto del aprendizaje institucional y del contexto local.

Sin embargo, en los últimos años, en los debates sobre la creación de las 
agencias de cooperación de la región, se ha sostenido que, cuando un país es 
netamente receptor de cooperación, la institucionalidad nacional tiende a estar 
asentada en la órbita de los ministerios de Planificación, por su idoneidad para 
definir las prioridades nacionales de desarrollo. En tanto, cuando un país ya se 
ha consolidado como proveedor de css, la institucionalidad tiende a localizarse 
en la órbita de los ministerios de Relaciones Exteriores, por su orientación sobre 
las prioridades en materia de política exterior. Y cuando el país ejerce un rol 
dual, es conveniente integrar ambas miradas institucionales, ya sea a través de 
su ubicación en la órbita de Presidencia y/o a través de la integración de los 
actores relevantes en el directorio.

Asimismo, un tema recurrente en los debates ha sido la búsqueda de la au-
tonomía de la política de cooperación internacional. Paradójicamente, la agenda 
de desarrollo internacional que se está configurando apunta a la necesidad de 
una mayor coherencia entre políticas, y con ello a una mayor articulación con el 
resto de las instituciones del sistema político.

Los medios de implementación

La institucionalidad y su avance en aras de abordar nuevos desafíos requieren 
medios, capacidades y compromiso. La formulación y el seguimiento de planes 
estratégicos o la apuesta a la formación de técnicos favorecen una institucio-
nalidad consciente de los desafíos, con personal profesional y calificado para 
negociar y gestionar eficazmente la cooperación internacional para el desarrollo.

Tabla 4. Diseños institucionales para la cooperación internacional  
en América Latina

Diseño institucional Países que utilizan este diseño

Agencias en Presidencia Uruguay, Colombia

Agencias en el Ministerio de Relaciones Exte-
riores

Brasil, Chile, Perú, México

Direcciones generales o viceministerios en Rela-
ciones Exteriores

Argentina, Costa Rica, El Salvador, Nicaragua,
Panamá, Venezuela, Ecuador

Secretarías o direcciones generales de Planifica-
ción u otros ministerios

Honduras, República Dominicana, Bolivia, Cuba, 
Paraguay

Fuente: auci (2013: 19).
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Si bien el fortalecimiento y la creación de capacidades institucionales requie-
ren inversiones, estas redundan en un mayor impacto de los recursos de coope-
ración en el desarrollo del país y la región. En este entendido, la propia coope-
ración internacional (tradicional y sur-sur) ha apoyado con recursos técnicos y 
financieros el fortalecimiento de capacidades para la cooperación al desarrollo de 
los Estados latinoamericanos. Pero principalmente requiere contar con recursos 
presupuestales suficientes para el trabajo efectivo de dicha institucionalidad, y 
específicos para el apoyo a actividades, proyectos y programas de css acordes a la 
estrategia trazada por el país.

Otro de los medios para el fortalecimiento de capacidades es la construcción 
de sistemas de información que aseguren el flujo y la gestión de información 
actualizada sobre la cooperación que los países reciben y brindan, a fin de que 
esta esté al servicio de los tomadores de decisión, los cooperantes y las ciudada-
nías, para garantizar la transparencia y la rendición de cuentas. En este sentido, 
es conveniente que la institucionalidad de la cooperación internacional se dote 
de un sistema de monitoreo y evaluación de resultados que le permita seguir de 
cerca la marcha de la globalidad de la cooperación del país y acumular el acervo 
de productos, resultados y aprendizajes de la cooperación para que puedan ser, a 
su vez, un input para el diseño de políticas de desarrollo o de futuros proyectos 
de cooperación.

Sistemas nacionales de cooperación internacional coherentes y plurales

Según Egaña (1993), la institucionalidad de la cooperación debe ser capaz de 
desarrollar, innovar y perfeccionar constantemente el sistema nacional de coo-
peración de un país, de forma que otorgue cabida a la interacción de todos los ac-
tores interesados en la materia para evitar ineficacias, porque aquellos miembros 
que no se sientan incluidos comenzarán a actuar por su cuenta, desestabilizando 
el sistema.

Por ello, en la definición de la política de cooperación, el diseño de una institu-
cionalidad y un marco normativo adecuados, es necesario preguntarse cómo llevar 
a cabo la negociación, la articulación y la coordinación de la cooperación interna-
cional con otras políticas públicas, con los cooperantes y con los actores nacionales 
del desarrollo. Esos desafíos se manifiestan hacia dentro y hacia fuera del país.

En el ámbito interno, es fundamental hacer visibles los logros y el valor aña-
dido de la cooperación internacional y contar con la voluntad política del gobier-
no para reforzar las capacidades institucionales de la cooperación, así como con 
un liderazgo técnico en la materia, para contribuir a que los demás organismos 
nacionales y otros actores no estatales canalicen sus necesidades (demandas) y 
alcancen los resultados de desarrollo sumando los recursos de la cooperación in-
ternacional. Asimismo, hacia dentro, es necesario que la institucionalidad de la 
cooperación sea capaz de liderar la estrategia de css, apoyando la sistematización 
de experiencias y relevando las capacidades institucionales, las experiencias y 
buenas prácticas para la css del país.

En el ámbito externo, la cooperación internacional debe ocupar cierto lugar 
estratégico en la agenda del país. Por un lado, si se busca defender en los foros 
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internacionales la necesidad de seguir cooperando con los países de desarrollo in-
termedio, es preciso desarrollar estrategias y alianzas basadas en el conocimiento 
de las características y la problemática específica de América Latina, para negociar 
una cooperación internacional ajustada a las necesidades y desafíos de la región.

Por otra parte, si con la adopción de estrategias de css los países latinoameri-
canos buscan responder a los objetivos de desarrollo, es importante que la políti-
ca de cooperación pueda integrarse como un verdadero elemento constitutivo de 
su acción exterior, para evitar que esté al servicio de otros intereses que pueden 
entrar en colisión. Como señalan Santander y Millán (2014), se necesitan do-
cumentos para orientar y pautar la acción exterior en este ámbito y para evitar 
la excesiva discrecionalidad operativa y respuestas dispares en función de los 
intereses que concurren en cada momento. Ello permitirá promover, desde el 
sur también, la coherencia de políticas necesarias para alcanzar un verdadero 
desarrollo sustentable a escala global.

El valor agregado de la institucionalidad de la cooperación internacional de 
un país supone reunir y manejar con excelencia, por un lado, la competencia 
para articular y coordinar la cooperación internacional, que está basada en sus 
capacidades de gestión y en la legitimidad que le otorga el poder político, y, por 
otro lado, su experticia para dar apoyo al resto de los actores del sistema nacional 
de cooperación internacional (snci).

Asimismo, al ser un órgano permanente y especializado, con visión global de 
la cooperación del país y de las prioridades y capacidades nacionales, que cuenta 
con conocimiento de las fuentes y los instrumentos de cooperación y dialoga 
continuamente con los cooperantes, tiene el potencial para acumular lecciones 
aprendidas y buenas prácticas para fortalecer al Estado en el diseño y la ejecu-
ción de los proyectos y programas de cooperación internacional.

Mientras tanto, uno de los retos que tiene pendiente la institucionalidad de 
cooperación para el desarrollo en la región es avanzar en la incorporación de la 
sociedad civil organizada, los movimientos sociales y la academia en las polí-
ticas de cooperación al desarrollo. La creación de espacios para la participación 
y apropiación democrática podría realizarse a partir de consejos de cooperación 
que incluyan a los sectores aludidos. Caminar hacia la institucionalización de 
esta relación puede coadyuvar a la coordinación y a mejorar la comunicación 
sobre los logros de la cooperación en estos países.

Estas y otras cuestiones han sido tenidas en cuenta en el proceso de reforma 
institucional de la cooperación del Uruguay. A continuación se analizan algunos 
de los aspectos y lecciones aprendidas más relevantes de la experiencia uruguaya.

 
El nacimiento de la auci en el contexto de la reforma 
institucional

En 2007, la percepción generalizada entre los actores y expertos en cooperación 
internacional del país reflejaba que este no contaba con una política clara sobre 
cooperación, como tampoco disponía de una estrategia para posicionarse en esta 
materia.
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La institucionalidad de la cooperación internacional se hallaba dividida en dos 
organismos con competencias superpuestas: la Dirección General de Coopera-
ción Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Departamento de 
Cooperación Internacional de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (opp). 
Ello repercutía en la dispersión de la información, la superposición de esfuerzos 
y la falta de mecanismos claros para la alineación y coordinación de los recursos 
de cooperación en el país.

Además, ambas instituciones carecían de sistemas de información adecuados 
para los tomadores de decisión y para la ciudadanía. Finalmente, existía escasa 
capacidad proactiva desde el Estado para la negociación internacional en esta 
materia que permitiera su acceso a nuevas fuentes de financiamiento de coope-
ración para el desarrollo.

Vistos los desafíos y el diagnóstico, en el marco de una política de moderni-
zación del Estado, el gobierno emprendió un proceso de transformación insti-
tucional del Departamento de Cooperación Internacional de opp hacia la crea-
ción de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional (auci). La reforma 
institucional se estructuró en seis ejes32 de trabajo: el diseño del marco legal e 
institucional de la cooperación en Uruguay; la profesionalización de los recursos 
humanos; la mejora de la infraestructura y de los sistemas de información; la 
gestión de conocimiento para la política de cooperación; el fortalecimiento del 
sistema nacional de cooperación internacional, y el impulso de la css y triangu-
lar (sobre este punto, véase el capítulo 4).

La transformación institucional permitió el fortalecimiento de capacidades 
para alinear, coordinar, gestionar y administrar la cooperación no reembolsable 
de carácter oficial, las becas y las donaciones que el país recibe, así como impul-
sar la estrategia de css de Uruguay.

Esta transformación fue posible gracias a la combinación de tres factores. En 
primer lugar, una firme voluntad política de otorgar mayor jerarquía entre los 
asuntos del país a la cooperación internacional. Ello se manifestó en el liderazgo 
de las autoridades nacionales —concretamente, de la Presidencia de la Repúbli-
ca, la Cancillería y la opp— para definir las líneas estratégicas de la política de 
cooperación e impulsar la transformación institucional.

En segundo lugar, la reforma de la institucionalidad se nutrió de los aportes 
tanto de conocimientos como de recursos financieros de agencias de coope-
ración internacional: la Agencia Española de Cooperación Internacional (ae-
cid), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), la Agencia 
Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia (apc-Colombia)33 y la 
Agencia de Cooperación Internacional de Chile (agci). Finalmente, el tercer 
requisito fue conformar un equipo profesional con capacidad técnica y com-
promiso institucional.

En la ley 18719, de 2010, que creó la auci, quedó establecida la estructura 
básica de la Agencia, su presupuesto y sus cometidos: planificación, diseño, su-
pervisión, administración, coordinación, ejecución, evaluación, seguimiento y 
difusión de actividades, proyectos y programas de cooperación internacional que 
Uruguay recibe para dar cumplimiento a las prioridades nacionales de desarrollo 
del país, y también la que este otorga a través de su css.
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Apoyo de la cooperación española 
a la reforma institucional de la 
cooperación internacional en Uruguay

El apoyo de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (aecid) a la crea‑
ción de la Agencia Uruguaya de Cooperación Inter‑
nacional (auci) se enmarca en la fuerte apuesta 
que hizo en su día la cooperación española por la 
Declaración de París sobre la Eficacia de la Ayuda 
(2005) y la Agencia de Acción de Accra (2008), las 
cuales constituyeron una llamada a la comunidad 
internacional, la más importante realizada hasta la 
fecha, para fortalecer el papel protagonista de los 
países socios en su proceso de desarrollo, para re‑
forzar la coordinación entre los donantes y apoyar 
más eficazmente ese papel.

En París se recogieron principios esenciales para 
la eficacia de la ayuda, como el de apropiación —es 
el país socio el que debe decidir sobre sus políticas 
y programas de desarrollo—, el de alineamiento —el 
sistema de cooperación debe alinearse con esas de‑
cisiones, apoyándolas— o el de armonización —la ne‑
cesidad de coordinación entre las agencias de desa‑
rrollo para un mejor aprovechamiento de la ayuda—. 
Tres años más tarde, en Accra, se recogería la impor‑
tancia de canalizar los recursos de la Ayuda Oficial al 
Desarrollo (aod) a través de los sistemas nacionales 
de los países socios (de presupuestos, aprovisio‑
namiento, licitación�) como primera opción, y la de 
apoyar el fortalecimiento de esos sistemas cuando 
el país socio requiriera de cooperación internacional 
para ello. La idea era maximizar el impacto de los 
flujos de aod, superando tradicionales limitaciones 
relacionadas con los modos de provisión, asignación 
y gestión de tales flujos.

En ese marco, la aecid elaboró en 2008-2009 
su I Contrato de Gestión (cg), un documento que 
recogía sus objetivos y los compromisos que asu‑
mía con el Gobierno de España, el cual, a cambio, la 
suplía de recursos económicos y humanos para ha‑
cer posible su funcionamiento. El cg, aprobado en 
2009 por el Consejo Rector de la aecid, estableció 
como uno de sus objetivos estratégicos “Adaptar 
la aecid a la Declaración de París sobre la Eficacia 
de la Ayuda”, y recogió a continuación como primer 

objetivo específico el de “apoyar la apropiación 
de la ayuda internacional por parte del país socio, 
como principal protagonista de su proceso de de‑
sarrollo”. Más en concreto, el cg definió como una 
actuación para el logro de tales objetivos la de “co‑
laborar con los países socios en el fortalecimiento 
de los departamentos e instituciones encargados 
de coordinar la cooperación internacional”. La idea 
subyacente era clara: el fortalecimiento de las ins‑
tituciones a cargo de la cooperación en los países 
socios mejoraría la capacidad de absorción de la 
ayuda y la haría más eficaz.

Pues bien, de acuerdo al Informe de ejecución del 
Contrato de Gestión, elaborado por la propia aecid, 
en América Latina la Agencia contribuyó al fortaleci‑
miento de las instituciones nacionales responsables 
de coordinar la cooperación internacional cuando 
fue requerida para ello, y, por otra parte, se firmaron 
memorandos de entendimiento para el desarrollo 
de operaciones de cooperación triangular con de‑
terminados países socios, lo que permitiría, por un 
lado, reforzar aún más las capacidades de estos paí‑
ses y, por otro, compartir los avances registrados en 
estos con otros países de menor nivel de desarrollo. 
Uruguay figuró como país socio de la cooperación 
española en este tipo de acuerdos.

Estos antecedentes permiten comprender la 
aprobación del proyecto que en 2009 se tituló 
“Creación del Instituto Uruguayo de Cooperación 
Internacional (iuci)” —después se denominaría 
Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
(auci)—. Fue un proyecto que tuvo como contra‑
parte al entonces Departamento de Cooperación 
Internacional de la Oficina de Planeamiento y Pre‑
supuesto (opp) de la Presidencia de la República. 
En el texto del proyecto se recogió que su objetivo 
principal sería apoyar el proceso de transformación 
institucional del mencionado departamento de la 
opp en una nueva institución, que sería la respon‑
sable de la coordinación, supervisión y seguimien‑
to de la cooperación internacional, y que la aecid 
aportaría 187 mil dólares (y Naciones Unidas, como 
segunda entidad participante, 152 mil).

Respecto a las actuaciones, se preveían, entre 
otras: la capacitación del personal; el apoyo para el 
ingreso de nuevo personal de alta especialización; 
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el desarrollo de herramientas informatizadas y 
relevamiento de información contrastada; la con‑
figuración de un sistema nacional de cooperación; 
la mejora de la coordinación y el fortalecimiento 
de los vínculos con contrapartes locales (Adminis‑
tración Central, intendencias�) y con organismos 
de financiación internacionales, y el desarrollo de 
nuevas modalidades de cooperación, como la sur-
sur, triangular y descentralizada.

El texto del proyecto afirmaba que Uruguay no 
dependía de la cooperación internacional ni para 
sostener su presupuesto ni para mantener su gas‑
to público, pero que esta desempeñaba un papel 
estratégico en lo concerniente a la transferencia de 
conocimiento y como fuente de recursos de ges‑
tión flexible, lo que aconsejaba fortalecer al Esta‑
do para diseñar e implantar una política articulada 
de cooperación y garantizar así que los recursos de 
aod recibidos estuvieran alineados con los objeti‑
vos definidos por el Gobierno y fueran empleados 
de forma eficaz.

Merece la pena detenerse en los resultados es‑
perados con la realización del proyecto, pues nos 
darán la pauta para valorar su grado de éxito. Entre 
ellos destacaría: a) la auci se convierte en el inter‑
locutor de la cooperación internacional en el Uru‑
guay; b) se han fortalecido las capacidades institu‑
cionales para coordinar, gestionar y evaluar la coo‑
peración internacional; c) se han implantado la in‑
fraestructura, recursos humanos, procedimientos 
y sistemas para relevar y sistematizar información 
agregada sobre la cooperación internacional en el 
país; d)  se cuenta con personal capacitado y de 
perfil joven, pero de alta especialización; e) existen 
canales de interacción con diferentes actores rela‑
cionados con la cooperación; f) se cuenta con pro‑
cedimientos de desembolso en tiempos ajustados 
para la ejecución de los proyectos; g) se logra una 
mejor inserción del país en el sistema internacional 
de cooperación, y h)  se dispone de instrumentos 
para llevar a cabo experiencias de cooperación sur-
sur y triangular.

Pues bien, todo indica que los resultados espe‑
rados han sido ampliamente logrados. El principal: 
la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
es una realidad, ocupa un espacio propio en la Torre 

Ejecutiva de la Presidencia de la República y cuenta 
con un grupo joven y dinámico de cuadros técnicos 
y administrativos bien capacitados que hacen valer 
sus competencias en la dirección de la cooperación 
internacional que recibe el país. Pero la lista conti‑
núa: la auci publica todos los años documentos con 
información agregada y detallada sobre los proyec‑
tos de cooperación existentes y sus fuentes de fi‑
nanciación —lo que supone que cuenta con un buen 
sistema de registro y gestión de los proyectos—; edi‑
ta una página web bien diseñada que rinde cuentas 
a la ciudadanía sobre la cooperación que se recibe en 
el país y sobre cómo se emplea; es reconocida como 
interlocutora por las agencias de cooperación que 
actúan en el país, y autoriza los pagos —al menos 
en lo que respecta a los recursos de los proyectos 
financiados por la aecid—, entre otros logros.

Pero tal vez la mejor demostración del grado de 
madurez que ha alcanzado la auci en el transcurso 
de estos pocos años se encuentra en el reconoci‑
miento internacional que ha ido logrando; por un 
lado, actuando en los últimos dos años como Se‑
cretaría Técnica de la Cooperación Sur-Sur en el 
ámbito iberoamericano, y, por otro, contribuyendo 
a delinear un nuevo papel para Uruguay como ofe‑
rente de cooperación. Las actuaciones de coopera‑
ción sur-sur que lleva adelante Uruguay y, por otra 
parte, las operaciones de cooperación triangular 
que estamos llevando a cabo conjuntamente Uru‑
guay y España en Bolivia y Paraguay son un buen 
exponente de este nuevo papel. Uruguay se ha con‑
vertido así en un socio maduro y fiable en coopera‑
ción, que comienza a ocupar un papel responsable 
dentro de la comunidad internacional acorde con 
su nivel de desarrollo. Ello no niega la necesidad de 
contar con cooperación internacional especializada 
para seguir avanzando en su proceso de desarrollo, 
pero sí confirma las responsabilidades internacio‑
nales y los compromisos que está asumiendo con 
países de menor nivel de desarrollo. Y auci tiene en 
todo ello un rol indiscutible.

Por Manuel de la Iglesia-Caruncho
Director del Centro de Formación de la aecid en Montevideo 

y ex coordinador general de la Cooperación Española  
en Uruguay 
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Gráfico 6. Mapa estratégico de la auci

Fuente: Deloitte S.C., 2012.
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La auci funciona como un órgano desconcentrado en la 
órbita de la Presidencia de la República. Cuenta con un 
Consejo Directivo integrado por el ministro de Relaciones 
Exteriores, el director de la Oficina de Planeamiento y Pre-
supuesto y un miembro designado por el presidente de la 
República, quien preside el Consejo.

Su ubicación en la órbita de Presidencia busca respon-
der con eficacia al rol dual que ha comenzado a ocupar el 
país en materia de cooperación para el desarrollo. En este 
sentido, desde la Presidencia es posible contar tanto con 
una visión transversal de las políticas públicas como glo-
bal de las prioridades y capacidades nacionales. Asimis-
mo, le brinda un acceso privilegiado para la interlocución 
con otros ministerios y organismos estatales, con vistas a 
la efectiva alineación de la cooperación a las necesidades 
del país. A su vez, la composición tripartita del Consejo 
Directivo le permite una alineación permanente entre las 
prioridades de desarrollo, su planificación y presupuesto 
en el ámbito nacional y territorial, así como las orien-
taciones de política exterior para la configuración de la 
estrategia de css del país y su apoyo a través de la Canci-
llería y la red de embajadas y misiones de Uruguay en el 
exterior.

Con el objetivo de operacionalizar su mandato, la auci 
realizó un ejercicio de planificación estratégica que involu-
cró la definición de la misión y visión de la Agencia y de los 
valores que orientan su labor, así como la identificación del 
mapa de entidades de interés, los objetivos estratégicos, las 
propuestas de valor y los procesos internos y aprendizajes 
organizacionales que los posibilitan (ver gráfico 6).

Un análisis detallado de los resultados de este ejercicio 
excede el alcance de este libro. Sin embargo, a continua-
ción se presentan algunos de los principales aprendizajes y 
desarrollos, procesos internos, propuestas de valor y resul-
tados del trabajo de la auci.

 
¿Cómo se hace la cooperación en la auci?

El equipo de trabajo

El valor intangible de la cooperación uruguaya lo consti-
tuyen sus recursos humanos. El camino hacia la creación 
de la auci implicó la capacitación y actualización de cono-
cimientos del personal del Departamento de Cooperación 
Internacional de opp, así como la incorporación de personal 

Cuadro 9. Los diez principales 
roles de la auci

1.	A lineación de la cooperación internacio‑

nal al desarrollo (ci) con las prioridades 

nacionales de desarrollo.

2.	C oordinación de la ci: cooperantes, insti‑

tuciones, temas y territorio.

3.	A poyo a la formulación de las interven‑

ciones de cooperación.

4.	 Monitoreo, seguimiento y evaluación de 

la ci.

5.	R egistro, sistematización y publicación 

de datos de ci.

6.	P articipación en foros internacionales de 

debate y negociación de la ci.

7.	 Generación de conocimiento y fortaleci‑

miento de capacidades para el diseño y 

la gestión de la ci.

8.	A rticulación de la oferta, demanda y pro‑

gramas de css y triangular.

9.	D ifusión de becas de formación del sec‑

tor público.

10.	Canalización de donaciones en especie 

del exterior.

Fuente: auci.
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con calificación específica en la materia, en los ejes transversales y los principa-
les sectores de la cooperación internacional.

Para la incorporación de especialistas se buscó un perfil de profesionales con 
formación de posgrado y maestría en temas relevantes, con estudios en institu-
ciones académicas prestigiosas nacionales e internacionales y compromiso con 
la mejora de la institucionalidad y de la gestión de la cooperación en el Uruguay.

De esta forma, se diversificaron los perfiles profesionales y se ampliaron las 
áreas de conocimiento de la Agencia, con el objetivo de dotarla de capacidades 
técnicas específicas en diferentes temas, fuentes e instrumentos, en un contexto 
pautado por la complejización de los desafíos del desarrollo sustentable, a fin de 
lograr una interacción provechosa con interlocutores de los sectores prioritarios 
para las políticas públicas del país.

Actualmente, la auci cuenta con especialistas en temas transversales como 
género, derechos humanos e integración regional, y sectoriales como políticas 
sociales, políticas productivas, medio ambiente y energía. Asimismo, existe una 
unidad de css y triangular, un área de formación de capital humano y becas, 
un área administrativo-contable para la gestión y administración de proyectos 
de cooperación internacional, un área de gestión de conocimiento, un área de 
información y un área de comunicación.

Coordinación interna

Para optimizar su rol coordinador de la cooperación internacional del país, la auci 
trabaja simultáneamente en dos modalidades: por fuente/cooperante y por secto-
res/áreas del desarrollo. Ello le permite una mejor alineación de los proyectos de 

Gráfico 7. Organigrama de la auci

Fuente: auci.
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cooperación a las prioridades y políticas nacionales y sectoriales, así como impul-
sar la estrategia de css, asentada en capacidades sectoriales y transversales del país.

Con la creación de la auci se buscó romper la concepción clásica del funciona-
miento de una institución de cooperación pensada únicamente en función de los 
cooperantes. Para ello, se sumó al equipo de trabajo la figura de los sectorialistas. 
El técnico sectorialista tiene como principal función la negociación técnica, 
la coordinación, la articulación, el seguimiento y monitoreo de iniciativas de 
cooperación de su sector de especialidad con el organismo nacional que está a 
su cargo, a los efectos de contribuir a una adecuada articulación entre los socios 
cooperantes en esas áreas y los beneficiarios de la cooperación.

Este responsable sectorial es el interlocutor con las contrapartes de gobierno, 
con mandato en los temas de su competencia, a través de las respectivas uni-
dades de cooperación y direcciones técnicas, tanto para recibir las demandas de 
cooperación como para apoyar en la resolución de problemas en la gestión de los 
proyectos o cuando existen oportunidades de cooperación. Asimismo, los secto-
rialistas asesoran a la Dirección de la auci, proporcionándole una visión global 
de la cooperación específica del sector que les compete para el direccionamiento 
de los recursos e iniciativas en el ámbito nacional y el impulso de iniciativas 
de css del país en los sectores con capacidad para ello. Estos técnicos realizan 
el seguimiento de todos los proyectos en estrecha coordinación con los técnicos 
responsables de las fuentes.

Por su parte, el técnico responsable de fuentes/cooperantes asesora técnica-
mente en la negociación, la elaboración y el acuerdo de los documentos pro-
gramáticos y de los marcos de asociación con el socio cooperante que está a su 
cargo. Asimismo, cumple la labor de facilitar la coordinación, la articulación, 
el seguimiento y monitoreo y la evaluación de las intervenciones e iniciativas 
de cooperación con el socio cooperante o fuente bajo su responsabilidad. Estos 
técnicos conocen los diversos mecanismos e instrumentos de cooperación de la 
respectiva fuente y apoyan a las contrapartes nacionales en lo que respecta a los 
mandatos, funciones, roles y procedimientos del socio cooperante.

La auci procura tener una visión sistémica de la cooperación, por lo que 
sectorialistas y responsables de fuentes trabajan de forma conjunta. En este sen-
tido, redactaron un protocolo con pautas de interacción orientado a alinear las 
capacidades del personal con la misión, la visión y la estrategia de la auci, para 
de esta forma facilitar la labor diaria, la interacción, optimizar el rendimiento, 
fortalecer las capacidades y favorecer el desarrollo de las personas. Si bien el 
protocolo es una guía para la interacción, ambos roles son dinámicos, ya que la 
cooperación cambia velozmente. Lo más importante es el trabajo en equipo, de 
manera que también la modalidad y la impronta de las personas que trabajan 
hacen a la construcción del rol.

Contar con estos conocimientos específicos y consolidar esta modalidad de 
trabajo dentro de la agencia ha permitido que la auci se posicione de manera 
más sólida a la hora de negociar y coordinar la cooperación, brindando apoyo 
técnico a las contrapartes nacionales para la formulación e implementación de 
las intervenciones de cooperación al desarrollo, así como para promover el for-
talecimiento de capacidades de la cooperación internacional.
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Gestión de conocimiento

Uno de los pilares de la reforma institucional hacia la creación de la auci ha sido 
la “gestión del conocimiento” sobre cooperación internacional para trazar la hoja 
de ruta y sentar las bases de la política pública.

La gestión del conocimiento es una actividad estratégica de soporte que invo-
lucra transversalmente a toda la auci, dado que sucede a nivel de los técnicos 
individualmente, de los equipos de trabajo y de la organización en su conjunto. 
Posee asimismo una dimensión interorganizacional, que se materializa en las 
actividades de fortalecimiento del snci, y una dimensión internacional en tanto la 
auci intercambia conocimiento con otros organismos de cooperación en el sur. 
En vista de que esta disciplina apunta a la mejora de la eficacia, a la resolución de 
problemas y a la innovación, aspira a constituirse como una propuesta de valor 
para toda la cadena de cooperación del país.

Una de las primeras acciones de gestión de conocimiento fue la construcción 
de una biblioteca virtual de cooperación internacional para el desarrollo. Ello 
tuvo como objetivo principal instruirse sobre el estado del arte del conocimiento 
sobre cooperación internacional y generar insumos para la política pública. A 
través de la recopilación, la sistematización y el registro de citas y referencias 
bibliográficas, la biblioteca cuenta actualmente con más de 900 publicaciones 
académicas, literatura especializada, presentaciones internas y externas, así como 
normativa internacional sobre cooperación y desarrollo. Este acervo facilitó en 
primer lugar el diseño de una hoja de ruta para llevar adelante el proceso de re-
forma institucional en Uruguay. En segundo lugar, la elaboración de documentos 
de trabajo —de autoría propia y de expertos invitados— que contribuyen a la 
reflexión sobre temas relativos a las principales discusiones y negociaciones de la 
cooperación al desarrollo (véase la lista en el cuadro “Publicaciones de la auci”). 
Estos documentos se difundieron entre los actores nacionales y regionales de la 
cooperación al desarrollo y se encuentran disponibles en el sitio web de la auci.

Ello ha permitido también la realización de una serie de instancias de socia-
lización y actualización de conocimiento con el equipo de trabajo de la auci. 
Paralelamente, la incorporación de personal profesional con diversas especia-
lizaciones en desarrollo propició nuevas instancias de capacitación y actualiza-
ción dentro de la organización. Desde el año 2010 se han realizado más de 60 
actividades de formación, algunas internas, que involucraban a todo el personal, 
y otras instancias externas, lo que equivale a más de 880 horas de capacitación.

Otra línea de gestión de conocimiento en la organización es la documentación 
de algunos procesos claves, como la coordinación entre la auci y la Cancillería, la 
relación entre sectorialistas y responsables de fuentes de cooperación en la auci, 
y la metodología para el registro y la sistematización de datos de cooperación 
internacional, entre otros.

En el plano interorganizacional, desde su creación hasta la fecha, la auci ha 
organizado cinco seminarios y talleres internacionales sobre cooperación al de-
sarrollo. Estas iniciativas apuntaron, por un lado, a socializar el conocimiento 
sobre la materia entre los actores del snci y, por otro, a articular posiciones re-
gionales sobre temas de interés similar, como la cooperación para países de de-

Continúa en página 106
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Publicaciones de la auci*

de Uruguay en la reunión y aporta una tabla com‑
parativa de la evolución del tratamiento de los dis‑
tintos temas abordados en las reuniones de París, 
Accra y Busan.

•  auci, 2013. Nuevos desafíos, nueva instituciona-
lidad: Primera Etapa de la creación de la Agencia 
Uruguaya de Cooperación Internacional, Temas de 
Cooperación n.o 3, Montevideo

Resumen: Este trabajo presenta las principales 
líneas de la reforma institucional de la cooperación 
al desarrollo en Uruguay que dio origen a la crea‑
ción de la Agencia Uruguaya de Cooperación Inter‑
nacional en 2010. Se analizan el contexto nacional 
y el internacional que propiciaron la reforma insti‑
tucional y se recogen los principales aprendizajes, 
de manera que la experiencia de Uruguay pueda 
ser útil a otros países que se encuentren transitan‑
do un camino similar.

•  auci, 2013. Coherencia de políticas y acción colec-
tiva. El problema del desarrollo en un mundo glo-
balizado, Temas de Cooperación n.o 4, Montevideo.

Resumen: Este documento es un extracto de la 
tesis doctoral de Natalia Millán por la Universidad 
Complutense de Madrid. La obra redimensiona y 
ubica el rol de la Ayuda Oficial al Desarrollo (aod) 
en el contexto más amplio del resto de las políticas 
nacionales e internacionales que impactan sobre el 
desarrollo y reflexiona sobre el rol de los sistemas 

Serie Temas de Cooperación

•  auci, 2011. Los países latinoamericanos en el es-
cenario de la cooperación internacional, Temas de 
Cooperación n.o 1, Montevideo.

Resumen: Este documento sistematiza los de‑
bates mantenidos en ocasión del seminario regio‑
nal “Los países latinoamericanos en el escenario 
de la cooperación internacional”, organizado por la 
auci en agosto de 2011 en Montevideo. El evento 
contó con el aporte de más de 30 policy makers y 
expertos de 12 países que abordaron temas de rele‑
vancia para la región —como la clasificación de ren-
ta media, la coherencia de políticas de desarrollo, la 
cooperación sur-sur y triangular— y analizaron los 
posibles aportes de los países latinoamericanos al 
proceso de reforma de la gobernanza global de la 
cooperación al desarrollo.

•  auci, 2013. De la eficacia de la ayuda a la efica-
cia de la cooperación al desarrollo: Analizando los 
resultados del Cuarto foro de alto nivel de Busan, 
Temas de Cooperación n.o 2, Montevideo.

Resumen: El documento analiza el alcance de 
los resultados del IV Foro de Alto Nivel celebrado 
en Corea del Sur en 2011, que es uno de los princi‑
pales hitos del debate de la reforma de la eficacia 
de la ayuda, ya que sienta las bases para la creación 
de la Alianza Global para la Efectiva Cooperación al 
Desarrollo. El documento describe la participación 
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de cooperación desde un abordaje cosmopolita. 
Este trabajo plantea que, en un mundo profunda‑
mente interdependiente, la aod no bastará para 
luchar contra la pobreza, alcanzar los odm y promo‑
ver el desarrollo global, sostenible y equitativo en‑
tre los pueblos. Por tanto, la coherencia de políti‑
cas y la acción colectiva orientada al desarrollo son 
necesarias para encontrar soluciones eficientes a 
largo plazo, tanto a escala nacional como global.

•  auci, 2014. La cadena de valor de la cooperación 
internacional al desarrollo en Uruguay, Temas de 
Cooperación n.o 5, Montevideo.

Resumen: Este documento de trabajo sintetiza 
el ejercicio realizado por la auci de estudiar la ca‑
dena de valor de la cooperación internacional del 
Uruguay desde una óptica sistémica, con el ob‑
jetivo de transformar la política y la gestión de la 
cooperación internacional en función del nuevo rol 
dual del país como socio y proveedor de coopera‑
ción al desarrollo. Este ejercicio permitió identificar 
los eslabones de la cooperación internacional, las 
actividades y resultados (productos) de cada uno 
de ellos, los roles e interacciones (tipos de encade‑
namientos) existentes entre los actores del siste‑
ma nacional de cooperación, así como el valor que 
aportan a la cooperación al desarrollo.

•  auci, 2013. Capacidades uruguayas para la coo-
peración sur-sur, Montevideo.

•  auci, 2014. Uruguayan capacities for south-
south cooperation, Montevideo.

Resumen: La publicación, en su versión en espa‑
ñol y en inglés, es producto del relevamiento y la 
sistematización de capacidades nacionales realiza‑
do por la auci, a partir de los cuales se identificaron 
cuatro áreas estratégicas en las que Uruguay ha 
logrado desarrollar conocimientos para compartir 
iniciativas de cooperación sur-sur.

Briefing Papers

•  auci, 2013. Hacia la agenda de desarrollo 
post‑2015: Explorando visiones desde América La-
tina, Briefing Paper n.o 1, Montevideo.

Resumen: Este paper propone algunos elemen‑
tos para la discusión de la agenda post‑2015 que 
pueden ser comunes a los intereses y necesidades 
de la región latinoamericana. Los aportes surgen 
del ejercicio de consulta nacional realizado en Uru‑
guay a principios de 2013.

Estados de situación de la cooperación en 
Uruguay

Cada año la auci produce una serie de informes ge‑
nerales y sectoriales que analizan el estado de si‑
tuación de la cooperación internacional que el país 
recibe y brinda.

•  auci, 2012. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay, n.o 1, 2011-2012, Monte‑
video.

•  auci, 2012. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay. Área social, derechos hu-
manos y acceso a la justicia, n.o 1, 2011-2012, Mon‑
tevideo.

•  auci, 2012. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay. Medio Ambiente y Ener-
gía, n.o 1, 2011-2012, Montevideo.

•  auci, 2013. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay 2013, Montevideo.

•  auci, 2013. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay. Área social, derechos hu-
manos y acceso a la justicia 2013, Montevideo.

•  auci, 2013. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay. Área Medio Ambiente, 
Agua y Energía, Montevideo.

•  auci, 2013. Estado de situación de la cooperación 
internacional en Uruguay. Área Gobernabilidad, 
Montevideo.

* Todas ellas se encuentran disponibles en el sitio web ‹www.auci.gub.uy›. 
 
Fuente: auci. 
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El reto de gestionar el conocimiento 
en las agencias de cooperación 
internacional. Reflexiones desde la 
Cooperación Española

El conocimiento es un recurso clave para cualquier 
organización. Toda entidad, pública o privada, ge‑
nera gran cantidad de información, datos y saberes 
en el desarrollo de su quehacer y gracias a su propio 
funcionamiento. Estos conocimientos son impor‑
tantes en sí mismos, pero sobre todo desempeñan 
un papel fundamental por su rol en el fortaleci‑
miento y transformación institucional.

Ahora bien, pocas organizaciones aprovechan de 
una manera estratégica el conocimiento que gene‑
ran. Dicho de otra manera, una minoría tiene inte‑
riorizado este recurso de tal manera que podemos 
hablar de organizaciones que aprenden (learning 
organizations).

Este recurso es especialmente relevante en el 
ámbito de la cooperación internacional para el de‑
sarrollo.34 Aunque la cooperación moviliza grandes 
cantidades de recursos financieros, su contribución 
más importante es su capacidad de generar cam‑
bios socioeconómicos e institucionales, y eso de‑
pende principalmente de transmitir e intercambiar 
experiencias, saber-hacer, lecciones y destrezas 
técnicas. Es decir, las transformaciones profundas 
en sociedades no vienen tanto por la construcción 
de puentes, escuelas o pozos, sino por iniciativas 
que construyen capacidades locales sostenibles.

Dicho esto, para que el conocimiento sea una ver‑
dadera herramienta de trabajo de una organización 
de cooperación, debe figurar en el centro de sus es‑
trategias institucionales. No puede ser tratado sola‑
mente como una modalidad de cooperación (de cara 
al exterior), sino que debe orientar todo el funciona‑
miento y los procesos de esa entidad (internamen‑
te). Sin embargo, muchas agencias responsables de 
llevar a cabo las políticas de cooperación internacio‑

nal para el desarrollo no vinculan su praxis externa 
con sus procesos organizacionales. Un efecto es que 
gran parte del conocimiento generado se pierde, 
cuando lo ideal sería que se invirtiera en la mejora 
de la actuación institucional.

No es tan fácil lograr este grado de integrali‑
dad, como revela una evaluación reciente de una 
agencia líder en la cooperación, el Department for 
International Development (dfid) del Reino Unido, 
que concluyó que esta organización no aprende lo 
suficiente de su actividad.(1) El Banco Mundial lleva 
años intentando convertirse en un banco de cono-
cimientos, sin resultados convincentes.

En este contexto, la cooperación española de‑
cidió en su Plan Director 2013-2016(2) poner cada 
vez más énfasis en el conocimiento, lo que queda 
evidente cuando dice que hay que “transitar desde 
una cooperación intensiva en recursos [financie‑
ros] a otra más intensiva en conocimientos”. Habla 
también de incorporar “sistemas de gestión del 
conocimiento” como elemento fundamental para 
la mejora institucional. Con relación al apoyo a la 
cooperación sur-sur, se indica que la cooperación 
española debe potenciar su contribución al inter‑
cambio de conocimientos. El documento también 
reconoce que se trata de un desafío importante 
para los actores del sistema nacional. Diversos 
estudios y evaluaciones recientes dan fe de la li‑
mitada atención que se ha prestado en el sistema 
español hasta ahora.(3)

¿Qué se está haciendo en la Agencia Española 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(aecid), principalmente órgano ejecutor de la coo‑
peración española, para superar esta situación? 
En primer lugar, se ha situado el tema en un lugar 
central de su Plan Estratégico 2014-2017:(4) un re‑
sultado de gestión apunta a sentar las bases de un 
sistema de gestión del conocimiento.

En lo concreto, se trabaja en varias líneas. Una 
es generar conciencia en la organización de la im‑
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portancia del conocimiento, una tarea ingente de 
largo plazo en una entidad de más de 1100 profe‑
sionales. Para ello, la formación formal y no formal 
es esencial; un paso son los cursos en gestión del 
conocimiento que se empiezan a ofrecer. Por otro 
lado, en 2013 se aprovecharon los actos de conme‑
moración del 25 aniversario de creación de la Agen‑
cia para organizar una serie de seminarios/talleres 
cuyo objetivo principal era recoger experiencias y 
extraer lecciones de su trayectoria. Un ejemplo de 
ello fue el seminario Encuentro sobre el derecho a 
la educación y desarrollo, realizado en el Centro de 
Formación en Montevideo.(5)

La incorporación de un sistema de información 
integral es una pieza fundamental de este empeño 
para poder disponer de datos actualizados y fácil‑
mente accesibles en toda la organización. Esto va 
mano a mano con mejoras en la comunicación in‑
terna (intranet, uso más intensivo de redes socia‑
les). De cara al exterior, se ha iniciado un proceso 
de transformación de los centros de formación en 
América Latina que se espera consolidar mediante 
un centro virtual. También se busca potenciar este 
componente en instrumentos como la cooperación 
triangular.(6)

Otra línea es potenciar el trabajo horizontal, es‑
pecialmente mejorar los intercambios entre oficinas 
en el exterior para que se conozcan las experiencias 
—logros y fracasos— de unos y otros más amplia‑
mente. Para tal fin se creó recientemente la Red de 
Puntos Focales de Eficacia y Calidad, que comple‑
menta las ocho redes sectoriales que ya existían.

Ahora bien, la aecid se encuentra en una eta‑
pa inicial del largo camino para convertirse en un 
organismo en el que la gestión del conocimiento 
se hace de manera sistemática y se convierte en 
algo reconocido por otros actores y por sus socios. 
Hay que mantener y sin duda reforzar el impulso 
actual para que dé frutos sostenibles, y eso será 
un desafío en estos momentos de presupuestos 

restringidos. Por último, parece interesante explo‑
rar posibilidades de intensificar intercambios con 
agencias cooperantes de los países latinoamerica‑
nos —agci, auci, amexcid, etcétera— por las múl‑
tiples afinidades que comparten y por el potencial 
de construir una agenda de aprendizaje conjunta.

Christian Freres
 Experto en eficacia de la ayuda. Unidad de Planificación, 
Eficacia y Calidad de la Ayuda del Gabinete Técnico de la 

Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo (aecid de España).

1.	 Véase ‹http://icai.independent.gov.uk/2014/04/04/

icai-publishes-report-dfid-learns/›.

2.	 ‹http://www.cooperacionespanola.es/sites/default/files/

plan_director_cooperacion_espanola_2013-2016.pdf›.

3.	 Véase, por ejemplo, Iliana Olivie (coord.), Nunca desaprove-

ches una buena crisis: hacia una política pública española 

de desarrollo internacional, Madrid: Real Instituto Elcano, 

2011 ‹http://www.realinstitutoelcano.org/wps/wcm/con‑

nect/bd07c5004980c422bcb7bc9437ec6e7e/Informe_El‑

cano_13_cooperacion.pdf?MOD=AJPERES›.

4.	 Véase ‹http://www.aecid.es/ES/Paginas/Sala %20de %20

Prensa/Noticias/2014/2014_04/2014-04-23-plan-estra‑

tegico-agencia.aspx›.

5.	 Más información en ‹http://www.aecidcf.org.uy/index.php/

novedades/36/327-tiempos-de-balance-la-cooperacion-es‑

panola-evalua-en-montevideo-sus-25-anos-de-traba‑

jo-en-educacion-en-iberoamerica›.

6.	A l respecto véase C. Freres, El intercambio de conoci-

mientos en la cooperación triangular en América Latina y 

el Caribe, Bogotá: cepei, 2013, ‹https://www.academia.

edu/3598254/El_Intercambio_de_Conocimientos_en_la_

Cooperacion_Triangular_en_America_Latina_y_el_Caribe›.
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sarrollo intermedio, los principios, características y el rol de la css, los desafíos 
institucionales para las agencias latinoamericanas de cooperación internacio-
nal, así como la agenda global del desarrollo y su gobernanza. Paralelamente, 
todos los años se realizan distintas actividades tendientes al fortalecimiento del 
snci, que se detallan en la sección siguiente.

Por su parte, la estrategia de css implicó tareas de gestión de conocimiento. 
En primer lugar, la auci emprendió un relevamiento de las áreas, políticas pú-
blicas y capacidades de desarrollo de Uruguay, que dio origen al documento de 
capacidades para la css que orienta dicha estrategia. Asimismo, se elaboró un 
instructivo que acompaña este documento, dirigido a las embajadas y misiones 
de Uruguay en el exterior, para orientar su utilización. Finalmente, desde la 
auci se organizó el lanzamiento oficial de la estrategia de css y la presentación 
del documento de capacidades del Uruguay para la css, como parte de un pro-
ceso de visibilización y sensibilización sobre la css en Uruguay.

Finalmente, en las últimas décadas, el conocimiento también ha emergido 
como un componente esencial de la cooperación al desarrollo, junto con la 
cooperación financiera y técnica. El intercambio de conocimientos (knowledge 
sharing) comporta un aprendizaje entre pares que resulta de la exploración de 
nuevas ideas, experiencias y abordajes. En el marco del proceso de transfor-
mación del rol de los países latinoamericanos en la cooperación al desarrollo, 
la auci ha realizado una serie de intercambios de conocimiento con otras en-

Desarrollo 
y cooperación internacional (27%)

Apoyo para la gestión 
operativa (18%) Otros (19%)

Gobernabilidad 
 y políticas públicas (14%)

Cultura (6%)

Protección social 
y género (11%)

Medio 
ambiente (5%)

Gráfico 8. Áreas de capacitación 2010-2014

Fuente: auci.
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tidades de cooperación de la región que solicitaron conocer la experiencia de 
transformación institucional de Uruguay, así como la experiencia de Uruguay 
en el proceso de Unidos en la Acción de las Naciones Unidas.

Articulación y fortalecimiento del sistema nacional de cooperación 
internacional

La gobernanza de la cooperación internacional comprende a distintos actores 
nacionales y subnacionales, además de agentes no estatales que operan en el país, 
que conforman el snci. Como puede observarse en el gráfico 9, el snci de Uru-
guay abarca los siguientes actores dentro del Estado: Presidencia de la República, 
Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional (auci), Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Ministerio de Economía y Finanzas, por sus roles diferenciados en 
relación con la definición de las políticas de desarrollo del país, la cooperación 
internacional, la política exterior y su vinculación con las instituciones finan-
cieras internacionales (ifi).

También integran el snci los actores no estatales, que incluyen organizaciones 
no gubernamentales (ong), sindicatos, academia y sector privado (cámaras em-
presariales, asociaciones, etcétera) del país que reciben u ofrecen cooperación. 

Fuente: auci (2014).

Gráfico 9. Los actores de la política de cooperación de Uruguay
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Del mismo modo, las contrapartes nacionales refieren a los organismos nacio-
nales que son beneficiarios y/o ejecutan las iniciativas de cooperación. Por otra 
parte, integran el snci los cooperantes, ya sean multilaterales (entre los cuales 
se incluyen los organismos multilaterales y fondos globales) o bilaterales (países 
que cooperan con Uruguay o aquellos socios de css y triangular).

Asimismo, forman parte del snci los organismos públicos administradores 
o de contralor, como el Tribunal de Cuentas, la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, la Organización Nacional de Servicio Civil, la Dirección General 
Impositiva, la Auditoría Interna de la Nación y el Banco Central del Uruguay, 
entre otros que participan en los distintos procedimientos administrativos o de 
contralor a lo largo del proceso de implementación, gestión y administración de 
iniciativas de cooperación. El Parlamento también realiza una tarea de contra-
lor, en lo que refiere a pedidos de informe y aprobación de los presupuestos de 
funcionamiento de la auci.

La importancia de la coordinación  
del mvotma-auci

La creación de la auci en 2010, así como su pos‑
terior desarrollo institucional, conforma un ámbito 
de singular importancia para Uruguay, y en particu‑
lar para instituciones como el Ministerio de Vivien‑
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(mvotma) y, dentro de él, la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente (dinama), que trabajan en temas 
emergentes en la agenda pública nacional e inter‑
nacional. La cooperación internacional manejada 
adecuadamente constituye un respaldo así como 
un agente dinamizador de las políticas públicas 
que se llevan adelante.

En 2011 me encontraba participando en una  
reunión de la Convención sobre la Diversidad Bioló‑
gica de Naciones Unidas cuando recibí la invitación 
al evento de constitución de auci; justamente las 
deliberaciones de la reunión versaban sobre temas 
de cooperación y fue una gran alegría ver que en 
Uruguay se constituía la auci. En nuestra área de 
trabajo de dinama, relacionada con la conservación 
de la biodiversidad y las áreas protegidas, visuali‑
zamos en ese momento una serie de actividades 
de cooperación multilateral y bilateral, y contacta‑
mos con auci, de la que obtuvimos una respuesta 
seria, rápida y concreta a nuestros requerimientos.

El apoyo de auci hizo posible la participación 
de Uruguay en el taller binacional Biodiversidad y 
áreas protegidas de Santiago de Chile (2011). Otro 
hito importante fue el proyecto de cooperación bi‑
lateral entre el Sistema Nacional de Áreas Protegi‑
das de Uruguay (dinama, mvotma) y los Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, que contó con 
una primera fase (2011-2013) de “Fortalecimiento 
de capacidades institucionales para el manejo y 
administración de sistemas nacionales de parques 
nacionales naturales y otras aéreas naturales pro‑
tegidas de Uruguay”, ejecutado con importantes 
resultados, para proseguir en una segunda fase 
(2014-2015) de apoyo a “Acciones estratégicas para 
la gestión y planificación integral de los sistemas 
de áreas protegidas de Uruguay y Colombia”. En 
este caso el intercambio de personal técnico así 
como la asistencia técnica enfocaron varios niveles 
de la gestión, y el papel de auci resultó crucial para 
el apoyo financiero de la parte uruguaya.

Ambos fueron ejemplos de cooperación sur-sur, 
lo que se encuadra en las recomendaciones de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre la Diver‑
sidad Biológica, que alienta a las partes, otros go‑
biernos, organizaciones pertinentes y otros intere‑
sados directos a aplicar el plan de acción plurianual 
para la cooperación sur-sur en materia de diversi‑
dad biológica para el desarrollo en el contexto de 



La cooperación internacional para el desarrollo del sur	 | 109

En el snci, la auci desempeña un papel articulador, liderando la coordinación 
entre organismos públicos nacionales y cooperantes para facilitar el trabajo in-
terinstitucional desde el Estado, potenciar complementariedades y hacer valer 
las ventajas comparativas de cada cooperante en los programas y proyectos de 
cooperación internacional que el país recibe. La clave para la construcción del 
sistema está en la generación de información y conocimiento, su fluidez y los 
procesos comunicativos de adaptación constante.

Una de las líneas de trabajo de la auci es el fortalecimiento de capacidades del 
snci. En este sentido, la auci lleva adelante una serie de acciones tendentes a la 
cohesión, el fortalecimiento y la articulación del sistema nacional de coopera-
ción. En primer lugar, ha promovido el establecimiento de canales instituciona-
les permanentes con el resto de los organismos nacionales, a través de la iden-
tificación o designación de un punto focal (nexo) en cooperación internacional 
o asuntos internacionales en dichos organismos, para poder facilitar el diálogo y 

las prioridades, capacidades y necesidades nacio‑
nales que se hayan determinado.

A su vez, la citada Convención deja claro que, 
con la influencia cada vez mayor de las economías 
emergentes, la cooperación sur-sur complementa 
de muchas maneras los intercambios norte-sur 
con un eficiente uso de recursos. Muchos organis‑
mos, tales como el Fondo para el Medio Ambien‑
te Mundial (fmam), fomentan regularmente la 
cooperación triangular. En términos de inversión 
financiera y frecuencia, no obstante, resulta claro 
que la cooperación sur-sur y la cooperación trian‑
gular son todavía una excepción más que una regla 
en el Convenio sobre la Diversidad Biológica. Por 
consiguiente, aumentar y mejorar la cooperación 
sur-sur y triangular es un elemento crítico para el 
éxito del Plan Estratégico para la Diversidad Bioló‑
gica 2011‑2020.

Las actividades de auci y mvotma contribuyen 
entonces al cumplimiento de los compromisos 
internacionales del Uruguay en materia de medio 
ambiente, así como también posicionan al país en 
su imagen de seriedad y confiabilidad en esta ma‑
teria.

La participación de auci a la hora de firmar los 
acuerdos con la cooperación del Fondo Mundial 
para el Medio Ambiente u otras financiaciones 
bilaterales a través de agencias como pnud, etcé‑

tera, es de gran importancia. En estos casos con‑
tribuye, con los Ministerios, a poner en contexto 
de las diversas políticas públicas los acuerdos, en 
nuestro caso ambientales, para la implementación 
de los proyectos que de las citadas cooperaciones 
se desarrollan. Como ejemplo citaremos el proyec‑
to de actualización de la Estrategia Nacional de 
Conservación y uso sostenible de la Biodiversidad, 
que, con apoyo del Fondo Mundial para el Medio 
Ambiente con el pnud, viene llevando adelante el 
mvotma.

Otro ejemplo para resaltar fue el aporte finan‑
ciero de auci al VI Congreso Nacional de Áreas 
Protegidas y 7.o Encuentro Nacional de Turismo en 
Espacios Rurales y Naturales (turap) en 2013, que 
permitió la participación de funcionarios de siste‑
mas de áreas protegidas de la región (Perú, México 
y Venezuela) en las presentaciones centrales del 
mencionado evento, así como su contribución en 
los talleres.

Por Víctor Cantón
Director de la División Biodiversidad, Dirección Nacional de 
Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 

Territorial y Medio Ambiente de Uruguay.



110 | 	

la articulación de la oferta con la demanda de cooperación. El nexo ejerce un rol 
muy importante en el sistema, ya que es el que conoce las necesidades y priori-
dades sectoriales en materia de cooperación, identifica las experiencias exitosas 
y los referentes técnicos de su sector para brindar css y apoya el registro de la 
información de la cooperación en su organismo. La auci, en su rol coordinador 
de la cooperación internacional del país, es la encargada de articular con los 
nexos de cooperación internacional sobre estas cuestiones.

Asimismo, desde la creación de la auci se han realizado diversas actividades 
destinadas al fortalecimiento de capacidades para la cooperación, en especial de 
los organismos de la administración pública. En este marco, se han organizado 
actividades puntuales con los actores del snci, como seminarios internacionales y 
mesas sectoriales de coordinación de cooperantes. Cada año se realizan una serie 
de talleres de trabajo con las contrapartes nacionales. Estos suponen tanto la 
puesta a punto de los diversos mecanismos de coordinación como la nivelación 
de conocimientos sobre cooperación y buenas prácticas en materia de gestión de 
la cooperación y la definición de procedimientos de trabajo conjunto.

Anualmente se convoca desde la auci, en distintas instancias, a los actores 
del snci para la presentación de los datos actualizados de cooperación, tanto 
generales como sectoriales. Estas instancias sirven para detectar oportunidades 
de mejora y necesidades de capacitación, que retroalimentan la tarea de fortale-
cimiento que lleva a cabo la auci.

Una mención particular merece la coordinación entre la auci y mrree. Para 
generar sinergias entre las competencias y los saberes específicos de cada uno se 
institucionalizaron algunos mecanismos de trabajo. Actualmente, la coordina-
ción interinstitucional se realiza en varios niveles. Por un lado, el ministro de 
Relaciones Exteriores integra el Consejo Directivo de la auci, que es el órgano 
estratégico que define y planifica la política de cooperación internacional de 
Uruguay.

Por otra parte, la coordinación del día a día entre ambas instituciones se 
establece entre el la Dirección Ejecutiva de la auci y el mrree. A partir de la 
creación de la auci, para su ejecución operativa, se definió el nombramiento 
de un funcionario de enlace entre ambas instituciones. El enlace representa al 
mrree en la auci —en un régimen de asistencia periódica a las instalaciones 
de la Agencia—, informa y coordina con la auci el calendario de reuniones 
políticas y de comisiones mixtas con componente de cooperación. En materia 
de la estrategia de css, asiste a la Unidad de Cooperación Sur-Sur de la auci, 
señalando las prioridades de política exterior del país que orientan el trabajo 
de esta unidad. En lo que refiere al papel internacional del país en materia de 
cooperación internacional, coordina con la auci y las direcciones pertinentes 
mrree el posicionamiento en los distintos foros regionales y globales. Asimismo, 
canaliza las consultas jurídicas sobre acuerdos interinstitucionales o acuerdos 
marco de cooperación internacional surgidos a partir de iniciativas entre la auci 
y otras agencias cooperantes o de cooperación de la región. El enlace también es 
el encargado de vehiculizar la comunicación de la auci a las misiones y embaja-
das de Uruguay en el exterior, entre otras acciones que demanden coordinación 
interinstitucional entre ambos organismos.
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Reforma de la salud: una oportunidad 
para la cooperación internacional

La puesta en marcha desde 2007 de una profun‑
da reforma de la salud en el Uruguay, basada en 
cambios en los modelos de atención, gestión y 
financiamiento, trajo consigo una resignificación 
muy importante del rol del Ministerio de Salud Pú‑
blica (msp) como rector del Sistema y garante del 
derecho a la salud de los uruguayos y uruguayas. 
En esa redefinición, la identificación de los nuevos 
desafíos sanitarios globales y transfronterizos, 
producto de la globalización, ha despertado una 
definición clave para el futuro de las políticas de 
salud y de la cooperación internacional en nuestro 
país: la necesidad de abordar estos desafíos desde 
una perspectiva integral e integrada.

Desde una perspectiva integral, desarrollando 
un sistema de salud que promueve el acceso uni‑
versal y la equidad; desde una perspectiva inte‑
grada, incorporando los principios, orientaciones y 
desafíos de nuestro Sistema de Salud en el debate 
de la agenda de salud global, volviéndolo actor fun‑
damental de los procesos de integración regionales 
en materia de salud y, sobre todo, recaracterizando 
la cooperación internacional en salud.

La consolidación durante este período del De‑
partamento de Relaciones Internacionales del msp, 
como una nueva institucionalidad responsable de 
asesorar y materializar las políticas de relaciones 
exteriores del Gobierno en el contexto de las prio‑
ridades de política del sector salud, ha sido funda‑
mental para definir y canalizar una nueva agenda de 
cooperación internacional con tres características 
principales: cooperación focalizada en los cambios 
de los modelos de atención y gestión de la salud en 
Uruguay; cooperación ejecutada interinstitucional‑
mente; cooperación técnica sur-sur prestada desde 
la experiencia de la reforma de salud.

Esta apuesta del msp encontró su lugar en me‑
dio de novedosos procesos que vivía la coopera‑
ción internacional en nuestro país y en la región. 
La creación de la auci, del Fondo de Cooperación, 
y el abordaje priorizado de la cooperación sur-sur, 

así como el acuerdo entre los ministros y ministras 
de Salud de la unasur en una hoja de ruta para 
la cooperación internacional en materia de salud.35

En sintonía con estas tres características de la 
nueva agenda de cooperación internacional en sa‑
lud, la auci ha sido dinamizador constante y co‑
rresponsable de los resultados obtenidos. Espacios 
y metodologías ordenadas de definición de oferta 
y demanda conjuntamente con los Estados de la 
región, herramientas de sistematización y análisis 
de la cooperación internacional, interlocución cons‑
tante y facilitación de los diálogos intersectoriales 
que han hecho más eficiente la cooperación, y la 
acertada apuesta a la cooperación sur-sur.

La breve experiencia de la reforma ha desper‑
tado la atención de la región y solicitudes de in‑
tercambio técnico en vista de sus comprobados 
resultados sanitarios: reducción de la mortalidad 
materna, reducción de la mortalidad infantil, re‑
ducción de la prevalencia del consumo de tabaco, 
mejora comprobada de la equidad del Sistema.

Y tenemos hoy el privilegio de compartir las es‑
trategias asumidas que son modelo para la región: 
políticas y servicios de donación y trasplante; bue‑
nas prácticas de alimentación; políticas en salud 
sexual y reproductiva; proceso de la reforma y dise‑
ño del snis; políticas de control de tabaco, que se 
ha materializado recientemente en la creación del 
Centro de Cooperación Internacional de Control de 
Tabaco, centro acreditado por la oms en la región 
que sin duda se convertirá en instrumento funda‑
mental para redoblar los esfuerzos de cooperación 
sur-sur en esta materia.

Nuestro Ministerio de Salud Pública ha asumido 
su responsabilidad con la región priorizando la es‑
trategia de cooperación sur-sur, y es muy conscien‑
te de cuánto ha significado el apoyo de la auci en 
la tarea de asumir los desafíos globales de forma 
integral e integrada con el mundo.

Por Andrés Coitiño
Director de Relaciones Internacionales del Ministerio de 

Salud Pública de Uruguay.
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Por último, desde 2011, la auci participa en la delegación de Uruguay ante el 
Grupo de Cooperación Internacional (gci) del mercosur, apoyando al mrree desde 
el punto de vista técnico. El gci es el órgano encargado de asesorar y coordinar 
en materia de cooperación técnica a los órganos de la estructura institucional 
del mercosur.

Administración de fondos

La administración de los fondos de cooperación se plantea como un tema en 
constante debate para las agencias de cooperación en general y también para la 
auci. Dados los distintos mecanismos e instrumentos de cooperación y el rol dual 
del país en la materia, se hace necesario crear una estructura administrativa y 
unos mecanismos de gestión de los fondos que se ajusten a un escenario cam-
biante de la cooperación al desarrollo.

Desde el comienzo de la reforma institucional se discutió acerca de la oportuni-
dad y conveniencia de que la administración de fondos estuviera directamente en 
manos de la Agencia, y de los desafíos que ello representaría en cuanto a dotación 
de recursos humanos y materiales. Una evaluación cuidadosa de las ventajas y 
desventajas de administrar recursos de cooperación directamente llevó a la con-
clusión de que, en las circunstancias actuales, las negociaciones y gestiones que 
estas tareas suponen terminarían consumiendo los esfuerzos de gran parte del 
personal y la dirección, desviando el foco central de la gestión de la cooperación.

Por otra parte, para mejorar la eficacia de la aod, a nivel internacional se pro-
mueve que los fondos de cooperación sean administrados por sistemas nacionales 
de gestión de las finanzas ágiles, seguros y transparentes, así como procedimientos 
de compras públicas adaptados a los estándares internacionales. Sin embargo, el uso 
de los sistemas nacionales no es sencillo, y así ha sido constatado en el ámbito in-
ternacional,36  ya que implica, en muchos casos, reformar la gestión de las finanzas 
públicas y dotarla de una estructura de administración para fondos de cooperación 
que tienen una duración acotada y que requieren una gestión ágil a fin de respon-
der a los plazos acordados para llevar adelante las intervenciones. Además, esta 
estructura debe responder con eficacia a una complejidad administrativa crecien-
te, dado que se incrementan los proyectos de varios países u organizaciones que 
cuentan con sus mecanismos y procedimientos singulares de rendición de cuentas.

En el caso de la auci, durante los primeros años no fue posible contar inter-
namente con toda esa administración, por lo que se optó por transferir parte de 
los fondos hacia la Corporación Nacional para el Desarrollo (cnd), una entidad 
pública de derecho privado con competencias para la administración de fondos. 
Esta decisión tuvo sus ventajas e inconvenientes, dado que ha sido un proceso 
de aprendizaje conjunto.

Luego de estos años de experiencia y aprendizajes, la próxima administración 
deberá abordar este tema. Una opción que parece efectiva sería contar con un 
actor externo, una figura pública no estatal vinculada a la Presidencia de la Re-
pública que administre los fondos. Se debería desarrollar un andamiaje jurídico 
lo suficientemente flexible para que esta entidad pueda adaptarse a las diferentes 
realidades y que, además, pueda desarrollar una experiencia y un conocimiento 
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específico sobre administración de fondos de cooperación. El buen funciona-
miento del área administrativa es clave para mantener tanto los altos niveles de 
ejecución de los proyectos de cooperación que el país recibe como la paleta de 
proyectos de cooperación sur-sur que Uruguay comienza a brindar.

Becas para la formación de capital humano

El activo más importante que tiene cualquier organización está formado por 
las personas que trabajan en ella, por lo cual su formación y desarrollo es vital 
para el logro de los objetivos deseados. En un mundo crecientemente dinámico y 
complejo, los países tienen necesidad de formar personas capaces de anticipar y 
enfrentar los desafíos y oportunidades que se presentan.

La formación y especialización favorecen y acompañan la evolución de las 
profesiones y del contenido de los puestos de trabajo y, por tanto, la mejora de las 
competencias y cualificaciones indispensables para fortalecer la situación com-
petitiva de las organizaciones y su personal. Asimismo, promueven la movilidad 
social en la medida en que los trabajadores pueden mejorar sus competencias 
y su situación laboral. Por último, cumplen una función preventiva, por cuanto 
permiten anticipar las consecuencias negativas de reestructuraciones económi-
cas o tecnológicas y superar las dificultades que eventualmente afronten los 
diferentes sectores y las organizaciones ante los nuevos escenarios.

La formación debe ser entendida como una ventaja competitiva que permite 
disponer de buenos profesionales tanto en el ámbito público como privado. En 
vista de ello, la formación de capital humano es una de las mejores inversiones 
que se pueden hacer desde el punto de vista del desarrollo y del crecimiento. 
Hoy en día, nadie pone en tela de juicio que tener gente capacitada es una de las 
mejores defensas frente a los imprevistos.

La capacitación es esencial a todo nivel, ya que no solo es necesario capacitar 
a estudiantes o egresados universitarios, sino que es imprescindible capacitar a 
los técnicos no universitarios que con su trabajo contribuyen a que se logre una 
mejora continua en los servicios que permite el desarrollo de la sociedad. Por 
ello puede decirse que brindar a la población la posibilidad de especializarse en 
aquellas áreas de interés es una tarea no menor.

En este sentido, las becas de formación de capital humano constituyen una 
herramienta sustantiva de la política de cooperación al desarrollo de Uruguay. 
Por ello, el Área de Becas es de gran importancia para el logro de los objetivos de 
formación a medio y largo plazo de la ciudadanía. Una función de las becas, en-
tre otras, es ampliar la oferta de formación continua que permita tanto mejorar 
el acceso al mercado laboral como mantener el empleo de la población ocupada 
y su promoción a través de la recualificación o actualización de las competencias 
profesionales. Para tal objetivo, es competencia del Área de Becas de la Agencia 
la recepción y difusión de las ofertas de asistencia técnica enviadas al país por 
gobiernos, instituciones extranjeras y organismos internacionales. En algunos 
casos la auci realiza, además del control, la preselección de los postulantes. Una 
vez adjudicadas las becas, se tramita el pasaporte oficial a los becarios vía el 
mrree, en los casos que corresponda.
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La gestión de las becas implica un arduo trabajo de difusión con el propósito 
de acercarlas a toda la ciudadanía. Para ello, la auci cuenta con un software que 
permite difundir los ofrecimientos de becas, según su área temática, y publi-
carlos a través de la página web de la Agencia y de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto.

En ambos sitios hay un buscador de las becas con el que se accede a toda la 
oferta formativa existente. Allí es posible realizar búsquedas con cualquiera de 
los siguientes parámetros: código, curso, disciplina y/o país de realización de la 
capacitación.

A través del sitio web de la auci se puede obtener no solo información sobre 
la oferta existente, sino también otra información relevante que puede ayudar 
al postulante en el proceso de aplicación. También figuran vínculos a las páginas 
institucionales del Ministerio de Educación y Cultura y de la Organización de los 
Estados Americanos (oea), con sus respectivas ofertas formativas.

En estos años, se ha realizado un esfuerzo por lograr mayor difusión de las 
oportunidades de formación, en el convencimiento de que la difusión es el medio 
para asegurar la igualdad de oportunidades de todos aquellos que quieran desa-
rrollarse, y parte de esto implica no solo buscar canales para dar mayor difusión, 
sino también facilitar el acceso a la información.

Asimismo, se ha avanzado sustantivamente en una gestión más orientada 
al usuario, procurando estar en permanente contacto con los postulantes para 
informarlos de aquellas becas que pudieran ser de su interés. Por este motivo, se 
viene actualizando la base de datos e incorporándosele nuevos contactos, lo que 
constituye una labor continua.

En el Área de Becas se reciben distintas ofertas de becas, destinadas a urugua-
yos y residentes en el país, para estudiar en instituciones de formación de varios 
países. Cabe destacar que, en general, los aportes más significativos son los de 
España, la oea, China y Japón.

En el período 2010-2014 el país recibió aproximadamente 1400 ofrecimientos 
de becas, que se distribuyen como muestra el gráfico 10.

En el marco de la mejora continua, se ha apostado por el diseño de un software 
a medida que contemple las necesidades del área. Este nuevo software permitirá 
mejorar la eficiencia, tanto en la gestión de la oferta de becas como en la gestión 
de la difusión y el contacto con los becarios.

A su vez, agrega nuevas funcionalidades que facilitarán al ciudadano su pos-
tulación. Algunas de las ventajas que brinda al postulante son la posibilidad de 
preinscripción vía online, un correo de preaviso para indicarle que se acerca la 
fecha límite para la presentación de la documentación, a fin de que la presente 
o complete. También podrá utilizar el filtro por disciplinas y subdisciplinas, que 
le permitirá estar al tanto de las becas que surjan en las áreas de conocimiento 
que sean de su interés.

Otra funcionalidad destacable es que permite definir a becarios que se con-
viertan en referentes, siendo nexos con su comunidad y ayudando en la difusión 
de las diferentes becas en su ámbito geográfico. Esto será de especial importan-
cia en la tarea de acercar la oferta de becas al interior del país.
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Fuente: auci.

Gráfico 10. Principales oferentes de becas, 2010-2014

Gráfico 11. Candidatos seleccionados por área de formación, 2010-2014

Fuente: auci.
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Asimismo, el nuevo software ayudará en la difusión de las becas, permitiendo 
contar con un editor de texto que destaque lo esencial de cada llamado. Otra 
mejora sustancial será habilitar una más amplia y confiable base de datos de 
contactos, afinando las áreas de interés en las que cada institución desea recibir 
ofrecimientos de becas. Esto permitirá colaborar en la profesionalización de los 
recursos humanos con los que cuenta el país y hacer un pequeño aporte hacia 
un mayor nivel de desarrollo.

Unidad de Donaciones

La Unidad de Donaciones (udopp) fue creada por decreto 183/007, de 14 de mayo 
de 2007, y funciona en la órbita de la auci. Es el área que articula, coordina, 
centraliza y evalúa las donaciones en especie recibidas de organismos públicos, 
fundaciones privadas y personas del exterior para instituciones públicas u orga-
nizaciones no gubernamentales del Uruguay. La udopp surge como una unidad 
especializada en materia de donaciones dentro del Estado, en respuesta a la exis-
tencia de múltiples iniciativas aisladas y desarticuladas, y es el entorno propicio 
para la concreción de los valores y principios de solidaridad.

Desde la udopp se evalúan diferentes aspectos: si la donación responde a una 
necesidad real para el receptor, a través de una carta de aceptación del benefi-
ciario; que antes de partir del extranjero los gastos de la donación (flete y seguro 
internacional prepago) estén cubiertos, así como definidas las responsabilidades 
de cada parte; que haya sido gestionada por el beneficiario una resolución del 
Ministerio de Economía y Finanzas (mef) que autoriza la exoneración o inmuni-
dad tributaria, y que exista una lista detallada de los bienes donados que incluya 
una estimación financiera de las mercaderías con carácter de donación.

Finalmente, la udopp realiza un seguimiento y una evaluación del buen uso y 
la permanencia en destino de la donación. A tales efectos, solicita al beneficiario 
un informe del impacto y el aprovechamiento de los bienes recibidos.

Comunicación y visibilidad de la política de cooperación

Desde el comienzo, la auci entendió que la calidad de la comunicación que 
pudiera establecer con los diferentes actores iba a ser fundamental a la hora de 
presentar la institución y las iniciativas de cooperación que se desarrollan en 
el país. Así, la difusión de actividades e iniciativas se definió como uno de los 
cometidos de la Agencia en el momento de su creación.

En la medida en que se busca dar transparencia a la gestión que realiza la 
auci y dar a conocer los lineamientos que se siguen en materia de cooperación, 
se ha intentado establecer canales de comunicación adecuados con los distintos 
actores.

Con el correr de los años, los desafíos comunicacionales que se planteó la or-
ganización han ido cambiando. Una vez que la auci comenzó a ser reconocida 
por los actores definidos como claves, con los que de una u otra manera trabaja a 
diario, fue buscando los mecanismos para mantener la comunicación y aumen-
tar el compromiso de todos en la gestión. Para ello, entendió que es fundamental 
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dar la mayor visibilidad a las tareas que realiza, no solo a través de internet, sino 
promoviendo encuentros directos con los interlocutores.

Desde una concepción sistémica de la cooperación del país, la auci entiende 
que comunicarse con personas e instituciones en general mejora su trabajo y 
lo enriquece. En este sentido, no solo le interesa dar a conocer su trabajo, sino 
que trata de mantenerse informada y de conocer otras experiencias. Así, busca 
comunicar para promover la coordinación y cooperación entre organismos e 
instituciones nacionales y extranjeros, con el fin de intercambiar experiencias y 
trabajar coordinadamente.

A medida que la institución crece, la tarea se hace más compleja y más rica. El 
interés y la demanda de otros por conocer su trabajo han llevado a la Agencia a 
buscar mecanismos de comunicación más eficientes y atractivos. De esta forma, 
ha procurado mejorar y actualizar en forma permanente la principal herra-
mienta comunicacional, que es la página web <www.auci.gub.uy>. Desde hace 
unos meses, la auci comenzó a enviar también boletines informativos en forma 
mensual, que han ido aumentando en número de suscriptores.

La generación de contenidos es siempre una preocupación constante y por ello 
la Agencia ha confiado en especialistas en diferentes áreas para que ayudaran 
a crear materiales idóneos. Se han realizado audiovisuales y publicaciones que 
fueron promovidos por distintos canales, buscando formatos diversos para dar 
una mayor visibilidad a lo que se realiza.

Son varios los desafíos que se plantean para el futuro en materia de comu-
nicación, y seguramente aparecerán varios más. Es claro que cuesta introducir 
los temas de cooperación en la agenda de los medios de información. La auci 
debe pensar en una estrategia para que la ciudadanía conozca qué destino tiene 
la cooperación que llega al país, la cantidad de iniciativas que se promueven, qué 
hace Uruguay en materia de cooperación, entre otros.

También existe una muy buena oportunidad de potenciar la comunicación 
que entabla la institución mediante el trabajo conjunto con otras agencias de la 
región. El intercambio de materiales, conocimientos y la difusión entre varios 
canales aumentan y enriquecen la visibilidad de las tareas que realiza el con-
junto de los actores.

El sistema de información para la política de cooperación

En el marco de la reforma de la institucionalidad de la cooperación internacional 
en Uruguay, surgió la necesidad de cuantificar y caracterizar la cooperación que 
recibía el país, así como la que comenzaba a brindar a sus pares en la región. 
En ese contexto se apuntó a mejorar el registro de la cooperación, que hasta el 
momento no estaba totalmente sistematizado en un único lugar.

Lograr un sistema de información maduro y estable no es una tarea fácil, pero 
es una pieza clave en el fortalecimiento de la institucionalidad de la auci y de 
todo el snci.

Como en cualquier campo, la información oportuna permite mejorar la coor-
dinación y el seguimiento de la cooperación —fundamentalmente a partir del 
análisis sectorial—, articular iniciativas, proponer sinergias, sumar esfuerzos 
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para reforzar las políticas nacionales. En definitiva, colabora en mejorar la efi-
cacia y la eficiencia en el uso de los recursos de cooperación internacional. No 
solo los actores del sistema nacional de cooperación se benefician del intercam-
bio de información, sino toda la ciudadanía, a la que a partir de la información 
generada y procesada se le puede rendir cuentas sobre la cooperación que el país 
recibe y brinda.

Por otro lado, la gestión de la información contribuye a la toma de decisiones 
informadas de política pública. Por ejemplo, a la hora de negociar nuevos pro-
gramas y proyectos de cooperación, es de suma utilidad tener al alcance los an-
tecedentes de cooperación en el tema que se quiere trabajar, lo que complementa 
el análisis de la realidad de las políticas nacionales en ese ámbito, para diseñar 
proyectos más efectivos, innovadores y que tomen en cuenta la trayectoria del 
país, así como las lecciones aprendidas.

Finalmente, contar con un sistema de información de cooperación interna-
cional permite estudiar las características y la evolución de la cooperación en 
el país, detectar las continuidades y los cambios y prepararse para afrontarlos.

Por otra parte, darle visibilidad a la cooperación en Uruguay beneficia a todos 
los actores del sistema: a los cooperantes que tradicionalmente brindan coopera-
ción al país e invitan a poner en la agenda pública nacional ciertos temas clave 
para el desarrollo y a las instituciones nacionales, porque se visibiliza y realza el 
esfuerzo que han invertido en innovar, en plantearse nuevos desafíos y en asistir 
a otros países a partir de sus propias experiencias exitosas.

El esquema de funcionamiento

Los insumos que nutren al sistema de información los proporcionan las ins-
tituciones públicas nacionales y los organismos internacionales o de países 
que cooperan con Uruguay. Hay dos procesos distintos para esto: la actuali-
zación continua y la actualización anual. En ambos casos, la auci valida la 
información provista por las instituciones, compatibilizando la proveniente de 
distintas fuentes sobre una misma iniciativa y chequeando la congruencia con 
las definiciones metodológicas que sostienen el sistema de información. Esta 
tarea se hace más fácil si se cuenta con los documentos de formulación de los 
proyectos de cooperación y sus respectivas reformulaciones, lo que no siempre 
sucede.

El nexo con auci se realiza a través de una persona que actúa como punto 
focal de cooperación en cada institución. A su vez, los técnicos de auci, cuando 
por su rol toman conocimiento de la aprobación de una nueva iniciativa o del 
avance en su ejecución, amplían la información con las instituciones involu-
cradas y actualizan la información en el sistema. Esta actualización continua es 
vital para que la información sea útil en la gestión cotidiana.

Más allá de que la actualización de la información es constante, una vez al 
año se realiza una puesta a punto con cada una de las instituciones (se marca un 
período para hacerlo), que refiere específicamente a las iniciativas que estuvie-
ron activas el año anterior o lo están en el corriente año. Algunos productos de 
información dependen de este segundo proceso: el informe anual sobre el estado 
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de situación de la cooperación y la información que se remite al Programa de 
Fortalecimiento de la Cooperación Sur-Sur (pifcss).

Productos de información

La auci a su vez lidera el proceso de elaboración de productos a partir de la in-
formación generada, aunque no es el único actor que trabaja con los datos. Este 
es un servicio que brinda a las instituciones del sistema nacional de cooperación 
internacional y a otros interesados en el tema.

En primer lugar, luego de la actualización anual y del correspondiente proce-
samiento de los datos, la auci elabora desde su creación un informe sobre el es-
tado de situación de la cooperación internacional en Uruguay. Desde el 2012 este 
informe se publica en formato papel y se presenta a los actores del snci, además 
de difundirse en la página web de la Agencia. Esto es de suma importancia como 
instancia de devolución e intercambio, para mejorar tanto el producto como el 
andamiaje metodológico que sostiene el sistema de información.

En el informe se incluye la información sobre la cooperación internacional no 
reembolsable que el país recibe bajo la forma de programas, proyectos y acciones 
para el desarrollo, brindada por organismos internacionales, fondos multilatera-
les, bilaterales u organismos públicos de otros países y/o dirigida a organismos 
públicos nacionales, a la que se añade desde el año 2013 la cooperación sur-sur 
y triangular en la que Uruguay participa como oferente.37

Además de los informes generales, desde hace varios años se elaboran infor-
mes particulares en tres áreas: Medio Ambiente, Agua y Energía; Social, Derechos 
Humanos y Acceso a la Justicia, y Productiva. Se fueron agregando a medida que 
la Agencia incorporó recursos humanos especializados en las distintas áreas; el 
último es el del Área de Gobernabilidad, a partir del 2014. El enfoque sectorial 
enriquece los datos de cooperación con el conocimiento de los lineamientos es-
tratégicos del país en el área. Además, agrega valor a los datos cuantitativos con 
insumos cualitativos, lo que permite dar una mirada más detallada y profunda 
sobre las políticas públicas apoyadas por la cooperación en los diferentes sectores.

Más allá de estos productos que se elaboran año tras año de forma sistemáti-
ca, existen muchos otros que se generan a partir de necesidades puntuales. Un 
ejemplo son las matrices que gráficamente presentan y relacionan el contenido 
de las distintas iniciativas vigentes en un mismo tema, como instrumento para 

ingreso y actualización 
de la información 

sobre las iniciativas 
de  cooperación

sistema nacional 
de información
de cooperación
internacional

productos
de información

Gráfico 12. Proceso de gestión de la información sobre cooperación internacional 
en Uruguay

Fuente: auci.
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la coordinación de la cooperación. También se realizan con frecuencia informes 
a pedido de instituciones o investigadores. El abanico de posibilidades de explo-
tar la información que se genera es muy amplio y rico, y siempre hay lugar para 
nuevos desafíos.

Finalmente, la auci como punto focal de Uruguay en el pifcss, envía una vez 
al año la información de la cooperación sur-sur, la cooperación triangular y la 
cooperación regional sur-sur en las que Uruguay participa en los distintos roles. 
Estos datos son procesados junto con los que envían los otros países y utilizados 
para elaborar el Informe de la cooperación sur-sur en Iberoamérica.

Los retos del sistema de información

Para tener un buen sistema nacional de cooperación internacional es necesa-
rio unificar información proveniente de distintas fuentes y hacerla compara-
ble, lo que no es una tarea fácil porque cada institución lleva un registro de 
su cooperación según sus propias definiciones y criterios. Un ejemplo de esto 
es la clasificación sectorial: cada institución utiliza su propio clasificador, con 
sus correspondientes definiciones; no es lo mismo lo que distintos cooperantes 
entienden que abarca un sector como gobernabilidad. A su vez, los cooperantes 
tienen diferentes formas de programación: algunos programan líneas en las que 
trabajan con distintas instituciones y no discriminan el presupuesto asignado a 
cada actividad o proyecto; otros trabajan por proyectos, etcétera.

Si bien existen algunos sistemas internacionales con larga trayectoria en el 
registro de la cooperación, el desafío está en aprender de ellos y no perder la 
compatibilidad fundamental, pero adaptarlos a las necesidades y características 
del país. Es distinto el punto de vista del receptor que el del donante, y es tam-
bién distinta la mirada de un país que recibe cooperación, pero que también 
ofrece. Eso debe verse reflejado en qué es lo que se registra y de qué manera. La 
información generada tiene que ser espejo de todos los roles que el país asume, 
en su complejidad, y ha de reflejar su posicionamiento político en el debate 
internacional sobre cooperación. En particular, la clasificación sectorial ha de 
generarse a partir de un balance entre las clasificaciones internacionalmente 
más usadas y la distribución de competencias entre las instituciones nacionales, 
relacionadas con los ejes prioritarios del país.

Cuando un sistema de información sobre cooperación está pensado desde el 
punto de vista de un país receptor, se focaliza por ejemplo en conocer quiénes 
son los donantes principales, cuánto dinero recibe el país por este concepto, 
e incluso rotula las variables con una nomenclatura que deja entrever su rol 
de receptor. En cambio, cuando un país tradicionalmente receptor empieza a 
brindar cooperación técnica, es otro el foco de atención: ya no son los costos 
lo que más importa; son los recursos humanos, son las capacidades, son los es-
fuerzos nacionales lo que hay que medir. Comienza el desafío de asignar valor a 
la cooperación que se brinda y de registrar la que “siempre existió” pero no se 
visualizaba como css.

Otra modalidad es la cooperación regional y multipaís en la que Uruguay 
participa y en la que en general no se puede discriminar qué recursos recibe 
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cada país. Estas iniciativas tienen que recibir un tratamiento distinto al de la 
cooperación tradicional, aun cuando los que proveen los fondos muchas veces 
son los mismos cooperantes.

Lo anterior plantea el reto de unificar el registro de las distintas modalidades 
e instrumentos de cooperación, para lo que no hay muchos sistemas de países 
piloto con trayectoria como para poder evaluarlos y aprender de sus éxitos y 
fracasos. Por otro lado, hay cada vez más modalidades e instrumentos de coo-
peración para el desarrollo y otros vendrán, lo que desafía muchísimo a un 
sistema de información que pretende reflejar la realidad, guardando el rigor y 
cierta estabilidad en las definiciones metodológicas que permiten que los datos 
almacenados sean analizables y útiles.

El sistema de información necesita del trabajo fluido de la auci con todos 
los actores; atraviesa toda la gestión de la Agencia. Esto permite mejorar con-
tinuamente a través de la retroalimentación y reflejar los cambios frecuentes 
que sufren las iniciativas de cooperación desde su formulación. Si no, corre el 
riesgo de convertirse en una entelequia, en algo que sirve solo para los registros 
históricos.

Avances

Se ha avanzado mucho en la completitud de la información, en parte gracias a que 
se cruzan datos provenientes de distintas fuentes, pero aún persiste la poca res-
puesta en algunas variables que hilan más fino sobre la ejecución de las iniciativas.

Al comienzo, el registro se centró en la cooperación tradicional que Uruguay 
recibía, mientras que la cooperación sur-sur y la cooperación triangular en las 
que Uruguay comenzó a participar se registraban por separado, y solo las que 
habían sido formalizadas oficialmente en alguna instancia entre los gobiernos 
de los países involucrados. Los esfuerzos se han ido ampliando para unificar la 
información en un único lugar y ampliar el alcance del registro.

El registro de la cooperación en Uruguay incorporó la clasificación de las inicia-
tivas en programas, proyectos y acciones, lo que permite un análisis más completo 
y visibiliza las diferencias de dimensión que tienen las iniciativas de cooperación.

Se elaboró un glosario y una definición detallada de los sectores, lo que impli-
có ajustar las definiciones existentes a partir del análisis de los datos ya regis-
trados, disminuyendo considerablemente las ambigüedades. Estas definiciones 
tendrán que ser revisadas periódicamente para reflejar la realidad y asegurarse 
de que sean cada vez más precisas y claras, a fin de que todos los actores entien-
dan y reporten lo mismo en cada variable, porque esto condiciona fuertemente 
la utilidad de los datos generados.

Con el objetivo de reforzar el sistema de información de la cooperación inter-
nacional en Uruguay, el 24 de octubre de 2013 se creó de forma oficial el Regis-
tro Nacional de la Cooperación Internacional38 dentro de la auci y se estableció 
la obligatoriedad para algunas instituciones de remitir la información (artículo 
37 de la ley 19149), lo que la mayoría ya hacía de forma voluntaria. Esta regula-
ción institucionalizó y respaldó con rango de ley el trabajo que la auci ya venía 
realizando en conjunto con las instituciones nacionales y los socios cooperantes.
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Para terminar, la auci está desarrollando un software que 
facilitará enormemente la carga de datos interna y externa 
y permitirá un mejor monitoreo del sistema. Será útil para 
la gestión de la Agencia y para el seguimiento que reali-
zan las instituciones nacionales sobre sus iniciativas, las 
que en general no cuentan con un sistema de información 
propio en esta materia. Va a ser posible compartir infor-
mación entre todos los actores de manera mucho más ágil. 
En particular, se podrán compartir los documentos de las 
evaluaciones de los programas y proyectos, para aprender 
de las buenas prácticas y de los errores. El desafío está en 
que tanto los técnicos de auci como los de las otras insti-
tuciones del sistema nacional de cooperación internacional 
se apropien del software y lo utilicen como herramienta de 
trabajo. Esto implica un cambio cultural en la forma de ha-
cer las cosas, pero si se logra traerá importantes beneficios.

 
Hacia una nueva gestión de la cooperación  
al desarrollo

Desde el inicio de la reforma, en 2008, muchos han sido los 
aciertos y los aprendizajes institucionales. Algunos de estos 
aprendizajes han quedado generalizados en la primera par-
te de este capítulo. Sin embargo, dos procesos han sido cla-
ves en el camino hacia el fortalecimiento de capacidades de 
la cooperación en el Uruguay. Por un lado, la participación 
de Uruguay en el programa Unidos en la Acción permitió a 
la auci liderar la articulación del snci y posicionarse como 
la entidad rectora de la cooperación en el país. A partir de 
estos aprendizajes, la realización en 2013 del ejercicio de 
reflexión sobre la cadena de valor en el Uruguay hizo po-
sible que la auci cuente con una hoja de ruta hacia la nueva 
gestión de la cooperación en el país.

Uruguay en el programa Unidos en la Acción
 
La política de cooperación y su institucionalidad han sido 
fuertemente moldeados por la experiencia de Uruguay en 
Unidos en la Acción (Delivering as One, DaO por sus siglas 
en inglés), la iniciativa de reforma del pilar de desarrollo 
del Sistema de las Naciones Unidas (snu) que surgió como 
recomendación del secretario general a partir del reporte 
del Panel de Alto Nivel para la Reforma del snu (2006). Su 
objetivo es la mejora de la eficacia, la eficiencia y la cohe-

Cuadro 10. Pilares de la 
iniciativa Unidos en la Acción 
en Uruguay

1.	 Un programa conjunto para hacer ope‑

rativo el undaf/undap, priorizar activi‑

dades estratégicas y fomentar la progra‑

mación conjunta.

2.	 Un liderazgo para brindar coherencia a la 

planificación y la acción, unificar el accio‑

nar del snu en el terreno y proveer una 

interlocución principal.

3.	 Un marco presupuestario para optimizar 

los recursos ya disponibles y establecer y 

reforzar los recursos que serán moviliza‑

dos.

4.	 Una oficina, entendida como un conjunto 

de prácticas compartidas y procedimien‑

tos comunes para mejorar la eficiencia 

en la gestión de los recursos.

Para más información véase ‹www.onu.org.uy/unidos-en-la-ac‑
ción/uruguay-pais-piloto›.
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rencia de la cooperación para el desarrollo que brinda el snu. Dicha modalidad 
se basa en el empoderamiento y el liderazgo de los gobiernos.39

Este proceso de reforma, bajo la responsabilidad del/la coordinador/a resi-
dente de las Naciones Unidas y de la Oficina del Coordinador Residente de las 
Naciones Unidas (ocr) y articulado con el Equipo de País del snu (United Nations 
Country Team, unct por su sigla en inglés), fue asumido por el Gobierno uru-
guayo en 2007, primero desde el Departamento de Cooperación Internacional de 
la opp y después desde la auci.

Uruguay se postuló y fue seleccionado a fines de 2006 para la implementación 
de DaO,40 como uno de los ocho países piloto en el mundo (junto con Albania, 
Cabo Verde, Mozambique, Ruanda, Pakistán, Tanzania y Vietnam). Entre las 
razones por las que Uruguay se presentó y fue elegido como país piloto de la 
iniciativa destaca su trayectoria de trabajo conjunto con el snu, y el hecho de que 
fue el único país de ingreso medio ubicado en América Latina.

Asimismo, el Gobierno vislumbró en la iniciativa la posibilidad de fortalecer 
la gestión de la cooperación internacional a través de la creación de una nueva 
institucionalidad, y entendió que resultaría en un instrumento que favorecería 
una mayor articulación intergubernamental de las actividades de cooperación en 
el país. Además, tanto el país como el propio snu en Uruguay presentaban una 
institucionalidad sólida y capacidades instaladas como para llevar adelante este 
proceso de manera eficaz y eficiente.

Los principios orientadores de la implementación de la iniciativa DaO en 
Uruguay son:

•	 La reforma sustantiva del modo tradicional de prestación e implementa-
ción de la asistencia al desarrollo, basada en una programación conjunta 
entre el Gobierno y el snu.

•	 Una total alineación a las prioridades nacionales expresadas en los do-
cumentos de programación conjunta (undaf/undap, documentos progra-
máticos de cada una de las agencias, fondos y programas residentes).

•	 El liderazgo del Gobierno en todas las etapas del proceso, desde la partici-
pación en las estructuras de gobernanza hasta en el diseño, la ejecución, 
la gestión y el seguimiento de los programas y proyectos conjuntos. La 
creación y el fortalecimiento de un organismo rector en cooperación 
(auci) resultó clave para liderar el proceso y marcar las prioridades y 
acciones a llevar a cabo.

•	 Un/a coordinador/a residente y una ocr debidamente empoderado/as 
que asegurasen, en estrecho trabajo conjunto con la auci, la experiencia 
técnica, la alineación a las prioridades, la puesta en marcha de procesos 
comunes y sobre todo la eficiencia y la coherencia del proceso.

•	 La interagencialidad, en el sentido de comprometer a todo el snu en Uru-
guay en la participación de la iniciativa con aportes sustantivos en mate-
ria de cooperación técnica y de administración de los recursos asignados 
para la implementación, en el marco de los mandatos, procedimientos y 
relación con las sedes de cada una de las agencias, fondos y programas.
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•	 La interinstitucionalidad, en el sentido de que el trabajo conjunto de los 
organismos de gobierno, gobiernos departamentales y sociedad civil favo-
recieron la construcción de un sistema nacional de cooperación interna-
cional (snci) con puntos focales institucionales debidamente legitimados, 
comprometidos con la iniciativa y conocedores del proceso de transfor-
mación del snu.

Unidos en la Acción. La experiencia  
en Uruguay

La experiencia Unidos en la Acción (DaO, por sus 
siglas en inglés) fue lanzada en el año 2006 por el 
secretario general de las Naciones Unidas y adop‑
tada en 2007 por Albania, Cabo Verde, Mozambi‑
que, Pakistán, Ruanda, Tanzania, Vietnam y Uru‑
guay. Uruguay fue el único país de América Latina 
y el Caribe (y en aquel entonces el único de renta 
media) entre los ocho países que eligieron adoptar 
esta modalidad de trabajo. La finalidad principal 
de la experiencia era permitir que el Sistema de las 
Naciones Unidas (snu), en colaboración con los go‑
biernos de los ocho países piloto, desarrollara enfo‑
ques que mejorasen la coherencia, la eficiencia y la 
eficacia de la onu a escala nacional y que redujesen 
los costos de transacción para los países adoptan‑
tes. Tras varios años de trabajo, en el año 2012 se 
llevó a cabo una evaluación independiente de la 
experiencia DaO y con ella concluyó la fase piloto.

En 2012, la Revisión Comprehensiva Cuadrienal 
de Políticas (qcpr por sus siglas en inglés) lleva‑
da a cabo por la Asamblea General le dio por pri‑
mera vez reconocimiento intergubernamental a la 
modalidad DaO como un modelo suficientemente 
probado. Sin embargo, también estableció que su 
adopción continuase siendo un proceso de adhe‑
sión voluntaria. A la fecha hay 38 países trabajan‑
do o en proceso de hacerlo en el marco DaO.

Además de mejorar la coherencia, la eficiencia, 
la eficacia y de tratar de contribuir a reducir los 
costos de transacción, el enfoque DaO se propuso 
alinear los programas y las acciones del Sistema 
de las Naciones Unidas a las prioridades naciona‑

les y los requisitos de los gobiernos. Se construyó 
a partir de la idea de que no hay un modelo único, 
sino que cada país debe buscar la mejor forma de 
establecerlo, y se apoya en cinco pilares: un lide‑
razgo, un programa, un marco presupuestario, una 
forma de comunicar como uno y una forma de ope‑
rar como uno.

En el Uruguay, el enfoque se tradujo en un lide‑
razgo articulado por el/la coordinador/a residente 
de las Naciones Unidas y el Equipo País que inte‑
gra a las agencias, fondos y programas que par‑
ticipan del sistema; en un programa común cuya 
versión más reciente fue materializada en el Marco 
de Asistencia al Desarrollo (undaf por sus siglas 
en inglés) firmado con el Gobierno uruguayo en 
mayo de 2010, con vigencia 2011-2015; en un mar‑
co presupuestario cuya principal herramienta fue 
un fondo de recursos (conocido como Fondo de 
Coherencia) que reunió recursos financieros para 
programas definidos de común acuerdo entre el 
Gobierno y el Sistema de Naciones Unidas; en una 
práctica de comunicación común, y en una lógica 
de operaciones comunes que trata de minimizar 
las duplicaciones y redundancias que aumentan los 
costos de transacción.

Con este enfoque se han ejecutado hasta la fe‑
cha más de 20 programas conjuntos acordados 
entre el Gobierno y el snu, que incorporan en la de‑
finición de prioridades las definiciones expresadas 
por el Gobierno y contextualizan el rol de las Na‑
ciones Unidas a las particularidades de un país con 
las características del Uruguay.41 Este formato de 
cooperación permitió aprovechar las fortalezas del 
país, especialmente la fuerte apropiación institu‑
cional del enfoque DaO como forma de alinear los 
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•	 La creación de mecanismos de gobernanza ágiles y eficaces, que facilitan 
la gestión, la ejecución y el monitoreo de la iniciativa DaO —Comité Di-
rectivo del Fondo de Coherencia del Marco de Asistencia de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (undaf) y su Plan de Acción (undap) 2011-2015, 
Comité Consultivo, Comité de Gestión—.

esfuerzos de cooperación para el desarrollo en un 
país de renta media (renta alta más recientemen‑
te) con las prioridades y definiciones establecidas 
por su Gobierno.

La estrategia de cooperación con enfoque DaO 
se focalizó en la asistencia técnica y el asesora‑
miento de alto nivel para la mejora de las políticas 
públicas orientadas a la superación de brechas de 
vulnerabilidad propias de un país como Uruguay. 
Es decir, se han realizado importantes esfuerzos 
orientados a fortalecer las capacidades institucio‑
nales del Estado, con un enfoque inclusivo y parti‑
cipativo, teniendo siempre presente la agenda de 
derechos y el rol normativo propio del snu como 
forma de aportar a la construcción democrática y a 
la implementación de políticas públicas.

Como ejemplo, basta con repasar los temas de 
los proyectos conjuntos más recientes: violencia 
basada en género, derechos humanos y personas 
privadas de libertad, sistemas de protección a la 
infancia, desarrollo de la minería responsable, me‑
jora de las capacidades institucionales para res‑
ponder a las emergencias y desastres, todas áreas 
estratégicas definidas por el Gobierno y en cuyo 
seguimiento más reciente trabaja la Agencia Uru‑
guaya de Cooperación Internacional (auci), creada 
por ley en el año 2010.

La auci funciona en la órbita de la Presidencia 
de la República y cuenta con un Consejo Directivo 
integrado por el canciller, el director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y un miembro desig‑
nado por el presidente de la República, quien pre‑
side este Consejo. Dados los cometidos que posee 
la Agencia (planificación, diseño, supervisión, ad‑
ministración, coordinación, ejecución, evaluación, 

seguimiento y difusión de actividades, proyectos y 
programas de cooperación internacional, recibida y 
otorgada por Uruguay, para dar cumplimiento a las 
prioridades nacionales de desarrollo del país), ella 
ha sido el interlocutor natural del Sistema de las 
Naciones Unidas en el trabajo con el enfoque DaO.

Este trabajo bajo el paraguas DaO no solamen‑
te ha contribuido a fortalecer la política pública en 
algunas áreas estratégicas; también ha permitido 
profundizar el rol destacado que el Uruguay siem‑
pre ha tenido en relación con las Naciones Unidas y 
el multilateralismo en general.

En síntesis, el trabajo llevado adelante por el 
snu y en acuerdo con las prioridades nacionales 
se ha enmarcado en áreas estratégicas que con‑
figuran una parte importante de las prioridades 
establecidas por el Gobierno. Hacia el interior del 
Sistema, el enfoque ha permitido generar una cul‑
tura de trabajo conjunto y de colaboración perma‑
nente entre las agencias, fondos y programas y ha‑
cer más relevante su trabajo ante las contrapartes 
nacionales. El desafío para el futuro es continuar y 
profundizar esta cultura de trabajo conjunto, para 
ser cada vez más relevantes y útiles en contribuir 
a los esfuerzos llevados adelante por el país en un 
contexto de recursos cada vez más limitados para 
países con las características del Uruguay.

Por Denise Cook
Coordinadora residente de la onu en Uruguay.
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Por su parte, la estrategia de movilización de recursos financieros, basada en 
el acceso a fondos de cooperación no condicionados, resultó asimismo un factor 
destacable de la iniciativa. Uruguay contó desde el inicio del proceso con el apor-
te financiero del Fondo de Coherencia (fc),42 mecanismo creado para agrupar los 
aportes de los donantes para implementar DaO.

El fc, entendido como marco presupuestario e instrumento de planificación, 
mejoró la previsibilidad de los recursos; incrementó los niveles de rendición 
de cuentas obligatoria del snu a los donantes, al Gobierno, al propio snu y a la 
sociedad civil; permitió orientar la búsqueda de nuevos recursos en un marco 
coherente y conjunto, y contribuyó al alineamiento del apoyo del snu a las 
prioridades programáticas definidas por el Gobierno. A su vez, estableció reglas 
definidas y consensuadas con el Gobierno y los donantes: niveles de ejecución43 y 
cumplimiento de metas en un marco de programación conjunta.

El trabajo interagencial e interinstitucional, tanto de parte del snu como desde 
el Gobierno, ha favorecido la articulación con vistas a un nuevo ciclo de pro-
gramación conjunta, estratégica, en un escenario de reducción de la cooperación 
tradicional.

Son varias las lecciones aprendidas del proceso DaO para el país, para el snu 
y para la auci. Por un lado, resultó sustantivo contar con un equipo con auto-
nomía técnica y dotación presupuestal acorde a los objetivos de la iniciativa. El 
desarrollo de capacidades técnicas y de sistemas de información adecuados, la 
combinación de enfoque sectorial y por fuente de cooperación o socio coope-
rante, así como el apoyo de la cooperación (tradicional y cooperación sur-sur) al 
proceso de reforma, constituyen otros de los requisitos necesarios para el éxito 
de la iniciativa.

Asimismo, la coordinación de la iniciativa Unidos en la Acción ha contri-
buido, junto con otros mecanismos de programación conjunta, a posicionar a la 
auci en su rol de organismo rector de la cooperación internacional, permitién-

Tabla 5. Aportes del Fondo de Coherencia al proceso Unidos en la Acción  
en Uruguay

Contribuyentes
Período previo al 31 

de diciembre de 2011 
(usd)

Enero-diciembre 
de 2012 (usd)

Total (usd)

Expanded DaO Funding 
Window*

3.563.000 988.000 4.551.000

Países Bajos,  
Gobierno de

690.075 690.075

Noruega, Gobierno de 1.830.771 1.830.771

España, Gobierno de 7.800.000 7.800.000

Total 13.883.846 988.000 14.871.846

* Reino Unido, Noruega, Países Bajos y España.

Fuente: Oficina de la Coordinadora Residente (ocr), con datos del Multi Partner Trust Fund (mptf).
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dole llevar adelante un ejercicio efectivo de liderazgo en la articulación del snci 
en el país.

La experiencia ha ayudado a fortalecer los espacios de coordinación interins-
titucionales en materia de políticas públicas y de demanda de cooperación inter-
nacional a través del trabajo de programación conjunta, la mejora en la armoni-
zación de procedimientos y una estrategia de movilización de recursos eficiente.

A partir de la implementación de DaO, Uruguay ha estado participando muy 
activamente de la iniciativa de reforma del snu en su pilar de desarrollo, lo que 
ha incrementado el peso de su voz en el debate internacional sobre la coopera-
ción internacional.44 Ejemplo de ello ha sido el intercambio de experiencias y 
asistencia técnica sobre el proceso, en el marco de la css realizada con El Salva-
dor en 2012 y 2013 y con Colombia en 2014.

La cadena de valor de la cooperación uruguaya45

Como se ha abordado en los capítulos 1 y 2, las formas, los roles y las funciones 
de la cooperación están cambiando aceleradamente, y las instituciones —nacio-
nales y globales— encargadas de hacer cooperación deben ajustarse rápidamente 
y, en el mejor de los casos, anticiparse a estos cambios. Sin embargo, muy fre-
cuentemente las trayectorias institucionales (institutional path) presentan fuer-
tes inercias o resistencias que ralentizan esta adaptación. Asimismo, no resulta 
sencillo dotarse de herramientas y estrategias que permitan problematizar y 
operacionalizar estos cambios necesarios.

Dadas las transformaciones en el escenario global de la cooperación al desa-
rrollo y en función del nuevo rol dual del país como receptor y oferente de coo-
peración, la auci se planteó estudiar la dinámica de la cooperación en Uruguay 
desde una mirada sistémica, con el compromiso de optimizar la alineación, la 
coordinación y la gestión de la cooperación al desarrollo en el país y la que Uru-
guay comienza a ofrecer a otros países en desarrollo. Para ello utilizó el enfoque 
de cadena de valor como metodología de análisis, con el objetivo de generar 
insumos que sirvieran de guía para ajustar su rol, así como los mecanismos y 
acuerdos de trabajo con los principales actores del snci.

¿Por qué se optó por el enfoque de cadena de valor? El diseño, la implemen-
tación, el seguimiento y la evaluación de políticas públicas, incluidas aquellas 
asociadas a la cooperación internacional, se realizan sobre la base de marcos 
conceptuales y analíticos a partir de los cuales estudiosos y hacedores de política 
pueden leer y actuar sobre la realidad. Por ello, resulta relevante identificar los 
enfoques analíticos que permiten entender y diagnosticar una situación, inclu-
so aquellos que, provenientes de otras disciplinas, pueden ofrecer elementos 
de gran utilidad. En este caso, el enfoque de cadena de valor, originario de los 
estudios de sistemas productivos, aporta nuevos e interesantes elementos meto-
dológicos para analizar la cooperación al desarrollo.

En el marco del estudio de sistemas económicos productivos, la cadena de 
valor puede tener, al menos, dos acepciones: a) puede ser vista como un con-
junto de actividades sectoriales y territorialmente constituidas y visibles cuyo 
resultado es un producto o grupo de productos; b) es un enfoque metodológico 
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Unidos en la Acción, entre El Salvador 
y el Uruguay46

El Gobierno del Uruguay, desde antes de la cons‑
titución de la Agencia Uruguaya de Cooperación 
Internacional (auci), ha sido un fuerte aliado del 
Gobierno de El Salvador en concretar y potenciar 
distintas iniciativas de cooperación sur-sur, revis‑
tiéndolas de un marco ordenado y previsible de 
negociación de programas y priorizando siempre 
el diálogo horizontal y solidario. Para el Vicemi‑
nisterio de Cooperación para el Desarrollo (vmcd), 
como contraparte de dicha Agencia y encargado de 
los temas de cooperación en El Salvador, la auci 
no solo ha significado un actor estratégico en la 
dinamización de las relaciones de cooperación en‑
tre nuestro país y el Uruguay, sino que también ha 
representado un modelo en materia de gestión de 
la cooperación.

En este sentido, el vmcd se ha beneficiado de in‑
tercambios de experiencias con la auci en materia 
de sistemas de información de cooperación, mo‑
delos institucionales y legislación para gestión de 
cooperación y experiencias como receptor y oferen‑
te de cooperación sur-sur, entre otros temas estra‑
tégicos, que a la fecha han aportado enormemente 
a las mejoras en gestión que ha experimentado el 
vmcd en los últimos años.

En el marco de esta agenda de estrecha coopera‑
ción, El Salvador conoció el programa de reformas 
del Sistema de Naciones Unidas conocido como 

Delivering as One (DaO) o Unidos en la Acción, el 
cual tiene por objetivo reestructurar la dinámica 
de trabajo de las agencias, oficinas y programas 
de Naciones Unidas, a modo de hacerlas más co‑
herentes, eficaces y eficientes en las acciones de 
cooperación que ejecutan en el terreno. Dicho pro‑
grama encajó en las apuestas del vmcd, el cual a 
partir del 2009 definió como eje prioritario poten‑
ciar todo tipo de iniciativas que contribuyan a efi‑
cientizar la ayuda que se recibe en el país.

El interés por implementar dicho programa en el 
país se concretó con la invitación de la auci que re‑
cibió El Salvador para participar en la IV Conferencia 
Intergubernamental de Alto Nivel sobre Unidos en 
la Acción, la cual se desarrolló en Montevideo del 8 
al 10 de noviembre de 2011, oportunidad en la cual 
El Salvador pudo conocer de primera mano los prin‑
cipales resultados y beneficios que Unidos en la Ac‑
ción brinda a los países que deciden implementarlo.

A raíz de ello, y gracias a la decisión de la auci de 
seguir apoyando al vmcd en su agenda de eficacia, 
este se constituyó como un proyecto de coopera‑
ción sur-sur entre la auci y la Dirección General de 
Cooperación para el Desarrollo —dgcd del vmcd, 
enmarcado en el Programa Bilateral de Coopera‑
ción Técnica y Científica 2011-2013 entre ambos 
países—.

Por medio de este proyecto, la dgcd ha fortale‑
cido sus capacidades para el proceso de implemen‑
tación del DaO en el país, a través del conocimiento 
en detalle del desarrollo y la implementación en la 

para abordar el estudio de dichas actividades, comprender las interacciones y 
la gobernanza de la cadena, realizar diagnósticos y servir de insumo para la 
planificación.

En su primera acepción y siguiendo la definición de Gereffi y Korzeniewiccz 
(1994), es posible conceptualizar la cooperación internacional como una cadena 
de valor porque: 1) reúne un conjunto de productos y servicios relacionados en 
una secuencia de actividades en las que se agrega valor para alcanzar el desa-
rrollo; 2) existe en cada país una concentración geográfica de actores en red; 
3) es posible identificar una estructura interna de gobernanza, y 4) existe un 
dinamismo tal que permite el reposicionamiento de actores.
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República Oriental del Uruguay, que si bien posee 
características que no pueden ser trasladadas a la 
experiencia salvadoreña, da una pauta para cada 
uno de los pasos a seguir y la toma de decisión.

Como parte de las actividades que dicho proyec‑
to contemplaba, El Salvador y el Uruguay sostuvie‑
ron un primer intercambio de experiencias en abril 
de 2012. En esa oportunidad participaron tanto 
representantes de ambos Gobiernos como del Sis‑
tema de las Naciones Unidas de ambos países, y se 
profundizaron conocimientos e información rele‑
vante vinculada al DaO, desde el análisis del punto 
de partida, roles y acciones, hasta los principales 
obstáculos y limitaciones que se pueden generar 
en el proceso, entre otros.

También, con el apoyo de la auci, en agosto 2013 
el Gobierno de El Salvador desarrolló un Taller de 
Intercambio de Experiencias en la Implementa‑
ción del Programa Unidos en la Acción, el cual tuvo 
como objetivo reunir en un espacio común a los 
representantes de las instituciones involucradas 
en la implementación del Programa en El Salva‑
dor, con la intención de que conocieran de primera 
mano la experiencia de Uruguay. Con dicho taller se 
logró construir y generar los elementos y las pau‑
tas necesarios para potenciar el proceso de imple‑
mentación del DaO en el país.

A la fecha, El Salvador ha hecho un buen uso de 
los conocimientos adquiridos en los intercambios 
con Uruguay, los mismos que le han permitido 
avanzar en la definición del modelo Unidos en la 

Acción, que se adapta a la realidad y necesidades 
de cambio en el país.

Aunado a lo anterior, en el marco de la 68.a 
Asamblea General de las Naciones Unidas, de sep‑
tiembre de 2013, El Salvador y Uruguay elevaron 
sus intercambios al más alto nivel político. En este 
contexto, suscribieron un memorándum de enten‑
dimiento para el intercambio de experiencias en 
Unidos en la Acción, el cual tiene como objetivo 
principal robustecer el trabajo y la coordinación de 
todas las acciones de cooperación interguberna‑
mental relativas al intercambio de experiencias y 
lecciones aprendidas.

Como parte de los resultados de dichos inter‑
cambios, a la fecha El Salvador ha definido su Mo‑
delo DaO y la hoja de ruta para su implementación. 
De igual forma, el país ha logrado el reconocimien‑
to internacional en el proceso, convirtiéndose en el 
36.o país DaO en el mundo y el primero en imple‑
mentarlo por iniciativa propia (self-starter) en la 
región latinoamericana.

En el futuro se dará continuidad a los intercam‑
bios de experiencias con el Uruguay, los cuales, 
más allá de fortalecer las capacidades de las ins‑
tituciones salvadoreñas involucradas en la imple‑
mentación del DaO, acercan aún más a dos nacio‑
nes hermanas de la región latinoamericana.

Por Jaime Miranda
Viceministro de Cooperación Internacional de El Salvador.

En vista de ello, la auci se planteó utilizar el enfoque de cadena de valor —en 
su segunda acepción— como metodología de análisis para identificar los eslabones 
de la cooperación internacional, las actividades y los resultados (productos) de cada 
uno de ellos, los roles e interacciones (tipos de encadenamientos) existentes entre 
los actores del snci, así como el valor que aportan a la cooperación al desarrollo.

A través del análisis de la cadena de valor fue posible asimismo identificar 
aquellas actividades que por su nivel de complejidad en la coordinación y por 
su importancia estratégica u operativa se constituyen en los nudos críticos, y 
mediante esta metodología ajustar los mecanismos y acuerdos de trabajo con los 
principales actores del snci.
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La cooperación internacional en clave 
de género

La construcción de una agenda pública de género 
y la definición de políticas de igualdad de oportu‑
nidades y derechos es un proceso que Uruguay ha 
iniciado hace algunas décadas. El impulso desde 
diferentes ámbitos, tanto locales como globales, 
del movimiento de mujeres y feministas, así como 
la ratificación de diferentes conferencias mundia‑
les y sus sucesivas revisiones, contribuyeron a di‑
rigir la atención hacia las desigualdades de género 
y sus efectos sobre diferentes aspectos del desa‑
rrollo humano. En este marco, la 4.a Conferencia 
Internacional, celebrada en Beijing, se ha configu‑
rado como una referencia clave para las políticas 
de igualdad de género como objetivo esencial del 
desarrollo.

Si bien la mejora de algunos indicadores eco‑
nómicos ha ubicado a Uruguay entre los países 
de renta alta, de acuerdo a la categorización rea‑
lizada por el Banco Mundial en julio de 2013, per‑
sisten importantes e inquietantes desigualdades 
estructurales, como las de género y generaciona‑
les. Estas desigualdades se manifiestan de múlti‑
ples formas y son muy notorias en el mercado de 
trabajo, en el acceso a puestos de decisión, en los 
ámbitos económicos y políticos, en las relaciones 

interpersonales, donde la violencia basada en gé‑
nero y generaciones permanece como una de las 
manifestaciones más crudas de la subordinación y 
discriminación existentes en nuestra sociedad.

En este contexto ha sido —y es— fundamental 
contar con una cooperación acompasada con la 
puesta en marcha de políticas y programas que con‑
cuerden con los compromisos tanto internacionales 
como nacionales en materia de igualdad y equidad 
de género. Un claro ejemplo47 de contribución al for‑
talecimiento de un conjunto de políticas claves, así 
como de las capacidades institucionales para Uru‑
guay en este sentido, lo constituyó la experiencia 
piloto Unidos en la Acción. En este marco fueron 
implementados diferentes proyectos de desarrollo, 
entre ellos el proyecto “Apoyo a las políticas públi‑
cas para la reducción de las inequidades de género y 
generaciones”. Esta iniciativa, junto con la definición 
del enfoque de género como eje transversal de toda 
la experiencia piloto, se implementó en el período 
2008-2010, con el propósito de contribuir al proceso 
de reducción de las inequidades de género en gene‑
ral y de manera específica en grupos particularmen‑
te afectados por la desigualdad y la discriminación 
(niños, niñas, adolescentes y mujeres).

Esta experiencia de Unidos en la Acción ofre‑
ció un rico escenario interinstitucional, innovador, 
muy oportuno para fortalecer, promover, impulsar 

Utilizar el enfoque de cadena de valor, proveniente del sector productivo, no 
significa equiparar la cooperación al desarrollo con una commodity o un producto 
de mercado. Lo que interesa del enfoque de cadena de valor es su metodología de 
análisis sobre la interacción y el encadenamiento entre los actores involucrados 
en una determinada actividad y su respectiva aportación de valor, en una con-
cepción amplia del término que excede el aspecto económico.

Desde esta perspectiva, el análisis de la cadena de valor de la cooperación 
busca brindar elementos para identificar cómo los distintos actores del snci del 
Uruguay añaden un valor para lograr al final mayor impacto en el desarrollo. Es 
decir, utilizar este enfoque analítico permite realizar un diagnóstico sobre el tipo 
de actividades, el rol de los actores y las interacciones que se dan entre los actores 
y eslabones de la cadena, para, sobre esa base, generar mejores herramientas de 
planeación y coordinación o eventuales reposicionamientos en la cadena.
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y visibilizar nuevos avances en la integración del 
enfoque de género en las políticas públicas. La 
evaluación y el análisis de este proceso, junto con 
la identificación de las lecciones aprendidas, cons‑
tituyeron insumos valiosos para la apertura a nue‑
vas instancias en la construcción de capacidades 
institucionales, tales como el desarrollo de nuevas 
estrategias internas y de sostenibilidad de las ac‑
ciones en los sectores intervinientes, el valor de 
la interinstitucionalidad en la definición de metas 
conjuntas, la construcción de formas asociativas y 
colaborativas de gestión y monitoreo, y, en defi‑
nitiva, la construcción de sinergias multiactorales 
para la reducción de las desigualdades de género.

Un nuevo avance en este proceso lo constituyó 
una diferente y novedosa iniciativa diseñada en 
2011; me refiero al Proyecto “Uruguay unido para 
poner fin a la violencia hacia niños, niñas y adoles‑
centes”, el cual representa un nuevo desafío mul‑
tiactoral para la implementación de políticas con 
mayores niveles de integralidad e integración. En 
esta propuesta, los espacios interinstitucionales 
del Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra 
la Violencia Doméstica (cnclvd) y el Sistema In‑
tegral de Protección a la Infancia y Adolescencia 
contra la Violencia (sipiav), junto con el Sistema 
de Naciones Unidas en Uruguay y la Agencia Uru‑
guaya de Cooperación Internacional, presentaron 

una iniciativa al Fondo Fiduciario de las Naciones 
Unidas para la eliminación de la violencia contra la 
mujer. En ese marco, con más de 2500 solicitudes 
para proyectos de 123 países, fue aprobada la pro‑
puesta de Uruguay para el período 2012-2014. Este 
proyecto logra aportes sustantivos y de particular 
relevancia para las políticas de lucha contra la vio‑
lencia basada en género y generaciones.

En síntesis, alcanzar la igualdad de derechos, de 
oportunidades y de resultados para la construcción 
de una sociedad más justa y equitativa en clave de 
género requiere de un proceso de trabajo complejo, 
multiactoral y continuo, desde todos los espacios 
posibles, donde la cooperación cumple un papel 
clave, atenta a las necesidades y prioridades na‑
cionales, propulsando sinergias y nuevas posibili‑
dades en las formas de gestión y de asociatividad. 
Sus efectos redundan, sin lugar a dudas, en un me‑
jor y más eficiente uso de los recursos, así como 
en la búsqueda de mayor integración de políticas 
para la potencialidad de los resultados en términos 
de equidad, derechos y ciudadanía para todas las 
personas.

Por Isabel Soto
Coordinadora del proyecto conjunto “Uruguay unido para 

poner fin a la violencia hacia mujeres, niñas y adolescentes”.

El proceso partió de la definición del marco contextual, es decir, los princi-
pios, lineamientos, estrategias y marcos regulatorios que definen el accionar de 
la cadena. Posteriormente se identificaron los actores del snci y los principales 
eslabones de la cooperación en Uruguay, con sus respectivas macroactividades, 
actividades, actores participantes, rol de los actores, niveles de participación y 
resultados esperados. Asimismo, esa etapa contempló la definición de las activi-
dades transversales, es decir, aquellas que facilitan la labor de todos los actores 
y permiten los aprendizajes conjuntos. Un resumen básico de este esquema se 
presenta en el gráfico 13.

A través del enfoque de cadena de valor, fue posible identificar los eslabones de 
la cooperación internacional, las principales actividades y resultados (productos) 
de cada uno de ellos, los roles y las interacciones (tipos de encadenamiento) entre 
los actores del snci, así como el valor que aportan a la cooperación al desarrollo.
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Gráfico 13. Esquema resumen de la cadena de valor de la cooperación internacional  
al desarrollo de Uruguay

Fuente: auci (2014: 28-29).

La utilización de este marco analítico no solo permitió examinar el aporte de 
los actores al desarrollo (valor agregado) y la coordinación en la cadena (gober-
nanza), sino que también, a través del análisis de las fortalezas, debilidades y 
oportunidades de mejora del snci en su conjunto, permitió identificar las estra-
tegias concretas de reposicionamiento necesarias en la cadena. Fue posible asi-
mismo identificar los nudos críticos de la cadena de la cooperación en Uruguay, 
es decir, aquellas actividades que por su nivel de complejidad en la coordinación 
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y por su importancia estratégica u operativa requieren ser ajustados u optimi-
zados a la luz de los nuevos desafíos y del rol dual del país en la cooperación 
internacional.

Abordar la cooperación internacional con el enfoque de cadena de valor sig-
nificó una apuesta interdisciplinaria e innovadora, pero también una serie de 
desafíos conceptuales y metodológicos; entre ellos, pensar este enfoque en un 
contexto de relaciones políticas y de cooperación en el ámbito internacional.





HACER COOPERACIÓN SUR-SUR  
PARA EL DESARROLLO  
EN AMÉRICA LATINA
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En las últimas décadas, la aceleración de la globalización de los flujos comer-
ciales, financieros, de información, de personas y de ideas ha incrementado la 
interdependencia de los países, poniendo en relieve la necesidad de atender los 
desafíos comunes a través de soluciones y políticas concertadas.

Asimismo, se han registrado desde la década pasada significativos cambios en la 
economía mundial que están impactando tanto en la gobernanza global como en 
el sistema de cooperación internacional para el desarrollo. En este período algunos 
países emergentes y regiones en desarrollo que albergan gran parte de la población 
del planeta han crecido económicamente a tasas por encima del promedio mundial 
y de los países desarrollados. Este ascenso del sur (pnud, 2013) ha implicado, entre 
otras cosas, una dinamización de las relaciones entre países del sur en diversos 
ámbitos, como el comercial, el de la cooperación técnica y financiera y el político.

Gráfico 14. Evolución del comercio mundial de mercancías, 1980-2011. En porcentaje
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Paralelamente, en las últimas décadas la cooperación norte-sur se ha ido con-
centrando en los países de menores ingresos, enfocándose primordialmente en 
la reducción de la pobreza. En consecuencia, varios cooperantes tradicionales 
(bilaterales y agencias multilaterales) están graduando progresivamente al resto 
de los países en desarrollo, retirándolos de sus programas de cooperación, aun a 
pesar de que más del 70 % de los pobres del mundo viven en los llamados países 
de renta media.

Esto es particularmente notorio para América Latina, donde la mayoría de los 
países de la región son calificados como de renta media por el Banco Mundial y el 
Comité de Ayuda al Desarrollo (cad) de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (ocde). Frente a la retirada de la cooperación tradicional, e 
impulsados por los avances en sus indicadores económicos y las innovaciones en 
sus políticas sociales, un gran número de países latinoamericanos están desem-
peñando un rol dual en cooperación para el desarrollo: siguen siendo receptores 
de cooperación tradicional y brindan css.

Los países latinoamericanos suscriben los principios y valores históricos de 
la css: solidaridad, horizontalidad, respeto a la soberanía, no injerencia y no 
condicionalidad. Pero estos años de práctica han permitido constatar que la ho-
rizontalidad de la css latinoamericana se asienta también sobre los principios de 
equidad (costos compartidos y beneficios mutuos), consenso en las negociaciones, 
economía, flexibilidad y adaptabilidad al contexto local. En definitiva, esta coo-
peración apunta a la construcción de asociaciones horizontales de largo plazo 
entre países que enfrentan desafíos similares y desafíos en común.

La css que realiza Uruguay surge en este contexto y se inscribe en este marco 
de principios, aunque tiene algunas características propias. En este capítulo se 
presentan los principales aspectos de la apuesta que Uruguay realiza por la css a 
partir de su compromiso con el desarrollo sustentable e inclusivo y su vocación 
por la integración regional. Para comprender esta estrategia en su contexto, se 
analizan los desafíos de la gobernanza de la css, así como las características de 
la css latinoamericana y el papel del Programa Iberoamericano de Fortaleci-
miento de la css en la construcción del acervo conceptual y metodológico en la 
materia.

 
La gobernanza de la cooperación sur-sur

Desde sus orígenes hasta la actualidad, la css “ha ido adquiriendo un carácter mul-
tidimensional, de fuerte impronta política y de pluralidad de significados” (Lengyel 
y Malacalza, 2012: 11). La css no es un corpus monolítico ni homogéneo, porque no 
lo son los países que la llevan adelante, sino que con el tiempo ha evolucionado, 
de acuerdo a las necesidades y posibilidades de los países en desarrollo. Existen, 
por tanto, diferentes tipos de css según las modalidades que adopta (financiera o 
técnica), las motivaciones subyacentes y los principios que la informan.

Para ilustrar esto es preciso recordar que las primeras acciones de css tuvieron 
lugar más de seis décadas atrás. Sus principios fundacionales se enmarcan en el 
proceso de descolonización iniciado en las postrimerías de la Segunda Guerra 
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Mundial, así como en el Movimiento de Países No Alineados y sus propuestas so-
bre un nuevo orden económico internacional durante la década de 1970. Fue en esa 
etapa cuando se registraron las primeras alusiones a la css, denominada entonces 
cooperación técnica entre países en desarrollo (ctpd), como un concepto con sentido 
propio y diferenciado del conflicto este-oeste y del patrón de relación norte-sur.

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre ctpd de 1978 dio como resul-
tado el Plan de Acción de Buenos Aires (paba): una propuesta de cambio de la 
asistencia para el desarrollo suscrita por 138 Estados, enfocada en la capacidad 
nacional y colectiva de los países. En este plan la ctpd se define como un proceso 
consciente, sistemático y políticamente motivado, en el que destacan la no in-
terferencia de los países cooperantes en los asuntos de otros Estados, la igualdad 
entre los asociados y el respeto por los contenidos locales del desarrollo.

Las primeras intervenciones de css en América Latina surgieron en este con-
texto en la década del 1970, tras la firma de numerosos acuerdos de cooperación 
internacional entre los países de la región.48 A partir de la crisis de la deuda ex-
terna latinoamericana, durante las décadas de 1980 y 1990, la región se embarcó 
en la adopción de reformas y en la aplicación de programas de ajuste estructural 
requeridos por las instituciones financieras internacionales en el marco del de-
nominado Consenso de Washington, lo que dificultó una css autónoma, favorable 
al desarrollo sustentable y equitativo entre los países de la región.

Con el fin de la Guerra Fría, el surgimiento de un mundo de creciente mul-
tipolaridad en el plano económico y el impulso dado desde las Naciones Unidas 
a la agenda de desarrollo,49 el panorama internacional cambió nuevamente, fa-
voreciendo la proliferación de iniciativas sur-sur más articuladas y motivadas 
por la búsqueda de políticas públicas más acordes a los intereses propios de los 
países del sur.

Gráfico 15. Evolución de la css en los foros internacionales

Fuente: auci (2014).
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En la década del 2000,50 el uso del concepto de ctpd se 
reemplazó por el de css. En la Conferencia de Alto Nivel de 
las Naciones Unidas sobre la Cooperación Sur-Sur celebra-
da en Nairobi en 2009, se revisaron los avances con rela-
ción a lo acordado en el paba y se definió a la css como “un 
esfuerzo común de los pueblos y los países del sur, surgido 
del intercambio de experiencias y afinidades, sobre la base 
de sus objetivos y solidaridades comunes y guiada, entre 
otras cosas, por los principios de respeto de la soberanía y 
la apropiación nacional, libres de cualquier condicionali-
dad”.51 También se consideró a la css como una colaboración 
entre iguales basada en la solidaridad, distinta de la asis-
tencia oficial para el desarrollo.

El auge de la css de los últimos años está teniendo un co-
rrelato en la diversidad de foros globales que han incorpo-
rado el tema en sus agendas, y en la cantidad de organismos 
multilaterales y de integración regional que han integrado 
la temática en sus programas de trabajo. Ello da cuenta 
del reconocimiento de todos los actores del desarrollo en 
cuanto al valor de la css y denota el afán de ampliar los 
conocimientos sobre esta modalidad de cooperación y de 
apoyarla (Maruri, 2012).

Sin embargo, esta multiplicidad de instancias y agendas 
no está exenta de desafíos para los países de la región y del 
sur. En primer lugar, plantea desafíos para la gobernanza 
de la css, por cuanto estos espacios poseen diversos manda-
tos y niveles de representatividad y es difícil para los países 
del sur mantener una participación activa en todos ellos. 
En este sentido, se hace necesario optimizar los recursos 
humanos y energías institucionales de los países latinoa-
mericanos a fin de poder articular posiciones y consensos 
y, así, obtener los mejores resultados en términos de for-
talecimiento de la css y de la defensa de los intereses de la 
región y del sur en dichos foros recordando que el ámbito 
para discutir las cuestiones de fondo de la css debe ser in-
tergubernamental entre los propios países del Sur.

En el ámbito global, las Naciones Unidas han cumplido un 
rol histórico de acompañamiento a la css, desde la creación 
de la unctad y el G-77 hasta la actualidad, a través de la 
Unidad Especial de Cooperación Sur-Sur del Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo, el Comité de Alto Nivel 
sobre Cooperación Sur-Sur de las Naciones Unidas, el Foro 
de Cooperación al Desarrollo (fcd) del Comité Económico y 
Social de las Naciones Unidas (ecosoc) y, recientemente, del 
apoyo de undesa al Grupo que nuclea a los Socios del Sur 
(Southern Partners Core Group). 

Cuadro 11. Foros y organismos 
de reflexión sobre la css

De acuerdo a un estudio específico encar‑

gado por el Programa Iberoamericano para 

el Fortalecimiento de la css (Maruri, 2012), 

entre los foros y organismos que han incor‑

porado a sus agendas, programas, divisio‑

nes o informes la temática de la css cabe 

distinguir tres categorías:

Organismos, foros y escenarios globales

- La Unidad Especial de css del Programa de 

Naciones Unidas para el Desarrollo.

- El Comité de Alto Nivel sobre css de las 

Naciones Unidas.

- El Foro de Cooperación al Desarrollo del 

Comité Económico y Social de las Naciones 

Unidas (ecosoc).

- Los Foros de Alto Nivel de la ocde.

- La Asociación Global para la Cooperación al 

Desarrollo Efectiva (agcde).

- El Grupo de Trabajo para el Desarrollo del 

G-20.

Foros temáticos

- La Conferencia de Naciones Unidas para el 

Comercio y el Desarrollo (unctad).

- El Banco Mundial y las Cumbres de Cambio 

Climático de Naciones Unidas.

Foros regionales52

- La Secretaría General Iberoamericana (segib).

- La Organización de Estados Americanos (oea).

- La Comisión Económica para América Lati‑

na y el Caribe de las Naciones Unidas (cepal).

- La iniciativa de Cooperación Técnica Intra‑

rregional (CTIntra) del bid.

- El Sistema Económico Latinoamericano y 

del Caribe (sela).

- Los distintos esquemas de integración re‑

gional (Mercado Común del Sur, Comunidad 

Andina de Naciones, Sistema de la Integra‑

ción Centroamericana y Comunidad de Esta‑

dos Latinoamericanos y Caribeños).

Fuente: Adaptación de Maruri (2012).
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Paralelamente, la css fue cobrando creciente relevancia en el marco del debate 
de la eficacia de la ayuda, originado en el seno de la ocde a la luz de la prolifera-
ción de nuevos actores, instrumentos y objetivos que conforman el ecosistema de 
la cooperación al desarrollo (Severino y Ray, 2009). En el III Foro de Alto Nivel 
realizado en 2008, se incorporó a la css en la agenda de la eficacia (Agenda de 
Acción de Accra) y se la reconoció como una modalidad de cooperación distinta 
a la cooperación norte-sur, basada en el principio de no interferencia en los 
asuntos internos, la igualdad entre los asociados en desarrollo y el respeto de su 
independencia, soberanía nacional, diversidad e identidad cultural y contenido 
local. Al mismo tiempo, se la reconoció como una modalidad complementaria de 
la cooperación norte-sur.

En 2011, en el IV Foro de Busan, se reconoció además a la css como necesaria 
para un desarrollo efectivo, se destacó su potencial para transformar las políti-
cas y brindar soluciones apropiadas a los contextos locales y se aludió a que la 
naturaleza dual de algunos países no afectara su elegibilidad para la cooperación 
norte-sur. Asimismo, se hizo un llamado a impulsar la cooperación triangu-
lar, las redes de intercambio y aprendizaje y el apoyo al fortalecimiento de las 
capacidades locales de los países para involucrarse en css y triangular. Sin em-
bargo, en el texto aprobado en Busan los países del sur dejaron en claro que los 
principios y compromisos emanados en la declaración final de Busan serían de 
aplicación voluntaria por los proveedores de css (auci, 2012).

En Busan, 19 países iberoamericanos53 lograron articular una posición común 
sobre la eficacia del aporte de la css, partiendo de enfoques muy diversos sobre 
la validez y legitimidad de este foro y su agenda.54 En este sentido, resaltaron 
que la generación de modelos de asociación y cooperación horizontal basados en 
condiciones de equidad, beneficio mutuo, confianza y relaciones de largo plazo 
ha de ser reconocida y valorada como un aporte de la css a la política y la prác-
tica de cooperación internacional. Sin embargo, como se analizó en el capítulo 1, 
la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo (agced), emanada de 
Busan, plantea todavía muchas interrogantes a algunos países latinoamericanos 
sobre su legitimidad y sobre la pertinencia de discutir la css en este foro.55 Este 
posicionamiento conjunto fue presentado también en el Foro de Cooperación al 
Desarrollo del ecosoc de las Naciones Unidas en julio de 2012.

La articulación de esta posición fue posible gracias a un trabajo sostenido 
de los países, apoyados en el acervo conceptual y metodológico existente en 
la región, que da cuenta de las características particulares y distintivas de esta 
cooperación.

 
Características de la cooperación sur-sur latinoamericana

A través de esta acumulación es posible afirmar que la css latinoamericana no 
sustituye a la cooperación norte-sur de la región: la complementa. Existen 
elementos distintivos entre la cooperación tradicional y la css latinoamericana 
que las hacen cooperaciones sustantiva y conceptualmente diferentes. La coo-
peración tradicional se caracteriza por manejarse a través de la transferencia 
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de recursos financieros o de la asistencia técnica unilateral, más que basarse 
en la colaboración entre pares. En este sentido, plantea una relación vertical y 
asimétrica, en la cual una parte es dueña de los recursos, las capacidades y los 
conocimientos, y la otra tiene las privaciones, las dificultades y los problemas. 
Esto se ha ido matizando en los últimos tiempos, en tanto la cooperación nor-
te-sur se ha ido horizontalizando, en parte gracias a la influencia global que 
está teniendo la css.

La css que realizan los países latinoamericanos está orientada a resultados 
de desarrollo que mejoren las condiciones de vida de las personas, de acuerdo 
a las necesidades y prioridades que identifican los propios países del sur. La css 
latinoamericana parte de la premisa de que el desarrollo no es un fenómeno 
lineal ni automático, ni un estadio ideal que tiene que ser alcanzado utilizando 
la misma fórmula para todos los países. La horizontalidad de la css latinoameri-
cana favorece el intercambio respetuoso entre las diferentes visiones que tienen 
los países sobre el desarrollo, sus trayectorias y sus capacidades institucionales.

Más aún, en el ámbito latinoamericano, la css se concibe como un proceso 
que refuerza las relaciones solidarias entre países, promoviendo el desarrollo y 
la integración regional, así como el intercambio con otras regiones, la preser-
vación de bienes públicos regionales y globales, fundamentalmente a través del 
intercambio de conocimientos, tecnologías y el desarrollo de capacidades. Como 
instrumento de integración regional, la css permite consolidar relaciones entre 
socios de la región tomando en cuenta sus complementariedades en materia de 
capacidades y necesidades de desarrollo. La css contribuye significativamente a 
la integración de los países involucrados gracias a la generación de soluciones 
a problemáticas comunes. La css también es una manera de materializar la in-
tegración regional en experiencias concretas de encuentro e intercambio que 
contribuyen a reducir brechas y asimetrías entre los países y dentro de estos.

Por otro lado, los países latinoamericanos entienden que el Estado debe tener 
un rol de liderazgo en el diseño de las políticas de css, pero en diálogo con los 
demás actores involucrados en los procesos de desarrollo. La voluntad de algunos 
gobiernos de la región en cuanto a abrir espacios de participación en la css a 
osc, academia, gobiernos subregionales o movimientos sociales sería otra de las 
señas de identidad que diferencian a la actual css de la cooperación técnica de 
décadas pasadas.

Sin embargo, como toda política pública incipiente, la css latinoamericana 
tiene el desafío de mejorar, de ser cada vez más eficaz y transparente, y para 
esto el monitoreo y la evaluación son instrumentos fundamentales. Los países 
latinoamericanos están discutiendo la construcción de indicadores que permitan 
evaluar a la css que tiene lugar en la región, para aprender de las buenas prácti-
cas y evitar errores. En cuanto a la rendición de cuentas, desde hace más de siete 
años los países latinoamericanos contribuyen activamente a la elaboración del 
Informe de cooperación sur-sur en Iberoamérica.

La cooperación en esta región, caracterizada por establecerse entre países de 
desarrollo intermedio, es una cooperación innovadora en sus prácticas, diversa 
en sus contenidos e intensa en sus actividades. Por lo tanto, los principios, los 
aprendizajes, las buenas prácticas y los instrumentos que se han desarrollado 
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El papel de la sociedad civil y la css

El diálogo sobre el llamado desarrollo y las polí‑
ticas de cooperación debe ser un derecho de todos 
los actores involucrados e interesados en transfor‑
mar el presente y pensar el futuro de una comuni‑
dad o un país. No puede ser privilegio de algunas 
personas o instituciones.

El párrafo 120 del Consenso de Santo Domingo 
(cepal, octubre de 2013) insta a la región a “estu‑
diar la posibilidad de crear un fondo regional desti‑
nado a la igualdad entre los géneros y al diálogo in‑
tercultural con el aporte de diferentes tipos de do‑
nantes y fomentando alianzas público-privadas”. 
Es necesario que los sistemas de cooperación na‑
cionales, a través de la cooperación sur-sur, apoyen 
firmemente la promoción de este fondo regional 
para la igualdad, con todo lo que ello significa en 
cuanto a abrir canales que permitan fortalecer ini‑
ciativas de la sociedad civil. Este fondo es impres‑
cindible si se quiere apostar a la equidad de género 
como condición previa al desarrollo sostenible.

De la misma manera, deberíamos apostar a la 
institucionalización del género dentro mismo de 
las estructuras de la cooperación sur-sur y triangu‑
lar, integrándola como prioridad en los procesos de 
planificación, programación, evaluación. Y todo ello 
sin tenerles miedo a las nuevas temáticas, que van 
desde el feminicidio y el uso diferenciado del tiempo 
hasta las políticas del cuidado, pasando por la divi‑
sión sexual del trabajo o el desarrollo de capacidades 
para enfrentar la trata y el tráfico de mujeres.

Respecto a los desafíos, nombraré solo tres: uno 
de los mayores es asegurar que la transversalidad 
deje de ser un cuento destinado, tantas veces, a 
justificar la falta de recursos directos hacia la igual‑
dad de género. El segundo, ligado con el anterior, 
es que la información que se recoge en nuestros 
países no es suficiente ni se hace de una forma lo 
suficientemente aceitada para facilitar la evalua‑
ción tanto de las políticas como de los presupues‑
tos. El tercer desafío tiene que ver con la misma 
cooperación sur-sur y triangular y la manera en que 
deberíamos encararla.

Los diálogos consonantes abrieron un espacio de 
debate sobre la agenda feminista y la llamada coo-

peración para el desarrollo entre las redes de Amé‑
rica Latina y el Caribe y representantes de la coope‑
ración española. Esto ha sido un ejercicio de diálo-
go de políticas y armonización, y fue fundamental 
para poder discutir cómo estaba afectándose en 
un nivel más macro y técnico a la financiación de 
la agenda de las mujeres en la región, así como 
para tejer alianzas puntuales en la construcción de 
la agenda hacia Accra, Busan y, ahora, la agenda 
post‑2015.

¿Cuál es el rol de la sociedad civil en la coope‑
ración sur-sur? La sociedad civil, coordinada regio‑
nalmente, debería encontrar espacios para colocar 
agendas basadas en plataformas conceptuales. 
Es decir, la sociedad civil también puede hacer una 
gestión del conocimiento que compita, comple‑
mente y colabore en la construcción de sistemas 
de información estandarizados y comparados. 
Generación y gestión del conocimiento, fortaleci‑
miento de capacidades, intercambio de recursos. 
Pero el punto es que hay que participar y levantar 
este debate para dar contenidos a la cooperación 
sur-sur y triangular.

Al mismo tiempo que en la mayoría de nuestros 
países ha habido un crecimiento económico nunca 
visto, no tiene sentido que las organizaciones es‑
tén desapareciendo por falta de apoyo —las mis‑
mas organizaciones que tanto han contribuido a 
las democracias de nuestros países—. La construc‑
ción de un fondo regional o iberoamericano, debe‑
ría contar, entre otros recursos, con fondos públi‑
cos y el financiamiento de las empresas estatales.

La cooperación sur-sur debería asumir el desafío 
de asegurar recursos para la igualdad y el ejercicio 
de los derechos. La autonomía de las organizacio‑
nes feministas para definir su agenda política y 
llevarla a cabo en el espacio público es condición 
sine qua non para promover y ubicar la igualdad de 
género y los derechos de las mujeres como pilares 
de un desarrollo que, de verdad, sea eficaz.

Por Lucy Garrido
Integrante del colectivo Cotidiano Mujer y de la 

coordinación de la Articulación Feminista Marcosur  
de Uruguay.
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en la región constituyen un aporte interesante que, seguramente, influirá en la 
forma global de hacer cooperación en el siglo xxi.

Más aún, la css latinoamericana constituye un aporte clave para brindar so-
luciones a los desafíos comunes de la próxima agenda global de desarrollo sus-
tentable que se está definiendo. Pero es importante que ese aporte no se haga 
en detrimento de la cooperación al desarrollo tradicional que aún necesitan los 
países latinoamericanos. Por este motivo, es importante hacer oír las voces de la 
región en los foros globales de la cooperación internacional y en el ámbito de las 
negociaciones de la agenda post‑2015.

 
El Programa Iberoamericano para el Fortalecimiento de la 
Cooperación SUR-SUR

Por su mandato, su dotación presupuestal y su acervo conceptual y metodológico, 
el Programa Iberoamericano para el Fortalecimiento de la Cooperación Sur-Sur 
(pifcss) es un ejemplo único y cumple un rol clave en el fortalecimiento y la 

El Informe de la cooperación sur-
sur en Iberoamérica: apoyando el 
fortalecimiento de capacidades

En el año 2007 se impulsó el primer Informe de la 
cooperación sur-sur en Iberoamérica, que tras siete 
ediciones (publicado en español, portugués e inglés) 
se ha consolidado como una herramienta para dar vi‑
sibilidad a la cooperación sur-sur de la que participan 
los países iberoamericanos, así como en un instru‑
mento muy útil para su mejor gestión.

Simultáneamente, el Informe se ha revelado 
como un auténtico ejercicio —intergubernamental 
y horizontal— de cooperación sur-sur. De hecho, 
en su elaboración participan, en condición de so‑
cios y en plena relación de igualdad, los 22 países 
miembros de la Conferencia Iberoamericana. Dicha 
participación, concretada a través de las agencias 
y direcciones generales de cooperación de los go‑
biernos, no se limita al suministro de los datos que 
estos requieren. Su participación va mucho más 
allá, pues los gobiernos trabajan, debaten y deci‑
den, siempre de manera colectiva y por consenso, 
acerca de aspectos conceptuales y metodológicos 
diversos, como son la propia definición de la coo‑
peración sur-sur, el desarrollo de una metodología 

de medición y registro o la generación de indica‑
dores para su mejor identificación, planificación y 
evaluación, entre otros. A esto habría que añadir 
la construcción de un discurso y una visión política 
iberoamericana respecto de la cooperación sur-sur.

La elaboración del Informe en estas condiciones 
ha favorecido, consecuentemente, varios impactos 
positivos, entre los que cabe destacar el fortaleci‑
miento de las capacidades institucionales y me‑
todológicas de los sistemas de cooperación de los 
países iberoamericanos. Los avances registrados, 
no obstante, desde el año 2009 no se entienden 
sin la articulación del Informe con el Programa Ibe‑
roamericano para el Fortalecimiento de la Coopera‑
ción Sur-Sur (pifcss), cuya misión principal alude, 
de hecho, “al fortalecimiento de capacidades de los 
responsables políticos y técnicos de la cooperación 
en [los] países [miembros]”.

Un ejemplo para ilustrar lo anterior reside en 
los avances experimentados en el ámbito de los 
sistemas de información en cooperación de los 22 
países iberoamericanos. En este sentido, cuando 
se procedió a recopilar los datos que nutrían la pri‑
mera edición del Informe de la cooperación sur-sur, 
en el año 2007, muchos países no tenían ningún re‑
gistro de la cooperación que intercambiaban con el 
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dinamización de la css de la región, así como la articulación de posiciones en los 
ámbitos regional y global en materia de css y triangular.

El pifcss es financiado por los 20 países iberoamericanos que lo integran y su 
principal objetivo es fortalecer y dinamizar la css, contribuyendo a la calidad y el 
impacto de sus acciones, así como a la promoción del intercambio de experien-
cias adaptadas a los contextos y prioridades de las políticas públicas de cada país. 
Cuenta con un presupuesto anual de alrededor de un millón de dólares y sus 
áreas principales de trabajo son la formación, la capacitación y el intercambio de 
experiencias; la construcción de posiciones comunes entre los países; la presen-
cia activa en espacios internacionales; el diálogo con otros actores; el desarrollo 
y la armonización de sistemas de información y registro; la generación de me-
todologías e instrumentos para la css y triangular, y la elaboración del Informe 
de css en Iberoamérica y otros documentos estratégicos.

La progresiva formulación de estrategias de css por parte de los países latinoa-
mericanos a la luz de los cambios de la cooperación al desarrollo ha implicado 
un trabajo de reflexión y una adecuación de los arreglos institucionales de la 
cooperación en los países de la región. La creación de agencias de cooperación en 

resto de los países de la región. Hoy, la mayor par‑
te de estos han desarrollado un sistema de regis‑
tro y gestión de la información de su cooperación 
sur-sur que les permite no solo reportar al Informe 
iberoamericano, sino, sobre todo, disponer de una 
herramienta de gestión, planificación y visibilidad 
de sus políticas de cooperación.

Uruguay no es una excepción. De la mano ade‑
más de la creación de la Agencia Uruguaya de Coo‑
peración Internacional (auci), este país se ha con‑
vertido en un actor cada vez más relevante en la 
cooperación sur-sur de la región. Uruguay no solo 
participa cada vez más de un número mayor de 
proyectos de cooperación sur-sur, sino que —y no 
es un tema menor— muestra cada vez mayor capa‑
cidad para registrar la información que revela ese 
hecho. Así, atendiendo a las distintas ediciones del 
Informe de la cooperación sur-sur en Iberoamérica, 
los crecientes acuerdos con los socios de la región 
en combinación con el desarrollo de un sistema de 
información cada vez más completo permiten en‑
tender por qué en apenas dos años —los transcu‑
rridos entre 2010 (coincidiendo con el año de pro‑
mulgación de la ley que impulsó la auci) y 2012— 
Uruguay ha pasado de participar en 15 proyectos de 
cooperación horizontal sur-sur bilateral (en todos 

ellos en el rol de receptor), a convertirse en uno de 
los seis principales oferentes de la región al par‑
ticipar en un total de 42 proyectos de esa misma 
modalidad bilateral (en 16 en el rol de oferente y en 
26 en el rol de receptor).

A quienes hemos tenido el privilegio de traba‑
jar en el Informe de la cooperación sur-sur en Ibe-
roamérica desde su primera edición, nos enorgu‑
llece especialmente saber que este no solo le ha 
servido al conjunto de la región sino, sobre todo, a 
cada uno de los países que, como Uruguay, se han 
implicado en él desde el principio. Los avances lo‑
grados, no obstante, no deben esconder los retos 
que se nos abren en el nuevo y complejo escenario 
de la cooperación internacional. En cualquier caso, 
sin embargo, seguiremos trabajando en ello con el 
mismo compromiso que nos caracteriza y esperan‑
do que, en un futuro no muy lejano, podamos se‑
guir congratulándonos de esa contribución al for‑
talecimiento de una herramienta tan esencial para 
el desarrollo como es la propia cooperación sur-sur.

Por Cristina Xalma
Investigadora a cargo  

del Informe de la cooperación sur-sur en Iberoamérica  
de la Secretaría General Iberoamericana (segib).
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Brasil, Chile, Colombia, Uruguay y México es reflejo de este proceso. El pifcss ha 
facilitado el intercambio de experiencias, diagnósticos y estudios en esta materia.

Una de las áreas fundamentales en donde ha trabajado el pifcss es precisa-
mente la de fortalecer las agencias y entidades responsables de cooperación en 
los países latinoamericanos para que desarrollen más y mejor cooperación. Esto 
se ha hecho a través de la formación de recursos humanos, en aspectos concep-
tuales e instrumentos de gestión de la css.

Recientemente, el pifcss encargó la elaboración de una metodología para la 
sistematización de las acciones/proyectos de css, a la luz de algunas caracte-
rísticas de la css iberoamericana. La metodología permite extraer lecciones y 
monitorear la coherencia entre el discurso y la práctica de la css y triangular 
en el espacio iberoamericano. Asimismo, el pifcss encargó un diagnóstico de 
los marcos normativos e institucionales para la gestión de la css en los países de 
Iberoamérica, aún en elaboración.

Apoyado por el pifcss, el Informe de cooperación sur-sur en Iberoamérica acu-
mula el registro y la sistematización de los datos de css y triangular,56 y recoge 
el acervo conceptual y metodológico de registro y sistematización, así como las 
reflexiones político-estratégicas. Con un enfoque de trabajo intergubernamen-
tal, promovido desde el pifcss, la metodología construida para el Informe fue 
evolucionando y ganando en profundidad. Asimismo, el pifcss tiene una línea 
específica para difundir el Informe de cooperación sur-sur fuera de la región, con 
publicaciones en inglés y presentaciones en ámbitos internacionales. Los países 
lo evalúan como un instrumento muy potente y en las diversas instancias de 
evaluación hacen una apuesta muy fuerte por él.

Desde febrero de 2012, Uruguay es sede del pifcss y ejerce su Secretaría Eje-
cutiva. La Unidad Técnica del Programa está instalada en la Presidencia de la 
República y cuenta con personal de apoyo de la auci. Estos tres años al frente de 
la Secretaría le permitieron a Uruguay fortalecer su participación en los foros 
internacionales representando al pifcss y, al mismo tiempo, acumular aprendi-
zajes para robustecer su estrategia de css.

 
La estrategia de cooperación sur-sur de Uruguay

La css constituye un pilar elemental de la política de cooperación uruguaya. El 
país ha comprendido que, aunque tenga importantes desafíos pendientes para 
consolidar los beneficios del crecimiento económico obtenido en los últimos 
años, puede aportar al desarrollo regional y global, en la medida de sus capaci-
dades, mediante la css.

La css que otorga Uruguay es, en su mayoría, cooperación técnica para el for-
talecimiento institucional o intercambio de experiencias entre administraciones 
públicas y, por lo tanto, en general no involucra transferencia de recursos finan-
cieros al país, ni construcción de infraestructura, ni compra de equipamiento. La 
css uruguaya es impulsada por las necesidades de los beneficiarios (demand dri-
ven) y apunta al desarrollo de capacidades y conocimientos, buscando las mejores 
soluciones adaptadas al contexto local donde se desarrollan. Está compuesta de 
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El valor de la cooperación 
internacional en el fortalecimiento 
del sistema tributario y su proyección 
en la cooperación sur-sur

La República Oriental del Uruguay cuenta, desde 
el dictado de la ley 18083, de 27 de diciembre de 
2006, con un nuevo sistema tributario.

La introducción del nuevo sistema tributario no 
constituyó un hecho aislado, sino que fue concep‑
tualizada como parte de un proceso gradual que 
tuvo su origen con la reforma de la administración 
tributaria (Dirección General Impositiva).

Esta reforma contó con el apoyo imprescindible 
de la cooperación internacional y es con ella que se 
llevó a cabo con éxito el proyecto “Modernización 
de la Dirección General Impositiva”, en el marco del 
Convenio de Financiación entre la Comunidad Eu‑
ropea y la República Oriental del Uruguay, entre los 
años 2004 y 2007.

En ese sentido, la cooperación internacional per‑
mitió que Uruguay pudiera contar con una adminis‑
tración tributaria eficaz y moderna, que no solo ha 
logrado obtener mayores niveles de recaudación, 
disminuir las tasas de evasión y mejorar la situa‑
ción fiscal del país, sino que constituyó un avance 
en el proceso de cohesión social, fundamental en 
un modelo de sociedad basado en el desarrollo con 
equidad, la primacía del Estado de derecho y la so‑
lidaridad.

Entre los logros más importantes del proyecto 
“Modernización de la Dirección General Impositiva” 
se destacan el fortalecimiento institucional a tra‑
vés de un nuevo régimen de recursos humanos, la 
modernización y racionalización de la infraestruc‑
tura, el fuerte avance tecnológico, un programa de 
educación tributaria para la ciudadanía, campañas 
de sensibilización ciudadana y la incorporación de 
herramientas informáticas.

Sin embargo, la Dirección General Impositiva, 
para seguir avanzando, ha aprovechado también la 
experiencia de otras administraciones tributarias 

de América Latina en distintos temas para desa‑
rrollar nuevos proyectos.

Al respecto se puede destacar el proyecto de 
documentación de operaciones mediante compro‑
bantes fiscales electrónicos, en el cual, con la cola‑
boración de la cooperación internacional, se pudo 
obtener, antes de su implementación, una visión 
de los impactos que ha tenido esta modalidad de 
documentación de operaciones en otros países de 
la región que la han desarrollado, así como detalles 
técnicos y estrategias para su adopción.

El éxito obtenido en los proyectos que han con‑
tado con el apoyo de la cooperación internacional 
ha permitido que Uruguay, y específicamente la 
Dirección General Impositiva, pueda no solo recibir 
colaboración, sino brindar apoyo a sus pares regio‑
nales que se encuentran en procesos de reformas 
tributarias.

A través de la transmisión de la experiencia fiscal 
uruguaya, se ha venido apoyando a distintas admi‑
nistraciones tributarias, como la Dirección General 
de Impuestos Internos de la República de El Sal‑
vador o la Subsecretaría de Estado de Tributación 
de la República del Paraguay, las cuales han encon‑
trado similitudes con nuestro sistema tributario y 
nuestra administración, o estiman que estos po‑
drían tomarse como ejemplo, con las adaptaciones 
necesarias a la realidad de cada uno de esos países.

En conclusión, se debe resaltar la importancia 
de la cooperación internacional como motor para el 
desarrollo de diferentes proyectos en los cuales los 
países podrán adoptar distintas medidas que cola‑
boren al fortalecimiento de sus sistemas tributa‑
rios y propender al cumplimiento de los principios 
fundamentales que estos deben necesariamente 
presentar: suficiencia, neutralidad, simplicidad, 
equidad, y estímulo al empleo y la inversión pro‑
ductiva.

Por Pablo Ferreri
Director General de Rentas de la Dirección General 

Impositiva de Uruguay entre 2010 y 2014.



148 | 	

intervenciones estratégicas para el fortalecimiento o el desarrollo de capacida-
des, como, por ejemplo, actividades de formación (cursos, talleres, conferencias), 
asesoramiento de expertos nacionales y el ofrecimiento de pasantías o instancias 
para la capacitación de funcionarios del país socio.

Por lo tanto, la css de Uruguay es una cooperación que se asienta en la trans-
ferencia de capacidades para el desarrollo. Uruguay en ningún caso se hace 
cargo del diseño o la implementación de políticas públicas, sino que acompaña al 
país socio compartiendo su experiencia con los actores públicos responsables de 
la elaboración e implementación de estas políticas u otros actores del desarrollo. 
En la mayoría de los casos, las acciones y/o proyectos de css que realiza Uruguay 
se financian mediante la modalidad de costos compartidos entre los países socios.

La css que realiza Uruguay, como país con vocación latinoamericanista, favo-
rece el aprendizaje mutuo, así como promueve el entendimiento y la confianza 
entre Uruguay y sus socios, en condiciones de reciprocidad. Consiste fundamen-
talmente en el intercambio horizontal de experiencias entre técnicos uruguayos 
y sus homólogos en el país socio, los que trabajando en conjunto definen aquellos 
aspectos de la experiencia uruguaya en los que les interesa profundizar. El co-
nocimiento que se comparte no se piensa como una verdad absoluta, sino como 
un conjunto de lecciones aprendidas, basadas en los aciertos y en los errores 
que se han cometido. No se busca que los países socios trasladen las prácticas 
uruguayas a sus lugares, sino que tomen lo que les sirve de esta experiencia, 
considerando las diferencias de contexto. Las iniciativas de css que Uruguay 
promueve intentan ser instancias generadoras de ideas, más que dispensadoras 
de soluciones prefabricadas.

Otra característica de la css uruguaya es la interinstitucionalidad. Por la escala 
de Uruguay, los stakeholders de las políticas públicas son fácilmente identifi-
cables y convocables, lo que favorece que las políticas públicas se construyan 
consensuadamente entre los actores relevantes. En consecuencia, en una gran 
proporción de las iniciativas de css en las que Uruguay es principalmente ofe-
rente, intervienen distintas agencias del Estado con competencia en el tema, de 
manera articulada. Esto contribuye a la integralidad del abordaje de los temas.

Otra característica es la cercanía que existe en el país para acceder a todos 
los eslabones de las políticas públicas, desde las autoridades hasta los beneficia-
rios finales. Ello otorga una riqueza excepcional a los intercambios de css con 
Uruguay, por cuanto es posible contar con la información de primera mano de 
todos los actores.

Las capacidades uruguayas para la cooperación sur-sur

El Estado uruguayo ha debido innovar en sus políticas para enfrentar, entre 
otros, los problemas del desarrollo en un contexto de crisis económica y finan-
ciera internacional, el elevado costo de los recursos energéticos y la alta vulne-
rabilidad frente a los vaivenes de la economía global.

En 2010 la auci inició un proceso de identificación de las capacidades uruguayas 
con potencial para proveer cooperación a terceros países en el sur, a partir de las 
áreas de excelencia, capacidades y experiencias valoradas como exitosas y reco-
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Cuadro 12. Resumen de 
capacidades de Uruguay para 
la css

Área social. Abarca programas sociales, su 

coordinación y transversalización e indica‑

dores para su evaluación y monitoreo; inclu‑

sión digital en la educación; promoción de la 

lactancia materna; control del tabaquismo y 

donación y trasplante de órganos y tejidos.

Área agropecuaria. Abarca sanidad y traza‑

bilidad ganadera; sanidad vegetal, inocuidad 

alimentaria y calidad de los alimentos; for‑

talecimiento y articulación de cadenas pro‑

ductivas; adaptación al cambio climático y 

su mitigación.

Área de infraestructuras para el desarro‑

llo. Incluye acceso al agua potable a través 

de las unidades autónomas para potabili‑

zación y saneamiento; abastecimiento in

tegral en pequeñas localidades y centros 

educativos; fortalecimiento de capacidades 

institucionales; planificación y gestión de 

las telecomunicaciones; y logística postal, a 

través de acceso universal a la información, 

seguimiento de envíos y georreferenciación 

de domicilios. Incluye capacidades institu‑

cionales para el diseño y gestión de políticas 

públicas en energías renovables.

Área de gobernabilidad. Abarca calidad de 

las instituciones y del sistema democrático; 

participación política y sistema de partidos 

y régimen electoral; mecanismos de acción 

colectiva como cooperativismo, economía 

solidaria y negociación colectiva laboral; 

buenas prácticas en gobierno electrónico, 

sociedad de la información, transparencia y 

acceso a la información pública; moderniza‑

ción y profesionalización de la administra‑

ción tributaria y administración de empre‑

sas públicas.

Fuente: auci (2013a).

nocidas internacionalmente como tales. Como resultado, la 
Agencia elaboró el documento Capacidades uruguayas para la 
cooperación sur-sur (2013), donde se agruparon las fortalezas 
del país en cuatro áreas principales: agropecuaria, social, in-
fraestructura para el desarrollo y gobernabilidad.

Son numerosas las capacidades uruguayas en el área so-
cial. Luego de décadas de crecimiento lento y una crisis 
financiera y social muy profunda en el año 2002 –que tuvo 
graves consecuencias en el empleo y en el deterioro del 
entramado social–, el Estado uruguayo debió asumir po-
líticas para paliar situaciones de emergencia y restituir la 
red de protección y promoción social; impulsando servicios 
públicos de calidad para atender las necesidades de sus ha-
bitantes, sobre todo de los más necesitados.

El enfoque de Políticas Sociales del Uruguay ha generado 
mucho interés en otros países de la región. Las políticas 
llevadas adelante en esta área están centradas en atender 
los problemas vinculados a la transformación económica, 
la integración social, la salud –que incluye la promoción 
de los derechos sexuales y reproductivos– y la protección 
laboral, con el propósito final de garantizar y velar por los 
derechos sociales de todas las personas.

Algunas de las iniciativas que se han destacado en los 
últimos años y en las que el país ha generado experiencias 
valiosas y capacidades técnicas para transmitir a otros paí-
ses se concentran en los siguientes temas:

•	 Protección e integración de sectores vulnerables: Diseño y ges-
tión de programas sociales para el abordaje integral de la 
pobreza. Uno de los rasgos más destacados del enfoque 
uruguayo de programas sociales es la integración de di-
versas acciones complementarias e intervenciones coor-
dinadas en distintas áreas temáticas, tales como el ingreso 
ciudadano, el apoyo alimentario y socioeducativo, la aten-
ción a la población en situación de calle y la asistencia a la 
vejez. Este abordaje no solo permite atacar los problemas 
más urgentes de los sectores más vulnerables de la socie-
dad, sino también trabajar más allá de las necesidades bá-
sicas en la búsqueda del mejoramiento de sus condiciones 
de vida, su integración y su promoción social.

•	 Transversalidad y articulación de las políticas sociales: En 
Uruguay, las políticas sociales son concebidas desde una 
perspectiva transversal: se entiende que la atención a los 
más vulnerables no debe suscribirse a un área específica, 
sino que se debe trabajar en diversos aspectos. Con el fin 
de garantizar el ejercicio de todos los derechos de los ciu-
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dadanos, la aplicación de las políticas sociales debe ser coordinada y articulada 
por varios ministerios públicos cuyos cometidos estén relacionados con el área 
social. Para ello existe el Gabinete Social, que agrupa a los diferentes ministe-
rios involucrados para coordinar políticas y acciones transversalmente. 

•	 Sistemas de indicadores para evaluación y monitoreo de los programas sociales: Las 
instituciones vinculadas a las políticas sociales cuentan con capacidades para 
realizar el seguimiento, la supervisión y la evaluación de los planes, progra-
mas y proyectos sociales en sus diferentes políticas e instrumentos; promo-
viendo además la más amplia integración y participación en los procesos de 
monitoreo y contraloría social de los protagonistas.

•	 Control del tabaquismo: Uruguay es el primer país de América Latina que fir-
mó el Convenio Marco para el Control del Tabaco y que cuenta con una ley 
integral en la lucha contra el tabaquismo. En este tema, Uruguay cuenta con 
avances destacados en la implementación del Convenio Marco; experiencia 
en aumento de los impuestos a las tabacaleras; declaración de los espacios de 
uso público como 100% libres de humo de tabaco; aplicación de advertencias 
sanitarias en los envases de cigarrillos; prohibición de la publicidad de los 
productos de tabaco e incorporación del diagnóstico y tratamiento de la de-
pendencia del tabaco en forma gratuita.

•	 Promoción de la lactancia materna: Se considera el amamantamiento como un 
derecho de la madre recomendado por la Organización Mundial de la Salud 
(oms) como modo exclusivo de alimentación hasta los seis meses de vida. Por 
ello, se aprobó la Norma Nacional de Lactancia Materna, que contempla el 
derecho de la madre y también la existencia en el país de bancos de leche y 
centros de recolección de leche humana.

•	 Donación y Trasplante de órganos y tejidos: Existe en el país un Banco Nacional 
de Órganos y Tejidos y un Registro Nacional de Donantes creados por Ley 
Nacional en el año 1996. La normativa vigente garantiza el derecho de todos 
los ciudadanos al acceso equitativo y oportuno a los beneficios de una atención 
integral en materia de trasplantes de células, tejidos y órganos y medicina 
regenerativa. Uruguay tiene uno de los marcos legislativos más avanzados en 
este campo en la región. 

•	 Inclusión digital: En el mes de diciembre del año 2006, el gobierno uruguayo 
anunció la puesta en marcha del Plan Ceibal (Conectividad Educativa de In-
formática Básica para el Aprendizaje en Línea), orientado a entregar a cada 
alumno y a cada maestro de las escuelas primarias públicas de todo el país 
una computadora portátil de forma gratuita (modelo 1 a 1). Ese fue el puntapié 
inicial de un ambicioso proyecto socioeducativo que puso al Uruguay a la 
vanguardia regional y mundial en programas de reducción de la brecha digital 
y de la inclusión y la equidad en el acceso a la educación.

Por sus condiciones naturales y por su historia económica, el país presenta 
fuertes capacidades en el área agropecuaria. En Uruguay, este sector representa 
el 70% de las exportaciones y ocupa el 85% de la superficie del territorio nacional. 
La agricultura y las actividades relacionadas a ella son actualmente el subsector 
de mayor dinamismo, lo que ha generado la introducción en forma masiva de 
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herramientas de alta innovación tecnológica aplicadas a las particularidades del 
suelo y del clima de nuestro país. Por otra parte, el sistema de producción gana-
dera del país está basado en pasturas nativas y está caracterizado por el pastoreo 
conjunto de bovinos y ovinos a cielo abierto y en armonía con el ambiente. La 
carne es uno de los principales productos nacionales, tanto por la porción que se 
vierte al mercado interno como por la que se destina a la exportación. Este pro-
ducto es el principal rubro de exportación del país, y representa el 21% del total 
de lo exportado en 2012. Uruguay es el séptimo exportador de carne del mundo 
y llega a más de 100 destinos. La producción de carne representa el 6% del pib del 
país. Para poder ofrecer la mejor calidad y cumplir con los estándares interna-
cionales de exportación, Uruguay ha invertido recursos humanos y financieros 
en el desarrollo de sistemas de información, identificación y registro animal. En 
consecuencia, actualmente el país cuenta con un estatus sanitario de privilegio, 
y con un reconocimiento internacional que lo impulsa a realizar el máximo 
esfuerzo para mantenerlo y fortalecerlo. Por ello, algunas de las capacidades del 
país para brindar cooperación son las siguientes:

•	 Trazabilidad bovina: La trazabilidad del ganado bovino permite seguir la ruta 
del animal desde que nace hasta que se faena, aportando datos tales como 
fecha y lugar de nacimiento, propietario, sexo o raza; así como también sus 
movimientos a través de toda la cadena de producción y abastecimiento. Tanto 
en el mercado interno como en el internacional se exige, en consecuencia, 
la trazabilidad como atributo de calidad. La trazabilidad bovina se enmarca 
dentro del Sistema de Identificación y Registro Animal (sira) que comprende 
toda la ganadería del país. Este sistema posiciona hoy a Uruguay como el país 
con el dispositivo de información electrónico más completo y actualizado de 
América Latina, y uno de los más avanzados del mundo. Por tratarse de una 
política pública, participan en el sira en igual medida los pequeños, medianos 
y grandes productores del país.

•	 Sanidad animal y vegetal: En concordancia con la larga historia de producción 
ganadera y agrícola del país, se cuenta con experiencia significativa y niveles de 
excelencia profesional en sanidad animal y vegetal. Esto hace que Uruguay se 
posicione como centro de referencia mundial en prácticas de vigilancia, moni-
toreo y control de enfermedades que podrían afectar la salud humana y/o influir 
negativamente en las posibilidades de ingreso a los mercados internacionales.

•	 Inocuidad alimentaria: Las instituciones públicas del agro uruguayo han pro-
movido la mejora de prácticas industriales para alcanzar estándares regionales 
y mundiales de calidad higiénico-sanitarias de los alimentos producidos en el 
país, fortaleciendo la investigación estratégica y el desarrollo tecnológico en 
cooperación con otras instituciones públicas y privadas.

•	 Cadenas productivas: Uruguay busca fortalecer y articular las cadenas produc-
tivas. Hace un tiempo se constituyó el Gabinete Productivo con el objetivo de 
articular, fortalecer y expandir la estructura productiva del país procurando 
aumentar significativamente el valor agregado y el contenido tecnológico de la 
producción uruguaya. El estudio permanente de todas las cadenas productivas 
del país, y la continuidad de las políticas y acciones que las apoyen, se conside-
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ran política de Estado. Uruguay está en condiciones de transmitir este diseño 
institucional particular y la buena práctica que fomenta el mismo para generar 
mecanismos de fortalecimiento institucional de las estructuras agropecuarias 
de otros países.

Uruguay ha desarrollado una serie de capacidades asociadas al área de 
infraestructura para el desarrollo. El acceso universal a los servicios necesarios 
para el desarrollo requiere de ciertas condiciones básicas de infraestructura. En 
los últimos años, el Estado uruguayo ha procurado mejorar la dotación de la in-
fraestructura del país con el objetivo de fomentar el crecimiento económico. His-
tóricamente, la provisión de estos servicios –muchos de ellos consagrados en la 
Constitución– ha estado en manos de instituciones estatales o empresas públicas. 
Esto ha generado un conjunto de capacidades respecto a la concepción, el diseño, 
la operación, la regulación, el monitoreo y la evaluación de los mismos. Estas 
capacidades, relativamente significativas en el contexto latinoamericano, hacen 
que aumente la demanda de cooperación por parte de otros países de la región. 

•	 Acceso universal al agua: Uruguay ha alcanzado una cobertura de la red de 
agua potable superior al 99%, lo cual lo ubica entre los más avanzados del 
mundo en esta materia. La extensión y la calidad de los servicios de agua han 
merecido que la Organización Mundial de la Salud (oms) reconociera al país 
como el único de las Américas que no registra enfermedades de transmisión 
hídrica y que ha disminuido los índices de otras enfermedades que se propa-
gan a través del agua. Estos datos ilustran las capacidades institucionales para 
el diseño y gestión de políticas públicas en lo relativo al manejo, generación y 
distribución del agua potable, así como el desarrollo y operación de los siste-
mas de saneamiento. 

•	 Unidades autónomas para potabilización de agua y saneamiento: Uruguay tiene am-
plia experiencia en la operación e instalación de upa (Planta Compacta y Trans-
portable para Potabilización de Agua), un modelo de usinas compactas y trans-
portables de potabilización de agua. La upa es una planta efectiva y confiable 
para el tratamiento del agua que trabaja con una amplia variedad de calidades de 
aguas sin procesar, por lo que permite producir y suministrar agua en regiones 
donde existen dificultades geográficas y sanitarias para el abastecimiento. Uru-
guay ya ha donado varias upa a países que han tenido que enfrentar situaciones 
de emergencia causadas por catástrofes naturales. Asimismo, se está estudiando 
la implementación de plantas de tratamiento de aguas residuales bajo el formato 
de unidades modulares, transportables, de fácil y rápida instalación.

•	 Matriz energética sustentable: La política energética de Uruguay realiza una 
fuerte apuesta a la incorporación de fuentes autóctonas en general, con par-
ticular énfasis en las energías renovables. La búsqueda de diversificación de 
fuentes y proveedores se realiza con el fin de reducir costos, activar la indus-
tria nacional energética, disminuir la dependencia del petróleo, y dar partici-
pación a las fuentes autóctonas. Se está trabajando fuertemente en disminuir 
la dependencia de la energía térmica, por lo que, de acuerdo a las iniciativas 
planificadas, se espera cambiar la distribución de la matriz energética.
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•	 Mejora de la eficiencia energética: Existe un programa de alcance nacional orien-
tado a mejorar el uso de la energía por parte de los usuarios finales de todos los 
sectores económicos, fomentando el uso eficiente de todos los tipos de energía, 
incluyendo electricidad y combustibles. Uruguay está planificando y desarro-
llando distintas acciones orientadas a informar y concientizar a la población 
sobre los beneficios del uso eficiente de la energía y a fomentar la incorporación 
al mercado de una creciente oferta de equipamientos energéticamente eficientes.

•	 Promoción de energías renovables: Esta política involucra diferentes iniciativas 
en distintos tipos de generación de energías renovables. Plan Solar: tiene por 
objetivo promover el aprovechamiento de la energía solar para el calenta-
miento de agua en hogares y apunta a reducir el consumo de energía eléctrica 
en los mismos. Parques Eólicos: se han desarrollado los primeros parques 
eólicos y se está trabajando en su ampliación. Para el año 2015 Uruguay prevé 
contar con aproximadamente 1200 megavatios de energía eólica, habiendo 
empezado de cero en el año 2007. Producción de Biocombustibles: la principal 
iniciativa de Uruguay en esta área ha sido la creación de la empresa estatal 
alur, la cual produce unas 16.000 toneladas por año de biodiesel, que permite 
una mezcla del 2% con el gasoil que se comercializa en el país.

•	 Sociedad de la información: El Estado se ha comprometido a asegurar la co-
nexión de todos sus ciudadanos en tiempo real y acorde al desarrollo de las 
nuevas tecnologías del mundo de hoy. El desigual desarrollo de la sociedad 
de la información ha generado la denominada “brecha digital”, que amenaza 
con profundizar las diferencias entre los grupos sociales. Se han acumulado 
conocimiento y capacidades técnicas relevantes para la cooperación sur-sur 
y/o cooperación triangular.

•	 Equidad en el acceso al uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación 
(tic): Uruguay cuenta con índices destacados en el contexto de la región en 
lo que respecta a garantizar el acceso de toda la población a las nuevas tec-
nologías. Estos índices se reflejan en: Universalización del acceso a las com-
putadoras en el sistema educativo primario público (Plan Ceibal) cobertura 
de internet acceso a la telefonía celular cantidad de hogares con presencia de 
computadores personales.

•	 Logística postal: La logística de correo público de Uruguay cuenta con sistemas 
de tecnología y gestión que posibilitan el registro y seguimiento computari-
zado de la correspondencia; que aseguran un control absoluto y al instante 
sobre cada pieza procesada, cualquiera sea la etapa en que se encuentre. El 
sistema registra y sigue el 100% de las sacas, transportes y envíos controlados 
a nivel nacional, haciendo posible la generación de informes de control de 
las diversas operaciones en forma permanente. Por otra parte, en los últimos 
años el Correo lanzó junto con otros países, en donde  existe una comunidad 
significativa de inmigrantes uruguayos, un sistema de giros electrónicos que 
permite el envío de remesas a los connacionales residentes en el extranjero.

Uruguay presenta capacidades en el área gobernabilidad y calidad de las 
instituciones. Si bien el entramado institucional uruguayo es de reconocida 
calidad y prestigio, en los últimos años el Estado ha concentrado sus esfuerzos en 
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mejorar aun más la calidad de las instituciones públicas para que estas respon-
dan mejor a las necesidades de sus ciudadanos. En este sentido, se han llevado a 
cabo reformas en la administración pública para lograr una gestión más eficaz 
y eficiente, asegurando los niveles de universalidad y equidad que constituyen 
principios muy valorados por la sociedad uruguaya. Este proceso relativamente 
reciente se desarrolla sobre la base de una acumulación a más largo plazo y 
está caracterizado por una institucionalidad democrática estable y fuerte. Entre 
los rasgos más destacados de esta institucionalidad se encuentran un sistema de 
partidos sólido y estable, un sistema judicial independiente, un sistema elec-
toral transparente, un bajo grado de corrupción, un alto grado de libertad de 
expresión, un reconocido nivel de transparencia en el acceso a la información 
pública y la existencia de mecanismos de articulación social de las demandas 
con significativa participación de la ciudadanía. Las instituciones consolidadas 
y una cultura política con rasgos de fuerte permanencia –componentes básicos 
de la democracia– hacen que Uruguay tenga un nivel de calidad democrática 
reconocido internacionalmente. Esto ha sido objeto, en innumerables ocasiones, 
de actividades de asistencia técnica brindada a países de América del Sur y Cen-
troamérica por instituciones gubernamentales, académicas y de la sociedad civil. 
Las capacidades en esta área son:

•	 Sistema democrático representativo: La calidad de las instituciones democráticas 
uruguayas, la confianza en las mismas de parte de la población de manera 
extendida y homogénea y el nivel de involucramiento cívico, han sido defini-
dos como rasgos distintivos de Uruguay y constituyen características y valores 
reconocidos internacionalmente. Según el informe del Latinobarómetro, la 
población del Uruguay es la que más reconoce a las instituciones democráti-
cas. Los diferentes componentes del entramado institucional de la democracia 
–organismos, Parlamento e instrumentos y mecanismos de consulta a la ciu-
dadanía o de democracia directa– cuentan con ricas experiencias de buenas 
prácticas que pueden ser transferidas en iniciativas de cooperación.

•	 Participación política y sistema de partidos: Los niveles de participación política y 
electoral de la población uruguaya son de los más altos del mundo, superan el 
90% de participación en las instancias electorales nacionales y la participación 
es muy alta también en las instancias no obligatorias como las internas o 
“primarias”. Asimismo, el país cuenta con partidos políticos fuertes y conso-
lidados, algunos centenarios, con altos niveles de legitimidad y capacidad de 
representación. Estos elementos constituyen un tipo de cultura política que es 
otra de las características destacadas del sistema democrático uruguayo. Esta 
cultura política es reconocida y valorada a nivel regional e internacional.

•	 Régimen Electoral: Los procesos electorales uruguayos son de reconocida trans-
parencia y cuentan con un grado de legitimidad para la ciudadanía que los 
transforma en pilares básicos del sistema democrático nacional. La justicia 
electoral es responsabilidad de una institución autónoma y con rango cons-
titucional (Corte Electoral) que cuenta con importantes capacidades técnicas 
y vasta experiencia de asistencia regional a través de organismos similares. 
Funcionarios, técnicos y académicos vinculados al sistema electoral uruguayo 
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han desempeñado el rol de observador para organismos internacionales en 
numerosos actos eleccionarios de otros países. Este andamiaje jurídico institu-
cional, así como los instrumentos específicos de registro de votantes y escru-
tinios leccionarios, conforman un conjunto de capacidades con importantes 
demandas para proyectos de cooperación. 

•	 Facilitación de la negociación colectiva:  El país cuenta con una larga y valiosa 
experiencia relacionada a los Consejos de Salarios (órganos de integración 
tripartita: Estado, trabajadores y empleadores), que mediante el mecanismo 
del diálogo social establecen salarios mínimos, regímenes de aumentos, cate-
gorías laborales y otros beneficios. Desde el año 2005 se han aprobado cientos 
de convenios colectivos que han pautado las relaciones laborales entre traba-
jadores y empresarios en un mecanismo de articulación muy reconocido que 
le da previsibilidad y estabilidad al sistema productivo.

•	 Cooperativismo y economía solidaria: Uruguay cuenta con una larga tradición 
en el desarrollo de procesos asociativos, integradores y participativos entre 
sectores de diferentes ámbitos de la vida nacional, por ejemplo en las áreas 
productiva, de servicios, industrial y vivienda. El movimiento cooperativo o 
cooperativismo tiene como objetivo la colaboración de integrantes de un mis-
mo rango económico y social como medio para lograr que los productores y 
consumidores, integrados en asociaciones voluntarias, obtengan un beneficio 
mayor para la satisfacción de sus necesidades. Se basa en valores tales como la 
ayuda mutua, la igualdad y la solidaridad.

•	 Gobierno electrónico y transparencia en el acceso a la información: Uruguay cuenta 
con una importante base legal y de gestión en temas de gobierno electrónico 
cuyo objetivo es garantizar los derechos ciudadanos en materia de protección 
de datos personales y acceso a la información pública. Existe también una 
serie de guías para organismos estatales en temas tales como seguridad de la 
información, diseño y administración de portales, intercambio de expedientes 
electrónicos y gestión de proyectos.

•	 Modernización y profesionalización de la administración tributaria: A partir de 
2007 se implementó una reforma del sistema tributario cuyo propósito fue 
desarrollar un sistema más justo y disminuir la evasión, de manera que se 
verificase un aumento de la recaudación como paso previo a la disminución 
de la presión impositiva. Gracias a esta reforma, Uruguay ha desarrollado un 
conjunto de instrumentos y políticas de reconocida eficiencia y eficacia que lo 
convierten en uno de los países con menor evasión fiscal de Latinoamérica. 

•	 Diseño y gestión del sistema nacional de investigación e innovación: Con el objetivo 
de lograr superar una debilidad histórica en temas de investigación e inno-
vación, se ha creado una agencia específica como mecanismo para articular 
los diferentes instrumentos y programas (como el Sistema Nacional de In-
vestigadores y el Sistema Nacional de Becas). En todos los casos, la ejecución 
se realiza bajo un enfoque sistémico, que se refleja en los lineamientos fun-
damentales del Plan Estratégico Nacional de Ciencia y Tecnología. Las políti-
cas de innovación reúnen diversas áreas, tales como educación, investigación, 
cultura, producción, finanzas y políticas tributarias.
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El documento57 no es un catálogo exhaustivo, sino una guía de las capacidades 
que Uruguay ha definido como estratégicas y en las que considera puede contri-
buir a los procesos de desarrollo de los países socios.

Aunque, como señalamos, uno de los principios de la css es que son los pro-
pios países los que demandan la cooperación de acuerdo a sus prioridades, eso 
es compatible, e incluso deseable, con una difusión de las capacidades uruguayas 
de cooperación sur-sur. Ello, en el entendido de que el documento funciona 
como un resumen de las áreas en las que el país posee capacidades pasibles de 
ser transferidas, que orienta a los agentes públicos en Uruguay y en el exterior 
a través de la red de embajadas y misiones.

Sin embargo, este resumen no es cerrado ni estático, y necesita actualizarse 
a medida que el país va adquiriendo nuevas capacidades o bien se identifican 
demandas en temas y experiencias que no están necesariamente contemplados 
en las áreas mencionadas.

Uruguay: país propicio para la 
cooperación

Cuanto más conozco Uruguay, mayor es mi conven‑
cimiento de que se trata de un país ideal en Amé‑
rica Latina para atraer recursos, administrar y eva‑
luar proyectos que estén relacionados con todos los 
aspectos del desarrollo. La asistencia técnica solía 
ser un ejercicio mediante el cual el país donante 
participaba en el diseño de los proyectos y en oca‑
siones demandaba ciertas condiciones en el propio 
desempeño político del país receptor.

Los fondos de asistencia técnica internacional 
son verdaderamente cuantiosos si consideramos 
a América Latina como un todo, aun cuando pue‑
dan ir descendiendo significativamente en algunos 
casos, ya sea por razones de tipo político o por la 
crisis económica que afecta, ya por largos años, a 
los países más desarrollados —también por cierto 
desencanto generalizado en relación con los efec‑
tos esperados de estas ayudas y lo que efectiva‑
mente se logra—.

Tradicionalmente, la ejecución de fondos que se 
aportan para ayudar al desarrollo ha requerido bu‑
rocracias en cada uno de los países donantes. Estas 
crecieron y llegaron incluso a intervenir en la demo‑

cracia de los países receptores. La propia crisis eco‑
nómica ha hecho que los donantes busquen dismi‑
nuir los costos de seguimiento a sus donaciones. 
En primer lugar, la moda fue entregar los fondos 
a organismos internacionales y luego pasaron a 
encabezar el ranking de popularidad las organiza‑
ciones no gubernamentales, que proliferaron como 
la solución y se han consolidado en número incon‑
table, creando grandes dificultades para distinguir 
lo bueno de lo malo.

Diría que el enfoque moderno es precisamente el 
que ha asumido Uruguay. Las razones por las que 
reemplaza con generosidad los sistemas antes se‑
ñalados son múltiples. Tiene suficiente gente bien 
calificada que supera con creces el conocimiento 
de la zona geográfica, tanto para colaborar en el 
diseño de proyectos como en su evaluación. El país 
tiene además la posibilidad de evitar duplicaciones 
o lograr que se sumen esfuerzos, según los casos. 
Al país donante esto le evita tener las burocracias 
que desea disminuir, y la intermediación de un país 
como Uruguay reducirá al mínimo hasta eliminar‑
las, por vía del diálogo, las presiones políticas que 
puedan acompañar algunas donaciones. Por úl‑
timo, el exceso de personal bien calificado que se 
produce en Uruguay suele emigrar a los países más 
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Dónde se negocia la cooperación sur-sur

Las instancias oficiales donde se negocia la mayor parte de la css de Uruguay 
son las comisiones mixtas que se coordinan entre los respectivos ministerios de 
Relaciones Exteriores y las agencias de cooperación. Durante los meses previos a 
la instancia oficial, la auci canaliza las demandas de cooperación de los organis-
mos nacionales y los apoya desde el punto de vista técnico para su presentación 
ante la Comisión Mixta. Paralelamente, la Agencia hace llegar a los organismos 
nacionales las solicitudes de otros países para su análisis.

Luego de la Comisión Mixta, la auci realiza un seguimiento de la ejecución 
de las iniciativas, apoya en la interlocución con las contrapartes del país socio 
(a través de la agencia o dirección de cooperación de ese país) y, en caso de ser 
necesario, complementa los aportes nacionales con fondos propios.

desarrollados. En otros tiempos se hablaba de fuga 
de cerebros. Una mayor participación del país en la 
cooperación internacional puede ayudar a dismi‑
nuir dicho problema.

Por otra parte, es importante señalar que es re‑
lativamente fácil para el país contar con un registro 
de aquella gente que domina temas esenciales del 
desarrollo, pues continuamente se están encon‑
trando en reuniones regionales de carácter técni‑
co donde no solo se crean amistades, sino que se 
destacan aquellas o aquellos que pueden ser las o 
los mejores. Todos los esfuerzos por hacer que la 
asistencia técnica tenga efectos verdaderos en el 
desarrollo de un país cuestan dinero. La agencia 
de un gobierno, por cumplir de manera visionaria 
lo que otros cubrían en el pasado, debe recibir por‑
centajes similares a los que percibían las institu‑
ciones del pasado para hacer autosuficiente una 
buena administración. No sería justo, tratándose 
de cooperación, que estos costos recayeran funda‑
mentalmente en el erario nacional.

La razón fundamental por la que Uruguay de‑
bería ejercer cooperación internacional para el de‑
sarrollo al mayor nivel de sus posibilidades es su 
estabilidad económica, política y social. Creo que 
no hay país en nuestro continente que haya sido 

capaz de disfrutar sus libertades, con gobiernos de 
todos los signos, en los cuales nunca se pretendió 
cambiar derechos civiles adquiridos. Se trata de 
un país participativo más allá de cualquier otro. 
De aquí emana una economía estable, donde las 
reglas del juego son consultadas por todos y cono‑
cidas antes de ser aplicadas. Esto obedece a una 
forma de vivir: el pluralismo está vivo en Uruguay; 
mientras no exista la violencia, todas las ideas 
son bienvenidas, escuchadas y se les permite fluir 
libremente. Por desgracia, esto no es común hoy 
ni en América Latina ni en el mundo. Es una cua‑
lidad imprescindible para trasmitir ayuda interna‑
cional de modo que llegue al país que la habrá de 
recibir en función de lo que este requiere. En Uru‑
guay existe la capacidad de comprender caminos 
diferentes y aun rasgos distintos en las formas de 
pobreza y en los esfuerzos que requiere cada cual 
para que la educación sea, en el mediano plazo, el 
verdadero igualador de oportunidades.

Por John Biehl del Río
Representante de la Oficina de la Organización de los 

Estados Americanos en Uruguay.
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Asimismo, realiza el seguimiento de todas las iniciativas 
de css que surgieron en otras instancias y fueron negocia-
das entre organismos de gobierno. Ello es necesario para 
coordinar estas iniciativas con el resto de la cooperación y 
mejorar el impacto de los esfuerzos movilizados, así como 
registrarlas para que puedan incorporarse en la agenda bi-
lateral oficial y en la base de datos de proyectos de coopera-
ción de la auci para la generación de informes nacionales 
y regionales.

En el marco de una estrategia de css incipiente y con 
recursos (financieros y humanos) limitados, Uruguay, a la 
hora de definir las iniciativas, debe tener en cuenta la exis-
tencia de una demanda oficial del país socio y el alcance de 
la intervención. Otras consideraciones técnicas necesarias 
para cooperar con un país son la proximidad cultural, la 
similitud en los desafíos y soluciones a adoptar, así como la 
distancia geográfica —que repercute en los costos financie-
ros de las intervenciones— y la existencia de redes e in-
fraestructura de apoyo (embajadas y misiones de Uruguay 
o de países amigos, etcétera).

A la hora de planificar una intervención hay que consi-
derar el ciclo electoral de los países socios, para evitar po-
sibles cambios en el marco de prioridades y en los equipos 
de trabajo si se produce un cambio de gobierno.

Financiamiento de la cooperación sur-sur

En la mayoría de los casos, las acciones y/o proyectos de 
cooperación sur-sur involucran un intercambio de expe-
riencias que se financia a través de la modalidad de costos 
compartidos entre los países socios (Uruguay y país socio), 
aunque también se pueden financiar mediante contraparti-
das nacionales (sectores), del Fondo Uruguayo de Coopera-
ción Internacional (fuci), fondos bilaterales (como el que se 
constituyó con México), o de una contribución de país desa-
rrollado u organismo multilateral (cooperación triangular).

En caso de que las instituciones participantes de los pro-
yectos carezcan de recursos propios, auci puede financiar 
pasajes, seguro médico, viáticos, logística de eventos (sala, 
catering, audio, imprenta), pero no puede financiar contra-
tos, honorarios, equipamiento ni infraestructura. Este fi-
nanciamiento es solicitado por las instituciones uruguayas 
contrapartes de los proyectos a través de un formulario 
establecido para ese fin, y se determina de acuerdo a la 
evaluación del proyecto y las directivas en materia de prio-
ridades de la Cancillería uruguaya.

Cuadro 13. ¿Cómo se canaliza 
una demanda de cooperación 
sur-sur?

1.  	E l país socio expresa una demanda de 

cooperación a través de los órganos ofi‑

ciales.

2.	 La embajada uruguaya consulta con 

auci a través de la Cancillería sobre la 

capacidad de Uruguay para atender esta 

demanda.

3.  	La auci realiza una consulta preliminar 

con la contraparte idónea en Uruguay.

4. 	S i hay capacidad y recursos se indica al 

país socio que oficialice su pedido con el 

aval del organismo responsable de coor‑

dinación de la cooperación internacional 

de ese país. Esto puede ser a través de 

nota vía Cancillerías o a través de los me‑

canismos regulares de negociación de la 

cooperación (Comisión Mixta, Capítulo 

de Cooperación o reuniones de consultas 

políticas).

5.  	A partir de esta formalización, las partes 

involucradas podrán acordar un plan de 

trabajo conjunto (acción, proyecto) con el 

apoyo técnico de auci.

6.	S e recomienda que la primera actividad 

del proyecto sea visibilizada con la parti‑

cipación de la embajada del país socio, si 

es en Uruguay, o de la Embajada de Uru‑

guay, si fuera en el exterior.

7.   	Las misiones que se realicen en el mar‑

co de los proyectos de css se informan a 

las embajadas a través del Enlace entre 

auci y el Ministerio de Relaciones Exte‑

riores.

8.  	Cuando sea posible, las embajadas pres‑

tarán asistencia a las misiones de coope‑

rantes uruguayos en el exterior.

9. 	E n Uruguay, el seguimiento y evaluación 

de proyectos de cooperación los realizará 

auci, con apoyo de Cancillería, a través 

de los mecanismos acordados en la ins‑

tancia de negociación.
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Uruguay y la cooperación triangular

Para potenciar su estrategia de css, en los últimos años 
Uruguay está apelando al impulso de asociaciones con otros 
países u organismos internacionales para la cooperación 
triangular. La cooperación triangular, inicialmente gene-
rada mediante la asociación entre dos países de desarrollo 
medio con el apoyo de un tercer país de mayor desarrollo 
relativo u organismo multilateral, tiene hoy diversas moda-
lidades. Se realiza entre tres o más actores, frecuentemente 
con el objetivo de intercambiar conocimientos o experien-
cias entre los países de desarrollo similar.

El apoyo triangular ofrece la posibilidad de aprovechar 
mejor los saberes y recursos, amplía el alcance de las accio-
nes de cooperación mediante la distribución de roles desde 
la planificación, la transferencia técnica, la financiación, el 
seguimiento y la evaluación.

Uruguay también apuesta a una cooperación triangu-
lar que promueve asociaciones horizontales, basadas en 
la reciprocidad y orientadas a superar la tradicional rela-
ción donante-receptor, reconociendo la capacidad de los 
países en desarrollo de contribuir al intercambio de co-
nocimientos, no solo sur-sur, sino también norte-sur58 y 
sur-norte.

Esta modalidad favorece el establecimiento de puentes 
con la cooperación norte-sur, especialmente si se basa en 
el liderazgo de los países solicitantes. En la cooperación 
triangular, Uruguay apuesta a desarrollar un papel proac-
tivo en la región, estableciendo asociaciones estratégicas 
con sus socios tradicionales de la cooperación al desarrollo.

La cooperación sur-sur uruguaya en cifras

Según el registro de la auci, en 2013 hay 69 iniciativas 
activas de cooperación sur-sur bilateral, de las cuales 59 
son proyectos y 10 acciones puntuales. Dentro de los pro-
yectos, Uruguay es principalmente oferente en 25 (42 %), 
principalmente receptor en 19 (32 %) y en el resto (25 %) 
no se puede distinguir un oferente principal. Estas últi-
mas iniciativas se nombran como bidireccionales, si bien 
por sus principios toda la cooperación sur-sur se basa en 
un intercambio horizontal de capacidades. Con respecto al 
2012, estos datos muestran un aumento de los proyectos en 
los que Uruguay asume la transferencia de conocimientos 
y un descenso de aquellos en los que recibe transferencia de 
experiencias exitosas de otros países (Uruguay en 2012 era 

Cuadro 14. Fondo Uruguay-
México

Con el objetivo de fortalecer los vínculos de 

cooperación entre México y Uruguay, y en 

el marco del acuerdo de asociación estra‑

tégica entre ambos países, se creó el Fon‑

do Conjunto de Cooperación. Este cuenta 

con una dotación presupuestaria anual de 

usd  500.000, aportados en partes iguales 

por los dos países, repartidos por medio de 

una convocatoria abierta para proyectos de 

hasta 80.000 dólares. El Fondo está desti‑

nado a financiar la ejecución de proyectos de 

cooperación en las siguientes áreas priorita‑

rias:

-	D esarrollo social (énfasis en el área de 

salud)

-	A gropecuario

-	C iencia, tecnología e innovación

-	 Gobernabilidad. Fortalecimiento y ges‑

tión de las políticas públicas

-	 Medio ambiente. Cambio climático.

En 2012 la Comisión de Cooperación Técnica 

y Científica integrada por la Agencia Mexi‑

cana de Cooperación Internacional para el 

Desarrollo (amexcid) y la auci seleccionó 

diez proyectos para que fueran financiados 

por el Fondo Conjunto, que empezaron a ser 

instrumentados en 2013. En ellos participan 

instituciones públicas de ambos países. En 

2014 se realizó la segunda convocatoria del 

Fondo Conjunto para la presentación de pro‑

yectos binacionales.

Más información: ‹www.auci.gub.uy›.
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El plan Ceibal como un éxito de 
innovación en políticas sociales y su 
incorporación a la oferta de css de 
Uruguay

Desde el anuncio de la implementación del Plan 
Ceibal por el entonces presidente de la República, 
Dr. Tabaré Vázquez, hemos vivido impactos formi‑
dables. La filosofía adoptada por Uruguay no solo 
ha maravillado a sus habitantes, sino que, al ser 
pioneros en este tipo de implementación, el impac‑
to ha trascendido las fronteras nacionales.

Uruguay asumió los riesgos y la responsabilidad 
de ser el primer país del mundo en llevar adelante un 
proceso de introducción de tic en la educación. Al día 
de hoy podemos decir que es un proyecto realizable, 
que los costos son asequibles, y que los impactos 
son múltiples y altamente positivos a todo nivel y 
más allá de los límites propios de la educación.

En tiempo récord de tres años y con bajos cos‑
tos, el Plan Ceibal logró entregar laptops en todo el 
país, cubriendo la totalidad de la enseñanza prima‑
ria pública, y brindar acceso a Internet gratuito a lo 
largo y ancho del país.

Estudios realizados muestran que se ha genera‑
do un fuerte impacto en la autoestima y la motiva‑
ción de los niños, y principalmente en los sectores 
más castigados de la sociedad, que se reflejan en 
el rendimiento escolar y en el aumento de la asis‑
tencia a clase. Hoy en día, proyectos de vanguar‑
dia como Ceibal en Inglés han generado resulta‑
dos más que alentadores; junto con la Plataforma 
Adaptativa de Matemáticas, la evaluación en línea 
y la incorporación de la robótica educativa, entre 
otros, se abren nuevos horizontes promisorios en 
la utilización de las tecnologías para el fortaleci‑
miento de la educación. Y esto es solo un ejemplo, 
ya que el Plan Ceibal ha disparado cambios en la 
sociedad en su conjunto y está cosechando magní‑
ficos resultados.

Luego de los primeros años de aprendizaje con‑
tinuo, superando los desafíos que impone un pro‑
yecto innovador y de alcance nacional, Uruguay 
asumió el objetivo de compartir el conocimiento 
adquirido para que países de la región y del mundo 
puedan crecer a partir de nuestra experiencia.

En cada uno de los trabajos de cooperación se 
identifican posibilidades para fomentar el desa‑
rrollo local, utilizando metodologías horizontales 
que permitan apoyar el diseño, la implementación 
y la evaluación de las soluciones. Con base en este 
trabajo, que se realiza en conjunto con los equipos 
locales, se facilita la transferencia de capacidades 
para el crecimiento profesional del equipo respon‑
sable de cada proyecto, permitiendo el enriqueci‑
miento de ambas partes a través de un enfoque 
que pondera la experiencia y las fortalezas de los 
distintos contextos.

En este sentido, el desempeño la auci ha sido 
fundamental para aportar a la formación de los 
consultores de los equipos de trabajo de Ceibal 
desde el enfoque de cooperación sur-sur, así como 
en el desarrollo de los marcos de referencia para 
la gestión del conocimiento. El trabajo en conjunto 
con la Agencia ha facilitado los procesos de coo‑
peración con distintas delegaciones, en particular 
para el intercambio que se está realizando con el 
Ministerio de Educación de Costa Rica. La Agen‑
cia ha participado además activamente en las Ex‑
poAprende, tanto en el apoyo al trabajo con las de‑
legaciones como en la difusión del evento.

El trayecto recorrido hasta hoy nos ha brindado 
experiencias diversas de cooperación con países de 
la región como Argentina, Colombia, Ecuador, Pa‑
raguay, Brasil, Costa Rica, así como otros contex‑
tos más distantes como Karabakh; todas ellas han 
dado resultados destacables para ambas partes. 
Ceibal ha mantenido a su vez intercambios, a tra‑
vés de distintas estrategias, con Nicaragua, Vene‑
zuela, Bolivia, Perú, Guatemala, El Salvador, Méxi‑
co, Chile, Domínica, Panamá y Ruanda, entre otros.

Siguiendo el rumbo marcado, Ceibal renueva su 
disposición a acercar la experiencia para colaborar 
en pos de que más países vivan los impactos que 
surgen de la implementación de un cambio revolu‑
cionario, que en Uruguay ha modificado positiva‑
mente la realidad del país y que podrá hacerlo en 
otras regiones.

Por Miguel Brechner
Presidente del Plan Ceibal de Uruguay.
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principalmente oferente en el 23 % de los proyectos y principalmente receptor 
en el 47 %).

De los 59 proyectos, 28 se iniciaron efectivamente en 2013 (17 en los que 
Uruguay es principalmente oferente, 7 bidireccionales y 4 en los que Uruguay 
es principalmente receptor).

De las 69 iniciativas, el 46 % (27 proyectos y 5 acciones) fueron parcial o to-
talmente financiadas por la auci, ya sea con recursos presupuestales propios o a 
través de fondos de socios que apoyan el programa de cooperación sur-sur del 
país.

Los países con los que Uruguay tenía proyectos activos en 2013 se muestran 
en la tabla 6. Cabe señalar que con varios de ellos el espacio privilegiado para la 
negociación y acuerdo de proyectos de cooperación sur-sur son las comisiones 
mixtas de cooperación, que en general tienen lugar cada dos años. Este ciclo 
afecta la cantidad de iniciativas que se tienen activas año a año con cada país.

Si se comparan los proyectos de cooperación sur-sur bilateral activos en 2013 
con los de 2012, en los dos casos los países vecinos (Brasil y Argentina) ocupan 
los primeros lugares en número de proyectos, pero los otros fluctúan de acuerdo 
al calendario de comisiones mixtas realizadas. Por ejemplo, en 2012 Colombia 
se ubicaba en tercer lugar en número de proyectos y en 2013 era Ecuador el que 
estaba en segundo lugar y Bolivia aparecía en el quinto, aunque no teníamos 
cooperación sur-sur activa con ese país en 2012.

Con relación al sector principal (tabla 7), Salud continúa siendo el que tiene 
más proyectos activos (como ya pasaba en 2012) y prácticamente en la misma 

Tabla 6. Cantidad de proyectos de cooperación sur-sur bilateral activos en 2013 por 
rol de Uruguay según país socio

Oferente Receptor Bidireccional Total

Brasil 0 10 1 11

Ecuador 6 2 1 9

Argentina 1 2 5 8

Colombia 3 2 1 6

Bolivia 5 0 0 5

Chile 1 0 3 4

México 0 1 3 4

Cuba 1 2 0 3

El Salvador 3 0 0 3

Paraguay 3 0 0 3

Costa Rica 2 0 0 2

Bolivia, Colombia 0 0 1 1

Total 25 19 15 59

Fuente: Base de datos de auci, 2014.
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Tabla 7. Cantidad de proyectos de cooperación sur-sur bilateral activos en 2013 por 
rol de Uruguay según sector principal

Oferente Receptor Bidireccional Total

Salud 9 3 2 14

Agropecuario 2 0 5 7

Protección social, pobreza y 
cohesión social

2 2 3 7

Gobernabilidad 4 1 1 6

Cultura 2 3 0 5

Educación 1 3 0 4

Agua 0 1 2 3

Ciencia, tecnología e inno-
vación

2 0 1 3

Derechos humanos y acceso a 
la justicia

0 3 0 3

Medio ambiente 0 2 0 2

Transporte y comunicaciones 1 1 0 2

Energía 1 0 0 1

Industria y pymes 0 0 1 1

Vivienda y ordenamiento 
territorial

1 0 0 1

Total 25 19 15 59

Fuente: Base de datos de auci, 2014.

proporción (más de la quinta parte). Uruguay fue principalmente oferente en 
nueve de esos proyectos, entre los que se destacan los relacionados con la política 
uruguaya de control de tabaco y la experiencia nacional en donación y trasplan-
te de tejidos y órganos. A Salud le siguen en cantidad de proyectos los sectores 
Agropecuario y Protección social, pobreza y cohesión social. En el primero Uruguay 
es oferente o cumple el doble rol de oferente-receptor, lo que es un reflejo del 
desarrollo al que ha llegado el sector agropecuario en nuestro país. En todos los 
proyectos de los sectores Derechos Humanos y Acceso a la Justicia y Medio ambiente, 
Uruguay es principalmente receptor.

Casi todos los ministerios han sido contraparte nacional en alguna iniciativa 
de css activa en 2012 o 2013: mdn (a través de la Dirección Nacional de Meteorolo-
gía, hoy inumet), mec, mef, mgap, mi, mides, miem, minturd, msp, mtss y mvotma. 
Además, otras dependencias del Estado y personas públicas no estatales sumaron 
experiencia en este período, ya sea como receptores de css, como oferentes o en 
ambos roles: Presidencia (auci, ine, opp, snd, agesic), anep, asse, udelar, inau, 
Correo, latu, anii, Instituto Pasteur de Montevideo, inia, inc y Plan Ceibal.
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Uruguay participa en tres proyectos triangulares y una acción, activos en 2013. 
En uno de los proyectos, Apoyo al fortalecimiento del Sistema Nacional Integrado de 
Salud (snis) de Uruguay con énfasis en localidades con menos de cinco mil habitantes, 
cuyos socios fueron Alemania y Brasil, Uruguay tiene el rol de receptor. En 
los otros dos proyectos Uruguay brinda la cooperación técnica y el receptor es 
Bolivia: uno a través de la cooperación triangular con España Apoyo técnico en 
la definición de planes contemplados en el Reglamento a la Ley N.o 164, para el desa-
rrollo de tecnologías de información y comunicación de Bolivia y otro a través de la 
cooperación con el iica Implementación del sistema de rastreabilidad grupal en carne 
bovina de Bolivia.

Finalmente, Uruguay realizó un seminario regional, Gestión de calidad de aguas 
en cuencas, con el apoyo y la cooperación técnica de Japón, para el cual el Estado 
uruguayo financió la venida de técnicos de distintos países de la región: Argen-
tina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, México, con el propósito de que también 
se beneficiaran de la capacitación.

El futuro de la cooperación sur-sur

La implementación de la estrategia de css de Uruguay ha sido posible gracias 
al trabajo conjunto de varios actores. Su alcance ha crecido y se ha visibilizado 
en estos años, desde la creación de la auci. Una fortaleza de la estrategia de css 
es que está estructurada sobre las capacidades del país en áreas y sectores, más 
que en la oferta de experiencias institucionales específicas. Esta lógica le otorga 
mayor riqueza y adaptabilidad a las intervenciones de css que realiza Uruguay 
porque permite al país socio conocer la integralidad de la política pública y el rol 
de los distintos actores en ella.

Para fortalecer la estrategia de css de Uruguay y para que esta pueda conver-
tirse en una política de Estado, en el futuro inmediato habrá que abordar dos 
retos principales en materia de comunicación. Por un lado, la sensibilización de 
la ciudadanía acerca del valor que para Uruguay supone convertirse en un país 
que ofrece y recibe css. La posible dicotomía de que Uruguay debe solucionar to-
dos los problemas antes de cooperar con terceros será superada con información 
sobre los desafíos del desarrollo en un contexto de interdependencia compleja 
entre los países.

Pero este reto de cambio cultural existe también dentro del propio Estado. El 
tránsito de receptor de cooperación a país con rol dual no es sencillo. Si bien algunos 
organismos públicos nacionales tienen larga trayectoria en el intercambio con países 
del sur, para otros la noción de cooperar es nueva. En este espectro, algunos organis-
mos están muy interesados en promover acciones coherentes con los principios de 
horizontalidad y equidad, mientras que otros están más interesados en aspectos de 
índole comercial, que no están alineados con esos principios.

También existen desafíos asociados a los incentivos: actualmente, el funcio-
nario que realiza un intercambio de css no recibe honorarios adicionales. Por 
definición, Uruguay entiende que la css forma parte del compromiso que tienen 
los servidores públicos con el desarrollo. Sin embargo, si el país definiera am-
pliar su estrategia de css, debería pensarse una estructura acorde para asumir 
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Renovar el patrón energético y 
compartir la experiencia

La Dirección Nacional de Energía del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería (dne, miem) ha venido 
diseñando e implementando una serie de transfor‑
maciones institucionales que han permitido forta‑
lecer la cooperación internacional.

En este sentido, el aporte realizado por auci ha 
posibilitado una mejor y mayor articulación con los 
organismos cooperantes, facilitando la concreción 
de proyectos energéticos a nivel estratégico, pla‑
nificación, investigación, generación de marcos re‑
gulatorios y normativos, en infraestructura, imple‑
mentación y puesta en funcionamiento de progra‑
mas. Esto ha tenido impactos directos en el sector 
y consecuencias favorables en lo que refiere a la 
generación de capacidades locales, en los distintos 
ámbitos vinculados a la energía (social, medioam‑
biental, económico, tecnológico, etcétera). Ese ca‑
mino recorrido, el aprendizaje y el know how (que 
hoy posee resultados ejemplares a la vista) se han 
convertido, a su vez, en programas de cooperación 
concebidos desde Uruguay hacia afuera, o directa‑
mente demandados por otros países.

Cooperación internacional recibida por Uruguay

La Política Energética Uruguay 2030 promueve una 
mayor participación de las energías renovables con 
el fin de diversificar la matriz energética (global y 
eléctrica). La incorporación de fuentes energéticas 
autóctonas (eólica, solar, biomasa, hidráulica de pe‑
queña escala, biocombustibles), incluyendo el análi‑
sis de los marcos normativos específicos, las moda‑
lidades de introducción y la superación de barreras 
que se identifiquen en el proceso, han sido objeto 
de diversos proyectos de cooperación internacional.

También merece destacarse la cooperación reci‑
bida para facilitar la construcción de un marco ins‑
titucional, legal, ambiental y económico adecuado 
para la eventual producción de petróleo en nuestro 

territorio. Otra línea específica de contribución ha 
sido la proporcionada al sector del transporte, in‑
troduciendo la variable de la eficiencia energética, 
mediante un conjunto de acciones que atraviesan 
la trama de elementos que lo integran.

Los programas sociales y de eficiencia energé‑
tica han incluido desde el acceso a la energía eléc‑
trica de las poblaciones más vulnerables hasta los 
cambios de hábitos y usos de la energía de la socie‑
dad en su conjunto.

En resumen, las principales líneas temáticas de 
intervención han sido: energías renovables, ener‑
gía eléctrica, eficiencia energética, petróleo y gas, 
planificación y balance.

Cooperación internacional uruguaya

Uruguay ha recibido cooperación en lo que refiere 
al fortalecimiento de la investigación, el análisis y 
la institucionalización, pero a su vez ha generado 
un vínculo bidireccional de cooperación y capacita‑
ción hacia y desde Uruguay, en relación con países 
y organismos de la región y el mundo. Es funda‑
mental mencionar el rol protagónico que ha co‑
brado Uruguay en materia de políticas energéticas 
sustentables, debido a la profunda transformación 
estructural que ha venido desarrollando en los últi‑
mos años. Ejemplo de ello son los reconocimientos 
internacionales que el país ha obtenido en materia 
energética.59

En este contexto se han recibido crecientes de‑
mandas de numerosas organizaciones indepen‑
dientes y gubernamentales, interesadas en conocer, 
aprender y replicar la experiencia uruguaya en el 
sector. Esas demandas han encontrado una exce‑
lente respuesta favorable, gracias a la vocación de 
cooperación sur-sur que caracteriza a nuestro país y 
que ha sido impulsada con dinamismo desde la dne.

Por Ramón Méndez
Director nacional de Energía, Ministerio de Industria, 

Energía y Minería de Uruguay.
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las tareas extraordinarias que demandan los intercambios de experiencias y 
la transferencia de capacidades a otro país, y para que ellas no recaigan en los 
mismos técnicos, a fin de evitar el desgaste.

En este sentido, para incrementar el alcance de su estrategia de css y optimi-
zar el uso de los recursos (humanos y financieros), Uruguay entendió que su css 
puede ser más efectiva si se hace economía de escala. En tanto el país no puede 
satisfacer a la vez 20 demandas sobre un mismo tema, ofrecer intervenciones 
para varios países al mismo tiempo se ha constituido como una buena práctica 
de la css uruguaya. Esto tiene la ventaja adicional de que pueden conocer in situ 
la experiencia nacional, y no solo a través del relato de un técnico.

Además, a través de la realización de cursos regionales con especialistas in-
ternacionales y uruguayos, el personal técnico de Uruguay recibe formación, 
mientras que la auci financia la participación de otros países para que puedan 
también beneficiarse de la capacitación en el marco de su estrategia de css.

Para este tipo de intervenciones, así como para apalancar la estrategia de css 
de Uruguay, la cooperación triangular juega un papel estratégico. Asimismo, 
Uruguay aspira a que, a través de ella, los conocimientos técnicos nacionales 
puedan incorporarse al flujo de conocimientos que aporta la cooperación tradi-
cional en la región.

Finalmente, cabe resaltar que para que las iniciativas de css sean exitosas 
no alcanza con tener saberes específicos: hay que tener además capacidades de 
gestión. Para eso, la formación continua y el fortalecimiento en recursos (huma-
nos y financieros) son imprescindibles. Esta será una tarea que ha de continuar 
promoviendo la auci, en su rol coordinador.





PRESENTE Y FUTURO DE LA POLÍTICA  
DE COOPERACIÓN DE URUGUAY
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La cooperación del sur emerge en un mundo lleno de incertidumbres para apor-
tar, desde otras miradas y saberes, a los procesos que desembocan en el mar, 
siempre en movimiento, del desarrollo. Hoy los países de América Latina cuen-
tan con instituciones mejor preparadas para llevar el timón de la cooperación al 
desarrollo en el ejercicio de su rol dual. Este nuevo contexto institucional facilita 
la búsqueda de consensos, y de esta manera permite a la región posicionarse con 
voz más fuerte en los foros globales de cara a la definición de la nueva agenda de 
desarrollo internacional, reivindicando, entre otros asuntos, la importancia de 
la cooperación para los países de desarrollo intermedio y el aporte de América 
Latina al desarrollo a través de la css.

En este marco, Uruguay ha compartido con otros países de América Latina y 
del mundo su punto de vista sobre la agenda internacional de desarrollo en los 
foros regionales y globales. Los esfuerzos del país por participar activamente en 
el sistema internacional de cooperación reflejan su compromiso con la defensa 
de los derechos humanos y su voluntad de socializar los avances en materia de 
desarrollo que Uruguay ha experimentado en la última década.

Las palabras del presidente José Mujica ante la Conferencia de Rio + 20 y en la 68.a 
Asamblea General de las Naciones Unidas en la opinión pública global se proyectan 
más allá de la utopía y se hacen eco de la necesidad de revisar urgentemente la 
forma en que se vive. Son una invitación a un cambio posible: si el desarrollo al que 
aspiramos es el del norte, los recursos del planeta no alcanzarán para todos. Será 
necesario entonces cambiar el enfoque sobre el desarrollo: de uno economicista a 
otro multidimensional, que incluya la variable cultural. En la búsqueda de alterna-
tivas, quizás algunas claves estén en el sur.

En los últimos años, Uruguay apostó por un modelo de desarrollo que bus-
có reducir desigualdades de todo signo y ampliar las oportunidades de todas 
las personas para el ejercicio efectivo de todos sus derechos. En esta tarea, la 
cooperación internacional tuvo y tiene un papel clave, en tanto ha apoyado las 
prioridades estratégicas definidas por el propio país y ha permitido generar y re-
forzar las capacidades nacionales y locales para su desarrollo sustentable. Entre 
otras cosas, a través del apoyo directo a la política de cooperación uruguaya se 
ha fortalecido el rol de Uruguay como proveedor de css.

En menos de una década, Uruguay ha dado significativos pasos para avanzar en 
su política de cooperación para el desarrollo. La política de cooperación de Uru-
guay busca reflejar los fines, valores y prácticas de un país con un rol dual en este 
ámbito. Está basada en los principios generales de solidaridad, gestión orientada 
a resultados de desarrollo y transparencia y rendición de cuentas. Por su parte, 
la cooperación que Uruguay recibe debe estar alineada a las prioridades de desa-
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rrollo definidas por el país, debe ser una cooperación estratégica y de calidad, sin 
ataduras y cuyas intervenciones sean sustentables. Paralelamente, la cooperación 
que realiza Uruguay debe atender los principios de solidaridad, horizontalidad, 
equidad, respeto a la soberanía nacional y no condicionalidad, flexibilidad y adap-
tabilidad a los contextos locales. Dicha cooperación está orientada a la demanda. 
En ambos roles, la cooperación debe contribuir al desarrollo sustentable.

En consecuencia, en este período el país ha mejorado la apropiación nacional 
de la cooperación a través del alineamiento efectivo de los cooperantes a las prio-
ridades definidas por el país en materia de desarrollo sustentable. Por otro lado, 
se han fortalecido las capacidades y parte de los procedimientos nacionales, y se 
ha realizado un ejercicio de diagnóstico sobre la cadena de valor de la coopera-
ción en el país que es una hoja de ruta para la nueva gestión de la cooperación y 
el trabajo conjunto con los socios de Uruguay en el desarrollo.

A través de la creación de la auci, Uruguay cuenta hoy con una institucio-
nalidad rectora de la cooperación internacional profesionalizada, encargada de 
la planificación, el diseño, la supervisión, la administración, la coordinación, la 
ejecución, la evaluación, el seguimiento y la difusión de actividades, proyectos 
y programas de cooperación internacional bilateral y multilateral que el país 
recibe y de la que brinda a otros países del sur. Comparada con otras agencias 
de la región, la institucionalidad uruguaya tiene un tamaño pequeño, pero posee 
una estructura liviana y flexible que le permite adaptarse a los desafíos de un 
escenario de cambio constante.

Uno de los cometidos de la Agencia es articular el sistema nacional de coope-
ración internacional (snci) uruguayo, liderando la coordinación entre organis-
mos nacionales y cooperantes para facilitar el trabajo interinstitucional desde 
el Estado. La creación de la auci en la órbita de Presidencia la sitúa en un 
lugar privilegiado para realizar esta tarea, que exige una mirada global de las 
políticas públicas. Asimismo, el contar con un Consejo Directivo tripartito, que 
reúne a la Cancillería, el ministerio de planificación (Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto) y la Presidencia, facilita la convergencia de intereses a la hora de 
formular y ejecutar la política dual de cooperación, dado que el país es al mismo 
tiempo receptor y proveedor de cooperación al desarrollo.

Contar con personal especializado en fuentes de cooperación y en sectores 
específicos del desarrollo le ha permitido a la auci colaborar con los organismos 
nacionales brindando apoyo técnico en la negociación con los cooperantes y en 
la formulación y el seguimiento de los proyectos de cooperación. De esta forma, 
se ha buscado incrementar la calidad de las intervenciones, optimizar los niveles 
de ejecución y, consecuentemente, lograr un mayor impacto de los recursos de 
cooperación al desarrollo del país.

Asimismo, el fortalecimiento de la institucionalidad de la cooperación y del 
sistema nacional de cooperación ha hecho posible la visibilización de la coope-
ración técnica que el país ya brindaba a otros países y la ha potenciado a través 
de la adopción de una estrategia de css con un financiamiento ajustado a sus 
posibilidades, que le permite a Uruguay hacer un aporte al desarrollo regional 
y global mediante la transferencia de sus capacidades a quienes lo necesitan. 
Esta estrategia se sustenta en el trabajo conjunto de los actores del snci del 
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Uruguay. Mientras que la tarea de transferencia de capacidades está a cargo de 
los organismos nacionales, la auci brinda apoyo a lo largo de todo el ciclo de 
vida de la intervención —identificación, negociación, aprobación, ejecución, 
administración y evaluación— y complementa el financiamiento de las accio-
nes. Ello en estrecha coordinación con la Cancillería, que es la que determina 
las prioridades de política exterior y el calendario de reuniones políticas y co-
misiones mixtas.

Si bien la clasificación de Uruguay como país de renta alta dificulta su elegi-
bilidad como receptor de cooperación tradicional, también le abre oportunidades 
como posible socio estratégico para desarrollar acciones de cooperación trian-
gular, basadas en las capacidades del país en materia de desarrollo sustentable 
y en la práctica y los principios de css que defiende. A través de la cooperación 
triangular, es posible aumentar la escala de la cooperación uruguaya, tanto en 
términos financieros como de capacidad técnica.

Como coordinador de la estrategia de la css, la auci desempeña un papel 
articulador entre los cooperantes, los países socios y las contrapartes naciona-
les, apoyada en el conocimiento práctico de los diversos procedimientos y en 
la acumulación de lecciones aprendidas en materia de cooperación sur-sur y 
triangular.

Por otro lado, el haber hecho que la gestión del conocimiento y del desarrollo 
de sistemas de información confiables y ajustados a las necesidades del Estado 
sea uno de los pilares de la reforma de la cooperación uruguaya ha permitido 
contar con más elementos para la toma de decisiones y con herramientas para el 
fortalecimiento de capacidades del sistema nacional de cooperación.

Una de las principales lecciones aprendidas para el caso uruguayo es que 
la planificación estratégica de un proceso de reforma debe contemplar fuertes 
acuerdos políticos de base, sustentados en la comprensión del valor de la coope-
ración internacional, el conocimiento de sus logros y desafíos, así como prever 
contingencias frente a cambios de gobierno, de autoridades y equipos técnicos. 
Gracias a que los acuerdos políticos en Uruguay se mantuvieron frente al cambio 
de gobierno, pudo tener continuidad la política de cooperación, así como una 
dotación presupuestal acorde.

En el proceso uruguayo fue de gran ayuda el intercambio con actores de otros 
países de la región, que transmitieron sus errores y compartieron sus mejores 
prácticas. Cabe resaltar, por otra parte, el fuerte respaldo que desde la propia 
cooperación internacional se brindó al proceso de reforma institucional para que 
el país se dotara de una institucionalidad capaz de garantizar una mejor apro-
piación nacional y alineación de la cooperación internacional a las prioridades 
de desarrollo del país, de acuerdo con los principios de reforma de la eficacia de 
la ayuda y del pilar de desarrollo del Sistema de Naciones Unidas, el proceso de 
Unidos en la Acción.

Sin embargo, a pesar de sus logros, Uruguay sigue necesitando la cooperación 
internacional para generar y fortalecer sus capacidades para el desarrollo sus-
tentable, para apoyar el cumplimiento de acuerdos internacionales en materia 
de derechos humanos, llevar a cabo experiencias piloto que le permitan innovar 
y mejorar la calidad de sus políticas.
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Esto se ha visto crecientemente dificultado por el predominio de los criterios 
de asignación de la aod en función de la renta per cápita, que deja a Uruguay 
progresivamente fuera de las listas de países elegibles. A lo largo de estos años, 
Uruguay ha manifestado en los foros internacionales la necesidad de revisar 
estos criterios y proponer alternativas que reflejen la multidimensionalidad del 
desarrollo y que promuevan un sistema de cooperación equitativo, que no sea 
un juego suma cero entre países en desarrollo, sino que esté fundado en dar y 
recibir de acuerdo a las capacidades y necesidades reales de los países y las perso-
nas que los habitan. Uruguay debe continuar con la reivindicación histórica del 
0,7 % del pib para la aod de los países desarrollados, del principio de responsabi-
lidades compartidas pero diferenciadas en el abordaje de la agenda de desarrollo 
sustentable post‑2015, y estrechar alianzas con otros países y organismos que 
compartan esta mirada.

En estos años también, desde la auci, la Cancillería y los organismos públicos 
y privados que conforman el snci, se han realizado considerables esfuerzos en 
busca de nuevos cooperantes bilaterales, subnacionales y multilaterales, así como 
actores no estatales tales como organizaciones no gubernamentales, fundaciones 
filantrópicas y empresas. Sin embargo, será necesario reforzar las capacidades 
institucionales para buscar nuevos socios en la cooperación, que puedan aportar 
recursos financieros o asistencia técnica basada en su conocimiento y buenas 
prácticas. Por otro lado, es necesario explorar nuevos instrumentos de coopera-
ción y evaluar sus potencialidades.

Una herramienta muy útil para medir de manera más objetiva la alineación 
de la cooperación a las prioridades nacionales de desarrollo y orientar mejor 
la política de cooperación (lo que incluye la búsqueda de nuevos socios) es la 
elaboración explícita de un plan nacional de desarrollo de alcance quinquenal 
o mayor, en el que se definan claramente acciones y resultados esperados para 
el período, a escala nacional y local. En la propia definición del plan se podrían 
identificar las brechas de financiamiento y de capacidades, allí donde la coope-
ración al desarrollo puede cumplir un rol estratégico. Enriquecer la elaboración 
de un plan nacional de desarrollo con los aportes de actores no estatales como el 
sector privado y la sociedad civil es un desafío adicional.

La creciente complejidad de las demandas del desarrollo sustentable y la nece-
sidad de darles un abordaje multidimensional constituye también un reto para el 
diseño y la ejecución de las intervenciones financiadas con recursos de coopera-
ción internacional. Obliga a trabajar de manera cada vez más interdisciplinaria y 
de forma coordinada entre los diferentes socios cooperantes y sectores del Estado.

Otro desafío pasa por seguir fortaleciendo el snci de Uruguay, mediante la 
jerarquización y profesionalización de las unidades de cooperación de los or-
ganismos públicos. Para ello, todavía queda avanzar en la sensibilización y la 
coordinación con algunas instituciones estatales. En este sentido, la gobernanza 
de la política de cooperación de Uruguay podría fortalecerse a través de la coor-
dinación con el Ministerio de Economía y Finanzas, clave en la gestión de los 
fondos procedentes de las instituciones financieras internacionales.

Por otro lado, a pesar de los grandes avances que ha tenido el sistema de in-
formación sobre cooperación internacional en el país, es necesario seguir traba-
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jando con todos los actores del sistema para que se apropien de los instrumentos 
generados y realicen sus aportes para mejorarlos, a fin de seguir aumentando la 
calidad de la información que se registra y de que esta sea realmente útil para la 
gestión y la toma de decisiones. El desafío de unificar en un solo registro toda la 
cooperación internacional, en sus distintas modalidades e instrumentos y refle-
jando los distintos roles que asume Uruguay, está latente.

Otro de los retos pendientes es la efectiva incorporación de actores no estatales 
al sistema nacional de cooperación internacional, en particular a organizaciones 
de la sociedad civil, a las que se les reconoce un papel fundamental en la inci-
dencia política en favor de los derechos humanos y del desarrollo. Por otro lado, 
también resulta conveniente incrementar las sinergias con la academia, para 
que la política pública pueda nutrirse también de la generación de conocimiento 
científico nacional y regional sobre cooperación para el desarrollo. Para ello, el 
establecimiento y reglamentación del Consejo de Cooperación contemplado en la 
ley de creación de la auci debería ser una de las tareas a abordar por el gobierno 
que resulte de las elecciones de octubre de 2014.

Uruguay, como oferente de cooperación sur-sur, cuenta con una oportunidad 
que abre diferentes desafíos. Uno de ellos es la búsqueda del desarrollo en cla-
ve regional, fortaleciendo las acciones conjuntas para profundizar los procesos 
de integración. Pero el país todavía tiene que avanzar para que la cooperación 
para el desarrollo pase de ser un instrumento a ser un elemento de la política 
exterior.

La profundización del rol de Uruguay como oferente de css implicará la ne-
cesidad de continuar fortaleciendo capacidades institucionales nacionales y de 
ampliar la dotación presupuestal asignada con este objetivo. También se hace 
preciso que se sistematice y se actualice la oferta de cooperación sur-sur uru-
guaya, más allá del catálogo de capacidades para la css. Para ello, desde la auci 
se puede continuar apoyando a los actores nacionales en la sistematización de 
conocimientos y buenas prácticas para la transferencia de capacidades. Parale-
lamente, sería conveniente continuar la tarea de sensibilización y formación 
en cooperación destinada a funcionarios de las instituciones nacionales, para 
que sean parte activa y comprometida en la oferta y la recepción de procesos de 
cooperación sur-sur del país.

Otro reto que enfrenta la cooperación uruguaya es la falta de conocimiento 
generalizado entre la población sobre cuál ha sido el aporte de esta política para 
el país, por qué se sigue necesitando de ella y por qué el Estado apuesta por una 
agenda en la que Uruguay pase a ser también cooperante. Desde la auci po-
dría impulsarse una estrategia de educación y comunicación para el desarrollo, 
conjuntamente con otros actores, para sensibilizar sobre los retos de desarrollo 
mundial y promover diálogos con la ciudadanía que ayuden a superar la falsa 
dicotomía de si Uruguay tiene que cooperar o no mientras sigan existiendo vul-
nerabilidades dentro del país.

Para que la apuesta realizada con la creación y consolidación de la auci como 
organismo rector de la cooperación en Uruguay sea sostenible, necesita tam-
bién una reglamentación sobre su funcionamiento. Además, para mejorar la 
eficacia de la gestión de los recursos de cooperación recibida y otorgada a través 
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de los sistemas nacionales la cooperación del país, se hace necesario crear una 
estructura y unos mecanismos de administración de fondos que se ajusten a un 
escenario cambiante y sepan adaptarse a los distintos procedimientos e instru-
mentos de cooperación.

En síntesis, por ser una política incipiente, enmarcada en un contexto in-
ternacional de grandes cambios e incertidumbres, la cooperación uruguaya está 
asentada sobre ciertas fortalezas, pero se enfrenta aún a numerosos retos. En 
los últimos años, el gobierno uruguayo ha revalorizado la cooperación interna-
cional. Ha invertido energía y recursos para contar con una política pública de 
cooperación y una institucionalidad capaz de direccionar el doble rol que ocupa 
Uruguay en el escenario de la cooperación para el desarrollo. No obstante, para 
desplegar al máximo su potencial, con el consiguiente impacto nacional e inter-
nacional, necesita convertirse en una política de Estado. Y para ello se precisan 
compromisos, medios y capacidades sostenidos en el tiempo.
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notas

1	 Solo en lo que se refiere a desigualdad económica, el Banco Credit Suisse calculó que, de una riqueza global 

estimada en usd 223 billones en 2012, un 69 % de las personas adultas poseían un 3 % de ese monto, mien-

tras que un 0,7 % de los adultos (los billonarios) del mundo poseían un 41 % de la riqueza global. El Marco 

de acción para el seguimiento del programa de acción de Cairo más allá del 2014. Una lectura desde la perspectiva 

regional hace un llamado a reflexionar muy seriamente sobre los impactos negativos que puede tener este 

tipo de concentración de la riqueza en los procesos de desarrollo sostenible. ‹http://lac.unfpa.org/webdav/

site/lac/shared/ICPD %202014/ICPD_GR_LecturaLAC_ES.pdf›.

2	 El informe del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc), de abril de 2014, 

advierte de que solo disponemos de quince años para evitar superar el umbral de un calentamiento global 

de dos grados. Si ello no se logra, las consecuencias para la vida en la Tierra serán dramáticas.

3	 En esa oportunidad el presidente aludió a que se precisa otra cultura y que nos enfrentamos a un problema 

de carácter político: “Venimos al mundo para ser felices —dijo—, y no a trabajar y trabajar para consumir 

más”. ‹https://www.youtube.com/watch?v=pxxsV2QrJK4›.

4	 Desde las teorías del buen vivir se reclama la incorporación del pilar cultural junto con los otros tres pilares 

del desarrollo sustentable (económico, ambiental y social) en la conceptualización del desarrollo sustentable 

por parte de los organismos internacionales, a fin de garantizar el reconocimiento de aquellas culturas que 

se identifican con un modelo de diálogo y armonía con la Madre Tierra, a la que consideran como sujeto de 

derechos. Véase, por ejemplo, Miguel Palacín Quispe: Río + 20: Omisiones y debilidades del texto en negociación 

(19-6-2012),  ‹www.other-news.info/noticias/2012/06/rio20-omisiones-y-debilidades-del-texto-en-ne-

gociacion/›.

5	 En 2012, solo cinco de los 33 países de la región latinoamericana y caribeña no estaban categorizados por 

el Banco Mundial como países de renta media (cepal, 2012).

6	 Muchas de estas temáticas quedan incorporadas a la agenda política y a los marcos reguladores después de 

un tiempo. En Uruguay pasó así con la mayoría de los temas citados, aunque la corrección de la desigualdad 

económica fue promovida por actores endógenos y acompañada por la cooperación, que ayudó en cuestio-

nes como garantizar el acceso a la educación o la transformación del sistema impositivo para hacerlo más 

igualitario y eficiente.

7	 La sociedad civil, por su parte, ya está ampliando su actuación y configurándose en redes regionales que 

piden ser reconocidas en los procesos de concertación y de css, lo que brinda la posibilidad de contar con 

consensos más amplios. Por ejemplo, en la I Conferencia Regional sobre Población y desarrollo de América 

Latina y Caribe participaron seis redes de osc regionales a través de la Articulación de Redes de Sociedad 

Civil Cairo + 20: la Alianza lac de Juventudes rumbo a Cairo + 20, la Articulación Feminista Marcosur, el 

Enlace Continental de Mujeres Indígenas de las Américas (ecmia), la Caribbean Coalition for Population and 

Development, la Red de Mujeres Afrolatinoamericanas, Afrocaribeñas y de la Diáspora, y la Red de Salud de 

las Mujeres de América Latina y el Caribe.

8	 Sus principios son: apropiación, alineación, armonización, resultados y responsabilidad mutua en la gestión 

de la ayuda al desarrollo.
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9	 Para un análisis más detallado de los resultados del IV Foro de Busan, véase auci (2012).

10	 América Latina cuenta con dos representantes en el Comité: Perú como representante de los países duales 

y Guatemala como representante de los países receptores, pero la articulación de posiciones o consensos 

en el seno de la región ha sido casi inexistente; eso sí se trató de hacer para el IV Foro de la Eficacia de la 

Ayuda de Busan.

11	 En 2010, Philip Morris, la principal productora transnacional de tabaco, inició un reclamo judicial ante el 

Centro Internacional de Arreglo de Diferencias (ciadi) del Banco Mundial contra el Uruguay por 2000 mi-

llones de dólares, en concepto de reparación económica por los supuestos daños generados por las normas 

de salud pública antitabaco aplicadas en este país. Para la tabacalera, la obligación de ocupar el 80 % de la 

caja de cigarrillos con advertencias sobre el riesgo de fumar le impide mostrar sus marcas, lesionando su 

derecho de propiedad intelectual. Para mayor información sobre el efecto de estas disputas entre inversores 

y Estados véase el informe Cuando la injusticia es negocio. Cómo las firmas de abogados, árbitros y financiadores 

alimentan el auge del arbitraje de inversiones, del Transnational Institute y ceo (2013) disponible en ‹http://

www.tni.org/sites/www.tni.org/files/download/cuando_la_injusticia_es_negocio-web.pdf›.

12	 Para Giorgio Mosangini esta cooperación debería reformularse entonces una doble obligación: la de devol-

ver y la de no exceder. Compensar y remediar, por un lado, todos los impactos negativos que el modelo de 

crecimiento del Norte Global ha tenido sobre el Sur Global. Ajustar ecológica y socialmente las estructuras 

del Norte Global, por un lado, para que deje de vivir a costa de los ecoespacios de las poblaciones del Sur 

Global y deje de exceder las capacidades de carga del planeta (Mosangini, 2012: 251).

13	 Este proceso, lanzado ante la proximidad de la fecha límite para el cumplimiento de los odm, se oficializó 

en 2011 en las Naciones Unidas a través de la presentación del informe del secretario general de la Orga-

nización titulado Acelerar el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio: opciones de crecimiento sostenido e 

incluyente y cuestiones relativas a la promoción de la Agenda de las Naciones Unidas para el desarrollo con pos-

terioridad a 2015, en el cual se hace un llamado a todas las partes para establecer un esquema de consultas 

incluyente, transparente y abierto a fin de definir una agenda de desarrollo posterior al 2015.

14	 La auci acude regularmente a la Comisión de Asuntos Internacionales del Parlamento a rendir cuentas 

del estado de situación de la cooperación internacional para el desarrollo, detallando el proceso de insti-

tucionalización. También envía regularmente a los parlamentarios las publicaciones elaboradas para dar 

transparencia. Estos ejercicios son fundamentales desde un punto de vista democrático, y además ayudan 

a que los legisladores de distintos partidos políticos apoyen a la cooperación en el momento de aprobar los 

presupuestos regulares de su funcionamiento. En Uruguay ha habido dos momentos clave de control par-

lamentario: a) la aprobación de los presupuestos en 2010, y b) la aprobación del fondo de css y del sistema 

de registros obligatorios de proyectos en 2013.

15	 Por ejemplo, en Uruguay la ley de creación de la auci establece la formación de un consejo consultivo integra-

do por representantes de entidades que desarrollan actividades en áreas de su interés, conforme lo establezca la 

reglamentación (artículo 100 de la ley 18719). La agencia de cooperación mexicana (amexcid) tiene un consejo 

consultivo en funciones que se ha reunido tres veces desde la creación de la agencia hasta la fecha.

16	 Un informe del Parlamento Europeo (2014) sugiere que las finanzas privadas en el desarrollo fluyen pre-

dominantemente hacia países con mayor nivel de desarrollo, sufren problemas de volatilidad y tienen un 

carácter procíclico, así como que resulta difícil que alcancen a beneficiar a las pymes.

17	 José Antonio Sanahuja (2013; 57) recoge el proyecto legislativo del nuevo Instrumento de Cooperación al 

Desarrollo (icd) de la Comisión, donde se ha propuesto suprimir la ayuda bilateral a 19 países de renta 

media alta, 11 de los cuales son países de América Latina y el Caribe que, de esta forma, se “graduarían” 

como receptores de ayuda de la ue, con lo que solo quedarían seis países latinoamericanos como receptores 

de ayuda bilateral (Bolivia, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua y Paraguay). Es la región que 

experimentará el mayor cambio de estatus dentro de la cooperación de la ue.
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18	 Los marcos son definidos como mecanismos cognitivos que se utilizan para entender palabras, imágenes o 

experiencias mediante los cuales las personas estructuran sus pensamientos. Para una mayor profundiza-

ción conceptual de lo que implican los marcos véase Lakoff (2007).

19	 También se han hecho otras propuestas, como la de utilizar una clasificación basada en los temas que quiere 

apoyar la cooperación (issue based classifications) realizada por Alonso, Glennie y Sumner (2014). Esta pro-

puesta se centra en dar importancia a los problemas que merecen ayuda, en particular en los llamados prm, 

entre los que se encuentran, según el autor, el acceso a financiación internacional (hay países que acceden 

con tipos de interés del 10 %) y la capacidad de movilización de recursos domésticos a través de la fiscalidad 

(por las dificultades que existen para movilizar sus sistemas fiscales).

20	Roberto Savio, en su artículo “Desigualdad y democracia”, menciona que durante el 2013 las ganancias de 

los directivos de los 25 gestores de fondos especulativos mejor pagados superaron los ingresos nacionales 

conjuntos de diez países africanos: Burundi, República Centroafricana, Eritrea, Gambia, Guinea, Santo 

Tomé, Seychelles, Sierra Leona, Níger y Zimbabue. Por otro lado, según el índice de multimillonarios 

Bloomberg, los 300 individuos más ricos del mundo aumentaron su riqueza el año pasado en 524.000 

millones de dólares, más que los ingresos conjuntos de Dinamarca, Finlandia, Grecia y Portugal. ‹http://

www.other-news.info/noticias/2014/05/desigualdad-y-democracia/›.

21	 Según Gayo y Díaz (en Alonso, 2013), desde el año 2006 alrededor de veinte países han utilizado uno o 

varios mecanismos innovadores de financiación, movilizando cerca de 6000 millones de dólares. El alcance 

recaudatorio es muy dispar entre las distintas fuentes de financiación innovadora para el desarrollo y, en 

general, buena parte de las aplicadas tienen escasa capacidad financiera, mientras que aquellas con más 

poder recaudatorio, como la imposición sobre el carbono (250.000 millones de dólares al año), las emisiones 

de deg y/o su apalancamiento financiero para el desarrollo (entre 160.000 y 270.000 millones de dólares al 

año) y el impuesto sobre las transacciones financieras (incluidas las transacciones en divisas, entre 55.000 

y 115.000 millones de dólares al año), no han sido aplicadas a objetivos de desarrollo.

22	Para una mayor información sobre las críticas técnico-metodológicas ver ‹http://international.cgdev.org/

blog/why-12616›, elaborada por el ex-Director de Investigaciones del Banco Mundial, Martin Ravaillon.

23	En Etiopía, el Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (undesa) convocó 

una reunión Southern Partners, donde se planteó crear un espacio específico de articulación de cooperación 

sur-sur, para definir la agenda global y la coordinación de las acciones. 

24	Véase ‹http://www.auci.gub.uy/images/pdf/agendapostpublicacion.pdf›.

25	Véase ‹http://www.uy.undp.org/content/dam/uruguay/docs/odm/undp-uy-informe-post2015-2013.pdf›.

26	Véase ‹http://www.cotidianomujer.org.uy/sitio/joomdocs/Documento-base-consulta-Uy.pdf›.

27	Además de las dimensiones clásicas del desarrollo sustentable —la económica, la social y la medioambien-

tal—, reconocemos que el desarrollo sustentable tiene una dimensión cultural como respeto a las diversi-

dades, otra espacial como cohesión territorial y otra política como participación ciudadana.

28	Por ejemplo, en materia de equidad de género, Uruguay se encuentra en los peores puestos de la región si 

se tiene en cuenta el porcentaje de mujeres en el Parlamento y en puestos ministeriales (Johnson, 2013).

29	Véase ‹http://www.ine.gub.uy/biblioteca/Atlas_Sociodemografico/Atlas_fasciculo_1_nbi_versionrevisa-

da.pdf›.

30	Desde el punto de vista del cooperante, Uruguay es un país que permite, por su escala, innovar en el diseño 

de políticas públicas y su evaluación. Por su tamaño, población y capacidad institucional permite obtener 

resultados visibles con pocos recursos (value for money).

31	 El undaf 2011-2015 involucra a 18 agencias del snu, tanto residentes como no residentes, y prevé movilizar 

recursos por un monto total de 168.801.681 dólares para el período. Como en ciclos anteriores, este monto 

incluye fondos de las Naciones Unidas, fondos fiduciarios y de donantes bilaterales, así como también fon-

dos de contraparte nacional que se canalizan a través de proyectos de cooperación.
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32	Para ampliar la información véase auci, 2013, Nuevos desafíos, nueva institucionalidad. Primera etapa de la 

creación de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional. Este documento de auci es un resumen de la 

fase inicial de la génesis de la auci, que describe los principales ejes de trabajo que estructuraron el proceso 

de creación.

33	Un ejemplo concreto de esta línea de trabajo es la donación por la Agencia de Acción Solidaria de Colombia 

del software para el mapa de la cooperación que georreferencia los proyectos de cooperación que Uruguay 

recibe en el territorio. Véase pifcss (2012), pp. 25‑27.

34	Véase al respecto Christian Freres y Nils-Sjard Schulz, Emerging Lessons on Institutionalizing Country-Led 

Knowledge Sharing, G-20 Issues Paper (Washington, dc, World Bank Institute, 2011), ‹https://www.aca-

demia.edu/4461475/Emerging_Lessons_on_Institutionalizing_Country-Led_Knowledge_Sharing›. 

35	Resolución 10 / 2011 del Consejo de Salud Suramericano sobre la Carta de Río 2011 emanada del 1.er Foro 

Sudamericano de Cooperación Internacional en Salud, ‹http://docs.unasursg.org/alfresco/d/d/workspace/

SpacesStore/21684197-72f6-4dbf-b4ee-a7c1210af88d/unasur-CS-SAS-RES-11-0010.pdf›.

36	El uso de los sistemas nacionales es uno de los compromisos relativos al principio de armonización que 

emana de la Declaración de París de la Eficacia de la Ayuda. Sin embargo, la evaluación del progreso de la 

aplicación de la Declaración de París realizada en 2011 mostró que el 38 % de los países signatarios de la 

Declaración habían mejorado la calidad de sus sistemas de gestión de las finanzas públicas, y que en menos 

del 50 % de los casos los cooperantes decidían utilizar los sistemas nacionales de sus países socios, lo que 

representa un aumento poco significativo desde la firma de la Declaración de París.

37	 Para mayor detalle véase auci (2013 b).

38	“Mediante el cual se organizarán, administrarán y mantendrán actualizados todos los proyectos y acciones 

de cooperación internacional en que participen como receptores o donantes dependencias pertenecientes 

a los Poderes Ejecutivo, Judicial y Legislativo, a los Gobiernos Departamentales, a los entes autónomos y a 

los servicios descentralizados. Todas las entidades, dependencias públicas y personas públicas no estatales, 

otorgantes o beneficiarias de cooperación internacional estarán obligadas a colaborar con la auci en la 

organización y actualización del sistema de información mediante la presentación anual de informes. Los 

proyectos e iniciativas incorporados a este registro recibirán por parte de la auci un número o código de 

identificación único. Para cualquier tipo de tramitación oficial en la órbita del Poder Ejecutivo los proyectos 

o iniciativas de cooperación deberán contar con dicho número” (ley 19149, 24 de octubre de 2013).

39	Unidos en la Acción fue objeto de una evaluación independiente en 2011 cuyos resultados se presentaron 

en 2012, durante la VI Conferencia Intergubernamental sobre Unidos en la Acción, celebrada en Tirana 

(Albania). 

40	En particular a partir de la clasificación de Uruguay como país de renta alta.

41	 En 2014 son más de 40 países los que han puesto en marcha la modalidad Unidos en la Acción. Estos países 

piloto o self starters adoptan voluntariamente la iniciativa de acuerdo a las recomendaciones y procedi-

mientos del Grupo de Desarrollo de las Naciones Unidas (undg, United Nations Development Group). En 

este sentido, el undg —siguiendo las recomendaciones de las conferencias intergubernamentales sobre DaO 

“no one-size-fits-all” ha establecido mecanismos para hacer aún más efectiva la implementación, dando un 

marco de referencia (standard operating procedures [sop]) para los países self starters. Los denominados sop 

sugieren procedimientos estandarizados en función del contexto institucional de los gobiernos y del snu.

42	Operativamente sigue la modalidad de gestión financiera en serie para programas conjuntos y es administrado 

por el Fondo Fiduciario de Contrapartes Múltiples (mptf en inglés) del pnud (modalidad que se concreta en 

el Uruguay a través de un memorando de entendimiento firmado por las agencias del snu). El coordinador 

residente es el máximo responsable de la utilización y asignación de los recursos del Fondo de Coherencia. 

El pnud-mptf funciona como agente administrativo y como tal recibe 1 % de los fondos depositados. Las 

decisiones son tomadas en el país y la gestión también es local: pnud-mptf delega ciertas funciones en el 
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pnud-Uruguay para gestionar los fondos y preparar informes narrativos y financieros. Se elaboran anual-

mente informes narrativos para cada programa conjunto aprobado y para el Fondo de Coherencia, que son 

ingresados en el mptf-Gateway.

43	De los ocho países piloto, Uruguay se ubicó en primer lugar en cuanto a niveles de ejecución de los recursos 

asignados (96 % de ejecución presupuestal de los programas conjuntos financiados por el Fondo de Coheren-

cia destinado a la implementación de Unidos en la Acción).

44	Uruguay fue sede de la IV Conferencia Intergubernamental de Alto Nivel sobre Unidos en la Acción en 

noviembre de 2011 y ha participado en diversos foros globales de cooperación que estudian con atención 

esta reforma.

45	El contenido completo de este proceso fue sistematizado en la publicación de auci: La cadena de valor de la 

cooperación internacional al desarrollo en Uruguay, de mayo de 2014, disponible en ‹www.auci.gub.uy/publi-

caciones/boletines.html›. 

46	Conviene mencionar que el Gobierno uruguayo a través de la auci ha recibido el interés de Ecuador, 

Venezuela y Colombia para la implementación de la iniciativa. En la IV Comisión Mixta de Cooperación 

Técnica, Científica, Cultural y Deportiva entre Colombia y Uruguay, realizada en Montevideo en noviembre 

de 2013, se incorporó el proyecto de asistencia técnica entre la auci y la Cancillería de la República de 

Colombia para apoyar la implementación de DaO en Colombia. Este apoyo se materializa en el intercambio 

de información, en la fijación de una hoja de ruta y en la realización de una misión de Colombia a Uruguay 

en marzo-abril.

47	Otro proyecto relevante en el ámbito de la lucha contra la violencia de género en Uruguay lo impulsa la 

aecid, junto con inmujeres, el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio del Interior y el Poder Judicial, que 

trabajan coordinadamente en la prevención, el apoyo a las víctimas y la persecución del delito.

48	Conviene recordar que un gran número de los países de la región latinoamericana en esos años se encon-

traban bajo dictaduras militares que violaron derechos humanos, mientras que la apuesta actual de la css 

latinoamericana apunta a proteger y garantizar el goce de los derechos y libertades de las personas.

49	Durante la década de 1990, las Naciones Unidas promovieron la realización de una serie de conferencias 

internacionales que pusieron en común los desafíos y objetivos de los países en los siguientes temas: niñez 

(1990), medio ambiente (1992), derechos humanos (1993), población (1994), desarrollo social (1995), mujer 

(1995), asentamientos humanos (1996), Cumbre del Milenio (2000), racismo, discriminación racial, xenofo-

bia e intolerancia (2001).

50	La Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante su resolución 58/220 de 2004, sustituyó la expre-

sión ctpd por cooperación sur-sur (css). Por más información véase el reporte encargado por la Dependencia 

Común de Inspección de Ginebra en 2011, jiu/rep/2011/3 disponible en ‹http://www.unjiu.org/data/re-

ports/2011/2011_03SP.pdf›.

51	 Documento final de Nairobi de la Conferencia de Alto Nivel de las Naciones Unidas sobre Cooperación Sur-

Sur, adoptado el 21 de diciembre de 2009, resolución 64/222, párrafo 18, disponible en ‹http://southsouth-

conference.org/wp-content/uploads/2010/01/GA-resolution-endorsed-Nairobi-Outcome-21-Dec-09.pdf›. 

52	A esto deben agregarse las instancias de reflexión sobre css (talleres o seminarios) organizadas por países 

individuales u otras organizaciones no estatales, que se suman a las reuniones de carácter fijo de los foros 

arriba mencionados. 

53	Los países que adhirieron al documento Posición sobre la cooperación sur-sur en el marco de la cooperación 

internacional para el desarrollo ante el IV Foro de Alto Nivel de Busan son: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 

Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, 

Portugal, Principado de Andorra, República Dominicana y Uruguay. 

54	Véase el documento completo en ‹http://www.auci.gub.uy/pdfs/papersursur1.pdf›. 

55	Durante 2012, los países de la región reflexionaron en conjunto en dos talleres sobre los resultados y la 
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agenda de trabajo post-Busan en El Salvador, en el marco de un seminario internacional titulado América 

Latina en la nueva asociación global para el desarrollo, y en Montevideo, en el marco del Encuentro de Coor-

dinadores Nacionales de Cooperación del Programa Iberoamericano para el Fortalecimiento de la css.

56	El último Informe de css iberoamericano (2013-2014) refleja que prácticamente el 90 % de los 506 proyectos 

de css fueron ejecutados por cinco países (Brasil, México, Argentina, Chile y Colombia). Sin embargo, úni-

camente cinco países de la región no ofrecieron css, mientras que todos la recibieron. De los 77 proyectos 

de cooperación triangular que se registraron en el período, el 95 % involucró a cuatro países de la región y 

cuatro países desarrollados.

57	 Véase el documento de Capacidades uruguayas para la cooperación sur-sur en ‹http://www.auci.gub.uy/

images/pdf/sur-sur-capacidades-uruguayas.pdf›. 

58	En la puesta en marcha de mecanismos de cooperación triangular de América Latina es necesaria una me-

jor comprensión de este fenómeno del lado europeo y la adopción de modalidades de colaboración adecuadas 

dentro de los programas regionales con América Latina previstos en la propuesta del nuevo icd (Sanahuja, 

2013).

59	Uruguay preside el Consejo de la Agencia Internacional de Energías Renovables (irena) desde junio de 

2014. Por otra parte, Uruguay es líder en términos de inversión por unidad de pib destinada a electricidad 

y combustibles a partir de nuevas fuentes renovables, en tanto el bid publicó en su Blog de Cambio Climático 

que Uruguay está adoptando una “estrategia revolucionaria” para implementar su plan energético.
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ANEXO 1. Aportes de la cooperación al país

A continuación se seleccionaron un conjunto de iniciativas a modo de ilustrar  
con ejemplos concretos los aportes de la cooperación al desarrollo. Las seis pri-
meras refieren a proyectos o programas de cooperación que recibió el país y las 
últimas tres describen iniciativas de cooperación sur-sur, en las que Uruguay 
participó como oferente y también como receptor.  

1.	P rograma de Abastecimiento de Agua Potable  
a Pequeñas Comunidades Rurales

Cooperante | Fondo Español de Cooperación para el Agua y Saneamiento (España)
Administrador | Banco Interamericano de Desarrollo (bid)
Contraparte nacional | Obras Sanitarias del Estado (ose)
Presupuesto | 12.200.000 usd
	-  Fondo Español de Cooperación para Agua y Saneamiento, España (50 %)
	 - ose, Uruguay (50 %)
Duración | De 2011 a 2014
Objetivos | Abastecer con un sistema confiable de agua potable a las poblaciones 

rurales dispersas, más vulnerables a riesgos sanitarios por falta de un suministro 
adecuado. Con ello, además, se está colaborando para que Uruguay alcance la 
meta de cobertura de 100 % en agua potable para el año 2015.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país? 	

El Programa tuvo como meta mejorar la calidad de vida de la población rural faci‑
litando el acceso a los servicios de agua a cerca de 7800 habitantes de diferentes 
zonas rurales, a través de la construcción de 440 sistemas de agua potable. La po‑
blación beneficiada directamente se distribuye en 85 pequeños conjuntos de vivien‑
das de zonas rurales dispersas por el país (de menos de 50 casas cada uno) y de 355 
escuelas rurales.

La mejora en las condiciones de acceso al agua disminuyó la posibilidad de con‑
traer enfermedades por parte de esta población que estaba expuesta a los riesgos 
sanitarios asociados a la falta de agua potable.

Los distintos componentes del proyecto permitieron desarrollar capacidades e in‑
fraestructura de suma importancia para el país. Estas son:
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-	I nversiones para abastecimiento de agua potable. Se construyeron sistemas de 
abastecimiento de agua potable en comunidades rurales que cumplieran con los 
criterios de elegibilidad y priorización previamente establecidos.

-	I nversiones de saneamiento dentro de las escuelas. Se rehabilitó la infraestruc‑
tura hidrosanitaria dentro de las escuelas y se construyeron soluciones indivi‑
duales de saneamiento para centros educativos cuyas soluciones existentes ge‑
nerasen un riesgo sanitario.

-	D esarrollo comunitario y fortalecimiento institucional. A través de actividades 
de apoyo, asistencia técnica y capacitación, se contribuyó a mejorar la gestión 
de ose en el ámbito del programa, así como de los organismos que intervinieron 
en su gestión (Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y las intendencias 
que participaron). Además, desde ose se desarrollaron actividades de acompa‑
ñamiento a las comunidades beneficiarias, lo que incluyó educación sanitaria, 
uso y cuidado de la infraestructura instalada, pago de tarifas, uso eficiente del 
agua y protección de los recursos hídricos.

2.	U ruguay unido para poner fin a la violencia hacia mujeres,  
niñas y adolescentes

Cooperante | Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas para Eliminar la Violencia con‑
tra la Mujer.

Agencias participantes | onu mujeres, unfpa, pnud, oim y unesco.
Contraparte nacional | Este proyecto cuenta con dos organismos colectivos, inter‑

sectoriales, como contrapartes: el Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra 
la Violencia Doméstica (cnclvd) y el Sistema Integral de Protección a la Infancia 
y la Adolescencia contra la Violencia (sipiav), integrados ambos por varias insti‑
tuciones nacionales.

Presupuesto | Aporte del Fondo Fiduciario de las Naciones Unidas para la Eliminar 
la Violencia contra la Mujer: usd 999.999. Total del proyecto con aportes de los 
asociados nacionales y de las agencias: usd 1.509.109

Duración | 3 años (comenzó en 2012 y sigue en ejecución)
Objetivo | Que las mujeres, niñas y adolescentes del Uruguay cuenten con políticas 

públicas integrales e integradas sobre violencia basada en género y generaciones 
(vbgg) en el marco de la Estrategia Nacional para su erradicación, con base en 
cuatro componentes: el fortalecimiento de las capacidades institucionales, op‑
timizando sus articulaciones y su expresión territorial, para mejorar el abordaje 
integral de vbgg; la validación y difusión de un II Plan Nacional de Lucha contra 
la Violencia Doméstica; la introducción de reformas del marco jurídico nacional 
en materia de violencia basada en género (vbg), la realización de una encuesta 
nacional que mida la prevalencia de la vbg, y el desarrollo de estrategias de co‑
municación y formación de operadores que avancen en la incorporación de pers‑
pectiva de derechos humanos, género y generaciones en el tratamiento de la 
información y en la atención a las personas.
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¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

Por primera vez, el país cuenta con una Encuesta de Prevalencia de Violencia basada 
en Género y Generaciones. Su diseño e implementación fueron desarrollados por los 
organismos de gobierno integrantes del proyecto y a cargo de las políticas en esta 
materia, integrando al Instituto Nacional de Estadística.

Se avanzó en la revisión de la normativa existente en materia de violencia de género 
y generaciones. En especial, se realizaron propuestas de adecuación normativa con 
base en consensos interinstitucionales. En este marco, se realizaron acuerdos para la 
elaboración de una ruta de actuación interinstitucional para los delitos sexuales.

También se ha avanzado en el diseño y la implementación interinstitucional de 
una campaña de comunicación para la prevención de la vbgg.

Hubo avances en los acuerdos y consensos entre los organismos contrapartes que 
comprenden a los actores del Estado con competencia en la materia y a las organi‑
zaciones de la sociedad civil, en la intersección de los conceptos de género y gene‑
raciones en esta temática. Esto ha permitido acordar mecanismos para el diseño de 
políticas y programas considerando a mujeres, niñas y adolescentes como parte de 
la población que requiere una respuesta. Se avanza de la vbg a la vbgg.

Se han fortalecido los acuerdos y alianzas interinstitucionales, que son la base 
para la creación de un sistema de respuesta que integre componentes de preven‑
ción, acceso al sistema de justicia y una red de servicios de asistencia, así como un 
componente de sistema de información y formación y capacitación de operadores de 
los distintos sectores. Se ha logrado, además, apoyo a la consolidación de los espa‑
cios interinstitucionales en cada territorio, brindando respuestas de mayor cercanía 
a la población y adecuadas a las realidades locales.

3.	P rograma de Fortalecimiento de la Dirección Nacional  
de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  
del Uruguay

Cooperante | Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (aecid)
Contraparte nacional | Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (mtss), Dirección 

Nacional de Empleo (dinae)
Presupuesto asignado | 369.230 euros (aecid)
Duración | Se previó de junio 2009 a mayo 2012, pero se extendió hasta abril de 2014.
Objetivo | El objetivo general del programa fue contribuir a mejorar las condiciones 

de vida de la población en situación de riesgo respecto al empleo. También se 
buscó fortalecer a la dinae y su entramado para darle mayor capacidad de res‑
puesta frente a los problemas de la población con la que trabaja.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

La dinae se apropió del proceso de fortalecimiento institucional impulsado por la 
cooperación española y permitió la articulación de otros cooperantes que trabajaban 
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en la misma línea. Eso determinó que se armara una suerte de puzle en el que todos 
los cooperantes aportaron al trabajo desde su experticia.

Con este programa se apuntó a fortalecer especialmente la dimensión local, for‑
taleciendo la articulación nacional-local para las distintas acciones. También se con‑
siguió una buena articulación con otras instituciones de la región

Asimismo, se logró integrar a los distintos actores de organismos públicos y de la 
cooperación en el diseño, el seguimiento y la evaluación de los resultados del Progra‑
ma. Uno de los principales aportes fue la rigurosidad en los mecanismos de control 
y la evaluación realizada.

La capacidad de articulación de la dinae con autoridades locales, los Centros Pú‑
blicos de Empleo (cepe) y con el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profe‑
sional (inefop) propició la integralidad en las respuestas en materia de empleo y 
formación profesional, con alcance territorial (preferentemente en departamentos 
del norte del país).

La dinae debió sostener el proceso en el tiempo, es decir, constituirlo en una es‑
trategia de desarrollo a mediano y largo plazo dando sostenibilidad a una política de 
Estado —los recursos humanos formados y el equipo constituido, la inclusión de los 
estudios realizados en el diseño de las líneas de trabajo—. Esto se basó en una clara 
direccionalidad política y técnica de la institución.

4.	P royecto para la Introducción de Energía Limpia  
por Sistema de Generación de Electricidad Solar

Cooperante | Japón
Contraparte nacional | Ministerio de Industria, Energía y Minería (miem)
Implementación | Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 

(ute)
Presupuesto | Valuado en usd 8 millones
Duración | 2010 hasta 2014. Vida útil del proyecto: 20 años
Objetivos | Promover el uso de la energía limpia y reducir las emisiones mediante la 

utilización del sistema fotovoltaico interconectado a la red nacional.
	E l Programa Cool Earth del gobierno de Japón, al que adhirió Uruguay en 2008, 

tiene entre sus objetivos promover y financiar proyectos de reducción de gases 
de efecto invernadero en países en desarrollo, para así contribuir con la mitiga‑
ción del calentamiento global.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

En consonancia con los lineamientos estratégicos de la política energética nacional 
se establece la necesidad de sumar energía limpia y renovable, como es el caso de 
la energía solar. Con este proyecto se instaló la primera planta solar fotovoltaica 
conectada a la red eléctrica en Uruguay, lo que permitió desarrollar capacidades aca‑
démicas, profesionales y técnicas en este campo de actividad.

Con la primera fase del proyecto se inauguró, en marzo de 2013, la planta solar 
fotovoltaica en el departamento de Salto. En este sentido, el proyecto contribuye a 
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mejorar la seguridad energética del país, con una producción eléctrica equivalente a 
la consumida por unos 1500 hogares uruguayos (considerando entre 200-250 kWh/
mes/hogar), para una capacidad de 480 MW (lo que equivale a 3000 hogares para 
una potencia de 1 MW).

Dado el incremento de potencia generada por este proyecto, se iniciaron las acti‑
vidades de la segunda fase, para la localización de otra planta solar fotovoltaica de 
similar capacidad en el departamento de Lavalleja. De esta forma, el país avanza 
hacia la independencia energética y la reducción de emisiones de gases de efecto 
invernadero.

5.	C ontrol de la contaminación y gestión de agua en el Río  
Santa Lucía

 
Nombre de iniciativa | Proyecto sobre el control de la contaminación del agua y la 

gestión de la calidad del agua en la cuenca del Río Santa Lucía
 Cooperante | Japón
Contraparte nacional | Dirección Nacional de Medio Ambiente (dinama)
Presupuesto | USD 2.100.000
Duración | abril de 2008 a marzo de 2011
Objetivos | Mejorar la calidad del agua de la cuenca del Río Santa Lucía y fortalecer 

la capacidad de Dinama y otras instituciones involucradas en el control de la con‑
taminación y gestión de la calidad del agua. También, en coordinación con otros 
actores involucrados, se  promovió la gestión mejorada de otras cuencas

 
¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

 
Con la implementación de este proyecto se logró desarrollar el sistema de gestión 
de la dinama en lo referente al control de fuentes de contaminación y la gestión de 
la calidad del agua. Permitió, también, que se creara un sistema de coordinación y 
colaboración entre las instituciones relevantes que intervienen en el control de las 
fuentes.

 Estas instituciones que participaron en el comité de gestión fueron: el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (mvotma), la Agencia Uruguaya 
de Cooperación Internacional, Obras Sanitarias del Estado (ose), el Ministerio de Ga‑
nadería, Agricultura y Pesca (mgap) y las Intendencias de Montevideo, Canelones, San 
José, Florida, Lavalleja, Flores.

Por otra parte, se fortalecieron las capacidades de dinama y las demás instituciones 
que participaron en diferentes aspectos en lo que refiere a: los sistemas de monitoreo 
del agua de ríos y efluentes, la recopilación, análisis y evaluación de datos para el con‑
trol de las fuentes de contaminación y respecto a la inspección, evaluación y aplicación 
de las normas para la gestión de las fuentes de contaminación.

Asimismo, cabe destacar que gracias a la implementación de este proyecto se creó 
y utilizó un sistema integrado de información para el control de la contaminación del 
agua y la gestión de la calidad de la misma.
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6.	C ontrato de apoyo a las políticas de innovación y cohesión 
territorial (Uruguay Integra/Innova)

Cooperante | Unión Europea (ue)
Contrapartes nacionales | Ministerio de Educación y Cultura (mec), a través de su 

Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología (dicyt), la Agencia Nacional de In‑
vestigación e Innovación (anii), la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (opp), 
a través de su área de Políticas Territoriales (apt), y el Ministerio de Economía y 
Finanzas (mef).

Presupuesto | 11 millones de euros
Duración | 42 meses a partir de la entrada en vigor del convenio (agosto de 2012)*
Objetivo | Contribuir a consolidar el proceso de desarrollo económico y social con 

equidad, mediante el apoyo de dos políticas sectoriales específicas:
	P ara el sector Ciencia, Tecnología e Innovación, el objetivo es incrementar la ca‑

pacidad de desarrollo científico y tecnológico y su vinculación con el desarrollo 
productivo y social, por medio del fortalecimiento de la capacidad innovadora 
y de transferencia científico-tecnológica de centros nacionales de excelencia; la 
promoción de procesos asociativos academia-empresa en áreas estratégicas del 
Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, y el fortalecimien‑
to de recursos humanos científicos y técnicos.

	P ara el sector de Cohesión Territorial, el objetivo es incrementar el nivel de efica‑
cia y eficiencia en la articulación de las políticas nacionales con las iniciativas de 
base territorial. La mayor articulación de políticas diseñadas a escala global con 
las necesidades locales permitirá atender con mayor detalle las demandas de los 
territorios más desfavorecidos y, consecuentemente, se espera que incremente 
la cohesión social y territorial.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

El Programa está aún en proceso de ejecución, pero se pueden señalar resultados.
Para el sector de Ciencia, Tecnología e Innovación:

-	 Fortalecimiento de la capacidad innovadora y de transferencia científico-tecno‑
lógica de centros nacionales de excelencia con apoyo a la creación de nuevos gru‑
pos de investigación liderados por jóvenes para áreas estratégicas definidas por 
el Gabinete Ministerial de Innovación.

-	C onsolidación de los procesos asociativos academia-empresa en áreas estraté‑
gicas del Plan Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para ello, 
se realizaron las siguientes actividades: convocatorias a proyectos en el marco 
de fondos sectoriales; el fortalecimiento del Parque Científico Tecnológico de 
Pando, mediante la consolidación de su estructura de gestión y la promoción del 
emprendedurismo a través del establecimiento de unidades de I+D+i empresa‑
riales o de start ups; y conferencias en Biotecnología en el Instituto Pasteur de 
Montevideo para promover asociaciones y transferencias con distintos sectores 
estratégicos.
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-	 Fortalecimiento de los recursos humanos científicos y técnicos en áreas estraté‑
gicas mediante el fortalecimiento de la oferta educativa y el financiamiento de 
becas de posgrado.

-	 Fortalecimiento de las capacidades de Uruguay para aprovechar las oportunida‑
des que ofrecen los programas marco de investigación de la ue.

Para el sector de cohesión territorial:

-	C onsolidación de un sistema de apoyo que promueva la articulación de las políti‑
cas y los programas nacionales con iniciativas de base territorial para la promo‑
ción del desarrollo.

-	 Fortalecimiento de las capacidades de los gobiernos de segundo y tercer nivel, 
los referentes territoriales del Gobierno Central y los actores de la sociedad civil 
con clara inserción territorial.

-	C onsolidación del sistema de formulación, monitoreo y evaluación de políticas y 
programas que integre la gobernanza multinivel.

* La cooperación de la ue al Uruguay para el período 2007-2013 priorizó las intervenciones en dos de 

los sectores identificados como prioritarios para Uruguay: Cohesión Social Territorial, e Innovación, 

Investigación y Desarrollo Económico. Durante el primer tramo de la cooperación, el sector Cohesión 

Social y Territorial dio origen al programa Uruguay Integra, ejecutado por la opp por 12 millones de 

euros, y el sector Investigación, Innovación y Desarrollo Económico, al Programa Uruguay Innova, 

ejecutado por la anii por un monto de 8 millones de euros.

7.	 cooperación sur-sur Uruguay -  
Chile en donación y trasplante de órganos

Oferente principal | Ministerio de Salud Pública (msp) e Instituto Nacional de Dona‑
ción y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos.

Contrapartes | Chile - Ministerio de Salud - Coordinación Nacional de Procuramiento 
y Trasplante de Órganos y Tejidos.

Presupuesto | Chile - Pasajes para los grupos de técnicos chilenos
	 Uruguay - Viáticos para técnicos chilenos a capacitar y horas hombre de capaci‑

tación
Duración | Junio 2011 a junio 2013. Se extendió a 2014
Objetivos | Fortalecer la red nacional de trasplantes y tejidos de Chile y generar he‑

rramientas para mejorar el proceso de donación y trasplante.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación para los países involucrados?

Uruguay es el país líder en la región en donación y trasplante de órganos y su coope‑
ración es frecuentemente solicitada por los gobiernos de algunos países (Ecuador, 
Chile, Venezuela, Colombia, entre otros).
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Mediante la cooperación con Uruguay, los técnicos chilenos conocieron y adqui‑
rieron conocimientos aplicables para la mejora de los procesos de donación y tras‑
plantes en su país. Según las evaluaciones de los propios técnicos, esta capacitación 
impactó en los procedimientos de centros hospitalarios locales y también en los pro‑
cedimientos y estrategias que se definen en el Ministerio de Salud de Chile.

A través de la cooperación con países como Chile, Uruguay difunde el modelo uti‑
lizado en el país y genera lazos de aprendizaje mutuo entre colegas que enfrentan 
problemas similares. Con iniciativas como esta, Uruguay contribuye a construir en 
conjunto estrategias comunes en la región para la donación y el trasplante de órga‑
nos. La experiencia de intercambiar conocimiento fortalece la coordinación de políti‑
cas en ámbitos de integración y da pie a nuevas iniciativas que se construyen a partir 
de los intercambios realizados.

El proyecto fue planteado para su renovación en 2014-2015 y se agregó un compo‑
nente de retorno para que técnicos uruguayos sean capacitados en procedimientos 
postrasplante, muy avanzados en Chile.

8.	C ooperación sur-sur Uruguay - 
Ecuador en discapacidad y políticas sociales

Nombre de iniciativa | Abordaje bio-psico-social y clínico-genético de personas con 
discapacidad.

Principal oferente | Secretaría Técnica de Discapacidades de la Vicepresidencia de 
Ecuador.

Contraparte nacional | Programa Nacional de Discapacidad (pronadis) del Ministe‑
rio de Desarrollo Social de Uruguay.

Presupuesto asignado | La cooperación se realiza en modalidad de costos compar‑
tidos

Duración | Diez meses, de enero a octubre de 2013
Objetivos | Fortalecer las iniciativas de abordaje integrado ante la problemática de 

las discapacidades en Uruguay y Ecuador, reforzando las capacidades para el 
diagnóstico de prevalencia en poblaciones determinadas, la implementación de 
mecanismos oportunos de despistaje, los sistemas de información, las estrate‑
gias de comunicación poblacional y el seguimiento asistencial con carácter de 
integralidad y perspectiva de derechos; todo ello con la finalidad de mejorar sus 
posibilidades de inclusión social.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

La cooperación de Ecuador hacia Uruguay ha sido relevante para la definición po‑
lítica en materia de discapacidad que se impulsa desde el Ministerio de Desarrollo 
Social a través del pronadis. A partir de las políticas establecidas en Ecuador para 
dar cobertura a todas las personas con discapacidad en ese país, se analizaron las 
estrategias pertinentes para Uruguay (con base en sus líneas prioritarias de trabajo), 
se identificó a la población con discapacidad, sus características y necesidades y se 
mejoraron las condiciones de vida.
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El intercambio con Ecuador consistió en: a) transferencia técnica específica sobre 
discapacidades, a través de la construcción de instrumentos conjuntos para relevar 
información y determinar discapacidad y dependencia; b) intercambio sobre dispo‑
sitivos logísticos, administración de recursos humanos y materiales para la ejecu‑
ción de la propuesta, identificación de acuerdos interinstitucionales para su viabili‑
dad; c) intercambio sobre sistemas de registro de información y georreferenciación; 
d) estrategia comunicacional para alcanzar los objetivos del programa.

Por otro lado, como una línea prioritaria del pronadis, se proveyeron ayudas téc‑
nicas y tecnológicas que permitieron mejorar la autonomía personal de las personas 
con discapacidad y se apoyó el desarrollo del Centro Nacional de Ayudas Técnicas y 
Tecnológicas, a partir de la donación enviada en dos aviones de las Fuerzas Aéreas 
Ecuatorianas.

El trabajo realizado a partir de las visitas de intercambio de los equipos técnicos 
de ambos países permitió identificar nuevos intereses conjuntos de cooperación que 
se desarrollan a partir de 2014:

-	P rofundizar en temas de accesibilidad, promoviendo acciones conjuntas de mo‑
vilización e impacto social.

-	E laborar materiales de sensibilización conjuntos.
-	P rofundizar en temas vinculados a la salud sexual y reproductiva de mujeres y 

hombres con discapacidad.
-	R econceptualizar las políticas de discapacidad en ambos países a partir de los 

conceptos de autonomía, autodeterminación y dependencia, a raíz de los avan‑
ces de Uruguay en la materia.

-	C apacitar a equipos de Ecuador en el uso del baremo de dependencia elaborado 
por Uruguay.

-	C apacitación en mantenimiento y adecuación de ayudas técnicas.

9.	C ooperación sur-sur para el fortalecimiento  
del control del tabaco

Nombre de iniciativa | Cooperación bilateral para el fortalecimiento del control del 
tabaco.

Oferente principal | Ministerio de Salud Pública (msp) de Uruguay, Programa de Con‑
trol de Tabaco.

Contrapartes | Ecuador - Ministerio de Salud Pública de Ecuador -
	 Uruguay - Ministerio de Salud Pública de Uruguay
Presupuesto asignado | No cuantificado. La cooperación se realiza en modalidad de 

costos compartidos
Duración | Noviembre de 2012 a mayo de 2013. Se extiende hasta 2014-2015
Objetivo | Compartir experiencias específicas de los programas y actividades de con‑

trol de tabaco de ambos países y fortalecer las instituciones para la implemen‑
tación y el control de cumplimiento del marco legal relativo al control del tabaco.

Productos y resultados | Apoyo y asesoramiento uruguayo al Ministerio de Salud 
Pública de Ecuador y presentaciones frente al Parlamento Ecuatoriano que con‑



tribuyen a la aprobación de la ley ecuatoriana sobre control del tabaco.
	T alleres y presentaciones en Uruguay y Ecuador para el trabajo en implementa‑

ción de estrategias efectivas.
	T aller en Ecuador donde Uruguay comparte lecciones aprendidas referidas a pro‑

blemas y desafíos específicos de la implementación de las leyes nacionales rela‑
tivas al Convenio Marco del Control de Tabaco de la oms.

¿Qué aportó esta iniciativa de cooperación al país?

Ambos países formalizaron su iniciativa política y pusieron en marcha mecanismos 
concretos para trabajar juntos con vistas a una implementación más efectiva del 
Convenio Marco para el Control de Tabaco de la oms.

El proyecto fue extendido en 2014 y se continúa el trabajo conjunto en temas 
específicos, como cesación, prohibición de la publicidad, etcétera.

Uruguay es considerado un país pionero en la lucha contra el tabaco y proyectos 
como este han sido solicitados por diferentes países latinoamericanos (Colombia, 
Bolivia y Costa Rica, entre otros).

Uruguay enfrenta un litigio internacional contra la tabacalera Phillip Morris, cuyo 
fallo puede afectar la soberanía del país y de otros de la región que están implemen‑
tando iniciativas similares con buenos resultados en cuanto a reducción de inciden‑
cia del cáncer de pulmón y otras causas de mortalidad. A través de la cooperación 
sur-sur los países de la región buscan construir un frente común con políticas simi‑
lares orientadas a proteger la salud.

En 2014, el msp de Uruguay, con el apoyo de actores de la sociedad civil, y la par‑
ticipación de la Cancillería y la auci, fundaron el Centro de Cooperación Internacional 
para el Control del Tabaco (ccict). Esta institución articula y consolida el trabajo de 
varios países de América Latina para coordinar esfuerzos y reforzar las instituciones 
nacionales en la materia.
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ANEXO 2. LA COOPERACIÓN EN IMÁGENES

La cooperación internacional tiende puentes entre las personas. A través del 
intercambio de conocimientos, ideas y experiencias, a través de la transferencia 
de capacidades, tecnologías y recursos, las personas se benefician y mejoran su 
desarrollo humano. A continuación se retratan algunas de las acciones de la 
política de cooperación de Uruguay.  

Programa de abastecimiento de agua potable a pequeñas comunidades rurales con cooperación española. 
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Programa de apoyo a las políticas de innovación y cohesión territorial con la Unión Europea. 

Control de la contaminación y gestión de agua en el río Santa Lucía con Japón. 
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Programa de Energía Eólica con cooperación gef/pnud. 

Cooperación sur-sur con Bolivia. Intercambio de Experiencias en Vivienda.
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Proyecto del Fondo de Cooperación Uruguay-México. Salud Mental y Comunicación Participativa. 

Proyecto del Fondo de Cooperación Uruguay-México. Intercambio de experiencias udelar-unam. 
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Inauguración de la Casa de la Cultura Afrouruguaya con cooperación de España. 

Cooperación sur-sur de Uruguay. Seminario sobre la experiencia uruguaya en trazabilidad bovina. 
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Presentación de la publicación Capacidades Uruguayas para la Cooperación Sur-Sur. 

Proyecto para la Introducción de Energía Limpia por Sistema de Generación de Electricidad Solar con Japón. Fo
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Uruguay participa en el Foro de Alto Nivel  
de Busán - 2011.

Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo realizada en Montevideo - 2013.

Uruguay participa en Conferencia Intergubernamental 
DaO de Tirana - 2012.
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Uruguay presenta iniciativa de informe global de css en Foro de ecosoc de Naciones Unidas - Nueva York, 2014.

Uruguay presenta datos sobre el panorama  
de css en Latinoamérica en Foro de Etiopía - 2014.

Uruguay organiza la conferencia  
Global DaO - 2011.
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auci organiza el taller “Los países latinoamericanos en el escenario de la cooperación internacional” en Montevideo - 2011.

Encuentro de Agencias de Cooperación de Iberoamérica realizado en Uruguay - 2014.
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